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1. LEY 31/1995 DE PREVENCIÓN DE RIESGOS 

LABORALES. 

 

La respuesta por parte de la Unión Europea a los modelos reactivos de gestión de la 

prevención vigentes en muchos Estados de la Unión, así como a una legislación en 

prevención en general, prescriptiva en los resultados, compleja y en la mayoría de los casos 

difícil de modificar y mantener al día, fue la adopción de la Directiva Marco 89/391/CEE 

relativa a la aplicación de medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud de 

los trabajadores en el trabajo. Esta Directiva ha sido traspuesta a la legislación Española 

porla Ley 31/1995 de Prevención de Riegos Laborales. 

 

La Ley propone un modelo activo de prevención. Las bases de este modelo están 

magistralmente trazadas en la exposición de motivos 5: 

 

"La protección del trabajador frente a los riesgos laborales exige una actuación 

en la empresa que desborda el mero cumplimiento formal de un conjunto 

predeterminado, más o menos amplio, de deberes y obligaciones empresariales 

y, más aún, la simple corrección a posteriori de situaciones de riesgo ya 

manifestadas... 

 

Con esta frase el legislador está diciendo dos cosas: que la prevención va más allá del mero 

cumplimiento de una legislación prescriptiva en los resultados (como era la OGSHT, que en 

evitar "la condición insegura" o regulaba una forma de comportamiento, para evitar "el acto 

inseguro") y que la prevención en mucho más que una actuación reactiva: actúo solamente 

cuando ya se han producido los daños a la salud de los trabajadores. 

 

“...La planificación de la prevención desde el momento mismo del diseño del 

proyecto empresarial, la evaluación inicial de los riesgos inherentes al trabajo y 

su actualización periódica a medida que se alteren las circunstancias, la 

ordenación de un conjunto coherente  globalizador de medidas de acción 

preventiva adecuadas a la naturaleza de los riesgos detectados y el control de la 

efectividad de dichas medidas, constituyen los elementos básicos del nuevo 

enfoque en la prevención de riesgos laborales que la Ley plantea." 
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En este párrafo están contenidos los pilares básicos de una prevención activa que 

fundamentan la Ley de Prevención de Riesgos Laborales. 

 

El artículo 14 define el objetivo último que la Ley persigue: Los trabajadores tienen derecho 

a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. Este derecho de los 

trabajadores se convierte en una obligación de empresario. Para conseguir dicho objetivo se 

han de controlar los riesgos y para ello el artículo 16 exige la evaluación de riesgos. Estos 

dos artículos forman el núcleo preventivo sobre el que pivota la acción 

preventiva que la Ley propone. 

 

 

 

Es importante, antes de seguir, hacer dos consideraciones sobre la evaluación de riesgos: 

En primer lugar la evaluación de riesgos no es un fin en sí misma. La Ley no exige la 

evaluación de riesgos para tenerla guardada en una estantería lista para revisión por las 

autoridades competentes cuando lo requieran. La evaluación es un medio para controlar 

los riesgos. 
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En segundo lugar, la evaluación de riesgos no es un proceso estático. Al contrario, es un 

proceso dinámico que exige revisar y/o actualizar cuando, por ejemplo, existan cambios 

en las condiciones de trabajo, daños a la salud de los trabajadores o periódicamente cuando 

se exija una reglamentación específica.  

 

Por ejemplo, el RD 1316/1989 sobre protección de los trabajadores frente a los riesgos 

derivados de la exposición al ruido durante el trabajo exige volver a evaluar anualmente la 

exposición de los trabajadores expuestos a niveles diarios equivalentes superiores a 90 dBA. 

 

Volviendo al objetivo último en prevención de la Ley: derecho a una protección eficaz de la 

seguridad y salud en el trabajo de los trabajadores, mediante la evaluación y el control de 

los riesgos, la Ley plantea un grupo importante de acciones para conseguir dicho objetivo, 

entre los que se encuentran: 
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El artículo 15 establece los principios generales en los que debe basarse la acción 

preventiva. 

 

El primero es evitar los riesgos. Cuando no sea posible, el segundo principio obliga a evaluar 

los riesgos que no se puedan evitar. Los restantes principios están relacionados con el 

control de los riesgos: 

 

• Combatir los riesgos en su origen. 

• Adaptar el trabajo a la persona, en particular en lo que respecta a la concepción de los 

puestos de trabajo, así como a la elección de los equipos y los métodos de trabajo y 

de producción, con miras, en particular, a atenuar el trabajo monótono y repetitivo y 

reducir los efectos del mismo en la salud. 

• Tener en cuenta la evolución de la técnica. 

• Sustituir lo peligroso por lo que entrañe poco o ningún peligro. 

• Planificar la prevención, buscando un conjunto coherente que integre en ella la 

técnica, la organización del trabajo, las condiciones de trabajo, las relaciones sociales y 

la influencia de los factores ambientales en el trabajo. 

• Adoptar medidas que antepongan la protección colectiva a la individual. 

• Dar las debidas instrucciones a los trabajadores. 
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El artículo 17 obliga al empresario a poner a disposición de los trabajadores equipos de 

trabajo y equipos de protección individual adecuados para el trabajo que deba realizarse de 

forma que en su utilización se garantice la seguridad y la salud de los trabajadores. 

 

El artículo 18 establece los principios generales sobre los derechos de información, 

consulta y participación en las tareas preventivas de los trabajadores. 

 

Ya hemos señalado anteriormente la importancia que tiene, en los modernos sistemas de 

gestión de la prevención de riesgos laborales, la participación de los trabajadores en la 

actividad preventiva. La Ley da tanta importancia a este tema, que dedica en exclusiva el 

capitulo V a la consulta y participación de los trabajadores. 

 

El artículo 19 obliga al empresario a garantizar una formación teórica y práctica suficiente 

y adecuada en materia preventiva de sus trabajadores. Ya hemos visto anteriormente el 

papel preponderante que juega la formación dentro de los modernos sistemas de gestión de 

la calidad, del medio ambiente y de la prevención de riesgos laborales. 

 

El artículo 20 obliga a analizar las posibles situaciones de emergencia y a tomar las 

medidas precisas en primeros auxilios, lucha contra incendios y evacuación de los 

trabajadores. 

 

El artículo 21 establece las obligaciones ante un riesgo grave e inminente. 

 

El artículo 22 obliga al empresario a realizar la vigilancia periódica del estado de salud de 

los trabajadores en función de los riesgos inherentes a su trabajo. 

 

Es bastante improbable, por no decir imposible, que en una empresa se puedan cumplir 

adecuadamente todas esas obligaciones y muchas otras que la Ley establece si no se 

adopta en la empresa un adecuado sistema de gestión de la prevención de riesgos 

laborales. 

 

Tomemos como ejemplo el artículo 19, formación de los trabajadores. Las obligaciones 

impuestas por este artículo implican una serie de actuaciones entre las que se encuentran: 
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- Identificar las necesidades de formación para cada trabajador, deducidas 

fundamentalmente de la evaluación de los riesgos. 

- Definición de los objetivos específicos de formación que posteriormente 

servirán de base para medir la eficacia de la formación. 

- Decidir los métodos de formación, asignando los recursos precisos (cómo y 

dónde se impartirá, cuándo, con qué medios, etc.). 

- Ejecutar la formación. 

- Establecer y mantener al día un registro de formación. 

- Evaluar la formación mediante la comparación con los objetivos que se 

definieron. Los resultados de la evaluación deben servir para mejorar el 

proceso de formación. 

- Seguimiento. 

 

Estas actuaciones solamente pueden hacerse sistemáticamente y de forma correcta si la 

empresa cuenta con un procedimiento de formación que ha de formar parte del sistema de 

gestión de la prevención. 
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1. Integración de la prevención en la gestión de la empresa. 

   - La seguridad del producto. 

   - El manual (política, procedimientos, planes, etc.). 

   - Integración con los diferentes sistemas (calidad y medio ambiente). 

Gestión total. 

   - Las auditorías internas. 

2. Obligaciones y responsabilidades. 

   - Funciones, obligaciones y responsabilidades. 

3. Organización y planificación. 

   - Plan de prevención de riesgos laborales. 

   - Evaluación de riesgos. 

   - Planificación de la prevención. 

   - Sistemas de control sobre los riesgos existentes. 

   - Modalidades preventivas. 

4. Costes de la accidentalidad y rentabilidad de la prevención. 

   - Los costes de los accidentes de trabajo. 

   - Métodos de cálculo de los costes de los accidentes. 

5. Legislación y normativa básica en prevención. 

   - Introducción al ámbito jurídico. 

   - Legislación básica y de desarrollo. 
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2. INTEGRACION DE LA PREVENCIÓN EN LA GESTIÓN 

DE LA EMPRESA 

Se puede afirmar que la gestión de la prevención de riesgos laborales, no sólo en España, 

sino también en otros países europeos, ha estado basada tradicionalmente en modelos 

reactivos de actuación: una vez producido el accidente se investigaban las causas y se 

dirigían los esfuerzos de gestión a impedir que se volviese a producir un accidente igual. 

Además, la investigación de accidentes se ha basado en un modelo causal de accidentes 

que hoy se ha demostrado inadecuado y que se centraba en la búsqueda de una causa 

primaria, determinando si era un acto inseguro o una condición insegura.  

A dicha forma de actuación ha colaborado la forma en que estaba redactada la legislación 

vigente en España desde 1971. La O.G.S.H.T. ha sido una legislación prescriptiva en los 

resultados, es decir, en términos generales, especificaba los peligros y daba las medidas 

técnicas preventivas (para evitar la condición insegura) o regulaba una forma de 

comportamiento (para evitar el acto inseguro).  

Independientemente de los méritos y logros de dicha legislación, el sistema de gestión de la 

prevención que ha propiciado, es claramente inadecuado para gestionar la mayoría de los 

peligros derivados de unas tecnologías rápidamente crecientes, ya que muchas medidas 

preventivas se quedaron obsoletas en cada avance técnico. Por otra parte, las reglas deben 

ser un medio para alcanzar la seguridad, no un fin en sí mismas.  

Sin menospreciar la importancia de la seguridad en el trabajo, se puede decir que la 

preocupación por las condiciones materiales del trabajo, ha dominado el campo de la 

prevención a costa de olvidar la gran importancia de los factores humanos y de organización 

tal como el papel de la formación, los procedimientos para comprobar unas realizaciones 

seguras o la influencia de los sistemas de trabajo sobre la gestión y el comportamiento. 

Quizás en esta forma reactiva de actuación en prevención de riesgos laborales se encuentre 

una de las razones fundamentales por la que los índices de incidencia y de frecuencia de los 

accidentes en jornada de trabajo con baja producidos en España, están prácticamente 

estabilizados en los últimos diez años. 
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Las principales razones por las que los gestores se han centrado en un modelo de 

prevención reactivo son, en primer lugar, porque es más sencilla que una prevención activa 

y en segundo lugar por creer en el citado modelo causal de accidentes. 

Evaluar los riesgos y diseñar planes de prevención, tiene su complejidad ya que implica 

analizar las probabilidades y las consecuencias de un amplio abanico de sucesos no 

deseados y planificar el control de los riesgos no tolerables. Sin embargo, prevenir que se 

repita un accidente es, la mayoría de las veces, un problema con una solución evidente. 

Se han realizado muchas investigaciones de accidentes en las que se han encontrado fallos 

en los sistemas de gestión, en las estructuras organizativas y en los procedimientos. Un 

ejemplo significativo es el análisis de accidentes en trabajadores de mantenimiento realizado 

en 1982 por la Unidad Consultiva en  

Prevención de accidentes del HSE. En el 75% de los accidentes se encontró como causa 

fallos en el Sistema de Gestión de la Prevención. 

En respuesta a este modelo reactivo de actuación en prevención, que en Europa se ha 

demostrado inadecuado, la Unión Europea promulgó la Directiva Marco 89/391/CEE. Esta 

Directiva, que ha sido transpuesta a la legislación española por la Ley 31/1995 de 

Prevención de Riegos Laborales, plantea un nuevo modelo activo de actuación y es 

prescriptiva en el proceso: especifica los pasos que debe dar un empresario para identificar 

peligros, evaluar riesgos y seleccionar, implantar y controlar las medidas preventivas.  

Los pasos clave en una gestión activa de la prevención son la identificación de los peligros, 

la evaluación y control de los riesgos, así como la adopción de las medidas necesarias para 

asegurar que existen normas y procedimientos, formación, participación, y lo más 

importante, un verdadero compromiso para eliminar o reducir los riesgos.  

Todo ello implica establecer en la empresa una política de prevención que defina objetivos, 

y planificar la actividad preventiva. También implica integrar la actividad preventiva en la 

gestión global de la empresa, establecer buenos canales de comunicación en ambos 

sentidos y una estructura de decisión que sea responsable de los elementos clave del 

sistema de gestión.  
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En particular, debe medirse el cumplimiento de la política, tanto mediante auditorías con el 

fin de ver lo que realmente está ocurriendo, como midiendo resultados con el fin de 

comprobar si se consigue reducir accidentes y si se controlan los riegos. 

 

La prevención de riesgos laborales tuvo su origen y ha permanecido hasta nuestros días, no 

sólo en España, sino en otros países europeos, en un modelo reactivo de actuación basado 

en la investigación de accidentes y utilizando un modelo causal de accidentes que hoy se ha 

demostrado inadecuado. De forma general, los esfuerzos de gestión de la prevención de 

riesgos laborales se han dirigido a evitar que se repitan accidentes que han sucedido. 

 

Las características más importantes de este modelo reactivo de actuación son: 

 

- Una vez producido el accidente, se trata de buscar una causa primaria. 

- Determinar si la causa primaria es un acto inseguro o una condición insegura. 

- Proponer medidas para que el accidente no vuelva a producirse: para los actos inseguros 

se diseña una norma con el fin de evitar el comportamiento inseguro y para las condiciones 

inseguras se diseña una solución técnica (por ejemplo, un resguardo) 

 

Ejemplo: un trabajador de una prensa, ante un atasco de la pieza en elaboración, introduce 

la mano en la matriz abierta, que le amputa dos dedos.  

Según el modelo anterior de investigación de accidentes, dos serían las causas primarias del 

accidente, en primer lugar, un acto inseguro del trabajador por introducir la mano en la 

matriz y, en segundo lugar, una condición insegura: una matriz abierta. 

 

A primera vista parecería que habríamos solucionado el problema instalando un resguardo 

en la matriz y elaborando una norma para el comportamiento seguro de los trabajadores de 

prensas. 

 

Sin embargo, y con suerte, habremos solucionado este problema específico, pero no muchos 

otros problemas latentes en el sistema de gestión de la prevención.  

En primer lugar, el concepto de una causa primaria única de un accidente es una 

simplificación de un complejo proceso multicausal: los accidentes son generados por un 

numeroso grupo de causas interrelacionadas. 
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Además, el término "acto inseguro" incluye un amplio abanico de errores humanos, desde 

los errores no intencionados hasta un comportamiento intencionadamente peligroso, como 

la violación de una instrucción operativa. 

 

Por otra parte, sólo se ha fijado la atención en los errores cometidos por los trabajadores y 

no en los cometidos por los gestores e ingenieros. Los errores de estos últimos, que se 

cometieron seguramente mucho antes y en distinto lugar del accidente, pudieron propiciar 

un entorno de trabajo en el que se hizo más probable el error de los trabajadores. Es decir, 

actos inseguros remotos crean unas condiciones en las cuales los actos inseguros 

inmediatos pueden conducir a accidentes.  

 

 

Volviendo al ejemplo del accidente en la prensa, no sólo hay que considerar el acto inseguro 

del trabajador o la condición insegura, sino los actos inseguros cometidos por los gestores e 

ingenieros, por ejemplo: 

 

- Incumplimiento de la legislación de P.R.L. 

- Diseño y fabricación de una máquina insegura. 

- Adquisición de una máquina insegura. 

- Deficientes: 

- mantenimiento de la máquina. 

- supervisión 

- Deficiente o inexistente:  

- evaluación de riesgos 

- procedimiento de trabajo. 

- información a los trabajadores. 

- formación de los trabajadores. 

- Etc.. 

 

Estas y otras causas, que están totalmente fuera del control del trabajador, propiciaron que 

se produjera el accidente. 

 

A este modelo reactivo de gestión de la prevención de riesgos laborales, así como a la 

investigación de accidentes basada en un modelo simplista de causalidad, ha colaborado el 



 

14 

estilo y modelo de la legislación sobre seguridad e higiene vigente en España desde 1971 

(O.G.S.H.T).  

 

Una característica importante de esta legislación es ser prescriptiva en los resultados, para 

un determinado peligro se establecían las medidas preventivas necesarias, que, en general, 

se componían de una solución técnica (con el fin de evitar la condición insegura), y de una 

forma de comportamiento (para evitar el acto inseguro). 

 

Por ejemplo el Articulo 86, Manejo de correas: 

 

1. Se emplearán portacorreas o dispositivos análogos para que las correas desmontadas 

descansen sobre ellos, no permitiéndose que se apoyen sobre los árboles u órganos de 

rotación. 

2. Queda prohibido maniobrar a mano toda clase de correas durante la marcha.  

Estas maniobras se harán mediante montacorreas, pértigas, cambia correas u otros 

dispositivos análogos que alejen todo peligro de accidente. 

 

Por otra parte, esta legislación no ha puesto la suficiente atención a los factores humanos y 

organizativos que tan importante papel juegan en la prevención de los daños derivados del 

trabajo. 

 

Finalmente, esta legislación, desarrollada en un anterior contexto social y económicamente 

distinto, ha quedado obsoleta en muchas de sus partes y es claramente inadecuada para 

resolver los problemas a los que se enfrenta hoy en día la prevención, derivados, entre 

otros, de las nuevas tecnologías.  

 

A lo largo de las unidades didácticas del módulo 7, veremos que el modelo de sistema de 

gestión de la prevención de riesgos laborales que se propone, está compuesto por una serie 

de elementos, entre los que se encuentra el control de las actuaciones, que comprende el 

control activo (por ejemplo la inspección sistemática de locales, instalaciones, equipos y 

maquinaria, muestreos ambientales, etc.) y el control reactivo (investigación de incidentes, 

accidentes, enfermedades laborales y recomendaciones o requerimientos efectuados por 

Organismos Oficiales). 
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Es importante destacar que el control reactivo es uno de los elementos (y no el único, como 

ha sucedido, en la mayoría de los casos, hasta ahora) del sistema de gestión de la 

prevención de riesgos laborales. Para que se consigan buenos resultados, la investigación de 

accidentes ha de seguir un modelo multicausal (por ejemplo el método del árbol de causas 

contemplado en la unidad didáctica 2.3) y se ha de profundizar en el análisis hasta detectar 

los fallos latentes. 

 

Podemos concluir este apartado diciendo que, en términos generales, el modelo de 

actuación en prevención de riesgos laborales ha sido reactivo y basado en una forma de 

investigar los daños a la salud de los trabajadores que no ha valido para sacar a la luz los 

fallos latentes en el sistema de gestión.  

 

Sistemas activos de actuación en Prevención de Riesgos Laborales. 

 

En respuesta al modelo reactivo de gestión de la prevención anteriormente descrito y ante 

accidentes muy serios producidos en Europa, se empezó a crear un movimiento que, por 

una parte, propugnaba una gestión activa de la prevención, y por otra, establecía los 

principios para la elaboración de una legislación que fijara objetivos generales y se basase 

en el principio general del deber del empresario de protección de los trabajadores frente a 

los riesgos laborales. 

 

Este movimiento, gestado básicamente en Inglaterra, tuvo como exponente el informe de 

Lord Robens de 1972, que sirvió de base para la Ley Británica de Seguridad y Salud en el 

Trabajo de 1974. 

 

Refiriéndose al estado de la legislación en prevención, Lord Robens dice "La legislación 

actual sigue un estilo y un modelo desarrollado en un contexto anterior social y 

tecnológicamente diferente. Su desarrollo a trozos ha conducido a una abundancia de 

legislación que es complicada por su detalle, no progresista, a veces difícil de entender y 

difícil de modificar y mantener al día. Pone poca atención en los factores humanos y de 

organización a la hora de prevenir accidentes, no cubre a todos los trabajadores y no trata 

de una forma global y eficaz con algunas fuentes de serios peligros". 

 

Robens, basándose en su experiencia personal en la minería, era un firme defensor de la 

implicación y participación de los trabajadores en los sistemas de gestión de la prevención. 
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También defendía los que denominaba "autoregulación". Este concepto que hoy 

entendemos como "cultura de seguridad" propugna que los empresarios, comprometidos 

con la prevención y mediante la consulta y participación de sus trabajadores, identifiquen 

peligros, evalúen los riesgos e implanten medidas preventivas. Para lograrlo se debía crear 

un marco nacional de leyes y normas, desarrolladas con la colaboración de todas las partes 

implicadas. 

 

Todos estos criterios sirvieron para dar un revolucionario cambio, el primero en 150 años, a 

la legislación inglesa de seguridad y salud en el trabajo. La Ley de 1974 fijó un conjunto de 

objetivos generales, estableció la necesidad de la evaluación de riesgos y la eliminación o 

disminución de los riesgos hasta un nivel "lo más bajo razonablemente posible". Sin duda 

estos principios han influenciado a los restantes estados de la Unión Europea a la hora de 

elaborar la nueva legislación comunitaria de seguridad y salud, específicamente la Directiva 

Marco 89/391/CEE. 

 

En cuanto a la gestión activa de la prevención, Robens se dio cuenta que las empresas con 

unos índices excelentes de seguridad, tanto en el Reino Unido como en otros países, tenían 

su propia política de prevención de riesgos laborales en la que se establecían sus objetivos 

de seguridad y salud, así como una organización eficaz en la que estaban definidas 

responsabilidades individuales. Esta forma de actuación está presente en los nuevos 

sistemas activos de gestión de la prevención de riesgos laborales. 

 

El primer objetivo que debe plantearse un sistema activo de prevención es intervenir, a 

priori, en un hipotético proceso de causas de los accidentes con el fin de romper la cadena 

causal, es decir, se trata de detectar y eliminar los fallos latentes y los activos. Para ello, ha 

de seguirse un proceso continuo que comprende: 

 

1) Identificación de peligros 

2) Evaluación de los riesgos 

3) Control de los riesgos 

4) Comprobación periódica de las medidas de control  

 

Complementariamente a este objetivo, un sistema activo de prevención ha de comprender 

muchas otras actuaciones. En primer lugar hay que planificar la prevención que implica, 

entre otras cosas, priorizar la actividad preventiva asignando los recursos precisos, 
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establecer y llevar a cabo las necesidades de formación y elegir las metodologías adecuadas 

para la evaluación de riesgos, determinando, a veces, los criterios para la definición del 

riesgo tolerable.  

La prevención ha de integrase en todas las actividades y decisiones que se adopten dentro 

de la empresa y ha de considerarse como una parte de la toma diaria de decisiones. Se 

debe establecer una estructura organizativa y un sistema de comunicación que facilite el 

proceso de integración de la prevención dentro del proceso general de gestión de la 

empresa. Dicho sistema ha de ser capaz de asegurar que todos los miembros de la 

organización están plenamente informados sobre los temas preventivos. 

 

Los fundamentos de una gestión activa de la prevención son: la identificación de los 

peligros, la evaluación y control de los riesgos, así como la adopción de las medidas 

necesarias para asegurar que existen normas y procedimientos, formación, participación, y 

lo más importante, un verdadero compromiso para eliminar o reducir los riesgos.  

 

Todo ello implica establecer en la empresa una política de prevención que defina metas y 

objetivos, planificar e integrar la actividad preventiva, estableciendo buenos canales de 

comunicación en ambos sentidos y una estructura de decisión que sea responsable de los 

elementos clave del sistema de gestión. En particular, debe medirse el cumplimiento de la 

política, tanto mediante auditorías con el fin de ver lo que realmente está ocurriendo, como 

midiendo resultados con el fin de comprobar si se consigue reducir los daños a la salud y si 

se controlan los riesgos. 

 

Los elementos clave para lograr el éxito en la gestión de la prevención de riesgos laborales 

son: 

 

· Política: Las organizaciones que alcanzan altos niveles de salud y seguridad, tienen 

definida una política preventiva que contribuye a la ejecución de su negocio a la vez que 

atiende sus responsabilidades con los trabajadores y el medio ambiente, cumpliendo con la 

legislación vigente en dichos ámbitos. De esta forma satisfacen las aspiraciones de los 

accionistas, trabajadores, clientes y de la sociedad en su conjunto. Dicha política es 

económicamente rentable y está dirigida a conseguir la conservación y el desarrollo de los 

recursos físicos y humanos, así como a reducir las pérdidas, tanto financieras como por 

responsabilidades legales. La política preventiva influye en todas las actividades y 

decisiones, incluyendo aquéllas relacionadas con la selección de recursos, información, 
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diseño y funcionamiento de los sistemas de trabajo, diseño y suministro de productos y 

servicios, así como el control y la destrucción de los residuos. 

 

· Organización: Dichas organizaciones están estructuradas y funcionan de modo que pueden 

poner en práctica, de forma efectiva, su política preventiva. Se ayudan mediante la creación 

de una cultura positiva que asegura la participación y el compromiso a todos los niveles, 

apoyándose en sistemas de comunicación eficaces y en la promoción de las aptitudes que 

permitan a todos los trabajadores hacer una contribución responsable e informada al 

esfuerzo preventivo. Es imprescindible el compromiso y el liderazgo visible y activo de la alta 

dirección para desarrollar y mantener el apoyo a una cultura preventiva. Su finalidad no es 

simplemente evitar daños a la salud, sino motivar y facultar a los trabajadores para que 

realicen su función con seguridad. 

 

· Planificación: Para la implantación de su política, esas organizaciones adoptan un modo de 

actuación planeado y sistemático. Su intención es eliminar y minimizar los riesgos creados 

por las actividades laborales, productos y servicios. Utilizan la evaluación de riesgos para 

establecer prioridades y fijar objetivos con el fin de eliminarlos o reducirlos. Miden sus 

actuaciones preventivas estableciendo procedimientos y comparándolos con ellos e 

identifican las acciones necesarias para promover una cultura preventiva Eliminan los 

riesgos en el origen, siempre que sea posible, mediante un cuidadoso diseño y selección de 

lugares de trabajo, equipos y procesos o minimizan aquéllos mediante el uso de medidas 

colectivas de control. Cuando no es posible, para controlar los riesgos, se utilizan 

instrucciones operativas  

de trabajo y equipos de protección individual. 

 

· Medición de las actuaciones: Las organizaciones que gestionan con éxito la prevención de 

riesgos laborales, comprueban la eficacia de sus actuaciones en este ámbito mediante su 

comparación con normas previamente definidas. De este modo se detecta cuándo y dónde 

se necesita mejorar las actuaciones. El éxito de una acción dirigida a controlar riesgos se 

evalúa mediante una autocomprobación activa que incluye un examen, tanto de los lugares 

de trabajo, equipos y substancias, como de los procedimientos y sistemas de trabajo. Los 

errores de gestión se evalúan a través de una comprobación reactiva que requiere la 

investigación a fondo de cualquier incidente, accidente o enfermedad laboral. Tanto en las 

comprobaciones activas como en las reactivas, los objetivos no son sólo determinar las 

causas inmediatas de las actuaciones fuera de normas, sino (y lo más importante) identificar 
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las causas básicas y sus implicaciones para el funcionamiento del sistema de gestión de la 

prevención de riesgos laborales. 

 

· Auditoría y revisión de las actuaciones: Un elemento importante en una gestión eficaz de 

la prevención es aprender de todas las experiencias pertinentes y aplicar las lecciones 

aprendidas. Es preciso realizarlo de forma sistemática mediante revisiones regulares de las 

actuaciones basadas en datos, tanto de actividades de comprobación como de auditorías del 

conjunto del sistema de gestión de la prevención. El compromiso para una mejora continua 

en la acción preventiva implica el constante desarrollo de la política, de los criterios para su 

implantación y de las técnicas de control de los riesgos.  

Las organizaciones que alcanzan altos niveles de salud y seguridad evalúan sus actuaciones 

en estas materias comparándolas con parámetros internos de referencia y mediante 

comparación con los logros obtenidos por sus competidores. 

 

La Ley 31/1995 de Prevención de Riesgos Laborales 

 

La respuesta por parte de la Unión Europea a los modelos reactivos de gestión de la 

prevención vigentes en muchos estados de la Unión, así como a una legislación en 

prevención en general, prescriptiva en los resultados, compleja y en la mayoría de los casos 

difícil de modificar y mantener al día, fue la adopción de la Directiva Marco 89/391/CEE 

relativa a la aplicación de medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud de 

los trabajadores en el trabajo. Esta Directiva ha sido traspuesta a la legislación Española por 

la Ley 31/1995 de Prevención de Riegos Laborales. 

 

La Ley propone un modelo activo de prevención. Las bases de este modelo están 

magistralmente trazadas en la exposición de motivos 5:  

 

"La protección del trabajador frente a los riesgos laborales exige una actuación en la 

empresa que desborda el mero cumplimiento formal de un conjunto predeterminado, más o 

menos amplio, de deberes y obligaciones empresariales y, más aún, la simple corrección a 

posteriori de situaciones de riesgo ya manifestadas... 

 

Con esta frase el legislador está diciendo dos cosas: que la prevención va más allá del mero 

cumplimiento de una legislación prescriptiva en los resultados (como era la OGSHT, que en 

términos generales especificaba los peligros y daba las medidas técnicas preventivas, para 
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evitar "la condición insegura" o regulaba una forma de comportamiento, para evitar "el acto 

inseguro") y que la prevención en mucho más que una actuación reactiva: actúo solamente 

cuando ya se han producido los daños a la salud de los trabajadores.  

 

...La planificación de la prevención desde el momento mismo del diseño del proyecto 

empresarial, la evaluación inicial de los riesgos inherentes al trabajo y su actualización 

periódica a medida que se alteren las circunstancias, la ordenación de un conjunto 

coherente y globalizador de medidas de acción preventiva adecuadas a la naturaleza de los 

riesgos detectados y el control de la efectividad de dichas medidas, constituyen los 

elementos básicos del nuevo enfoque en la prevención de riesgos laborales que la Ley 

plantea." 

 

En este párrafo están contenidos los pilares básicos de una prevención activa que 

fundamentan la Ley de Prevención de Riesgos Laborales. 

 

El artículo 14 define el objetivo último que la Ley persigue: Los trabajadores tienen derecho 

a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. Este derecho de los 

trabajadores se convierte en una obligación de empresario. 

 

Para conseguir dicho objetivo se han de controlar los riesgos y para ello el artículo 16 exige 

la evaluación de riesgos. Estos dos artículos forman el núcleo preventivo sobre el que pivota 

la acción preventiva que la Ley propone. 

 

La integración de la P.R.L. en el Reglamento de los Servicios de prevención 

 

El R.D. 39/1997 de 17 de Enero aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención. En 

su preámbulo, el Reglamento insiste en el nuevo enfoque que la Ley 31/1995 de Prevención 

de Riesgos Laborales plantea. El Reglamento trata los aspectos que hacen posible la 

prevención de riesgos laborales desde su nueva perspectiva, como actividad integrada en el 

conjunto de actuaciones de la empresa. 

 

La integración de la P.R.L. aparece como un mandato legal en el artículo 1.  

Integración de la actividad preventiva: 
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"La prevención de riesgos laborales, como actuación a desarrollar en el seno de la empresa, 

deberá integrarse en el conjunto de sus actividades y decisiones, tanto en los procesos 

técnicos, en la organización del trabajo y en las condiciones en que este se preste, como en 

la línea jerárquica de la empresa, incluidos todos los niveles de la misma." 

En el segundo párrafo, explica el significado de la integración de la prevención en todos los 

niveles jerárquicos: 

 

"La integración de la prevención en todos los niveles jerárquicos de la empresa implica la 

atribución a todos ellos y la asunción por éstos de la obligación de incluir la prevención en 

cualquier actividad que realicen u ordenen y en todas las decisiones que se adopten."  

 

Actividades que han de ser objeto de la integración de la P.R.L. 

 

La integración de la P.R.L. en la empresa ha de realizarse en todas y cada una de las 

actividades que componen las tres etapas básicas para la elaboración de un producto o 

servicio: entradas, actividades laborales y salidas. 

 

A través de la integración ha de lograrse que en cada elemento que compone cada una de 

las tres etapas, se cumpla la legislación vigente en materia preventiva y, si es posible, se 

establezca un principio de mejora continua de la actividad preventiva. En definitiva, lo que 

se trata de alcanzar es eliminar y/o minimizar los riesgos.  

 

 

 

- Etapa de entrada  

 

En esta etapa, la integración de la prevención debe realizarse en los tres elementos básicos 

que la componen: recursos físicos, recursos humanos e información. 

 

Recursos físicos 

 

- Diseño y construcción de nuevos lugares de trabajo 

- Selección y compra de lugares de trabajo 

- Diseño, selección y compra de materiales, sustancias, equipos de trabajo, equipos de 

protección individual, etc., utilizados por la organización. 
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- Idem utilizados por los subcontratistas en los lugares de trabajo de la empresa. 

 

Recursos humanos 

 

- Selección y contratación de todos los trabajadores. 

- Selección y contratación de los subcontratistas. 

 

Información 

 

- Adquisición de información relacionada con la P.R.L.: legislación y normativa comunitaria y 

nacional, evaluación y control de los riesgos, gestión de la P.R.L., etc. 

 

 - Etapa de actividades laborales  

 

En esta etapa, sin duda la más compleja, la integración de la prevención debe hacerse en 

dos elementos básicos: Creación de una cultura en P.R.L. y en las actividades de trabajo 

generadoras de peligros. 

 

Creación de una cultura en P.R.L. 

 

a) Actividades de control 

 

- Formulación y desarrollo de una política preventiva que identifique los objetivos y permita 

medir el progreso alcanzado. 

- Establecimiento de las responsabilidades (operativas) en P.R.L. de todos y cada uno de los 

miembros de la organización. 

- Planificación, medición, auditoría y revisión de las actuaciones preventivas de modo que se 

cumplan todos los requisitos legales y se eliminen o minimicen los riesgos. 

 

b) Actividades de consulta y participación. 

 

- Establecimiento de las actividades precisas para asegurar los derechos de consulta y 

participación de los trabajadores (Artículo 18 y Capítulo V de la Ley 31/95 de P.R.L.), 

Delegados de prevención y Comité de Seguridad y de Salud. 
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c) Actividades de comunicación 

 

- Difusión de la información que entra a la organización en materia preventiva. 

 

- Información que fluye dentro de la organización. 

- Salida de información (información sobre daños laborales, planes de emergencia en 

industrias de alto riesgo, etc.)  

 

d) Actividades de formación en materia preventiva. 

 

- Diseño de planes de formación (Artículo 19 Ley 31/95 de P.R.L.). 

 

Actividades de trabajo generadoras de peligros 

 

En esta fase, los peligros se generan cuando los trabajadores interactúan con sus trabajos: 

 

- Diseño, construcción y mantenimiento de puestos de trabajo, incluyendo instalaciones 

(electricidad, calefacción, aire acondicionado, ascensores, etc.), calidad del ambiente 

interior, instalaciones sanitarias y de primeros auxilios, etc.. 

- Disposiciones para el manejo, transporte, almacenamiento, mantenimiento y utilización de 

equipos de trabajo y materiales y sustancias. 

- Procedimientos operativos de trabajo incluyendo el diseño de tareas y todos los aspectos 

relacionados con la forma de hacer el trabajo. 

- Asignación de trabajadores formados a los puestos de trabajo. 

- Vigilancia de la salud de los trabajadores. 

 

En todos los casos hay que considerar estas actividades de trabajo, tanto cuando el sistema 

de producción está en "situación normal de trabajo", como en "situación anormal de 

trabajo" como la que puede producirse en paradas para reparaciones y mantenimiento, 

emergencia, desmontaje y retirada de equipos de trabajo, instalaciones y sustancias. En 

ambos casos hay que considerar si el trabajo es realizado por subcontratistas. 

 

- Etapa de salida  
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En esta etapa el objetivo debe ser eliminar y/o minimizar los riesgos para las personas 

ajenas a la organización, tanto por las actividades propias de la empresa, como por los 

servicios o productos que pueda suministrar. La P.R.L. debería integrarse por tanto en los 

productos y servicios, en los subproductos de las actividades y en la información: 

 

- Diseño e investigación sobre seguridad y salud y uso seguro de productos y servicios. 

- Embalaje, etiquetado, almacenamiento para el suministro y transporte de productos. 

- Instalación, puesta en marcha, utilización, limpieza y mantenimiento de productos. 

- Peligros fuera del trabajo que puedan generar las actividades de la organización tanto en 

lugares de trabajo fijos, como en provisionales. 

- Salida al medio ambiente de emisiones y residuos. 

- Desecho de equipos y sustancias. 

- Información sobre seguridad y salud a los que transportan, almacenan, manejan, 

compran, utilizan o distribuyen productos. 

- Información a todos los posibles afectados por las actividades de trabajo de la empresa, 

tales como público, otras empresas y sus trabajadores, servicios de emergencia, etc.. 

 

¿Cómo se logra la integración de la P.R.L.? 

 

En general la integración se logra estableciendo, implantando y manteniendo al día 

procedimientos documentados que describan las actividades a realizar, quien es el 

responsable de realizarlas y que requisitos hay que cumplimentar para evidenciar lo 

realizado. 

 

Los sistemas de gestión de la prevención de riesgos laborales se componen de una serie de 

elementos, para cada uno de los cuales se exige el establecimiento y la puesta al día de 

procedimientos documentados. 

 

Por ejemplo, el sistema de gestión de la prevención de riesgos laborales descrito en la 

norma UNE 81900 Ex, exige establecer y mantener al día procedimientos documentados 

para: 

 

Comprobar el cumplimiento de las actividades en materia de P.R.L., entre las que se 

encuentran, la inspección sistemática de locales, instalaciones, equipos y maquinaria.  
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Elaborar y mantener la relación de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que 

hayan sido la causa de una incapacidad laboral superior a un día de trabajo y la forma de 

notificarlo a la autoridad competente.  

 

Por lo tanto, la implantación de un sistema de gestión de la prevención permite cumplir con 

la integración de la prevención, aunque evidentemente cada organización necesite implantar 

los procedimientos adicionales que considere necesarios en función de sus características y 

necesidades.  

 

4.- Integración de la P.R.L. en la gestión global. La gestión integral de la calidad, del medio 

ambiente y de la P.R.L.. 

 

En la U.D. 1.4 ya adelantábamos que la gestión de la calidad del medio ambiente y de la 

P.R.L. están fundamentadas en muchos principios comunes, entre los que destacábamos: 

hacer las cosas bien a la primera, que ambos sistemas involucran a todos los miembros de 

la organización y que exigen un alto nivel de compromiso de la dirección de la organización. 

 

El primer sistema de gestión desarrollado fue el de la calidad. Las normas ISO 9000 son un 

conjunto de normas internacionales para la gestión de la calidad y desde su publicación 

inicial en 1987 han alcanzado una alta reputación como base para el establecimiento de 

sistemas de gestión de calidad en la empresa.  

En concreto las normas ISO 9001, ISO 9002 e ISO 9003 se han utilizado para la certificación 

de los sistemas de gestión de la calidad por tercera parte, existiendo alrededor de 200.000 

organizaciones certificadas en todo el mundo.  

 

Por otra parte, las inquietudes de los ciudadanos y las Administraciones públicas 

comunitarias y nacionales por el medio ambiente han llevado a la necesidad de elaborar 

normas internacionales sobre gestión medioambiental. ISO elaboró las normas ISO 14000 

con una estructura muy similar a ISO 9000. 

 

Es importante destacar que la abundancia de legislación medioambiental en algunos países 

no impide que se haya desarrollado un único sistema de gestión medioambiental (ISO 

14000). 
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El sistema de gestión es una herramienta que permite, entre otras cosas, el cumplimiento 

estructurado de cualquier legislación. Evidentemente, una auditoría para verificar si el 

sistema de gestión medioambiental en la empresa es conforme a la norma ISO 14000, 

verificaría que en la organización existe un sistema de gestión medioambiental que asegura 

el cumplimiento de la legislación, pero no es su misión verificar el cumplimiento, que es 

competencia de las autoridades competentes.  

 

Ante el evidente paralelismo entre una gestión activa de la calidad, el medio ambiente y la 

P.R.L., algunos países han desarrollado normas para la gestión de la P.R.L. 

 

En España AENOR publicó en 1996 la norma experimental UNE 81900 que establece las 

reglas generales para la implantación de un sistema de gestión de la P.R.L. 

 

Esta norma comparte muchos principios con las normas de gestión de la calidad (ISO 9000) 

y de gestión medioambiental (ISO 14000) y al igual que sucede con esta última, permite un 

cumplimiento estructurado y sistemático de la legislación vigente en España sobre P.R.L.., 

bien entendido que una empresa que cumpla la norma, se entiende que cumple con los 

requisitos de gestión en ella establecidos que van a permitir el cumplimiento de la 

legislación vigente, aunque la verificación de dicho cumplimiento corresponde a las 

autoridades laborales competentes. 

 

Considerando que las normas de gestión de la calidad, del medio ambiente y de la P.R.L. 

comparten muchos principios, es lógico pensar que un futuro no muy lejano los tres 

sistemas se reúnan en un único sistema integrado.  

 

Este proceso está empezando a gestarse en plan formal en algunos países que tienen 

normas sobre sistemas de gestión de la P.R.L., tal como Inglaterra que tiene publicada la 

norma: BS8800: Guía para la implantación de los sistemas de gestión de la seguridad y la 

salud. Parece que un sector de la industria británica está a favor de integrar los tres 

sistemas en uno único. 

 

Un sistema de gestión integrado debería cubrir los aspectos relativos a la gestión de la 

calidad, a la gestión medioambiental y a la gestión de la P.R.L.  

Dicho sistema podría tener una parte común para las tres áreas de gestión y tres partes 

específicas, una para cada una de las áreas (calidad, prevención de riesgos laborales y 



 

27 

medio ambiente). La parte común debería considerar los elementos idénticos presentes en 

los tres sistemas (por ejemplo: responsabilidades de la dirección, documentación, 

planificación, control de las actuaciones, auditorías, revisión del sistema, etc.). 

 

Cada parte específica debe recoger los elementos particulares que son propios de cada una 

de ellas (por ejemplo en gestión medioambiental el control operacional, en P.R.L. la 

evaluación y el control de riesgos, etc.). 

 

La integración en un único sistema de gestión puede ofrecer importantes ventajas, entre las 

que se pueden citar: 

 

- Evitar duplicidades, por ejemplo en personal, reuniones, software para recogida de datos y 

auditorías. 

- Reducir la posibilidad de resolver problemas en un área (calidad, medio ambiente o P.R.L.) 

a costa de crear nuevas dificultades en otras disciplinas. 

- Facilitar el desarrollo de procedimientos existentes de calidad para incorporar necesidades 

de prevención de riesgos laborales y medioambientales. 

- Minimizar distorsiones en la asignación de recursos para las tres áreas. 

- Una cultura positiva en una de las áreas, puede influenciar sobre las otras dos. 

- Etc. 

 

El tema de aquella documentación relacionada con la Prevención de Riesgos Laborales, 

que debe realizar el empresario y mantener en su caso a disposición de las autoridades 

laborales o sanitarias dependiendo del tipo de documentación de que se trate, es uno de los 

aspectos que plantea en principio más dificultades y problemas por parte de muchas 

empresas, a la hora de realizar la actividad preventiva, y más, a la hora de implantar los 

Sistemas de Gestión de la PRL. 

 

Esta documentación estará necesariamente íntimamente relacionada con aquella que 

establece la normativa vigente sobre PRL. 

 

Recordando los aspectos que sobre la documentación en Prevención contempla la Ley de 

P.R.L. se debería tener presente lo contenido en su artículo 23 que textualmente establece: 
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1. El empresario deberá elaborar y conservar a disposición de la autoridad laboral la 

siguiente documentación relativa a las obligaciones establecidas en los artículos anteriores: 

 

a) Evaluación de los riesgos para la seguridad y la salud en el trabajo, y planificación de la 

acción preventiva, conforme a lo previsto en el artículo 16 de la presente ley. 

 

b) Medidas de protección y de prevención a adoptar y, en su caso, material de protección 

que debe utilizarse. 

 

c) Resultado de los controles periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de 

los trabajadores, de acuerdo con lo dispuesto en el tercer párrafo del apartado 1 del artículo 

16 de la ley de prevención. 

 

d) Práctica de los controles del estado de salud de los trabajadores previstos en el artículo 

22 de esta ley y conclusiones obtenidas de los mismos en los términos recogidos en el 

último párrafo del apartado 4 del citado artículo. 

 

e) Relación de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que hayan causado al 

trabajador una incapacidad superior a un día de trabajo. En estos casos el empresario 

realizará, además, la notificación a que se refiere el apartado 3 del presente artículo. 

 

2. En el momento de cesación de su actividad, las empresas deberán remitir a la autoridad 

laboral la documentación señalada en el apartado anterior. 

 

3. El empresario estará obligado a notificar por escrito a la autoridad laboral los daños para 

la salud de los trabajadores a su servicio que se hubieran producido con motivo del 

desarrollo de su trabajo, conforme al procedimiento que se determine reglamentariamente. 

 

4. La documentación a que se hace referencia en el presente artículo deberán ser también 

puestas a disposición de las autoridades sanitarias al objeto de que éstas puedan cumplir 

con lo dispuesto en el artículo 10 de la presente Ley y en el artículo 21 de la Ley 14/1986, 

de 25 de abril, General de Sanidad. 
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De la misma manera el Reglamento de los Servicios a de Prevención en su artículo 7 

establece que: 

 

En la documentación a que hace referencia el párrafo a) del apartado 1 del artículo 23 de la 

Ley de P.R.L. deberán reflejarse para cada puesto de trabajo cuya evaluación ponga de 

manifiesto la necesidad de tomar alguna medida preventiva, los siguientes datos: 

 

a) La identificación del puesto de trabajo. 

 

b) El riesgo o riesgos existentes y la relación de trabajadores afectados. 

 

c) El resultado de la evaluación y las medidas preventivas procedentes, teniendo en cuenta 

lo establecido en el artículo 3.  

 

d) La referencia de los criterios y procedimientos de valuación y de los métodos de 

medición, análisis o ensayo utilizados, en los casos en que sea de aplicación lo dispuesto en 

el apartado 3 del artículo 5. 

 

Con el propósito principal de que una determinada empresa u organización pueda definir y 

posteriormente implantar de una forma adecuada, el Sistema de Gestión de la Prevención 

de Riesgos Laborales, se hace preciso que por parte de la propia organización se elabore 

bien en forma de papel, o en los momentos actuales debido a las grandes ventajas que 

supone la informática en forma de soporte informático, un manual de prevención, que sirva 

para documentar todos y cada uno de los diferentes aspectos que contempla el Sistema de 

Gestión de la P.R.L. y que debería abarcar, desde el establecimiento de la propia política 

preventiva definida por la organización, hasta la descripción de todos y cada uno de los 

distintos elementos o requisitos que componen el sistema de gestión.  

 

Este manual de prevención va a ser de gran utilidad para por una parte ofrecer tanto a 

todas las personas de la propia organización, como aquellas externas que tuvieran una 

relación en este campo con la mencionada organización, una referencia permanente sobre 

como se deben establecer y realizar cada uno de los requisitos del sistema y por otra para 

plasmar la política de prevención de la organización, los planes y procesos internos para 

desarrollar dicha política y la estructura organizativa que los soporta. 
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Esta documentación o manual de prevención como referente de la empresa no debe 

constituir un documento de difícil modificación y actualización, sino que debe ser lo 

suficientemente flexible, de forma que se adapte permanentemente a la evolución de los 

tipos y naturaleza de los riesgos detectados, así como a las tecnologías existentes en cada 

momento para la realización del control efectivo de los riesgos para la seguridad y salud de 

los trabajadores, así como a los posibles cambios que se produzcan en los procesos internos 

de la organización. 

 

Esta documentación que sienta las bases documentadas del sistema de gestión, debe ser 

realizada de una forma muy cuidadosa y comprensible y en la medida de lo posible con la 

máxima participación de todos los departamentos de la empresa, como consecuencia de la 

gran utilidad y uso que comporta para todos los diferentes departamentos y personas de la 

organización.  

 

Aunque en muchas ocasiones se quieren normalizar cuales son todos los contenidos 

concretos que debe llevar incorporado dicho manual de prevención, esto es una cuestión a 

veces muy particular y por lo tanto muy dependiente del tipo y complejidad del sistema de 

gestión.  

No obstante, como tónica general y solo a título orientativo un manual de prevención deberá 

al menos contener los siguientes puntos: 

 

- Descripción de los aspectos más generales de la empresa, tanto en lo referente a su 

actividad, como a su tamaño, ubicación, estructura, proceso productivo o de servicios, etc. 

 

- Descripción de la Política de Prevención de Riesgos Laborales definida por la organización, 

sus objetivos, metas y programa de actuación. 

 

- Descripción de las diferentes funciones y responsabilidades de todos los trabajadores 

involucrados en la Prevención de los Riesgos Laborales, incluyendo lógicamente a las 

establecidas para la propia dirección de la empresa. 

 

- Interrelaciones entre los diferentes elementos del sistema de Gestión de la P.R.L.  

 

- Relación o listado de los diferentes procedimientos del sistema de Gestión de la P.R.L. 
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- Todos aquellos otros aspectos del sistema de gestión, si es que se considerasen oportunos 

o necesarios incluirlos en el manual y siempre que tuvieran una utilidad. 

 

En determinadas ocasiones, aunque no sea estrictamente necesario que formen parte del 

manual de prevención, se incluyen dentro de él, los diferentes procedimientos específicos de 

prevención de riesgos laborales, en función de los propios criterios que tenga la 

organización en cuestión. 

 

Como tónica general, los procedimientos suelen ir destinados o dirigidos hacia las personas 

que realizan actividades preventivas y sirven para documentar tanto la estrategia de 

implantación, como la metodología de las actividades preventivas que incluyen dicha 

estrategia. Por estas causas estos procedimientos deben estar redactados de una forma 

clara y estar accesibles para todas aquellas personas que en un momento u otro tengan 

necesidad u obligación de utilizarlos. 

La documentación del sistema específicamente hablando se podría considerar por una parte 

como todos aquellos documentos, con independencia del tipo de soporte en el que se 

realicen, que establece la propia Ley de PRL como una obligación de realizar y mantener a 

disposición de las distintas autoridades y personas con responsabilidad en prevención según 

fuera el caso, con los contenidos y extensión allí establecidos, y por otra parte de todos 

aquellos que permiten hacer funcionar el propio Sistema de gestión de la PRL. 

 

Básicamente la documentación de un sistema se podría estructurar en cuatro niveles 

fundamentales como son: 

 

- El manual del Sistema de Gestión de la PRL (ya descrito en los párrafos anteriores). 

 

- Los diferentes procedimientos del Sistema de gestión de la PRL. 

 

- Las instrucciones preventivas operativas o de trabajo 

 

- Los registros del Sistema de gestión de la PRL. 

 

Como tónica general los procedimientos del Sistema de Gestión de PRL, van a describir las 

distintas actividades que se especifican en el mencionado sistema de gestión diciendo para 
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cada uno de ellos, que es lo que hay que hacer, quien es el responsable de hacerlo y que 

registros hay que guardar y conservar para poder demostrar aquello que se ha realizado.  

 

Se debería tener presente que el manual descrito anteriormente debe contener el listado de 

los procedimientos señalados en el párrafo anterior, siendo a su vez aconsejable que se 

recopilen todos en un solo libro de procedimientos.  

 

Como tónica general la empresa deberá establecer y mantener al día al menos 

procedimientos para: 

 

- Evaluación de los riesgos para la seguridad y salud de los trabajadores. 

 

- Planificación de la actividad preventiva. 

 

- Realización de controles periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los 

trabajadores en la prestación de sus servicios para detectar situaciones potencialmente 

peligrosas. 

 

- Establecimiento y actualización de las medidas de prevención y protección a adoptar y en 

su caso, del tipo de medidas de protección a utilizar. 

 

- Practicar los controles del estado de salud de los trabajadores y las conclusiones obtenidas 

en relación con la aptitud del trabajador para el desempeño del puesto de trabajo o con la 

necesidad de introducir o mejorar las medidas de prevención y protección. 

 

- Elaboración y mantenimiento de la relación de accidentes de trabajo y enfermedades 

profesionales que hayan sido causa de una incapacidad laboral superior a un día de trabajo 

y la forma de comunicarlo a la autoridad competente. Asimismo se considera de interés 

establecer y mantener actualizada la relación de accidentes e incidentes sin baja. 

 

Las instrucciones de trabajo son unos documentos adicionales a los procedimientos que van 

a permitir desarrollar con un mayor detalle algunos aspectos concretos que forman parte de 

algunos procedimientos, o bien describen con detalle las normas a seguir a la hora de 

realizar con unas condiciones de seguridad adecuadas una determinada tarea. 
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Al igual que sucedía con los procedimientos del sistema, es conveniente elaborar un 

compendio con todas las instrucciones de trabajo. 

 

Con el fin de asegurar el perfecto control de toda la documentación del Sistema de Gestión 

de la PRL, es adecuado que por parte de la organización se establezca y mantenga al día, 

unos procedimientos para controlar los documentos mencionados anteriormente de forma 

que se pueda asegurar que: 

 

- Han sido examinados y aprobados por los responsables antes de su primera edición. 

 

- Puedan identificarse adecuadamente dentro de la organización. 

 

- Sean examinados periódicamente y revisados cuando sea necesario y tras haberse 

comprobado su idoneidad, sean aprobados por los responsables antes de ser reeditados. 

Como tónica general la revisión y aprobación de estos debe ser llevada a cabo por las 

mismas personas que realizaron la primera revisión inicial. 

 

- Estén disponibles en todos aquellos puntos de la organización necesarios para el correcto 

funcionamiento del Sistema de Gestión.  

 

- Se retire sin demora toda aquella documentación obsoleta desde los puntos de edición 

como los de utilización.  

 

 Cuando en la práctica se implanta un Sistema de Gestión de la PRL, no se debe descansar 

en su sola definición e implantación en la empresa, sino que un elemento muy importante 

para comprobar no solo que la política de PRL está implantada y que el sistema funciona 

adecuadamente, es la realización de un control de todas las actuaciones preventivas 

llevadas a cabo en la empresa. 

 

En muchas ocasiones se ha considerado de una manera equivocada, que un buen sistema 

de control es el logro o mantenimiento de unos bajos índices de siniestralidad, que en 

numerosas ocasiones pueden ser más fruto del azar, que a una correcta implantación del 

Sistema de Gestión de la PRL.  
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A fin de poder asegurar que la Política en PRL está implantada adecuadamente en una 

organización, es absolutamente necesario realizar diferentes tipos o modelos de acciones de 

control de las actuaciones preventivas y que básicamente se pueden resumir en los 

siguientes tipos: 

 

- Controles activos. 

 

- Controles reactivos. 

 

De tal manera que los controles activos son aquellos que permiten comprobar si se han 

cumplido las actividades y objetivos definidos en el sistema de Gestión de PRL. 

 

En tanto que los controles reactivos son útiles para registrar, analizar e investigar fallos en 

el propio sistema de Gestión de la PRL, tales como accidentes, incidentes y enfermedades 

laborales. 

 

Mediante la realización de los controles activos se puede obtener una información esencial 

sobre el cumplimiento de las actividades en PRL, antes de que se produzcan los hechos 

indeseados en este campo que no son otros que los incidentes, accidentes y enfermedades 

laborales. 

 

Para que se puedan realizar este tipo de controles es necesario que la organización 

establezca y mantenga al día una serie de procedimientos para comprobar bien el 

cumplimiento de dichas actividades y en su caso el grado de este cumplimiento, debiéndose 

prestar una especial atención a los siguientes elementos: 

 

a) Control de la consecución de los diferentes objetivos establecidos por la Organización 

(por ejemplo mediante la realización de informes, estadísticas, etc.). 

 

b) La inspección sistemática, por parte por ejemplo de los supervisores o personal de 

mantenimiento, de los lugares y locales de trabajo, instalaciones y equipos, para asegurar 

un funcionamiento correcto de todos ellos. 

 

c) Controles ambientales (como medida de la exposición de trabajadores a sustancias 

químicas, agentes físicos o biológicos) y vigilancia de la salud de los trabajadores con el fin 
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de comprobar la eficacia de las medidas de control de riesgos y para detectar precozmente 

signos y síntomas de daños para la salud de los trabajadores.  

 

d) Observación directa sistemática del trabajo, así como la actuación del personal encargado 

de la supervisión con objeto de comprobar si se cumplen los procedimientos e instrucciones 

de trabajo, en especial todo aquello relacionado que está con el control de los riesgos para 

la seguridad y salud de los trabajadores. 

 

Mediante la realización de los controles reactivos se puede llegar a obtener toda aquella 

información que a su vez permite analizar e investigar los fallos en el Sistema de Gestión de 

la PRL que han conducido a la aparición de los incidentes, accidentes y enfermedades 

laborales, a fin de: 

 

a) Investigar las causas inmediatas y subyacentes. 

 

b) Remitir la información a las personas de la organización con autoridad para iniciar las 

medidas correctoras que fueran pertinentes, incluyendo, si procede, cambios en la 

organización de la empresa y en la política de prevención. 

 

c) Remitir información a las autoridades laborales de acuerdo con la legislación vigente. 

d) Análisis adecuado de los datos con el fin de identificar las características comunes o las 

tendencias e iniciar las acciones de mejora.  

 

Por todo ello es conveniente que la propia organización establezca y mantenga al día todos 

aquellos procedimientos que fueran necesarios y adecuados para investigar, analizar y 

registrar los fallos del Sistema de Gestión de PRL, prestando especial atención a los 

siguientes elementos: 

 

- Incidentes laborales. 

 

- Accidentes laborales. 

 

- Enfermedades laborales. 

 

- Recomendaciones o requerimientos efectuados por organismos oficiales. 
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- Posibles puntos débiles u omisiones en los procedimientos. 

 

El R.D. 39/1997 de 17 de enero, Reglamento de los Servicios de Prevención, obliga en su 

artículo 1º a integrar la actividad preventiva en el conjunto de las actividades y decisiones 

de la empresa, tanto en los procesos técnicos, en la organización del trabajo y en las 

condiciones en que éste se preste, como en la línea jerárquica de la empresa, incluidos 

todos los niveles de la misma.  

 

 

Es evidente que el Sistema de Gestión de la Prevención que adoptemos en la empresa 

será tanto más fácilmente integrable, cuanto más compatible sea con otros sistemas de 

gestión ya implantados.  

 

En este sentido, vamos a analizar dos sistemas de gestión ampliamente utilizados en la 

industria española: 

 

- Sistemas de Gestión de la calidad según ISO 9000 

 

- Sistemas de Gestión medioambiental según UNE 77 801 (ISO 14001)  

 

2.- Conceptos básicos de Gestión de la Calidad 

 

2.1.- ¿Qué se entiende por Calidad? 

 

No se debe confundir 'calidad' con 'prestaciones' de un producto, proceso o servicio. 

 

Entendemos como calidad el conjunto de las propiedades y características de un producto, 

proceso o servicio que le confiere su aptitud para satisfacer las necesidades establecidas o 

implícitas. Las necesidades pueden incluir aspectos de aptitud para el uso, seguridad, 

disponibilidad, fiabilidad, mantenibilidad, economía, etc. y pueden estar definidas (como 

sucede en una relación contractual) o bien pueden ser implícitas y han de ser identificadas y 

definidas.  
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2.2.- Evolución de la calidad en la empresa 

 

En los últimos 50 años pueden distinguirse cuatro etapas en la evolución del concepto de 

calidad en la empresa: 

 

a) Inspección 

 

b) Control estadístico 

 

El procedimiento era similar al anterior con la diferencia de que la verificación no se hacía en 

todas las piezas o productos sino en muestras representativas de los lotes producidos. En 

esta etapa y en la anterior, la calidad sólo era cosa del departamento de calidad.  

 

c) Aseguramiento de la calidad 

 

Es en esta etapa en la que se ha producido un verdadero salto cualitativo en la calidad en la 

empresa. En ella, el control se hace en todas y cada una de las actividades que componen la 

fabricación de un producto o la entrega de un servicio, desde el marketing hasta la entrega 

y el servicio postventa, evitando de esta forma que los defectos de cada etapa progresen y 

logrando que todos los productos sean adecuados para la venta. En esta etapa la calidad es 

cosa de todos los departamentos y personal de la empresa. 

Durante esta etapa se desarrollan normas y directrices internacionales para Sistemas de 

Gestión de la Calidad. 

 

d) La calidad como parte de la gestión estratégica de la empresa 

 

El objetivo básico de esta etapa es utilizar la calidad como una oportunidad de ventaja 

competitiva.  

La implantación en la empresa de los nuevos sistemas de gestión de la calidad supone 

importantes ventajas, entre las que merece la pena destacar: 

 

- Ayuda a la mejora de la competitividad y productividad 

- Potencia un espíritu de mejora continua 

- Pretende satisfacer las necesidades del cliente 

- Disminuye costes mediante la prevención de defectos: hacer las cosas bien a la primera 
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- Involucra a todos los niveles de la organización 

- Potencia los recursos humanos como elemento más importante 

- Potencia la comunicación, participación, formación e información a todos los niveles 

 

3.- Los sistemas de gestión de la calidad según ISO 9000 

 

3.1.- Introducción 

 

Las empresas suministran productos o servicios con el fin de satisfacer las necesidades y los 

requisitos estipulados por sus clientes. Para que sean competitivas necesitan utilizar 

sistemas de gestión de la calidad cada vez más eficaces, ya que el incremento de la 

competencia ha llevado a un aumento de las expectativas del cliente relativas a la calidad. 

 

Cuando en el sistema organizativo de una empresa existen deficiencias, no se puede 

garantizar que se podrán cumplir los requisitos estipulados por sus clientes. Por ello, ISO ha 

desarrollado un conjunto de normas destinadas a proporcionar directrices sobre los sistemas 

de gestión de la calidad con el fin de obtener en la empresa una mejora continua de la 

calidad, así como un aumento de la satisfacción de la organización de la empresa y de las 

otras partes interesadas: trabajadores, accionistas, subcontratistas, sociedad, etc. 

 

El sistema de gestión de una empresa esta influenciado por sus objetivos, los productos que 

fabrica y por sus prácticas específicas, por lo tanto, los sistemas de gestión de la calidad 

varían de una empresa a otra. Por ello, las normas internacionales de la familia ISO 9000 

son independientes de cualquier industria o sector económico específico y, de forma global, 

proporcionan guías para la gestión de la calidad y dan los requisitos generales para el 

aseguramiento de la calidad. 

 

3.2 Los sistemas de gestión de la calidad. 

 

Las empresas existen para hacer un trabajo que añada valor. El trabajo se hace a través de 

una compleja red de procesos. 

 

Un proceso tiene unos elementos de entrada y unos elementos de salida que son los 

resultados del proceso, bien tangíbles o intangibles (por ejemplo, una factura, un programa 

informático, un producto intermedio o final, etc.). 
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La gestión de la calidad se alcanza gestionando los procesos de la empresa en dos 

vertientes: 

 

- la estructura y operación del proceso en si, dentro del cual fluye el producto o la 

información. 

 

- la calidad del producto o de la información que fluye dentro de la estructura. 

 

Dentro de las múltiples funciones a desarrollar en una empresa, tal como marketing, diseño, 

producción, formación, gestión de recursos humanos, suministros, mantenimiento, etc., es 

importante resaltar los principales procesos, dando prioridad a los procesos con fines de 

gestión de la calidad. 

 

La empresa necesita identificar, organizar y gestionar sus redes de procesos y las interfases 

entre ellas, debiendo estar sujetos a análisis y a un proceso de mejora continua. 

 

Las problemas aparecen donde las personas han de gestionar diversos procesos y sus 

interrelaciones, en especial cuando son amplios e involucran a distintas funciones. Con 

objeto de clarificar las interrelaciones, responsabilidades y actividades, el proceso debe 

tener una persona responsable. 

 

El sistema de gestión de la calidad se lleva a cabo mediante procesos, tanto dentro como 

entre las distintas funciones de la empresa. Tal sistema solo será efectivo si dichos procesos 

y las responsabilidades, autoridades, procedimientos y recursos asociados son definidas e 

implantadas coherentemente. 

 

Los requisitos básicos para los sistemas de gestión de la calidad están contenidos en las 

normas UNE-EN-ISO 9001, UNE-EN-ISO 9002 y UNE-EN-ISO 9003 que estudiaremos más 

adelante. 

 

3.3.- Evaluación de los Sistemas de Gestión de la Calidad. 

 

A la hora de evaluar los sistemas de gestión de la calidad hay que hacerse tres preguntas 

relacionadas con los procesos que se han de evaluar. 
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a) ¿Están definidos los procesos y están adecuadamente documentados sus procedimientos? 

 

b) ¿Están completamente desarrollados e implantados los procesos según se describen por 

escrito? 

 

c) ¿Son eficaces los procesos para proporcionar los resultados esperados? 

 

El resultado de la evaluación vendrá determinado por la respuesta a estas preguntas. 

 

Las evaluaciones del sistema de gestión de la calidad pueden variar en su alcance y campo 

de aplicación, siendo las más importantes las siguientes: 

 

a) Revisión por la Dirección 

 

Es una evaluación sistemática por parte de la dirección de la empresa del estado y 

adecuación del Sistema de Gestión de la Calidad, en relación a la política de la calidad y sus 

objetivos, que debe conducir a un aumento en la eficacia del Sistema de Gestión de la 

Calidad. Entre las fuentes de información más importantes para llevar a cabo la revisión 

están las auditorías internas y externas. 

 

b) Auditorías del Sistema de Gestión de la Calidad 

 

Es un examen metódico e independiente que se realiza para determinar si las actividades y 

los resultados relativos a la calidad cumplen las disposiciones previamente establecidas, y si 

estas disposiciones están implantadas de forma efectiva y si son adecuadas para alcanzar 

los objetivos. 

 

Las auditorías pueden ser realizadas: 

 

- Por o en nombre de la empresa (primera parte) 

 

Pueden realizarlas miembros de la empresa u otras personas por encargo de ella. 

Proporcionan información para una revisión eficaz por parte de la dirección y para las 

acciones correctoras, preventivas o de mejora. 
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- Por los clientes de la empresa (segunda parte) 

 

Pueden ser realizadas por los clientes de la empresa o por otras personas por encargo de 

ellos, en especial cuando hay un contrato en estudio. Sirven para proporcionar confianza en 

el suministrador. 

 

- Por organismos independientes (tercera parte) 

 

Pueden ser realizadas por organismos competentes de certificación con objeto de que la 

empresa obtenga la certificación o registro, obteniendo de esta forma la confianza de los 

potenciales clientes. 

 

3.4.- El papel de la Documentación dentro de los Sistemas de Gestión de la Calidad. 

 

Dentro de los sistemas de gestión de la calidad según ISO 9000 la preparación y uso de la 

documentación es una actividad dinámica que añade un alto valor. Por otra parte, la 

documentación es importante para la mejora de la calidad. Para determinar con confianza 

cómo se hacen las cosas es normalmente imprescindible que los procedimientos estén 

documentados, desarrollados e implantados. 

 

En cuanto al proceso de auditoría, la documentación de los procedimientos es la evidencia 

objetiva de que se ha definido un proceso, que los procedimientos están aprobados y que se 

encuentran bajo control de cambios. Sólo en estas condiciones pueden las auditorías evaluar 

de forma significativa la adecuación del desarrollo e implantación del Sistema de Gestión de 

la Calidad. 

 

 

3.5 Situaciones de utilización de los sistemas de gestión de la calidad según ISO 9000. 

 

La familia de normas ISO 9000 pueden utilizarse en cuatro situaciones: 

 

a) Directrices para la gestión de la calidad. 
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En este caso, el sistema de gestión reforzará la competitividad de la empresa con objeto de 

cumplir los requisitos de la calidad del producto de una manera efectiva respecto a los 

costes. 

 

b) Contactual entre primeras y segundas partes. 

 

El cliente puede estar interesado en todos o algunos de los sistemas de gestión de la calidad 

de la empresa que afecten a su capacidad para producir productos que sean conformes con 

los requisitos estipulados. Para ello, el cliente exige contractualmente que el sistema de 

gestión de la calidad de la empresa siga un modelo concreto de aseguramiento de la calidad 

(por ejemplo ISO 9001, ISO 9002 ó ISO 9003). 

 

c) Aprobación o registro por segunda parte. 

 

En este caso el sistema de gestión de la calidad de la empresa es evaluado por el cliente. 

 

d) Certificación o registro por tercera parte. 

 

En esta situación, un organismo de certificación evalúa el sistema de gestión de la calidad 

de la empresa. Con esta forma de certificación o registro del sistema de gestión de la 

calidad se reduce, normalmente, el número y alcance de las evaluaciones del sistema por 

parte de los clientes. 

 

La empresa debe implantar y mantener al día un sistema de gestión de la calidad diseñado 

para cubrir las situaciones que se le presenten, entre las cuatro indicadas anteriormente. 

 

Por otra parte, se puede decir que existen dos razones para utilizar la familia de normas ISO 

9000. 

 

- Motivadas por la dirección de la empresa. 

Es la dirección de la empresa la que, anticipándose a la aparición de necesidades y 

tendencias del mercado, inicia la implantación de un sistema de gestión de la calidad, 

utilizando como guía de gestión la norma ISO 9004-1.  

Seguidamente, la empresa puede implantar los requisitos de las normas ISO 9001, ISO 9002 

ó ISO 9003 como modelo de aseguramiento de la calidad.  
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Probablemente buscará, finalmente, la certificación por tercera parte adelantándose a la 

petición de sus clientes. 

 

- Motivadas por parte interesada. 

La empresa, motivada por las exigencias de sus clientes, implanta un sistema de gestión de 

la calidad según las normas ISO 9001, ISO 9002 ó ISO 9003 que sean aplicables. 

Aunque en este supuesto la dirección de la empresa puede jugar un importante papel, el 

esfuerzo es impulsado por la parte externa interesada. 

 

3.6 Selección y utilización de las Normas Internacionales ISO 9000. 

 

Las empresas deben utilizar las Normas Internacionales de la familia ISO 9000 para 

desarrollar, implantar y mejorar su sistema de gestión de la calidad tanto en situaciones 

"motivadas por la dirección" como en situaciones "motivadas por parte interesada". 

 

Las normas ISO 9000 tienen dos tipos de guías. Las partes 2, 3 y 4 de la norma ISO 9000 

son una guía de aplicación con fines de aseguramiento de la calidad. Las partes 1, 2, 3 y 4 

de la norma ISO 9004 son una guía especializada de aplicación con fines de Gestión de la 

Calidad. 

 

 

a) Cómo seleccionar y utilizar las normas ISO 9000 

 

ISO 9000-1:1994 - Normas para la gestión de la calidad y el aseguramiento de la calidad. 

Cualquier empresa que desee desarrollar e implantar un sistema de gestión de calidad debe 

consultar esta norma que clarifica los principales conceptos relacionado con la Gestión de la 

Calidad y da una guía para la selección y utilización de las normas ISO 9000. 

 

b) Situaciones "motivadas por la dirección": Gestión de la calidad.  

 

ISO 9004-1:1994 - Gestión de la calidad y elementos del sistema de la calidad.  

Parte 1: Directrices. 

 

Debería hacer referencia a esta norma guía cualquier empresa que desee desarrollar e 

implantar un sistema de la calidad. 



 

44 

 

La Norma ISO 9004-1 describe una lista extensiva de elementos del sistema de la calidad 

relativos a todas la fases y actividades del ciclo de vida de un producto para prestar ayuda a 

una organización para que seleccione y aplique elementos apropiados a sus necesidades. 

 

ISO 9004-2:1991 - Gestión de la calidad y elementos del sistema de la calidad.  

Parte 2: Guía para los servicios.  

 

Deberían hacer referencia a la Norma ISO 9004-2 las empresas que faciliten servicios o 

cuyos productos incluyan una componente de servicio. 

 

La Norma ISO 9004-2 complementa la guía de la Norma ISO 9004-1 respecto a productos 

en la categoría de servicios. Describe conceptos, principios y elementos del sistema de la 

calidad que son aplicables a todas las formas de ofertas de servicios. 

 

ISO 9004-3:1993 - Gestión de la calidad y elementos del sistema de la calidad.  

Parte 3: Directrices para materiales procesados. 

 

Deberían hacer referencia a la Norma ISO 9004-3 las empresas cuyos productos (finales o 

intermedios) estén preparados por transformación y estén formados por sólidos, líquidos, 

gases o combinaciones de ellos (incluyendo material en partículas, lingotes, filamentos, 

láminas). Estos productos se entregan típicamente en sistemas de volumen, tales como 

tuberías, tambores, bolsas, tanques, latas o rollos. 

 

La Norma ISO 9004-3 complementa la guía de la Norma ISO 9004-1 respecto a los 

productos en la categoría de materiales procesados. 

 

ISO 9004-4:1993 - Gestión de la calidad y elementos del sistema de la calidad.  

Parte 4: Directrices para la mejora de la calidad. 

 

Debería hacer referencia a la Norma ISO 9004-4 cualquier empresa que desee mejorar su 

eficacia (tenga o no implantado un sistema formal de la calidad). 

 

La Norma ISO 9004-4 describe conceptos fundamentales y principios, directrices de gestión 

y metodología (herramientas y técnicas) para las mejoras de la calidad. 
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c) Situaciones "motivadas por parte interesada": aseguramiento de la calidad. 

 

c.1) Modelos de aseguramiento de la calidad. 

 

ISO 9001:1994 - Sistemas de la calidad. Modelo para el aseguramiento de la calidad en el 

diseño, el desarrollo, la producción, la instalación y el servicio postventa. 

 

La Norma ISO 9001 debería elegirse y utilizarse cuando se necesite demostrar la capacidad 

de la empresa para controlar los procesos de diseño, así como la producción del producto 

conforme. Los requisitos específicos están dirigidos principalmente a lograr la satisfacción 

del cliente evitando la no conformidad en todas las fases, desde el diseño hasta el servicio 

postventa. La Norma ISO 9001 específica, para este fin, un modelo para el aseguramiento 

de la calidad. 

ISO 9002:1994 - Sistemas de la calidad. Modelo para el aseguramiento de la calidad en la 

producción, la instalación y el servicio posventa. 

 

La Norma ISO 9002 debería elegirse y utilizarse cuando se necesite demostrar la capacidad 

de la empresa para controlar los procesos de producción del producto conforme. Esta norma 

específica, para este fin, un modelo para el aseguramiento de la calidad. 

 

ISO 9003: 1994 - Sistemas de la calidad. Modelo para el aseguramiento de la calidad en la 

inspección y los ensayos finales. 

 

La Norma ISO 9003 debería elegirse y utilizarse cuando se necesite demostrar la 

conformidad con los requisitos especificados por parte de la empresa solamente mediante 

inspecciones y ensayos finales. La Norma ISO 9003 especifica para este fin un modelo para 

el aseguramiento de la calidad. 

 

d) Guías para la aplicación de los modelos de aseguramiento de la calidad. 

 

ISO 9000-2: 1993 - Normas para la gestión de la calidad y el aseguramiento de la calidad. 

Parte 2: Directrices genéricas para la aplicación de las Normas ISO 9001, ISO 9002 e ISO 

9003. 
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Esta norma debería elegirse cuando se necesite ayuda para la implantación y aplicación de 

las Normas ISO 9001, ISO 9002 e ISO 9003. 

 

Facilita una guía sobre la implantación de los capítulos de las normas del aseguramiento de 

la calidad, y es especialmente útil durante la implantación inicial. 

 

ISO 9000-3:1991 - Normas de gestión y aseguramiento de la calidad. Parte 3:  

Guía para la aplicación de la Norma ISO 9001 al desarrollo, suministro y mantenimiento del 

soporte lógico. 

 

Esta Norma ISO 9000-3 trata exclusivamente de los soportes lógicos del ordenador. 

 

La Norma ISO 9000-3 establece las directrices para facilitar la aplicación de la Norma ISO 

9001 en empresas que desarrollan, suministran y mantienen soportes lógicos, sugiriendo 

controles y métodos apropiados para este fin. 

 

ISO 9000-4:1993 - Normas para la gestión de la calidad y el aseguramiento de la calidad. 

Parte 4: Guía para la gestión de un programa de seguridad del funcionamiento. 

 

La Norma ISO 9000-4 se debería seleccionar cuando la empresa necesite asegurar las 

características de la seguridad de funcionamiento (es decir, fiabilidad, mantenibilidad y 

disponibilidad) de un producto. 

 

La creciente dependencia de la sociedad en servicios, tales como transporte, electricidad, 

telecomunicaciones y servicios de información, conduce a mayores requisitos y expectativas 

del cliente respecto a la calidad del servicio. La seguridad de funcionamiento de los 

productos utilizados para tales servicios es un factor importante que contribuye a la calidad 

del servicio. 

 

La Norma ISO 9000-4 facilita una guía sobre la gestión del programa de seguridad del 

funcionamiento. Abarca las características esenciales de un programa de seguridad de 

funcionamiento amplio para la planificación, organización, dirección y control de recursos 

para fabricar productos que sean fiables y mantenible. 
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ISO 10012-1: 1992 - Requisitos de aseguramiento de la calidad de los equipos de medida. 

Parte 1: Sistema de confirmación metrológica de los equipos de medida.  

 

La Norma ISO 10012-1 debería elegirse cuando la calidad del producto o proceso depende, 

principalmente, de la capacidad de medir con exactitud. Especifica las características 

principales del sistema de confirmación a utilizar para el equipo de medición de la empresa. 

Contiene los requisitos del aseguramiento de la calidad para asegurar que el equipo de 

medida del suministrador realiza las mediciones con la exactitud y consistencia requeridas. 

Contiene requisitos más detallados que los de las Normas ISO 9001, ISO 9002 e ISO 9003, y 

se presenta con una guía para la implantación. 

 

e) Auditorías.  

 

ISO 10011-1:1990 - Reglas generales para la auditoría de los sistemas de la calidad. Parte 

1: Auditorías. 

 

La Norma ISO 10011-1 debería elegirse al establecer, planificar, llevar a cabo y documentar 

auditorías de sistemas de la calidad. Proporciona directrices para verificar la existencia e 

implantación de elementos de un sistema de la calidad, y para verificar la capacidad del 

sistema para lograr los objetivos de la calidad definidos. 

 

ISO 10011-2: 1991 - Reglas generales para la auditoría de los sistemas de la calidad. Parte 

2: Criterios para la cualificación de los auditores de los sistemas de la calidad. 

 

La Norma ISO 10011-2 debería elegirse cuando se necesite una selección y formación de 

personal para auditores de sistemas de la calidad. 

 

Proporciona una guía sobre los criterios de cualificación para auditores de sistemas de la 

calidad. Contiene una guía para la educación, formación, experiencia, atributos personales y 

capacidades de gestión necesarios para llevar a cabo una auditoría. 

 

ISO 10011-3:1991 - Reglas generales para la auditoría de los sistemas de la calidad. Parte 

3: Gestión de los programas de auditoría.  
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La Norma ISO 10011.3 debería elegirse al planificar la gestión de un programa de auditoría. 

Proporciona directrices básicas para gestionar los programas de auditorías de sistemas de la 

calidad. Es coherente con las otras partes de la Norma ISO 10011. 

 

 

3.7.- Normas para el aseguramiento de la calidad: ISO 9001, ISO 9002 e ISO 9003 

 

a) Aplicabilidad de las normas 

 

Según hemos visto anteriormente, en la norma ISO 9000-2 se dan las reglas para 

seleccionar la norma aplicable al tipo de empresa. Se pueden distinguir tres casos distintos: 

 

- ISO 9001: Es la norma más amplia. Se aplica en empresas que tienen diseño, desarrollo, 

producción, instalación y servicio postventa. 

 

- ISO 9002: Se aplica en empresas que sólo tienen producción, instalación y servicio 

postventa. Ejemplo de aplicación de esta norma son: 

 

- Empresas que trabajan como subcontratristas para otra empresa, tales como proveedores 

de grandes industrias, en las que el cliente hace el diseño y proporciona los planos al 

proveedor. 

 

- Empresas que encargan a una empresa especializada el diseño de los productos. 

 

- ISO 9003: Se aplica a empresas que realizan solamente las pruebas y los ensayos finales 

de los productos. Un ejemplo típico son los laboratorios de ensayo. 

 

b) Elementos de la norma ISO-9001 

 

La norma tiene como objeto especificar los requisitos de un sistema de gestión de la calidad 

aplicables cuando se deba demostrar la capacidad de una empresa para diseñar y 

suministrar un producto conforme. Los requisitos que especifica la norma tienen como 

finalidad fundamental conseguir la satisfacción del cliente mediante la prevención de 

cualquier no conformidad en todas las etapas, desde el diseño hasta el servicio postventa. 
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* Responsabilidad de la dirección 

 

Antes de comenzar las actividades del desarrollo del Sistema de la calidad, la dirección de la 

empresa debe: 

 

- Definir y documentar la política, los objetivos y el compromiso de la empresa en materia 

de calidad. 

 

- Definir y documentar las responsabilidades, competencias y relaciones entre todo el 

personal que dirige, realiza y verifica cualquier trabajo que incida en la calidad. 

 

- Identificar y proporcionar los recursos adecuados, incluyendo la asignación de personal 

para la dirección, ejecución del trabajo y actividades de verificación, incluyendo las 

auditorías internas de calidad. 

 

- Designar a un representante de la dirección con autoridad para, entre otras funciones, 

asegurar que el sistema de la calidad está establecido, implantado y mantenido y para 

informar a la dirección del funcionamiento del sistema de gestión de la calidad. 

 

- Revisar el sistema de gestión de la calidad a intervalos definidos, manteniendo registros de 

las revisiones. 

 

* Sistema de la calidad.  

 

La empresa debe establecer, documentar y mantener al día un sistema de la calidad para 

garantizar la conformidad de los productos o servicios con los requisitos especificados. Debe 

comprender los siguientes elementos: 

 

-Manual de la calidad 

 

- Procedimientos del sistema de la calidad 

 

- Planificación de la calidad 

 

* Revisión del contrato 
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Se deben establecer y mantener al día procedimientos documentados para asegurar que en 

cada contrato o pedido: 

 

- Se han definido y documentado adecuadamente los requisitos y se ha resuelto cualquier 

diferencia entre los requisitos del contrato o pedido y la oferta. 

 

- Existe capacidad para cumplir los requisitos del contrato o pedido. 

 

- Se identifican cómo se realizan las modificaciones del contrato o pedido y cómo se 

transfieren correctamente a las funciones que afectan a la organización de la empresa. 

 

- Se mantienen registros de las modificaciones del contrato.  

 

 

* Control del diseño 

 

La empresa debe establecer y mantener al día procedimientos documentados para controlar 

y verificar el diseño del producto con el fin de asegurar que se cumplen los requisitos 

especificados y, específicamente, en: 

 

- La planificación del diseño, definición de responsabilidades y relaciones en cada actividad 

de desarrollo del diseño. 

 

- La asignación de actividades de diseño al personal cualificado y con medios adecuados. 

 

- El establecimiento de los datos de partida, de los datos finales, de la revisión, verificación, 

validación y cambios en el diseño. 

 

 

* Control de la documentación y de los datos 

 

Se deben establecer y mantener al día procedimientos documentados para controlar todos 

los documentos y datos relacionados con los requisitos de la norma, asegurando que: 
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- Antes de su distribución se revisan y aprueban por personal autorizado 

 

- Los documentos estén disponibles, con sus ediciones pertinentes, en los puntos en que se 

precisen, asegurando que se retiran las ediciones obsoletas.  

 

- Cualquier cambio en los documentos o en los datos se revisan y aprueban por las mismas 

funciones u organizaciones que los revisaron o aprobaron inicialmente. 

 

* Compras 

 

Se deben establecer y mantener al día procedimientos documentados para asegurar que la 

calidad de los productos comprados cumple con los requisitos especificados. Para ellos se 

deberá establecer un adecuado sistema de compras que incluya: 

 

- Un sistema de evaluación de los proveedores, manteniendo un registro de los proveedores 

aceptables. 

 

- Datos sobre las compras, con los adecuados sistemas de identificación y seguimiento. 

 

- Método de verificación de los productos comprados.  

 

* Control de los productos suministrados por los clientes 

 

Este proceso se aplica en operaciones en las que el cliente es a la vez suministrador de 

productos que han de tratarse de forma similar a los suministrados por los otros 

proveedores. 

 

La empresa debe establecer y mantener al día procedimientos documentados para el control 

de la verificación, almacenamiento y mantenimiento de los productos suministrados por el 

cliente, incluyendo el registro e información al cliente sobre las anomalías que pudieran 

producirse. 

 

* Identificación y trazabilidad de los productos 
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La trazabilidad de un producto, que implica conocer su lote y fecha de fabricación, permite 

identificar y segregar los productos con objeto de poder realizar un tratamiento posterior en 

el caso de que se detectara algún fallo. 

 

Cuando proceda, la empresa debe establecer y mantener al día procedimientos 

documentados para identificar el producto desde la recepción y durante todas las etapas de 

la fabricación, entrega e instalación. Si la trazabilidad es un requisito especificado, la 

empresa deberá establecer y mantener al día procedimientos documentados para la 

identificación exacta de cada producto individual o de los lotes, registrando dicha 

identificación. 

 

* Control de los procesos 

 

La empresa debe asegurar que los procesos de fabricación, instalación y servicio postventa 

que afecten directamente a la calidad, se llevan a cabo en condiciones controladas, que 

deben incluir: 

 

- Procedimientos documentados que definan la forma de fabricar, instalar y llevar a cabo el 

servicio postventa de los productos, si su ausencia puede tener un efecto adverso para la 

calidad. 

 

- Uso de equipos de producción, instalación y servicio postventa. 

 

- Cumplimiento de normas o códigos de referencia, planes de calidad o procedimientos. 

 

- Supervisión y control de los parámetros del proceso. 

 

- Aprobación de procesos y equipos, cuando proceda 

 

- Criterios de ejecución del trabajo 

 

- Mantenimiento adecuado del equipo 
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También se hace referencia a los procesos especiales cuyas deficiencias no resultan 

evidentes a priori, por lo que deben ser identificados y controlados de forma continua, 

siendo asignados a personal debidamente cualificados. 

 

Cuando proceda, se deben conservar los registros de los procesos, el equipo y el personal 

calificados. 

 

 

* Inspección y ensayo 

 

Se deben establecer y mantener al día procedimientos documentados para inspección y 

ensayo a la recepción de los materiales, durante el proceso y al final del proceso, con objeto 

de garantizar la conformidad de los productos, identificando los no conformes y 

manteniendo los registros de inspección y ensayos. 

 

* Control de los equipos de inspección, medición y ensayo 

 

La empresa debe establecer y mantener al día procedimientos documentados para controlar, 

calibrar y mantener adecuadamente los equipos de inspección, medición y ensayo. Para ello 

hay que determinar los equipos adecuados, su identificación y hay que establecer planes de 

calibración periódicos. Se deben mantener los registros adecuados. 

 

* Estado de inspección y ensayo 

 

Para conocer la conformidad o no conformidad con las inspecciones y ensayos realizados, se 

debe identificar el estado de inspección y estado del producto que debe conservarse durante 

toda la producción, instalación y el servicio postventa. 

 

* Control de los productos no conformes 

 

La empresa debe establecer y mantener al día procedimientos documentados para evitar el 

uso indebido de productos no conformes o defectuosos, asegurando el debido tratamiento 

de los mismos. 

 

La norma clasifica los productos no conformes de la siguiente forma: 
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- Reprocesados para satisfacer los requisitos especificados 

- Aceptados con o sin reparación, previa concesión 

- Reclasificados para otras aplicaciones 

- Rechazados o desechados 

 

Se deben registrar la descripción de las no conformidades aceptadas y de las reparaciones 

efectuadas. Los productos reparados o reprocesados debe inspeccionarse nuevamente. 

 

* Acciones correctoras y preventivas 

 

La empresa debe establecer y mantener al día procedimientos documentados para la 

implantación de las acciones correctoras y preventivas. 

 

Los procedimientos para las acciones correctoras deben incluir: 

 

- Tratamiento eficaz de las reclamaciones de los clientes y de las no conformidades de los 

productos 

- Investigación de la causa de las no conformidades y el registro de los resultados de la 

investigación. 

- Determinación de las acciones correctoras necesarias para eliminar las causas de las no 

conformidades 

- Aplicación de controles para asegurar la ejecución de las acciones correctoras necesarias 

 

Los procedimientos para las acciones preventivas deben incluir: 

 

- El uso de fuentes de información adecuadas para detectar, analizar y eliminar las causas 

potenciales de las no conformidades. 

- La determinación de los pasos necesarios para resolver cualquier problema 

- El inicio de las acciones preventivas y la aplicación de los controles para asegurar su 

eficacia 

- Asegurarse de que la información sobre las acciones realizadas se remite a la dirección a 

efectos de revisión.  

 

* Manipulación, almacenamiento, embalaje, conservación y entrega. 
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Se deben establecer y mantener al día procedimientos documentados para la manipulación, 

el almacenamiento, el embalaje, la conservación y la entrega de los productos. 

 

Para el almacenamiento se deben acondicionar zonas y locales adecuados, así como 

métodos apropiados de admisión y salida de productos. 

 

Se debe evaluar, a intervalos apropiados, el estado del producto almacenado para detectar 

cualquier deterioro del mismo. 

 

* Control de los registros de la calidad 

 

La empresa debe establecer y mantener al día procedimientos documentados para 

identificar, recoger, codificar, acceder a, archivar, guardar, mantener al día y dar un destino 

final a los registros de la calidad. 

 

Para demostrar la conformidad con los requisitos especificados y el funcionamiento eficaz 

del sistema de la calidad, se deben conservar los registros de la calidad. Cuando esté 

establecido contractualmente, los registros de la calidad deben estar a disposición del cliente 

durante un período de tiempo convenido. 

 

* Auditorías internas de la calidad 

 

Para verificar si las actividades relativas a la calidad y los resultados correspondientes 

cumplen las disposiciones previstas y para determinar la eficacia del sistema de la calidad, 

se deben establecer y mantener al día procedimientos documentados para planificar y llevar 

a cabo auditorías internas de la calidad, que deben ser realizadas por personal 

independiente de aquel que tenga responsabilidad directa sobre la actividad que se esté 

auditando. 

 

Por parte de los responsables de las áreas auditadas, se establecerá un plan de acciones 

correctoras de las no conformidades detectadas. 

 

* Formación 
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La empresa debe establecer y mantener al día procedimientos documentados para 

determinar las necesidades de formación y adiestramiento y se debe proporcionar formación 

a todo el personal que realice actividades que afecten a la calidad. 

 

Se deben conservar los registros adecuados relativos a la formación del personal. 

 

* Servicio postventa 

 

Cuando sea un requisito especificado, la empresa debe establecer y mantener al día 

procedimientos documentados para realizar el servicio postventa y verificar e informar que 

dicho servicio cumple con los requisitos especificados. 

 

* Técnicas estadísticas 

 

La empresa debe identificar la necesidad de técnicas estadísticas requeridas para establecer, 

controlar y verificar la capacidad de los procesos y las características de los productos. 

 

Cuando sea necesario, se deben establecer y mantener al día procedimientos documentados 

para implantar y controlar la aplicación de técnicas estadísticas. 

 

3.8.- La norma ISO 9001 en el proceso empresarial 

 

El objetivo de la empresa es obtener un beneficio económico. Si una empresa no es capaz 

de ganar dinero de forma sostenida su futuro es la reestructuración, la reducción o la 

desaparición del mercado. El empresario o inversor busca una rentabilidad a su inversión y 

si no la obtiene retirará su capital buscando otras inversiones más rentables, lo que puede 

conducir a una comprometida situación de la empresa. 

 

La forma que utiliza la empresa para obtener un beneficio económico es a través de los 

procesos de transformación o de 'valor añadido'. Las empresas, tanto las que fabrican 

productos como las que ofrecen servicios, tienen unas entradas (Input), unos procesos de 

transformación o de 'valor añadido' (Thoughput). Ambos con unos costes y unas salidas 

(Output) que generan los recursos económicos. La relación entre los recursos generados en  

la salida y los costes de las entradas más los procesos de transformación, determinan el 

beneficio de la empresa. 
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De forma simple hay una serie de procesos genéricos que son comunes en la mayoría de las 

empresas: 

 

- Determinación del producto o servicio 

 

El ciclo empresarial se inicia en el diseño de sus productos, definiendo las especificaciones, 

elaborando catálogos y presentando ofertas. 

 

- Entradas (Input) 

 

La empresa necesita adquirir servicios externos mediante compras, que pueden ser de 

materiales de producción, equipos e instalaciones y servicios generales. Para ello, ha de 

crear una estructura de proveedores estableciendo un criterio de selección y valoración. 

Además, ha de establecer un procedimiento de valoración permanente con objeto de 

asegurar que se está haciendo una buena gestión de las compras. 

 

- Proceso (Throughput) 

 

La siguiente fase la constituyen los procesos de transformación bien de productos o de 

servicios. Estos procesos que añaden valor a los productos o servicios están constituidos por 

el conjunto de equipos, instalaciones y recursos humanos para la realización de las 

operaciones productivas. 

 

Deben existir procesos de gestión previos a la producción (planificación de instalaciones y 

equipos, formación del personal, etc.) y también para controlar los procesos, una vez 

operativos, mediante controles propios o externos. 

 

- Salidas (Output) 

 

Una vez acabados los productos es preciso disponer de procesos logísticos de gestión, 

manipulación, almacenaje, distribución, entrega y servicio postventa. 

 

- Controles 
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A lo largo del proceso empresarial es necesario disponer de controles que indiquen la 

situación del proceso, con objeto de proporcionar las alertas necesarias para introducir las 

medidas correctoras adecuadas. 

 

El seguimiento de todo el proceso es vital para el control de los costes, para la evolución de 

las ventas y para la evolución de la calidad. 

 

Los controles son la sala de mandos de la empresa y deben estructurarse de modo que sean 

un fiel reflejo de la evolución global de todas las operaciones. 

 

 - Herramientas 

 

Son los útiles que permiten obtener los controles. Pueden ser de varios tipos, destacando los 

recursos humanos y los recursos técnicos como programas informáticos, de gestión, 

técnicas estadísticas, etc. 

 

- Gestión 

 

El proceso de gestión es el que condiciona la buena marcha de la empresa. 

 

En primer lugar, hay que establecer las políticas de la empresa en cuanto a sus objetivos y 

principios, reflejando el compromiso de la empresa con sus clientes en aspectos tales como 

calidad y servicio. Una vez establecidas las políticas hay que definir los indicadores que 

permitan conocer el grado de cumplimiento de las políticas y de la marcha del negocio. 

 

El proceso de gestión debe comprender un conjunto de revisiones periódicas que permitan 

conocer las desviaciones respecto a los planes originales y proponer las medidas correctoras 

adecuadas. 

 

El proceso de gestión debe incluir también auditorías internas o externas como herramienta 

de gestión. 

 

La Norma ISO 9001 en el proceso empresarial 
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Para poder entrar en mayor profundidad en aspectos concretos sobre las Auditorías de 

Prevención, habría que comenzar por respondernos a una serie de preguntas que 

consideramos fundamentales. ¿Qué es una Auditoría de Prevención? Y ¿Qué evalúa una 

Auditoría de Prevención?. 

 

Básicamente se puede decir tal y como establece el propio Reglamento de los Servicios de 

Prevención, que una Auditoría de Prevención, no es más que un instrumento o herramienta 

de Gestión, que le va a permitir al empresario conocer cuál es la situación de la empresa en 

lo que respecta a la PRL, y como tal herramienta de Gestión incumbe al más alto nivel de la 

empresa. 

 

Si profundizamos algo más, se podría decir que una Auditoría consiste en una evaluación 

sistemática, documentada, periódica y objetiva del Sistema de Prevención de Riesgos 

Laborales realizado por la empresa, o mejor dicho en la idea expuesta anteriormente, del 

Sistema de gestión de prevención de riesgos laborales. 

 

Todo lo expuesto referente a las auditorías nos lleva a poder decir sin temor a equivocarnos, 

que las auditorías no deben considerarse como una actividad o imposición burocrática 

dirigida a inspeccionar el cumplimiento de la normativa vigente, sino que debe ser una 

herramienta de gestión que permita a la propia organización mantener, mejorar y controlar 

el funcionamiento de su sistema de prevención. 

 

El objetivo de las auditorías lógicamente no va dirigido a evaluar a las diferentes apersonas 

que componen una organización, independiente de su cargo o responsabilidad en la 

empresa y de sus funciones en prevención, sino que como hemos dicho, se dirigen hacia el 

sistema implantado por ésta y sirven para evaluar entre otros aspectos: 

 

- La eficacia, eficiencia y fiabilidad del Sistema de Gestión de Prevención de Riesgos 

Laborales establecido por la empresa. 

 

- Si el sistema es adecuado para alcanzar los objetivos de la organización en materia de 

prevención de riesgos laborales, incluyéndose dentro de estos lógicamente, las obligaciones 
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que establece la legislación vigente que en materia de PRL le sea de aplicación a la citada 

organización. 

 

Dado que el objetivo de las Auditorías van a ser los Sistemas de Prevención, consideramos 

oportuno el exponer en que consiste este sistema y los diferentes elementos que lo 

componen, así como donde queda recogido en la normativa vigente. 

 

El Reglamento de los Servicios de Prevención, establece claramente que la PRL de 

integrarse en el conjunto de actividades y decisiones de la empresa tanto en los procesos 

técnicos, en la organización del trabajo y en las condiciones en que este se presente, como 

en la línea jerárquica de la empresa, incluidos todos los niveles de la misma. 

 

La realización de la acción de prevención de riesgos integrada en la empresa supone la 

implantación de un Plan de Prevención que incluya la estructura organizativa, la definición 

de funciones, las prácticas, los procedimientos, los procesos y los recursos necesarios para 

llevar a cabo dicha acción. Elementos como vemos básicos en cualquier Sistema de Gestión. 

 

A estos elementos que define el Reglamento habría que incluir la documentación que la 

propia LPRL establece que el empresario debe realizar y mantener a disposición de la 

autoridad laboral. 

 

Si analizamos el contenido y sentido del Plan de Prevención dado en el Reglamento de los 

Servicios de Prevención y lo comparamos con el sentido que en otras funciones 

empresariales como son la calidad o el medio ambiente se dan a los Sistemas de Gestión de 

la calidad o del medio ambiente, veremos que son coincidentes con el concepto de Plan. 

 

Igualmente si comparamos la disfunción del Plan de Prevención de Riesgos Laborales con el 

concepto de Sistema de Gestión de la Prevención de Riesgos Laborales expuesto en la 

Norma UNE-EX 81-900 sobre Gestión de la Prevención de Riesgos Laborales, veremos que 

también son coincidentes. 

 

Por tanto el sentido dado al Plan de Prevención es coincidente con el Sistema de Gestión de 

Prevención, luego el Sistema de Prevención a auditar coincide con el Plan de Prevención.  

 



 

61 

Siguiendo con el contenido de la familia de Normas UNE, la UNE 81-901:96 Ex sobre 

Auditorías de Sistemas de Prevención en su contenido se establece que las Auditorías de 

Prevención tendrán con carácter general, los siguientes objetivos: 

 

- Determinar la idoneidad y efectividad del Sistema para alcanzar los objetivos de Gestión de 

la Prevención de Riesgos Laborales. 

- Proporcionar al auditado una oportunidad para poder mejorar su Sistema de Gestión de la 

Prevención y así contribuir a una mejora continua de la propia organización. 

- Ayuda a verificar el grado de cumplimiento de la normativa vigente que le sea de 

aplicación. 

 

Los objetivos contemplados de una forma genérica en dicha norma, contempla lógicamente 

los diferentes objetivos de las auditorías contemplados en el RSP y consistentes en:  

 

- Comprobar como se ha realizado la evaluación inicial y periódica de los riesgos, analizar 

sus resultados y verificarlos en caso de duda. 

- Comprobar que el tipo y planificación de las actividades preventivas se ajusta a lo 

dispuesto en la normativa general, así como a la normativa sobre riesgos específicos que le 

sean de aplicación; teniendo en cuenta los resultados de la evaluación. 

- Analizar la adecuación entre los procedimientos y medios requeridos para realizar las 

actividades preventivas mencionadas en el párrafo anterior y los recursos de que dispone el 

empresario, propios o concertados, teniendo en cuenta, además, el modo en que están 

organizados o coordinados en su caso. 

 

Aunque no quedan contemplados específicamente en la legislación vigente los criterios 

concretos y exactos para el establecimiento de los sistemas de gestión de la prevención de 

riesgos laborales, las mencionadas Normas UNE 81-900:96 Ex pueden ser utilizadas como 

unas ayudas o guías de referencia para implantar en las diferentes empresas los sistemas de 

prevención contemplados en el RSP, lo que sin lugar a dudas puede facilitar posteriormente 

la realización de Auditorías de Prevención. 

 

Habría que destacar asimismo la ventaja que pueden presentar la implantación de estos 

sistemas de prevención de acuerdo con estas normas, al seguirse un esquema semejante a 

los modelos de la calidad y del medio ambiente, lo que permitiría a aquellas empresas que 

ya tuvieran implantados aquellos sistemas o estuvieran pensando implantarlos, tener unos 
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modelos semejantes incluso con gran parte de los diferentes procedimientos necesarios 

comunes para ambos sistemas. 

 

Aspectos Reglamentarios de las Auditorías de Prevención  

 

Aunque las auditorías como instrumentos de gestión son una herramienta de fundamental 

importancia para aquellas empresas que tuvieran implantado de una forma u otra un 

sistema de gestión de la prevención de riesgos laborales, y deberían de una forma 

voluntaria someter su sistema a auditorías, tanto internas como externas, en el ánimo de 

una mejora continua y permanente de la acción preventiva, el RSP establece el ámbito de 

aplicación de estas auditorías. 

 

Las auditorías serán de obligado cumplimiento para aquellas empresas que no hubieran 

concertado el servicio de prevención con una entidad especializada, y cuando como 

consecuencia de la evaluación de los riesgos, las empresas tengan que desarrollar 

actividades preventivas, dirigidas a evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo. 

 

Estas auditorías deberán ser repetidas con una periodicidad de cinco años, o cuando así lo 

requiera la autoridad laboral previo informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, 

y en su caso de los órganos técnicos en materia preventiva de las Comunidades Autónomas 

a la vista de los datos de siniestralidad laboral u otras circunstancias que pusieran de 

manifiesto la necesidad de revisar los resultados de la última auditoría. 

 

En el caso de empresas de menos de seis trabajadores y cuya actividad no esté 

contemplada en el anexo I del mencionado Reglamento, en las que el empresario hubiera 

asumido personalmente las funciones de prevención o hubiera designado a uno o más 

trabajadores para llevarla a efecto y en las que la eficacia del sistema preventivo resulte 

evidente sin necesidad de recurrir a una auditoría podrán no someterse a la auditoría 

cuando cumplimenten y remitan a la autoridad laboral una notificación en la que se indique 

esta no necesidad. 

 

Con independencia de la técnica de la auditoría, o de la forma de cómo se desarrollan estas 

actuaciones, un aspecto de gran importancia en estos momentos son los referentes a los 

requisitos necesarios para poder realizar las auditorías de prevención. 
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El RSP establece que las auditorías deberán ser realizadas por personas físicas o jurídicas 

que tengan los conocimientos suficientes de las materias y aspectos técnicos objeto de la 

misma y cuenten con los medios necesarios. 

 

En este sentido habría que considerar que las auditorías de prevención presentan dos 

requisitos diferentes, uno relativo a la técnica de la auditoría y otro relativo a los aspectos a 

auditar o lo que es lo mismo a la prevención de riesgos laborales. 

 

Dado que la auditoría de los Sistemas de Prevención pretenden dos objetivos básicos, uno 

comprobar la evaluación de riesgos y la planificación de la actividad preventiva de acuerdo a 

la normativa general o específica en PRL y otro analizar la adecuación de procedimientos y 

recursos necesarios para llevar a cabo la actividad preventiva o la hora de realizar las 

Auditorías de Prevención, es preciso que los Auditores tengan una formación en prevención 

de riesgos laborales aunque no tengan conocimiento de la técnica de Auditoría. 

 

Otros requisitos necesarios para la realización de las auditorías es la independencia de los 

auditores con respecto a las empresas a auditar, por lo que se precisa que éstos no 

mantengan ningún tipo de vinculación con las empresa a auditar que pudiera influir en su 

independencia, salvo lógicamente las propias de las auditorías. 

 

Asimismo se contempla que para situaciones en las que sea preciso auditar aspectos muy 

complejos los auditores pueden recurrir a profesionales expertos en estas materias, que 

cuenten con los conocimientos y medios necesarios para su realización. 

 

Para la realización de las mencionadas auditorías, las personas o entidades especializadas 

deberán contar con la autorización de la autoridad laboral competente del lugar donde 

radiquen sus instalaciones principales, previa solicitud ante las mismas, indicando las 

previsiones de dotación de personal para su desempeño, su cualificación y dedicación, 

medios e instalaciones y lugar de ubicación. 

 

La autoridad laboral, previos los informes que estime oportunos, dictará resolución 

autorizando o denegando dicha autorización en el plazo de tres meses. Transcurrido este 

período sin que se emita resolución al respecto, la solicitud se deberá considerar como 

desestimada. 
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Una vez contemplados los criterios generales y los relativos aspectos contemplados en la 

legislación vigente, sobre las auditorías se considera adecuado el profundizar en algunos 

aspectos de las auditorías como actividades preventivas que puedan ser de ayuda para 

mejorar de una forma continua la prevención en el ámbito de las empresas. 

 

Con independencia de la necesidad en los términos expuestos anteriormente, las auditorías 

como instrumento de gestión pueden ser realizadas con carácter rutinario o como 

consecuencia de cambios importantes que se hayan producido en el sistema de gestión de 

PRL o en algún elemento de este, aunque como tónica general es conveniente su realización 

con carácter periódico.  

 

A la hora de realizar las auditorías habría que distinguir dos tipos de ellas, las auditorías 

internas y las auditorías externas. 

 

Las auditorías internas son una herramienta que permite a las propias organizaciones con 

sus propios medios comprobar la eficacia y actualización de su propio sistema a la vez que 

estar preparado para las auditorías externas.  

Este tipo de auditorías puede ser realizado sobre todo el sistema de gestión o sobre parte 

de él o de algún determinado departamento, aunque la técnica es la misma que para las 

externas, con la particularidad de que puede ser llevado a cabo por personas de la misma 

organización con la única particularidad de que no se realicen éstas en los departamentos a 

los que pertenece el propio auditor. 

 

Las auditorías externas son las que son realizadas por personas ajenas a la organización y 

tienen por objeto alguna de las condiciones ya expuestas a lo largo de este documento. 

 

Un aspecto a considerar de fundamental importancia es la forma de llevar a cabo las 

auditorías, así el propio RSP, establece que las auditorías serán realizadas de acuerdo a 

normas técnicas existentes o que puedan existir. En la actualidad y siguiendo el mismo 

esquema expuesto a lo largo de este documento, la familia de normas UNE 81-900 pueden 

servir de guía para el desarrollo de este tipo de actividad. 

 

Sin entrar a profundizar en el desarrollo de esta norma técnica por razones de tiempo y 

espacio se puede decir que el desarrollo de una auditoría debe suponer la realización de los 

siguientes pasos. 
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- Elección del equipo auditor y del auditor jefe de acuerdo a las características de las 

actividades a auditar. 

 

- Trabajos previos a la auditoría en el que se definen los aspectos a auditar y su alcance y 

estudio de la documentación facilitada por la empresa. 

 

- Planificación de la auditoría, en la que se fija el calendario, auditores responsables, áreas a 

visitar, verificaciones necesarias, personas a entrevistar, etc. 

 

- Informe previo de la auditoría que deberá ser estudiado conjuntamente con la empresa 

para clarificar y acordar discrepancias. 

 

- Informe final en la que se indiquen las no conformidades encontradas debidamente 

justificadas. 

 

El informe de la auditoría tal como establece el RSP deberá estar a disposición de la 

autoridad laboral para cuando esta lo requiriese.
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Obligaciones y responsabilidades. 

 

Según lo establecido en el art. 10 del Reglamento de los Servicios de Prevención (RSP) la 

organización de las actividades preventivas se realizará por el empresario con arreglo a 

alguna de las modalidades siguientes: 

 

 

Los criterios de selección que deben tenerse en cuenta a la hora de optar por una u otra 

modalidad de organización, como analizaremos al entrar en detalle en cada una de ellas, a 

grandes rasgos, son:  

 

El número de trabajadores de la empresa.  

 

La peligrosidad de la actividad; de su inclusión o no en la lista del Anexo I del RSP.  

 

Los riesgos a los que estén expuestos los trabajadores.  

 

La legislación marca unos mínimos conjugando los tres factores citados, como observamos 

en el cuadro, pero nada impide al empresario constituir una modalidad de las previstas para 

empresas con plantilla superior a la suya, bien de forma voluntaria o porque así se acuerde 

en Convenio Colectivo.  

 

De lo expuesto se desprende que en una empresa de menos de 6 trabajadores, el 

empresario podría asumir él directamente la acción preventiva (siempre que concurran el 

resto de los requisitos legalmente establecidos), o designar trabajadores para llevarla a 

cabo, incluso, podría constituir una organización específica mediante la estructuración de un 

servicio de prevención propio, por ejemplo dentro de un determinado edificio, centro 

comercial o grupo empresarial o a través de un Servicio de Prevención Mancomunado. No 

obstante esta fórmula suele ser poco factible en la práctica. 

 

Determinación del número de trabajadores de plantilla.  

 

Como acabamos de ver, la modalidad de organización de la prevención está condicionada, 

entre otros factores, por el número de trabajadores de la empresa. De manera que será 
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importante conocer cómo determinar el número de trabajadores de plantilla, sobre todo si 

ésta puede variar a lo largo del año, tal como ocurre en determinados sectores: así en 

agricultura, hostelería, construcción, empresas conserveras, etc. 

 

 

Nuestra legislación no establece fórmula alguna para el cálculo de las mismas, sin embargo, 

podríamos aplicar lo dispuesto en el art. 35.3 LPRL para la determinación del número de 

delegados de prevención que corresponden en una empresa o centro de trabajo concreto, y 

cuyo número también depende de los trabajadores de plantilla.  

 

Siguiendo lo establecido en la LPRL para los delegados de prevención, se computarían como 

trabajadores de plantilla:  

 

- Los trabajadores con contrato de duración superior a 1 año.  

 

- Los contratados por tiempo inferior al año, se computan en función del número de días 

trabajados en el período del año anterior a la fecha de la designación, sumándose el total de 

días prestados en dicho período. Cada 200 días trabajados o fracción se computarán como 1 

trabajador más.  

 

- En el caso de trabajadores de empresas de trabajo temporal (ETT):  

 

Las ETT tendrán en cuanta para la determinación de la plantilla, no solo los trabajadores 

permanentes, sino también los cedidos temporalmente a las empresas usuarias. Éstos se 

computarán según el promedio mensual de los trabajadores de alta durante los últimos 12 

meses.  

 

La empresa usuaria también debe contabilizar el promedio mensual de trabajadores puestos 

a su disposición por la ETT en los últimos 12 meses. 

 

 

¿Organización a nivel Empresa o centro de trabajo?  

 

La modalidad de organización de la prevención se adoptará teniendo en cuenta la plantilla 

total y las características de la empresa en su conjunto y no por centro de trabajo. Sin 
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embargo no debemos perder de vista, que en todo caso, los recursos preventivos tendrán 

que ser adecuados a los riesgos existentes (art.15.3 RSP), de manera que las empresas que 

dispongan de centros de trabajo alejados geográficamente entre si, habrán de tener en 

cuenta este extremo a la hora de elegir la modalidad de organización preventiva. 

 

En este mismo sentido se pronuncia el art. 31.1 LPRL, lo que implica la posibilidad de que 

en una misma empresa puedan coexistir más de un servicio de prevención, en función de 

áreas geográficas determinadas o en atención a la existencia de riesgos especiales o 

específicos presentes en un determinado centro de trabajo. O que un servicio único de 

prevención se desglose en una organización central y varias filiales o "sucursales" en función 

de la disgregación territorial.  

 

 

Integración de los Servicios Médicos de Empresa:  

 

La Disposición Derogatoria Única d) Ley 31/1995, de 8 de noviembre y Disposición Adicional 

Segunda del RD. 39/1997, de 17 de enero, permitió que, independientemente de la 

modalidad organizativa que adoptaran las empresas, el personal de los Servicios Médicos de 

Empresa constituidos conforme a la legislación anterior pasaran a integrarse en los servicios 

de prevención. Así mismo, se admitió la posibilidad de que mantuvieran las funciones que 

tuvieran atribuidas con anterioridad, aun siendo distintas de las propias del servicio de 

prevención.  

 

Mantenimiento de la actividad preventiva desarrollada con anterioridad:  

 

La legislación parte del principio de respeto, como mínimo, a las condiciones en que se 

venía desarrollando la actividad preventiva en el seno de la empresa, de tal forma que, 

aunque la empresa no viniera obligada a constituir un servicio propio por aplicación de lo 

establecido en el RSP, si por decisión empresarial o convenio colectivo tenía ya estructurada 

la actividad preventiva en el seno de la empresa, debía mantener esa estructura y actividad 

(Disposición Adicional 3.2 RSP). 

 

Lo mismo es aplicable a la actividad sanitaria (Disposición Adicional 3.1 RSP) aunque no se 

constituya un servicio de prevención propio, por considerarse como una condición más 

beneficiosa y un derecho adquirido por los trabajadores.  
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Para el personal que venía realizando actividades preventivas en la empresa con 

anterioridad a la entrada en vigor del RD. 39/1997, salvo para actividades sanitarias, la 

legislación estableció un sistema de convalidación de funciones (Disposición Adicional 5ª 

RSP). 

 

Relaciones entre recursos propios y ajenos o externos a la empresa:  

 

Para integrar la prevención en el proceso productivo y las líneas jerárquicas de la Empresa, 

como establece la normativa vigente, la actividad preventiva debe desarrollarse 

preferentemente con recursos propios, y solo cuando esto no sea posible (por el tamaño de 

la empresa o por la especialización de las actividades a desarrollar) se acudirá al concierto 

de medios externos. 

 

Por este motivo y con carácter general podemos decir que los Servicios de Prevención 

Ajenos a las empresas dan apoyo al resto de las modalidades de organización establecidas 

con recursos propios. Ya que por muy desarrollada que se tenga la estructura preventiva y 

se destinen medios y recursos adecuados y suficientes en el seno de la empresa, es casi 

imposible que una organización empresarial no necesite acudir a un servicio de prevención 

ajeno, aunque sea de forma eventual para la realización de mediciones, determinaciones, 

análisis, ensayos o verificaciones enormemente complejas o que exijan instalaciones de un 

elevado coste. 

 

Así la vocación y naturaleza fundamental de los Servicios de Prevención Ajenos es la de 

configurarse para desarrollar aquellas actuaciones preventivas de carácter complementario 

que no puedan realizar las empresas con sus propios medios. 

 

No obstante en las modalidades de menor cobertura, dirigidas a las pequeñas y medianas 

empresas, se prevé que las empresas puedan acudir a Servicios de Prevención ajenos 

concertando con los mismos la totalidad de las acciones preventivas a desarrollar en el seno 

de la empresa. En estos casos nos encontramos ante un verdadero efecto de sustitución 

trasladando en bloque a una organización externa a la empresa el conjunto de actividades 

preventivas que en principio deberían acometerse con los medios propios. 
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Lo normal será establecer un sistema mixto: parte de la actividad se desarrollará por el 

propio empresario o por los trabajadores que designe, y el resto de la actividad preventiva 

por uno o varios servicios ajenos (concierto de actividades de forma complementaria). 

 

Cuando concurran distintos recursos preventivos (trabajadores designados, miembros de 

Servicios de Prevención Propios o Ajenos, así como otros trabajadores que sin tener la 

consideración de trabajadores designados tuvieran asignadas funciones concretas para 

situaciones determinadas en material preventiva) éstos deberán colaborar entre sí (art. 32 

bis LPRL, introducido por la Ley 54/2003, de 12 de diciembre de Reforma del Marco 

normativo de la prevención de Riesgos Laborales). 

 

ASUNCION PERSONAL POR EL EMPRESARIO (Art. 11 RSP) 

 

Como comentamos anteriormente, nuestra legislación permite al empresario asumir 

personal y directamente la actividad preventiva siempre y cuando se den los siguientes 

requisitos:  

 

El empresario podrá desarrollar por si mismo aquellas actividades para las que esté 

capacitado según lo previsto en el Reglamento de los Servicios de Prevención, y aquellas 

para las que no esté capacitado, como es el caso del ejercicio de actividades relacionadas 

con la vigilancia de la salud, deberá asumirlas recurriendo a otra de las modalidades de 

organización.  

 

Respecto a la cualificación necesaria del empresario estará íntimamente relacionada con las 

funciones que asuma (capitulo VI), debiendo en todo caso obtener la formación necesaria 

para desarrollar, al menos, las funciones del art. 35 RSP (nivel básico). 

 

 

DESIGNACION DE TRABAJADORES 

 

El empresario puede encomendar a uno o varios trabajadores la realización de la actividad 

preventiva en la empresa, siempre que reúnan unos requisitos (Art. 12 RSP). Los 

empresarios suelen recurrir a esta modalidad de organización en: 
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Empresas de entre 6 y 500 trabajadores, o entre 6 y 250 en actividades que conlleven 

especial riesgo.  

 

En empresas de menos de 6 trabajadores cuando el empresario no pueda asumir la 

prevención personalmente.  

 

En los demás casos concurriendo con otras modalidades de organización.  

 

A. Número de trabajadores designados:  

 

El Reglamento establece que los trabajadores designados serán los necesarios para 

desarrollar adecuadamente sus funciones (art. 13.2 RSP). Y dependerá principalmente, del 

tipo de funciones preventivas que asuman y de la dimensión de la empresa, pero también 

influirán otros muy diversos factores como son la distribución territorial o espacial de la 

empresa, el tipo de actividad desarrollada, homogeneidad o no de puestos de trabajo y 

tareas, peligrosidad de la actividad, etc. 

 

No obstante y pese a que la normativa no da criterios para la determinación del número de 

trabajadores designados, la Disposición Adicional Séptima del RD.39/1997, de 17 de enero, 

expresamente dispone que éstos podrán fijarse mediante negociación colectiva. 

 

La designación de los trabajadores encargados de las actividades preventivas como la de los 

encargados de las medidas de emergencia debe ser consultada previamente con los 

trabajadores (Art.33.1 LPRL), y a través de sus representantes cuando esta representación 

exista. 

 

 

B. Garantías en el ejercicio de sus funciones: 

 

Los trabajadores designados, al igual que los integrantes de los Servicios de Prevención 

tienen independencia técnica (art. 30.4 LPRL) y por tanto no podrán sufrir ningún perjuicio 

derivado de sus actividades de protección y prevención. Y para garantizar esta 

independencia, se disponen de las mismas garantías que el Estatuto de los Trabajadores 

otorga a los representantes de los trabajadores (art. 68.a, b y c, y art. 56.4 ET) 
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Como contrapartida a su situación, los trabajadores designadnos deberán guardar sigilo 

profesional sobre la información a la que puedan tener acceso como consecuencia del 

desempeño de sus funciones. 

 

C. Capacidad y medios: 

 

Los trabajadores designados deberán tener la capacidad correspondiente a las funciones 

que vayan a desempeñar (art. 13.1 RSP). Quiere decir que dependiendo de las tareas que 

realicen, tendrán que disponer de la cualificación necesaria para el desarrollo de funciones 

de nivel básico, intermedio o superior, en todo caso y como mínimo deberá tener capacidad 

para el desempeño de funciones de nivel básico. 

 

Por otro lado el empresario tendrá que poner a disposición del trabajador designado el 

tiempo y los medios necesarios (art. 13.2 RSP) para el desarrollo adecuado de las funciones 

que tengan encomendadas (local, área de trabajo, instalaciones, equipos de medición y 

ensayo, en su caso, adecuados, etc). 

 

Como vemos la dotación de medios dependerá de las funciones que realicen, así por 

ejemplo si se van a realizar evaluaciones de riesgos de los lugares de trabajo y de las 

condiciones ambientales, será necesario contar con luxómetros para medir iluminación, 

termómetros de bulbo, temperatura seca y húmeda (Anexos III y IV RD. 486/1997 de 14 de 

Abril; sonómetros o dosímetros si lo que  

se mide es ruido (Anexo II RD.1316/1989), etc. 

 

El empresario debe garantizar el acceso del trabajador designado a la información y 

formación necesaria, así como al acceso a toda la documentación que requiera. Respecto al 

tiempo, hemos visto que ha de ser suficiente para el desempeño de funciones, pero nada 

impide que puedan compatibilizar la realización de actividades preventivas con otras tareas 

distintas. 

 

SERVICIOS DE PREVENCIÓN PROPIOS. 

 

Otra modalidad de organización consiste en la constitución de un Servicios de Prevención 

Propio (SPP). Por éste entendemos el conjunto de medios humanos y materiales de la 

empresa para la realización de actividades preventivas (art. 10.2 RSP). 
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Cuando el Servicio de Prevención asuma la especialidad de medicina del trabajo, éste para 

el ejercicio de la actividad sanitaria deberá contar con una estructura y medios adecuados a 

la naturaleza específica de dicha actividad, y habrá de tener en cuenta la confidencialidad de 

los datos médicos personales, debiendo cumplir los requisitos establecidos en la normativa 

sanitaria aplicable (Art. 15.2 RSP). 

 

Dicha actividad sanitaria será ejercida por personal sanitario con competencia técnica, 

formación y capacidad acreditada con arreglo a normativa vigente. 

 

Cuando el ámbito de actuación del servicio de prevención se extienda a más de un centro de 

trabajo deberá tenerse en cuenta, como establece el art. 15.3 RSP, la situación de los 

diversos centros en relación con la ubicación del servicio, a fin de asegurar la adecuación de 

los medios de dicho servicio a los riesgos existentes. 

 

Como ya dijimos, las especialidades o disciplinas que no asuma el SPP, deberán ser 

concertadas con una o más Entidades Especializadas Externas (art. 15.4 RSP). En este caso, 

la relación entre el Servicio de prevención propio y el o los ajenos deberá ser coordinada. 

 

La legislación impone a la Empresa la obligación de elaborar con carácter anual una 

Memoria y una Programación de actividades del Servicio de Prevención, que deberá 

mantener a disposición de las autoridades laborales y sanitarias competentes y e informar 

sobre el contenido de la misma al Comité de Seguridad y Salud de la empresa o centro de 

trabajo afectado (art. 15.5 RSP y Art. 39.2 LPRL). 

 

4. SERVICIOS DE PREVENCIÓN MANCOMUNADOS.  

Como una fórmula de racionalización de los recursos, tanto humanos como materiales, al 

mismo tiempo que de un ahorro económico considerable, el RD. 39/1997 de los Servicios de 

Prevención prevé la posibilidad de mancomunar los Servicios de Prevención. 

 

Respecto a este tema hemos de decir que será muy difícil la creación de SPM mediante 

Convenio Colectivo salvo que las empresas pertenezcan a un mismo sector productivo. Por 

ello, normalmente la mancomunidad se adoptará por decisión de las distintas empresas 

afectadas, pero en todo caso es obligatoria la consulta previa, con carácter no vinculante, de 

los representantes legales de los trabajadores de todas y cada una de las empresas 
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afectadas, en los términos previstos en el art. 33 Ley 31/1995 de Prevención de Riesgos 

Laborales. 

 

La no constitución de personalidad jurídica diferenciada respecto a las empresas 

mancomunadas plantea un problema en cuanto a la posible concertación de actividades 

preventivas complementarias con Servicios de Prevención Ajenos, puesto que si estos 

fuesen Mutuas de Accidentes de Trabajo, y estando éstas solo facultadas para concertar con 

las empresas asociadas a las mismas, o todas las empresas mancomunadas estuvieran 

asociadas a la misma Mutua, estarían imposibilitadas para realizar actividades respecto de 

las empresas de la mancomunidad que no tuvieran concertadas con ellas la cobertura de 

accidentes de trabajo y enfermedades profesionales.  

 

Sin embargo si la mancomunidad se constituye con personalidad jurídica independiente, el 

posible concierto de servicios complementarios se realizaría directamente por la propia 

mancomunidad, por lo que el concierto podrá realizarse con la Mutua que tuviese atribuida 

la cobertura de accidentes con la referida mancomunidad.  

 

5. SERVICIOS DE PREVENCIÓN AJENOS. La última modalidad de organización que nos 

queda por analizar es el concierto de la realización de actividades preventivas con una o 

varias Entidades Especializadas ajenas a la empresa denominadas Servicios de Prevención 

Ajenos (art. 10.2 RSP).  

 

Con carácter general, podemos decir que su objetivo es el asesoramiento del conjunto de la 

organización empresarial (incluyendo a empresarios, trabajadores y órganos de 

representación de éstos). 

 

La prohibición legal de mantener algún tipo de vinculaciones comerciales, financieras o de 

cualquier otro tipo con la empresa que concierte la actividad preventiva, impide la creación 

de entidades especializadas satélites o filiales de grupos de empresas, para que, desde 

fuera, realicen la actividad preventiva de éstas, con objeto de eliminar incrementos de 

plantilla o repartir los riesgos empresariales. Ello obviamente no impide la creación de 

servicios mancomunados pues, en este caso, tienen la consideración de servicio propio de 

cada una de las empresas mancomunadas como hemos visto en el apartado anterior.  
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La prohibición de vinculaciones alcanza no solo al empresario persona física, sino que en las 

empresas con personalidad jurídica se extiende igualmente a sus socios, representantes, 

administradores, consejeros y personal de alta dirección, así como a los familiares directos 

de unos y otros.  

 

Sin embargo, quedan fuera de la prohibición las Mutuas de Accidentes de Trabajo y 

enfermedades profesionales, ya que el art. 32 de la LPRL las faculta para poder desarrollar, 

solo para las empresas asociadas, las funciones de servicios de prevención ajenos. No 

obstante están sometidas al mismo proceso de acreditación que los demás SPA (art.22 

RSP).  

 

Respecto de ellas, la O.M. de 22 de Abril de 1.997 (B.O.E. del 24) regula y diferencia las 

actividades preventivas que pueden desarrollar las Mutuas dentro del ámbito de cobertura 

de las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, de aquellas 

otras que pueden realizar como servicios de prevención ajenos acreditados.  

 

Los SPA pueden subcontratar los servicios de otros profesionales o entidades cuando sea 

necesario para la realización de actividades que requieran conocimientos especiales o en 

supuestos de instalaciones de gran complejidad (Ej.: para realización de determinadas 

pruebas, análisis, ensayos, etc.)  

 

En este sentido, el art. 1 de la OM de 27 de junio 1997 considera como actividades de gran 

complejidad las actividades de laboratorios como los clínicos, microbiológicos o de higiene 

industrial. Ello sin perjuicio de lo dispuesto en la normativa especifica sobre energía nuclear.  

 

Concierto de la actividad preventiva:  

Cuando el empresario recurra a uno o varios servicios de prevención ajenos, para qué estos 

asuman la realización total o parcial de la actividad preventiva de su empresa, deberá 

concertarlo por escrito y previa consulta a los representantes de los trabajadores como 

dijimos en el apartado A de este punto.  

 

En el concierto deberán consignarse como mínimo los aspectos citados en el art. 20 

RD.39/1997, tales como identificación del SPA, de la empresa destinataria de la actividad, 

definición de actuaciones concretas, duración del concierto, etc.  
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Es evidente que deberán establecerse conciertos independientes con cada uno de los 

servicios de Prevención ajenos a los que se recurra, pudiendo determinarse en los mismos 

las obligaciones de coordinación recíprocas. 

 

Los servicios de prevención ajenos deberán mantener a disposición de las autoridades 

laborales y sanitarias competentes una memoria anual en la que incluirán de forma 

separada las empresas o centros de trabajo a los que se ha prestado servicios durante dicho 

período, indicando en cada caso la naturaleza de éstos.  

 

Igualmente deberán facilitar a las empresas para las que actúen la memoria y la 

programación anual a las que se refiere el apartado 2.d) del art. 39 de la Ley de Prevención 

de Riesgos Laborales, a fin de que pueda ser conocida por el Comité de Seguridad y Salud 

en los términos previstos en el artículo citado. 

 

En el capítulo anterior hemos analizado los requisitos generales exigibles para poder actuar 

como servicio de Prevención Ajeno, y entre ellos destaca el de haber obtenido de la 

Autoridad Laboral respectiva la acreditación para poder ejercer como tal. 

 

En el presente apartado vamos a analizar el proceso de acreditación regulado en el Capítulo 

IV del RD. 39/1997 de 17 de Enero que aprueba el Reglamento de Servicios de Prevención, 

así como en la Orden de 27 de junio de 1997 que lo desarrolla. 

 

El proceso de acreditación se desarrolla en distintas fases:  

 

1. SOLICITUD DE ACREDITACIÓN.  

 

Las entidades especializadas que pretenden ser acreditadas como servicios de prevención 

deberán formular solicitud ante la autoridad laboral acompañando a su petición un proyecto 

(art.23 RSP y art.2.2 Orden 27.06.1997).  

 

2. AUTORIDAD COMPETENTE PARA CONOCER DE LA SOLICITUD.  

 

Los arts. 23 y 24 del RD. 39/1997 establecen como órgano competente para conocer de las 

solicitudes de acreditación de entidades especializadas como SPA, a la Autoridad Laboral del 
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territorio donde radiquen las instalaciones principales del Servicio de Prevención objeto de la 

acreditación, independientemente de que el SPA vaya a ejercer su actuación en un ámbito  

supra-autonómico (STC de 28/11/1996, BOE3.01.1997). En concreto, las solicitudes han de 

dirigirse siempre al órgano competente de cada Comunidad Autónoma, a excepción de 

Ceuta y Melilla, en cuyo caso las solicitudes se presentarán ante la Dirección Provincial de 

Trabajo y Asuntos Sociales (por no estar transferidas todavía las competencias en materia 

de ejecución de la legislación laboral).  

 

La Orden de desarrollo de RD. 39/1997, resuelve las dudas que pudiera suscitar el concepto 

de instalación principal, entendiendo por ésta “aquella que cuente con mayor número de 

trabajadores dedicados a actividades preventivas, no considerando entre los mismos los que 

se dediquen a tareas administrativas”. 

 

La acreditación otorgada por la Autoridad Laboral de la Comunidad Autónoma donde 

radiquen las instalaciones principales del SPA, tiene validez para todo el ámbito del Estado. 

 

3. APROBACIÓN PROVISIONAL.  

 

El proceso de acreditación, por regla general, se desarrollará en dos fases.  

En una primera se procederá a una aprobación provisional de la solicitud (art. 25 RSP), 

condicionada a la acreditación de una serie de requisitos por parte de la Entidad 

Especializada. En una segunda fase, tras la materialización del proyecto, la Autoridad laboral 

concederá la acreditación definitiva (art. 26 RSP). 

 

Hemos de decir, que por excepción, se podría abreviar notoriamente el procedimiento, 

agrupando la aprobación provisional y la acreditación definitiva en un sólo acto, cuando la 

entidad solicitante, al tiempo de presentar la solicitud, acredite que ya dispone del total de 

los requisitos definitivos (dotación de personal contratado, instalaciones y medios 

instrumentales, póliza de seguros contratada, número de identificación y código de cuenta 

de  

la Seguridad Social, etc.) tal y como aparecen establecidos en el art. 26 del Reglamento.  

 

En este supuesto entendemos que el procedimiento aplicable, en cuanto a la evacuación de 

informes preceptivos será el previsto en el referido art. 26, con emisión de informes de las 

Inspecciones de Trabajo de las provincias donde se encuentran ubicadas las instalaciones o 
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medios, a efectos de la comprobación de los mismos, además de las autoridades sanitarias 

competentes y órganos técnicos en materia preventiva de las Comunidades Autónomas. 

 

 

4. ACREDITACIÓN DEFINITIVA.  

 

Una vez aprobada provisionalmente la solicitud de acreditación como Servicio de Prevención 

Ajeno, la eficacia de la misma está subordinada como hemos dicho, a la efectiva realización 

del proyecto por parte de la entidad solicitante. 

 

En este sentido, el proceso de acreditación definitiva (art. 26 RSP) se concreta en los 

siguientes pasos: 

 

Es importante anotar que la mera concesión de la autorización provisional no faculta para el 

ejercicio de la actividad preventiva, como servicio de prevención ajeno salvo en el supuesto 

en el que se hayan agrupado en una sola autorización la aprobación provisional y la 

definitiva por contar la entidad, al tiempo de presentar la solicitud, con todos los requisitos 

exigidos para la acreditación definitiva (plantillas, medios, etc). 

 

 

5. MANTENIMIENTO DE LAS CONDICIONES DE ACREDITACION.  

 

Las entidades especializadas deberán mantener las condiciones en que se basó su 

acreditación como servicios de prevención (art. 24 RSP) Cualquier modificación de las 

mismas será comunicada a la autoridad laboral que concedió la autorización. 

 

Por lo tanto, tanto la autoridad laboral como la sanitaria, podrán verificar en el ámbito de 

sus competencias, el cumplimiento de las condiciones exigibles para el desarrollo de las 

actividades del servicio de prevención, de la normativa aplicable y el cumplimiento de las 

condiciones de la acreditación y propondrán en su caso, medidas y plazos para la corrección 

de desviación observadas (art. 3 Orden 27 de junio de 1997).  

 

Tanto la autoridad laboral como la sanitaria podrán iniciar expediente de suspensión de la 

acreditación en los siguientes casos: 
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1. Si comprueban alguna irregularidad que afecte sustancialmente a las condiciones en que 

se basó la acreditación.  

 

2. Cuando concurra alguna irregularidad que afecte sustancialmente al desarrollo de la 

actividad del Servicio de Prevención Ajeno.  

 

3. Cuando no se cumplan las medidas y plazos para la corrección de las desviaciones 

observadas.  

 

En el expediente han de constar los hechos comprobados, las irregularidades detectadas y 

las disposiciones infringidas. 

 

El referido expediente puede concluir con la suspensión total o parcial de la acreditación 

otorgada, previo informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, y de los órganos 

técnicos en materia preventiva de las Comunidades Autónomas. La resolución suspensiva 

determinará las condiciones para poder reiniciar sus actividades, así como el plazo para su 

cumplimiento.  

 

Igualmente si como resultado de las comprobaciones efectuadas, bien directamente o a 

través de las comunicaciones señaladas en el apartado anterior, la autoridad laboral que 

concedió la acreditación comprobará el incumplimiento de requisitos sustanciales que 

determinaron aquélla, podrá extinguir la acreditación otorgada.  

 

Tanto en los casos de suspensión, como en los de extinción definitiva, la resolución deberá 

comunicarse a la entidad afectada, a las Autoridades Laborales y sanitarias que hubieran 

intervenido en el proceso de acreditación, así como al registro al que haremos referencia en 

el apartado siguiente. 

Contra estas resoluciones de la Autoridad Laboral cabe la interposición de recurso ordinario 

ante el órgano superior jerárquico correspondiente, en el plazo de un mes. 

 

6. REGISTRO DE ENTIDADES ACREDITADAS.  

 

El art. 28 del RD. 39/1997 que aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención, 

estableció la creación de un registro en los órganos competentes de las Comunidades 

Autónomas que hayan recibido el traspaso de competencias, y en su defecto en la 
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Administración General del Estado. En dichos registros han de inscribirse las entidades 

especializadas acreditadas para ejercer como servicios de prevención ajenos, así como a las 

personas o entidades especialidades a las que se les haya concedido autorización para 

efectuar auditorias.  

 

Los órganos a los que se refiere el párrafo anterior, enviarán a la Dirección General de 

Trabajo y Migraciones del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, en el plazo de 8 días 

hábiles, copia de todo asiento practicado en sus respectivos registros.  

 

Por tanto prevé la existencia de un Registro por cada Comunidad Autónoma, así como un 

Registro Centralizado ubicado en la Dirección General de Trabajo y Migraciones del 

Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, con intercomunicación y relación entre ellos. 

 

El contenido de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales alcanza a todos los trabajadores 

al servicio de la Administración Pública, con independencia del tipo de contrato o de 

vinculación que medie, sin embargo su aplicación no es homogénea debido a peculiaridades 

de la propia organización y a la forma en que se configura el derecho de participación y 

representación.  

 

Alcanza a toda la administración pero existen excepciones y reservas a la aplicación de la 

Ley: 

 

No se aplica la Ley 31/1995, pero inspira la normativa específica que se dicte en relación 

con (art.3.2 LPRL): 

 

Policía, seguridad y resguardo aduanero.  

 

Servicios operativos de protección civil y peritaje forense en los casos de grave riesgo, 

catástrofe y calamidad pública.  

 

Aplicación de LPRL con reservas o excepciones a:  

 

Establecimientos penitenciarios: será necesario adaptar determinadas actividades cuyas 

características justifiquen una regulación especial en materia de negociación colectiva y 
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participación, en la determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos 

(art.3.3 LPRL).  

 

Centros y establecimientos militares: se aplicará la LPRL, así como las peculiaridades de su 

normativa específica (RD. 1932/1998).  

 

Existen diversas peculiaridades en las Administraciones Públicas, por lo que la LPRL, sobre 

todo en sus arts. 31.1; 34.3; 35.4, y Disposición Adicional Cuarta del RD. 39/1997 que 

aprueba el RSP previó la regulación de una normativa específica para la Administraciones 

Públicas en determinadas materias. 

 

Con fecha 17 de julio de 1998, ha sido publicado en el BOE el RD. 1488/1998 de 10 de julio 

de Adaptación de la Legislación en Prevención de Riesgos Laborales a la Administración 

General del Estado en base a lo dispuesto en la Disposición Adicional 4ª del RD. 39/1997 

que aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención. 

 

El art.6 del RD.1488/1998 establece, entre otras, que la modalidad de organización de los 

medios necesarios para el desarrollo de la actividad preventiva será determinado por los 

órganos competentes, previa consulta con los representantes del personal y en función de la 

estructura organizativa y territorial de sus organismos, del tipo de riesgos del sector y de su 

incidencia en los empleados públicos. En cualquier caso, se potenciará la utilización de los 

servicios propios existentes en la Administración General del Estado o en los Organismos 

Públicos de que se trate. 

 

Independientemente de la modalidad que se adopte, cuando en un mismo edificio 

desarrollen actividades trabajadores de otra u otras administraciones públicas, otras 

empresas o autónomos, se adoptarán los instrumentos adecuados de coordinación 

necesaria, tanto en relación con la información e instrucciones relativos a los riesgos de 

trabajo, y a las medidas de protección correspondientes, con respecto a los planes de 

emergencia. 

 

Respecto a las funciones y niveles de cualificación del personal que lleve a cabo tareas 

preventivas, el art. 7º del R.D. 1488/98 se remite a las normas de general aplicación y a lo 

dispuesto en el Capítulo VI del Reglamento de los Servicios de Prevención, dando entrada a 
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las organizaciones sindicales en la participación para la elaboración y ejecución de los 

proyectos y planes formativos.  

 

En el BOE de 1 de Agosto de 1998 se publicó la Resolución de 23 de Julio de 1998, por la 

que se da publicidad al Acuerdo Administración-Sindicatos en lo relativo a esta materia que 

viene a ratificar lo establecido anteriormente, creándose una Comisión Paritaria de Salud 

Laboral, como órgano específico de participación de las organizaciones sindicales, en todo lo 

relacionado con la aplicación de la misma.  

 

Representaciones de España en el Extranjero: Recogido en la Disposición adicional segunda 

del RD.1488/1998. 

 

Servicios de prevención de Hospitales y Centros Sanitarios: Disposición Transitoria primera 

del RD.1488/1998 y Resolución de 4 de marzo de 1999, de la Dirección General de Trabajo, 

por la que se admite a depósito y se dispone la publicación del Pacto sobre la Constitución 

de los Servicios de Prevención en el ámbito del Instituto Nacional de Salud y determinadas 

organizaciones sindicales.  

 

Centros de establecimientos militares: Art.14 a 29 de la LPRL, 33 a 40 y disposición adicional 

9ª; así como RD.1932/1998, de 11 de septiembre, de adaptación de los capítulos III y V de 

la LPRL al ámbito de los centros y establecimientos militares. 

 

Las responsabilidades administrativas por incumplimiento de normas en materia de 

prevención de riesgos laborales, suelen traducirse en la imposición de sanciones a propuesta 

de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social (ITSS), y cuya competencia sancionadora 

corresponde a las distintas autoridades laborales según el ámbito de la infracción, pudiendo 

estar atribuida a la Administración General del Estado o a las Autoridades autonómicas 

según lo previsto en su regulación específica. 

 

Sin embargo, no necesariamente ante un incumplimiento, la ITSS tiene que actuar mediante 

la imposición de una sanción, sino que podrá requerir al empresario la adopción de 

determinadas medidas.  
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1. EL REQUERIMIENTO.  

 

El art. 43 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales establece que cuando el Inspector 

de Trabajo y Seguridad Social compruebe la existencia de una infracción de la normativa en 

prevención de riesgos laborales, requerirá al Empresario para la subsanación de las 

deficiencias observadas, salvo que por la gravedad e inminencia de los riesgos proceda 

acordar la paralización prevista en el art.44 LPRL. La Ley 54/2003, con el objeto de reforzar 

la actuación de la Inspección de Trabajo, otorga también capacidad para requerimiento a los 

funcionarios de las Administraciones públicas que vinieran ejerciendo funciones técnicas en 

materia preventiva (art. 9.2 LPRL) en los mismos términos que los atribuidos a los 

inspectores de trabajo. 

 

Deberá existir una infracción normativa que el Inspector o funcionario público actuante 

comprobará siempre normalmente mediante visita, pero no necesariamente. 

 

En cuanto a la forma: Los requerimientos se harán siempre por escrito e irán dirigidos al 

empresario presuntamente responsable, normalmente mediante diligencia en el libro de 

visitas (art. 14.3 LIT y art.11.2.5 del RD. 928/1998, de 14 de mayo, sobre Procedimientos 

de imposición de sanciones por infracción en el orden social - RIS-). También se pondrán en 

conocimiento de los delegados de prevención.  

La formalización del procedimiento no es potestativa para el inspector actuante, sino 

obligada siempre que constate un incumplimiento en materia preventiva y resulte factible su 

subsanación, independientemente de que levante al tiempo acta de infracción, debido a que 

la finalidad es evitar el riesgo en el plazo más breve posible. Por lo tanto este procedimiento 

es compatible y puede coexistir con la vía sancionadora.  

 

En cuanto al contenido del requerimiento: éste debe hacer identificar concreta y 

expresamente las anomalías o deficiencias encontradas (art.43.1 LPRL y 11.5 RIS), así como 

establecer un plazo para subsanarlas. 

 

La normativa nada dice sobre impugnación de los requerimientos ya que son actos de 

naturaleza cautelar, cuyo incumplimiento daría lugar a la imposición de un acta del 

infracción según un procedimiento administrativo reglado, que más adelante veremos. 
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Por lo tanto, el incumplimiento de un requerimiento puede dar lugar, si persisten los hechos 

que lo han motivado, a que el Inspector levante acta de infracción cuando ésta no haya sido 

propuesta junto con el requerimiento. Sin embargo, cuando el acta de infracción haya sido 

promovida simultáneamente a la notificación del requerimiento, al mantenerse la identidad 

de sujeto, hecho y fundamento, podrá apreciarse, respetando el principio “non bis in idem”, 

la figura de la reincidencia en los términos del art. 39.7 LISOS.  

 

El requerimiento es especialmente importante en el ámbito de las Administraciones Públicas 

debido a que los incumplimientos en materia de prevención de riesgos laborales no pueden 

ser objeto de sanción pecuniaria, sino que solo darán lugar a la realización de medidas 

correctoras (art.42.4 LISOS).  

 

La imposición de medidas correctoras en el caso de la Administración de General del Estado 

(AGE) está regulada por el RD. 707/2002, de 19 de julio, que aprueba el Reglamento sobre 

procedimiento administrativo especial de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad 

Social para la imposición de medidas correctoras de incumplimiento en materia de PRL en el 

ámbito de la AGE, modificado por RD.464/2003 de 25 de abril. 

 

2. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR.  

 

El Estado, como Estado Democrático de Derecho es el único titular del “ius puniendi” y va a 

ejercer su actividad punitiva a través del orden penal y del sancionador administrativo. Los 

principios que inspiran ambos regímenes son idénticos, salvo el límite establecido por art. 

25.3 de la Constitución que prohíbe a la Administración Civil imponer penas que directa o 

indirectamente impliquen privación de libertad.  

 

Este Derecho Sancionador Administrativo se sustenta en los principios de legalidad, 

irretroactividad, tipicidad de las normas sancionadoras, proporcionalidad y no concurrencia 

de sanciones o “non bis in idem” (arts.127 a 133 Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común –LRJPAC-). Pero hemos de 

destacar algunas peculiaridades: 

 

A. Principio de compatibilidad de responsabilidades:  
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El art.42.1 LPRL admite la compatibilidad de los tres tipos de responsabilidades, así 

establece “El incumplimiento de los empresarios de sus obligaciones en prevención de 

riesgos laborales dará lugar a responsabilidades administrativas, así como, en su caso, a 

responsabilidades penales y a las civiles por los daños y perjuicios que pudieran derivarse de 

dicho incumplimiento”.  

 

De este modo, las responsabilidades administrativas derivadas del procedimiento 

sancionador, con motivo del incumplimiento de la normativa en prevención de riesgos 

pueden ser compatibles con las indemnizaciones por los daños y perjuicios producidos 

(responsabilidad civil), así como con el recargo de prestaciones económicas del sistema de 

Seguridad Social (art.42.3 LPRL.). Aquí no habría vulneración del principio “non bis in idem” 

como ha manifestado el Tribunal Supremo en Sentencia de 21/02/2002 (sala de los social) 

Recurso para unificación de doctrina 2239/2001. 

 

B. Principio “non bis in idem”:  

 

Este implica que nadie puede ser condenado dos veces por una misma conducta por 

autoridades del mismo orden a través de procedimientos diferentes; es decir, que no podrá 

sancionarse a nadie penal y administrativamente cuando exista identidad de hecho, sujeto y 

fundamento.  

 

En el sentido expuesto se ha manifestado del Tribunal Constitucional en numerosas 

ocasiones (STC 1/1981; 77/1983; 150/1985 y 159/1985). 

 

Existe una preeminencia del Orden Penal (art. 133 LRJPAC y art. 3 LISOS). Ésta se traduce 

en que cuando unos determinados hechos puedan ser constitutivos de delito o falta 

tipificados en el Código Penal, la autoridad administrativa con competencia sancionadora (en 

nuestro caso la autoridad laboral) deberá dar traslado de las actuaciones a la autoridad 

judicial o al Ministerio Fiscal, y ha de abstenerse hasta que la autoridad judicial no se haya 

pronunciado mediante sentencia firme o resolución que ponga fin al proceso penal. Si el 

órgano judicial competente no aprecia la existencia de delito, la Administración continuará 

con el expediente sancionador en base a los hechos que los Tribunales hayan considerado 

probados. 
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Hay que tener en cuenta que la condena en un proceso penal de una persona física, no 

impediría a la Empresa, como persona jurídica, incurrir en responsabilidad administrativa por 

infracción de normas en materia de seguridad e higiene en el trabajo, ya que aquí, aun 

existiendo identidad de hecho, no habría identidad de sujeto, por lo que no se estaría 

vulnerando el principio “non bis in idem”. 

 

Sin embargo, la Doctrina mayoritaria afirma que la aplicación de este principio está muy 

limitada, por no ser frecuente la existencia de identidad  

en el sujeto responsable, ya que si bien, solo pueden ser penalmente responsables las 

personas físicas, en el caso de la responsabilidad administrativa, sujetos responsables 

pueden ser tanto las personas físicas como las jurídicas. Por lo que solo cabría identidad 

subjetiva y por tano aplicación del principio “non bis in idem” cuando los hechos 

constitutivos de delito y de infracción administrativa sean cometidos por empresario persona 

física. 

 

C. Infracciones administrativas:  

 

El art. 5.1 LISOS, tras la modificación de diciembre de 2002 dispone que “Son infracciones 

laborales las acciones u omisiones de los empresarios contrarias a las normas legales, 

reglamentarias y cláusulas normativas de los convenios colectivos en materia de relaciones 

laborales, tanto individuales como colectivas, de colocación, empleo, formación profesional 

ocupacional y formación profesional continua y de trabajo temporal, tipificadas y 

sancionadas de conformidad con la presente Ley. Asimismo, tendrán dicha consideración las 

demás acciones u omisiones de los sujetos responsables y en las materias que se regulan en 

el presente capítulo” 

 

El art.5.2 LISOS tras la redacción dada por la Ley 54/2003, establece que“son infracciones 

laborales en materia de prevención de riesgos laborales, las acciones u omisiones de los 

diferentes sujetos responsables que incumplan las normas legales, reglamentarias y 

cláusulas normativas de los convenios colectivos en materia de seguridad y salud en el 

trabajo sujetas a responsabilidad conforme a esta ley”.  

 

En vía administrativa no son imputables ni los trabajadores por cuenta ajena ni los 

autónomos. Y respecto a éstos últimos, cuando un empresario contrata directamente con 

trabajadores autónomos, el empresario pasa a ostentar la condición de contratista a efectos 
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de responsabilidad (24.5 LPRL y 2.3 del RD.1627/1997, de 24 de octubre, sobre 

disposiciones mínimas de seguridad y salud en obras de construcción). 

 

Susceptible de incumplimiento es, no solo la legislación laboral, sino cualquier normativa que 

contenga disposiciones referentes a la seguridad y salud en el trabajo, así como las normas 

técnicas y reglamentarias procedentes de Ministerios como Industria (Instalaciones 

eléctricas, aparatos a presión, calderas, maquinaria, etc.), Agricultura (tractores y 

maquinaria agrícola) Ministerio de Fomento (como la Norma Básica de Edificación), etc. 

Estas  

disposiciones son consideradas normas de mínimos o de derecho necesario que pueden ser 

mejoradas a través de los Convenios Colectivos, por lo que el incumplimiento de las 

cláusulas contenidas en ellos, también tiene el carácter    infracción. 

 

D. Tipificación y calificación de infracciones:  

 

Las infracciones se califican en función del bien jurídico protegido, o entidad del derecho al 

que afecten, así como en atención a la naturaleza del deber infringido, en tres categorías: 

Leves, graves y muy graves.  

Las leves hacen referencia a obligaciones de carácter documental o formal y aquellas de 

menor trascendencia para la seguridad y salud de los trabajadores o cuyo incumplimiento no 

genere riesgos para los trabajadores.  

 

Entre las graves se encuentran aquellas cuyo incumplimiento puede generar un riesgo grave 

para la seguridad y salud de los trabajadores, teniendo en cuenta la gravedad del daño o la 

probabilidad de materialización del mismo; incumplimientos de obligaciones graves que 

afecten a la estructura, organización y planificación de la acción preventiva (modelo de 

gestión); incumplimiento de obligaciones de formación e información, participación de 

trabajadores, etc. Aquí nos encontramos con el grupo más numeroso de infracciones.  

 

Las muy graves se centran en aquellos incumplimientos relacionados con colectivos de 

trabajadores cuyas características merecen una especial protección (menores, mujeres 

embarazadas o en periodo de lactancia, trabajadores especialmente sensibles a 

determinadas actividades o puestos de trabajo); también están aquí contemplados los 

incumplimientos que afecten a derechos fundamentales, etc. 
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El Real Decreto legislativo 5/2000 que aprueba el texto refundido de la Ley de Infracciones y 

Sanciones del Orden Social (modificado por Ley 14/2000 de 29 de diciembre; por Ley 

12/2001 de 9 de julio; por Ley 45/2002, de 12 de diciembre; Ley 52/2003 de 10 de 

diciembre; Ley 54/2003,12 diciembre y Ley 62/2003 de 30 diciembre) establece la 

tipificación de infracciones. 

 

E. Prescripción de infracciones:  

 

El art.4.3 LISOS establece que “en materia de prevención de riesgos laborales, las 

infracciones prescribirán al año las leves, a los tres años las graves y a los cinco años las 

muy graves, contados desde la fecha de la infracción”.  

Las infracciones en materia de prevención de riesgos laborales prescriben por:  

 

Cualquiera de las causas admitidas en Derecho.  

 

La notificación del acta de infracción por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social (ITSS).  

 

El requerimiento u orden de paralización en caso de riesgo grave e inminente de la ITSS.  

 

Por inicio de la actividad inspectora previa al procedimiento sancionador.  

 

Por cualquier actuación del sujeto responsable que implique reconocimiento de los hechos 

constitutivos de la infracción.  

 

La interposición de reclamación o cualquier tipo de recurso por parte de los afectados o sus 

representantes legales. 

 

El plazo de prescripción se reanudará si el expediente sancionador estuviera paralizado 

durante más de un mes por causa no imputable al presunto infractor (art.132 LRJPAC) La 

responsabilidad por infracciones administrativas en el orden social se extingue por 

fallecimiento de la persona física responsable, en cuyo caso se procederá al archivo de las 

actuaciones sancionadoras (Art. 3.3 RD. 928/1998 que aprueba el Reglamento sobre 

Procedimiento para la imposición de sanciones por infracción del orden social –RIA-).  

 

F. Procedimiento sancionador:  



 

89 

 

El ejercicio de la potestad sancionadora requiere no solo, de la existencia de una infracción 

previamente tipificada, sino también de la instrucción del oportuno expediente sancionador, 

a propuesta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social (ITSS).  

 

Respecto a las formas de iniciación del procedimiento: La ITSS puede actuar según los Art. 

13 de la Ley 42/1997 Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y Art. 9.1 

del RD. 928/1998, de 14 de mayo: 

 

Por orden superior de autoridad competente, a través de la correspondiente Jefatura de 

Inspección Provincial de Trabajo.  

 

Por petición de cualquier órgano jurisdiccional cuando determine su objeto, amplitud y 

finalidad.  

 

A petición concreta de los organismos de Seguridad Social o a solicitud de otra 

Administración Pública.  

 

Por propia iniciativa del Inspector de Trabajo y Seguridad Social según lo determinado en 

las disposiciones vigentes.  

 

Por denuncia de hechos presuntamente constitutivos de infracción en el orden social. Hay 

que tener en cuenta que la ITSS no tramita las denuncias anónimas, ni las que 

manifiestamente carezcan de fundamento.  

 

La ITSS en ocasiones actúa por programas de actuación en sectores y actividades con altos 

índices de siniestralidad y en función de determinados riesgos específicos. Estos programas 

de actuación son determinados a nivel nacional, autonómico y/o provincial entre las 

Administraciones respectivas y los agentes sociales implicados. 

 

El procedimiento sancionador propiamente dicho, se inicia con el acta de infracción que 

extiende la Inspección de Trabajo y Seguridad Social (Art. 7.4 Ley 42/1997, de 14 de 

noviembre y art. 52 LISOS). La ITSS notifica el acta al sujeto/s responsable/s, que 

dispondrán de un plazo para formular las alegaciones que estime pertinentes en defensa de 

su derecho, ante el órgano competente para dictar resolución. 
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Transcurrido el plazo y previa práctica de las diligencias necesarias, si se hubieren formulado 

alegaciones se dará nueva audiencia al interesado, siempre que de las diligencias 

practicadas se desprenda la existencia de hechos distintos a los incorporados en el acta. 

 

A la vista de lo actuado, el órgano competente dictará resolución motivada en un plazo 

máximo de 6 meses desde la fecha del acta. Transcurrido el plazo de caducidad según lo 

dispuesto en la LRJPAC, el órgano competente puede emitir, a solicitud del interesado, una 

resolución en la que conste que ha caducado el procedimiento. No obstante, hay que tener 

en cuenta, que la caducidad declarada de un expediente sancionador no impide la iniciación 

de un nuevo expediente, con identidad de sujeto, hechos y fundamento, siempre y cuando 

no haya prescrito la infracción que se denuncie con el nuevo acta de infracción.  

 

Las resoluciones recaídas en los procesos sancionadores se notificarán a los interesados, 

advirtiéndoles de los recursos que caben contra ellas y de los plazos para interponerlos, 

también se notificarán al funcionario que haya promovido el expediente.  

 

La ejecución de las resoluciones corresponderá a la Administración de las Comunidades 

Autónomas con competencia ejecutiva. 

 

En cuanto al contenido de las actas de infracción, los art. 53 LISOS y art. 14 RD. 928/1998, 

14 mayo disponen que éstas han de reflejar:  

 

a) Datos identificativos del presunto sujeto infractor.  

 

b) Los hechos que motivaron el acta, destacando los relevantes a efectos de la 

determinación y tipificación de la infracción y de la graduación de la sanción.  

 

c) La infracción que se impute, con expresión del precepto vulnerado.  

 

d) La calificación de la infracción, graduación, propuesta y cuantificación de la sanción.  

 

e) Si existiera posible responsable solidario, se hará constar tal circunstancia, la 

fundamentación jurídica de dicha responsabilidad y los mismos datos exigidos para el 

responsable principal.  
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f) Órgano competente para resolver y plazo para interposición de alegaciones ante el 

mismo.  

 

g) Identificación del funcionario que levanta el acta.  

 

h) Fecha del acta. 

 

Los hechos constatados por la Inspección de Trabajo tienen presunción de certeza, dado 

que las actas tienen naturaleza de documento público. Se trata de una presunción “iuris 

tantum”, que por lo tanto admite prueba en contrario como se dice en la Sentencia del 

Tribunal Superior de Justicia de Madrid, de 16 de febrero de 1998. Pero la Reforma del 

Marco Normativo de la Prevención de Riesgos Laborales operada por la Ley 54/2003, 

también otorga presunción de certeza al contenido de los informes de los funcionarios 

públicos (que vinieran ejerciendo funciones técnicas en materia de prevención de riesgos 

laborales) emitidos en el ejercicio de la función comprobatoria de las condiciones de trabajo 

que le otorga dicha Ley (art. 9.3 LPRL). 

 

G. Sanciones:  

 

Las sanciones por infracciones en materia de prevención de Riesgos Laborales están 

graduadas en función de los siguientes criterios (art.39.3 LISOS):  

 

a) La peligrosidad de las actividades desarrolladas en la empresa o centro de trabajo.  

 

b) El carácter permanente o transitorio de los riesgos inherentes a dichas actividades.  

 

c) La gravedad de los daños producidos o que hubieran podido producirse por la ausencia o 

deficiencia de las medidas preventivas necesarias.  

 

d) El número de trabajadores afectados.  

 

e) Las medidas de protección individual o colectiva adoptadas por el empresario y las 

instrucciones impartidas por éste en orden a la prevención de los riesgos.  
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f) El incumplimiento de las advertencias o requerimientos previos a que se refiere el art. 43 

LPRL tras la reforma introducida por la Ley 54/2003.  

 

g) La inobservancia de las propuestas realizadas por los servicios de prevención, los 

delegados de prevención o el comité de seguridad y salud de la empresa para la corrección 

de las deficiencias legales existentes.  

 

h) La conducta general seguida por el empresario en orden a la estricta observancia de las 

normas en materia de prevención de riesgos laborales.  

 

El acta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social con la que se inicia el expediente 

sancionador y la resolución administrativa que recaiga, tendrán que explicitar los criterios de 

graduación de la sanción tenidos en cuenta. Y cuando la ITSS no considere relevante 

ninguna de las circunstancias enumeradas, la sanción se impondrá en el grado mínimo en su 

tramo inferior (Art. 39.6 LISOS). Por lo tanto, los hechos constitutivos de la graduación han 

de detallarse en la resolución, ya que de no ser así, se aplicará la sanción en el grado 

mínimo de su tramo inferior.  

 

Cuando la infracción consista en la persistencia continuada de su comisión, la sanción se 

impondrá con el máximo de su calificación (Art.39.7 LISOS).  

 

La cuantía de las sanciones viene recogida en RD. Leg. 5/2000 modificado por Resolución de 

16/10/2001 Subsecretaría del MTAS que convierte en euros las cuantías de las sanciones, 

quedando de la siguiente forma:  

 

El Art. 41 del RD leg.5/2000 establece que existe reincidencia cuando “se comete una 

infracción del mismo tipo y calificación que la que motivó una sanción anterior en el plazo de 

los 365 días siguientes a la notificación de ésta; en tal supuesto se requerirá que la 

resolución sancionadora hubiere adquirido firmeza”. La apreciación de reincidencia puede 

dar lugar a que la cuantía de las sanciones se incremente hasta el duplo del grado de la 

sanción correspondiente a la infracción cometida, sin exceder, en ningún caso, de las 

cuantías máximas previstas para cada clase de infracción. 

 



 

93 

La competencia sancionadora corresponde a las distintas autoridades laborales según el 

ámbito de la infracción, pudiendo corresponde a la Administración General del Estado o a las 

Autoridades autonómicas según lo previsto en su regulación específica. 

 

 

Así, en el ámbito de la Administración General del Estado, las infracciones en materia de 

prevención de riesgos laborales serán sancionadas, a propuesta de la Inspección de Trabajo 

y Seguridad Social por: 

 

La autoridad laboral competente a nivel provincial hasta 30.050,61 €.  

 

Por el Director General competente hasta 90.151,82 €.  

 

Por el Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales hasta 300.506,05 €.  

 

Por el Consejo de Ministros a propuesta del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales hasta 

601.012,10 €.  

 

Cuando se acumulen infracciones correspondientes a la misma materia en un solo 

procedimiento, órgano competente para imponer la sanción por la totalidad de dichas 

infracciones, es el que lo sea para imponer la de mayor cuantía (art. 48.7 LISOS). 

 

Del mismo modo, la competencia para acordar sanciones accesorias corresponde a quien 

ostente la competencia para imponer las sanciones de carácter principal de las que deriven 

aquéllas (art. 48.8 LISOS).  

 

 

OTRAS SANCIONES ADMINISTRATIVAS Y RESPONSABILIDADES.  

 

Como hemos visto hasta ahora, las infracciones en materia de prevención de riesgos 

laborales pueden dar lugar, bien, a un requerimiento por parte de la Inspección de trabajo o 

bien, a la imposición de una sanción. Las consecuencias que pueden llevar aparejadas las 

infracciones pueden ser (arts. 44 y 49 LPRL y art. 40 LISOS): 
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a. Sanciones de naturaleza pecuniaria: siendo éstas las sanciones ordinarias establecida en 

el orden social:  

 

Multas impuestas por la autoridad laboral.  

 

Recargo de prestaciones económicas por falta de medidas de seguridad (art.123 Ley 

General de la Seguridad Social –LGSS-).  

 

Recargo en la cotización a la Seguridad Social (art. 108.3 LGSS).  

 

Abono de prestaciones por no realización de reconocimientos médicos (art. 197  

LGSS). 

 

b. Cancelación de la acreditación otorgada por la autoridad laboral, en los casos de 

infracciones graves y muy graves cometidas por quienes actúen como servicios de 

prevención ajenos a las empresas, o por quienes desarrollen la actividad de auditoría del 

sistema de prevención de las empresas y por las entidades acreditadas para desarrollar o 

certificar la formación en materia de prevención de riesgos laborales.  

 

c. Paralización del trabajo por existencia de riesgo grave e inminente para la seguridad y 

salud de los trabajadores (art. 44 LPRL); La paralización se establece como una medida 

cautelar, de urgencia, pero no es una sanción “strictu sensu”.  

 

d. Suspensión de la actividad laboral por un tiempo determinado e incluso cierre del centro 

de trabajo, cuando el gobierno o los órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas 

competentes entiendan que se dan las circunstancias de excepcional gravedad en las 

infracciones (art. 53 LPRL, art. 41.3 LISOS).  

 

e. Establecimiento de limitaciones a la facultad de contratar con la Administración por la 

comisión de delitos o infracciones administrativas muy graves en materia de salud y 

seguridad en el trabajo (art. 54 LPRL). 

 

No podemos olvidar la existencia de otras responsabilidades de carácter contractual, como 

es el caso de la responsabilidad solidaria del empresario principal con los contratistas y 

subcontratistas, de la que más adelante hablaremos.  
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A. Recargo de prestaciones económicas en caso de accidente o enfermedad profesional:  

El art. 123.1 de la Ley General de la Seguridad Social dispone que “Todas las prestaciones 

económicas que tengan su causa en accidente de trabajo o enfermedad profesional se 

aumentarán, según la gravedad de la falta, de un 30 a un 50 por 100, cuando la lesión se 

produzca por máquinas, artefactos o en instalaciones, centros o lugares de trabajo que 

carezcan de los dispositivos de precaución reglamentarios, los tengan inutilizados o en 

malas condiciones, o cuando no se hayan observado las medidas generales o particulares de 

seguridad e higiene en el trabajo, o las elementales de salubridad o las de adecuación 

personal a cada trabajo, habida cuenta de sus características y de la edad, sexo y demás 

condiciones del trabajador”.  

 

La responsabilidad del pago del recargo recaerá directamente sobre el empresario infractor 

y no puede ser objeto de seguro alguno (art.123.2 LGSS).Por lo que todo pacto o contrato 

para cubrir esta responsabilidad, compensarla o transmitirla será nulo de pleno derecho.  

 

Con la imposición del recargo se pretende impulsar coercitivamente de forma indirecta el 

cumplimiento del deber empresarial de seguridad, incrementando sus responsabilidades con 

el propósito de que a la empresa no le resulte menos gravoso indemnizar al accidentado 

que adoptar las medidas oportunas para evitar riesgos de accidente.  

 

Sin embargo para la imputación del recargo al empresario, no basta con la mera infracción, 

en sentido genérico, de la normativa relativa a prevención de riesgos laborales. Para poder 

repercutir el pago del recargo al empresario supuestamente infractor, es necesaria la 

concurrencia de:  

 

Un elemento de voluntariedad: Existencia de dolo, culpa o al menos negligencia en la acción 

u omisión del empresario infractor constitutiva de infracción.  

 

Un elemento material: Apreciación de nexo causal adecuado entre el accidente y la conducta 

pasiva del empresario, consistente en omitir aquellas medidas de seguridad impuestas por 

normas reglamentarias (STS 8-06-1987, STSJ de La Rioja de 3-02-00). Además esta relación 

de causalidad no se presume, ha de ser probada por quien la alega.  

La relación de causalidad puede romperse, y por tanto no se aplicará la imposición del 

recargo, cuando el accidente se deba a la imprudencia del trabajador (STSJ Burgos 13-04-
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1999 y STSJ Cataluña 21-06-1999). Y si se aprecia concurrencia de culpas (trabajador - 

empresario), el recargo sería aplicable en su grado mínimo. En cualquier caso es algo que 

será delimitado (judicialmente) para cada caso concreto y es muy difícil dar una regla 

genérica única.  

 

Por otro lado, reiterada jurisprudencia mantiene que la aplicación del recargo "no exige la 

concreción de un determinado apartado o medida omitida sino que basta la inobservancia 

de las medidas generales o particulares de seguridad necesarias para el trabajo humano que 

todo empresario está obligado a cumplir en orden a la más perfecta organización y plena 

eficacia de la debida prevención de riesgos que puedan afectar a la vida, integridad y salud 

de los trabajadores en su servicio" (Sentencia del TSJ de Murcia de 2-11-1998).  

 

Excluyen la responsabilidad empresarial los hechos fortuitos, la fuerza mayor, y la 

imprudencia del propio trabajador accidentado, cuando no se acogen o utilizan las medidas 

adoptadas por la empleadora y puestas a su disposición (Sentencia del Juzgado de los Social 

nº 260/2001 Pamplona Navarra (núm. 2) de 28 de junio)  

 

Nuestros Tribunales consideran el recargo del art. 123 LGSS de carácter punitivo, por lo que 

aducen su interpretación debe ser restrictiva (TSJ de Granada, Andalucía de 24-09-01).  

 

Como hemos dicho anteriormente, la imposición del recargo es independiente y compatible 

con otras sanciones administrativas, incluso con las de otro orden como el penal, que 

puedan derivarse de la infracción y esta coexistencia no vulnera el principio “non bis in 

idem” (STS, Sala de lo Social, de 21-02-2002)  

 

B. Recargo en la cotización a la Seguridad Social:  

 

El art.108 LGSS establece un sistema específico para la cotización por las contingencias de 

accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, que se efectuará con sujeción a 

primas. El sistema permite establecer, para las empresas que ofrecen riesgos de 

enfermedades profesionales, primas adicionales a la cotización de accidentes de trabajo, en 

relación a la peligrosidad de la industria, clase de trabajo y a la eficacia de los medios de 

prevención empleados. La cuantía de estas primas podrá reducirse en el supuesto de 

empresas que se distingan por el empleo de medios eficaces de prevención (a modo de 

incentivo), pero también podrá aumentarse para empresas incumplan sus obligaciones en 
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materia de higiene y seguridad en el trabajo (Sentencia del TSJ de las Islas Baleares de 29 

enero de 2002, Sala de lo Contencioso Administrativo).  

 

C. Abono de prestaciones por no realización de reconocimientos médicos: (art. 197 LGSS)  

 

Las empresas que tengan que cubrir puestos de trabajo con riesgo de enfermedades 

profesionales tienen la obligación de practicar un reconocimiento médico previo a la 

admisión de dichos trabajadores, y la de realizar cuantos reconocimientos periódicos sean 

necesarios. Así, determinados trabajos requieren un certificado médico de aptitud para su 

realización y cuando estos trabajadores no hayan sido calificado como aptos o bien dejen de 

mantener esta calificación, la empresa no podrá contratarlos, ni mantenerlos en los puestos 

de trabajo que requieran la certificación. 

 

El incumplimiento por parte de la empresa de la obligación de efectuar los reconocimientos 

médicos previos o periódicos la constituirá en responsable directa de todas las prestaciones 

que pudieran derivarse de una enfermedad profesional. 

 

Del mismo modo, las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Entidades Gestoras deben solicitar 

el citado certificado de aptitud antes de hacerse cargo de la cobertura de las contingencias 

de aquellos trabajadores cuyo trabajo requiera la realización de reconocimientos médicos. El 

incumplimiento de esta medida dará lugar a una serie de obligaciones: 

 

a) Obligación de ingresar a favor de los fines generales de prevención y rehabilitación del 

art.73 LGSS, el importe de las primas percibidas, con un recargo de hasta el 100 por 100 de 

dicho importe.  

 

b) Obligación de ingresar, con el destino antes fijado, una cantidad igual a la que equivalgan 

las responsabilidades a cargo de la empresa, incluyendo las del art.123 LGSS.  

 

c) Anulación, en caso de reincidencia, de la autorización para colaborar en la gestión.  

 

d) Cualesquiera otras responsabilidades que procedan de acuerdo con lo dispuesto en esta 

Ley y en sus disposiciones de aplicación y desarrollo. 

 

D. Cancelación de la acreditación otorgada por la autoridad laboral:  
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Las entidades acreditadas para ejercer como servicio de prevención ajenos a las empresas, 

para desarrollar actividades de auditoría de los sistemas de prevención de empresas y 

aquellas acreditadas para certificar la formación en materia de prevención de riesgos 

laborales, pueden perder la acreditación otorgada por la autoridad laboral para el ejercicio 

de dichas actividades si incurren en infracciones graves y muy graves, sin perjuicio de la 

multa que pudiera serles impuesta (12.21, 12.22, 13.11, 13.12, 39 y 40.2 LISOS). 

 

 

E. Paralización del trabajo por existencia de riesgo grave e inminente:  

Paralización de la actividad por concurrencia de un riesgo grave e inminente para la 

seguridad y salud de los trabajadores (art. 44 LPRL, art. 7.10 Ley 42/1997, art.11.3 RD 

928/1998, de 14 de mayo); La paralización se establece como una medida cautelar, de 

urgencia, pero no es una sanción “strictu sensu”.  

Es un instrumento del que dispone la Inspección de Trabajo y Seguridad social para poder 

cumplir con su finalidad, que es velar por la observancia y respeto de la normativa en 

materia preventiva.  

 

Cuando el Inspector aprecie la existencia de riesgo grave e inminente para la seguridad y 

salud de los trabajadores, lo comunicará a la empresa por escrito, mediante notificación 

formal o a través de diligencia en el Libro de Visitas, pero ha de determinar el alcance y 

causa de la medida, y dará inmediatamente cuenta a la autoridad laboral. 

 

La Empresa tiene que ponerlo en conocimiento inmediato de los trabajadores afectados, 

Comité de Seguridad y Salud, delegado de prevención y en ausencia de éste los de 

personal. Además, ha de hacer efectiva la paralización inmediata. 

 

No obstante, una vez llevada a cabo la paralización inmediata, la empresa tiene derecho a 

recurrir dicha orden de paralización, en el plazo de 3 días hábiles, ante la autoridad laboral 

competente, quien ha de resolver en un plazo máximo de 24 horas. La ejecutividad de la 

medida es inmediata.  

 

La orden de paralización puede ser levantada por la ITSS que la hubiera decretado, así 

como el propio empresario afectado cuando desaparezcan las causas que la motivaron, sin 
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embargo, en este caso, el empresario está obligado a ponerlo en conocimiento inmediato de 

la autoridad laboral. 

 

F. Suspensión de la actividad laboral por un tiempo determinado e incluso cierre del centro 

de trabajo:  

 

Cuando concurran circunstancias de excepcional gravedad en las infracciones en materia de 

seguridad y salud en trabajo, el Jefe de la Inspección Provincial de Trabajo lo pondrá en 

conocimiento del Gobierno o los órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas 

competentes para qué sean éstos quienes aprecien si es conveniente acordar la suspensión 

de las actividades por un tiempo determinado o, en caso extremo el cierre del centro, sin 

perjuicio, en todo caso, del pago del salario o de las indemnizaciones que procedan y de las 

medidas que puedan arbitrarse para su garantía (art. 53 LPRL, art. 41.3 LISOS y 26 del RD 

298/1997). 

 

G. Limitaciones a la facultad de contratar con la Administración por la comisión de delitos o 

infracciones administrativas muy graves en materia de salud y seguridad en el trabajo:  

 

No podrán contratar con la Administración las personas que hayan sido condenadas por 

sentencia firme por delitos contra la seguridad e higiene en el trabajo y delitos contra la 

libertad y seguridad en el trabajo (art. 54 LPRL y art. 20 del RD leg 2/2000, que aprueba el 

Texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas).  

 

La adjudicación de algún contrato en contra de esta prohibición será nula de pleno derecho.  

 

“La prohibición de contratar alcanza a las personas jurídicas cuyos administradores o 

representantes, vigente su cargo o representación, se encuentren en la situación 

mencionada por actuaciones realizadas en nombre o a beneficio de dichas personas jurídicas 

o en las que concurran las condiciones, cualidades o relaciones que requiera la 

correspondiente figura de delito para ser sujeto activo del mismo” (art. 20.a). Ley de 

Contratos de las Administraciones Públicas). La introducción de esta cláusula permite aplicar 

la prohibición de contratar con Empresas personas jurídicas en el caso de comisión de 

delitos, mientras que sin la introducción de esta cláusula, no podría aplicarse la prohibición 

de contratar más que al empresario persona física.  
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H. Responsabilidad solidaria del empresario principal con contratistas y subcontratistas:  

El art.42.2 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales establece que “La empresa 

principal responderá solidariamente con los contratistas y subcontratistas a que se refiere el 

apartado 3 del artículo 24 de la LPRL, durante el periodo de la contrata, de las obligaciones 

impuestas por dicha Ley en relación con los trabajadores que aquellos ocupen en los centros 

de trabajo de la empresa principal, siempre que la infracción se haya producido en el centro 

de trabajo de dicho empresario principal”.  

 

Por lo tanto, para poder hablar de responsabilidad solidaria del empresario principal con 

contratistas y subcontratistas será necesaria la concurrencia de los siguientes requisitos:  

 

1º.- Empresas que contraten o subcontraten con otras la realización de obras o servicios 

correspondientes a la propia actividad de la empresa principal.  

 

2º.- Que dicha actividad se realice en el propio centro de trabajo de la empresa principal.  

 

El art.42.3 LISOS hace recaer sobre el empresario principal los incumplimientos de la 

contratista. Como dice el profesor Francisco Pérez de Cobos Orihuel, el empresario principal 

se erige así en garante de la seguridad respecto de los trabajadores de la empresa 

contratista cuando lo contratado forma parte de la propia actividad y esta actividad se 

desarrolla en su centro de trabajo.  

 

Sin embargo, esta repercusión de responsabilidades de los contratistas y subcontratistas 

respecto de la empresa principal no se produce en todos los supuestos de concurrencia 

empresarial de actividades. Así es el caso de contratación de los servicios de una ETT, 

supuesto para el que la Ley establece una clara división de obligaciones y responsabilidades 

de modo que cada empresa tiene delimitado el alcance de sus obligaciones y solo responden 

por las propias (art.28 LPRL).  

 

Lo que la Ley posiblemente pretendió con esta medida, fue penalizar el recurso empresarial 

a la descentralización productiva, sin embargo, en la práctica, como ponen de relieve 

algunos autores, también sirve de cobertura para la actuación de contratistas y 

subcontratistas insolventes.  
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El problema que de facto se plantea es determinar que se entiende por propia actividad y 

por centro de trabajo.  

 

H.1). Propia actividad:  

 

Para hablar de propia actividad tiene que existir una estrecha conexión funcional entre la 

empresa contratista y la principal, en la que la principal se aproveche del resultado del 

trabajo de la contratista; es decir, que ésta participe en la producción de la principal. El 

Tribunal Supremo ha dicho que lo que determina que una actividad sea «propia» de la 

empresa es su condición de inherente a su ciclo productivo. (STS de 24 de noviembre de 

1998 y STS 22 noviembre 2002).  

 

Cuando ambas empresas pertenecen a sectores de actividad distintos no suelen surgir 

problemas, salvo cuando la contratista realiza una actividad más o menos relacionada con el 

ciclo productivo de la principal. Por lo que para poder decir que la actividad de la contrata 

tiene relación con la propia actividad de la principal, muchas veces habrá que ver que 

actividades ha venido desarrollando el empresario principal y si han existido o no procesos 

de descentralización productiva.  

 

La jurisprudencia también ha interpretado que se encuentran dentro del concepto de propia 

actividad, aquellas actividades complementarias e indispensables para la actividad de la 

empresa principal, que por tanto constituyen actividad principal. Pero no contempla dentro 

de este concepto a aquellas actividades que solo requiere la principal de manera ocasional.  

 

Ejemplo de las primeras encontramos en la STSJ Asturias 25 de enero de 2002 en el que 

considera la actividad de lectura de contadores contratada por una empresa eléctrica dentro 

del concepto de “propia actividad”. Por el contrario, la jurisprudencia estima que actividades 

como las de limpieza, vigilancia y seguridad que suelen tener todas las empresas, no 

entrarían dentro del concepto de “propia actividad”. Salvo excepciones, ya que por ejemplo, 

en el caso de un hotel, la contrata de limpieza si formaría parte de la actividad de la 

principal, ya que se entiende la limpieza como uno de los servicios que oferta el hotel, 

independientemente de que se realice con personal propio o ajeno.  

 

Nuestros Tribunales también han apreciado la existencia de responsabilidad solidaria cuando 

el accidentado pertenece a una empresa subcontratista, y los trabajos por éste 
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desarrollados benefician directamente a la principal, y dicho trabajo se produce por 

infracción imputable a la empresa principal y dentro de su esfera de responsabilidad. Todo 

ello sin entrar a discutir si el trabajo desarrollado por la contratista puede o no considerarse 

como propia actividad de la principal en los términos citados anteriormente (STS de 5 mayo 

de 1999; STSJ. Cataluña de 7 de abril de 2003).  

 

H.2). Centro de trabajo:  

 

El Tribunal Supremo viene interpretando este concepto en sentido amplio. Así por ejemplo, 

la STS de 22 de noviembre de 2002, considera que “si la colocación de postes del tendido 

aéreo de líneas telefónicas forma parte de la actividad propia de la empresa que va prestar 

sus servicios de telefonía por medio de esa estructura o red, el lugar donde se están 

realizando esas tareas de colocación de los elementos materiales que la soportan, aunque 

sea en despoblado o en el campo, como en este caso, realmente constituye un centro de 

trabajo de la empresa principal que ha contratado las tareas”.  

 

Como hemos visto, la LPRL impone a la empresa principal un deber de vigilancia del 

cumplimiento de las obligaciones que la Ley atribuye a los contratistas y subcontratistas 

respecto de sus trabajadores, cuando éstos desarrollen sus actividades en el centro de 

trabajo de la principal y pertenezcan a la misma actividad. Pero en la práctica, este deber de 

vigilancia es tan intenso que casi se convierte en una obligación de resultado. 

 

En cuanto al alcance y extensión de la responsabilidad solidaria, la citada STS 22 de 

noviembre de 2002 viene a decir que el hecho de que se produzca el accidente dentro de la 

esfera de la responsabilidad del empresario principal en materia de seguridad e higiene 

determina en caso de incumplimiento la extensión a aquél de la responsabilidad en la 

reparación del daño causado. De este modo la responsabilidad solidaria del empresario 

principal cuando concurran las circunstancias del art.42.3 de la LISOS se extienden, no solo 

a las responsabilidades administrativas, sino que incluyen también la responsabilidad por los 

daños y perjuicios causados, así como las relativas al recargo de prestaciones previsto en la 

LGSS.  

 

La responsabilidad solidaria por inobservancia de las obligaciones en materia de seguridad e 

higiene en el trabajo, alcanza a toda la cadena de contrataciones y subcontrataciones 
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independientemente del orden que las empresas ocupen en la cadena de contrataciones. Es 

lo que la doctrina denomina responsabilidad “en cascada”.  

 

La Ley de reforma del marco normativo de la prevención de riesgos laborales introduce, 

como ya ha sido mencionado al hablar de la tipificación de infracciones, como infracción 

muy grave la suscripción de pactos que tengan por objeto la elusión, en fraude de Ley, de 

las responsabilidades establecidas en el art.42.3 LPRL. Insistiendo, además, en que estos 

pactos son nulos y no producirán efecto alguno. 

 

Nuestro Código Penal aprobado por Ley Orgánica 10/1995 de 23 de noviembre, establece 

que son delitos o faltas las acciones u omisiones dolosas o imprudentes penadas por la Ley 

(art.10 CP).  

 

De la comisión del hecho punible; es decir del delito, nacen una serie de responsabilidades. 

Pero en ocasiones pueden concurrir causas de exclusión de la antijuridicidad, de 

imputabilidad o culpabilidad (recogidas en los arts.19 y 20 CP), que eximirían de dicha 

responsabilidad criminal.  

 

Esta responsabilidad nacida del delito puede ser penal, que se traduce en la imposición de 

una pena, ya sea pecuniaria (multa), de restricción de derechos como la inhabilitación para 

el ejercicio de derecho o cargo, privación de libertad, etc. Y también, puede surgir una 

responsabilidad civil, que se concreta en la reparación del daño, restitución de la cosa o en 

una indemnización por los daños y perjuicios causados, como más adelante veremos 

(arts.109 y 116 CP).  

 

 

1. Los tipos de delitos. 

 

A continuación comentaremos, de forma sintética, los distintos tipos de delitos y faltas 

contenidos en el Código Penal relacionados con la prevención de riesgos laborales, 

centrándonos más, por su trascendencia, en los delitos de peligro de los arts. 316 y 317 CP. 

 

A. Delito contra la prevención de riesgos laborales:  
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Delito de peligro (arts. 316 y 317). El art. 316 dispone que "Los que con infracción de las 

normas de prevención de riesgos laborales y estando legalmente obligados, no faciliten los 

medios necesarios para que los trabajadores desempeñen su actividad con las medidas de 

seguridad e higiene adecuadas, de forma que pongan así en peligro grave su vida, salud o 

integridad física, serán castigados con las penas de prisión de seis meses a tres años y 

multa de seis a doce meses”.  

 

Esta pena supone en la práctica una multa.  

 

B. Homicidio imprudente:  

 

El Art.142 CP establece "1. El que por imprudencia grave causare la muerte de otro, será 

castigado, como reo de homicidio imprudente, con la pena de prisión de uno a cuatro años. 

.../...3. Cuando el homicidio fuere cometido por imprudencia profesional se impondrá 

además la pena de inhabilitación especial para el ejercicio de la profesión, oficio o cargo, por 

un periodo de tres a seis años"  

 

C. Delito de lesiones.  

 

D. Faltas. 

 

Más habitual es que se apliquen en esta materia las faltas por imprudencia. 

Cabe distinguir tres supuestos:  

 

Por imprudencia leve, aunque se haya producido incluso la muerte o lesiones graves que 

pudieran ser constitutivas de delito (Art. 621 nº 2 y 3).  

 

Porque, aunque concurra imprudencia grave, las lesiones sufridas sean de menor gravedad. 

(Art.621.1 CP)  

 

Porque concurran ambas circunstancias: imprudencia leve y resultado leve.  

 

En todos estos casos de imprudencia, sancionados como falta, las infracciones penales sólo 

son perseguibles por denuncia del ofendido o de su representante legal. 
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En la mayoría de estos procedimientos, lo que verdaderamente se sustancia es la 

responsabilidad civil subsidiaria derivada del delito o falta (art. 109.1 CP) que comprende, 

tanto la reparación del daño sufrido como la indemnización por los daños y perjuicios 

causados. Y la indemnización establecida, a veces, alcanzar un volumen económico 

importante que, en la práctica, desnaturaliza el procedimiento penal "stricto sensu" que 

pasa a tener carácter secundario.  

 

El Código Penal establece como requisito indispensable para la suspensión de la ejecución 

de una pena, entre otros, el haber satisfecho las responsabilidades civiles derivadas del 

delito, y que la pena impuesta, o la suma de las impuestas en una misma sentencia, no sea 

superior a los dos años de privación de libertad, salvo que el Juez, oídos los interesados y el 

Ministerio Fiscal, declare la imposibilidad, total o parcial, de que el condenado haga frente a 

la misma (Art. 81CP).  

 

E. Delitos por riesgos catastróficos:  

 

Art. 348 CP: Delito causado por explosivos, sustancias inflamables o corrosivas, tóxicas y 

asfixiantes, o cualesquiera otras materias, aparatos o artificios que puedan causar estragos 

cuando, en fabricación, manipulación, transporte, tenencia o comercialización concurran los 

siguientes requisitos:  

 

Se contravengan normas de seguridad establecidas.  

 

Se ponga en concreto peligro la vida, integridad física o salud de personas o el medio 

ambiente.  

La pena aplicable será prisión de seis meses a dos años, multa de seis a doce meses, e 

inhabilitación especial para empleo o cargo público, profesión u oficio por tiempo de tres a 

seis años.  

 

Art. 349 CP: Los causados por la manipulación, transporte o tenencia de organismos 

siempre y cuando:  

 

Se contravengan las normas o medidas de seguridad establecidas,  
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Y se ponga en concreto peligro la vida, la integridad física o la salud de las personas, o el 

medio ambiente.  

 

Las penas aplicables en este caso, serán de prisión de seis meses a dos años, multa de seis 

a doce meses, e inhabilitación especial para el empleo o cargo público (si procede), 

profesión u oficio por tiempo de tres a seis años.  

 

Art. 350: Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 316, incurrirán en las penas previstas en 

el artículo anterior los que en la apertura de pozos o excavaciones, en la construcción o 

demolición de edificios, presas, canalizaciones u obras análogas o, en su conservación, 

acondicionamiento o mantenimiento:  

 

Infrinjan las normas de seguridad establecidas,  

 

Puedan ocasionar resultados catastróficos, y pongan en concreto peligro la vida, la 

integridad física de las personas o el medio ambiente.  

 

F. Delitos medio-ambientales 

 

Además, de las penas citadas, la autoridad judicial podrá acordar (art. 327 CP) bien la 

clausura de la empresa, con carácter temporal o definitivo, o bien la intervención de la 

empresa para salvaguardar los derechos de los trabajadores o de los acreedores por el 

tiempo necesario sin que exceda de un plazo máximo de cinco años. 

 

CLÁUSULA DE EXTENSIÓN DE LA AUTORÍA.  

 

Como hemos comentado, nuestro Derecho no admite la responsabilidad penal de las 

personas jurídicas, ni de otros entes colectivos. Esto plantea el problema, en el marco de los 

delitos socio-laborales, de qué hacer cuando la condición de empresario que infringe las 

normas de prevención de riesgos laborales, la ostenta una persona jurídica. 

 

El problema ha quedado resuelto en el art. 31 del Código Penal, al establecer una cláusula 

de extensión de la autoria estableciendo “El que actúe como administrador de hecho o de 

derecho de una persona jurídica, o en nombre o representación legal o voluntaria de otro, 

responderá personalmente, aunque no concurran en él las condiciones, cualidades o 
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relaciones que la correspondiente figura de delito o falta requiera para poder ser sujeto 

activo del mismo, si tales circunstancias se dan en la entidad o persona en cuyo nombre o 

representación obre". 

 

En el mismo sentido y de forma redundante el art. 318 CP establece que “cuando los hechos 

previstos en los artículos anteriores se atribuyeran a personas jurídicas, se impondrá la pena 

señalada a los administradores o encargados del servicio que hayan sido responsables de los 

mismos, y a quienes, conociéndolos y pudiendo remediarlo, no hubieren adoptado medidas 

para ello,. 

 

Además de la vía normalmente utilizada, a través de la Jurisdicción Penal y como 

responsabilidad subsidiaria de ésta, el perjudicado puede optar, en todo caso, por exigir la 

responsabilidad civil ante la Jurisdicción Civil. 

 

 

El art.109.2 CP dispone que la ejecución de un hecho descrito como delito o falta obliga a 

reparar los daños y perjuicios causados por él. Por lo que toda persona criminalmente 

responsable de un delito o falta, lo será también civilmente si del hecho se derivasen daños 

y perjuicios (art.116.1 CP).  

Esta responsabilidad civil puede ser contractual o extracontractual:  

 

Responsabilidad contractual (art. 1101 Cc): "Quedan sujetos a la indemnización de daños y 

perjuicios causados los que en el cumplimiento de sus obligaciones, incurrieren en dolo, 

negligencia o morosidad, y los que de cualquier modo, contravinieren el tenor de aquéllas".  

Para que surja el deber de indemnizar debe haber un nexo causal entre el daño y el hecho 

que lo origina. Por tanto, estaríamos en presencia de un incumplimiento del contrato de 

trabajo, y del deber de seguridad del empresario, y del correspondiente derecho a una 

protección eficaz de la salud por parte del trabajador.  

 

Responsabilidad extracontractual. (art. 1.902 C.c): Esta responsabilidad no nace de ninguna 

obligación previa. Según el artículo 1.902 del Código Civil “el que por acción u omisión causa 

daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño causado".  

El ejercicio de esta acción prescribe al año (art. 1968 C.c) y es exigible a los dueños o 

directores de una empresa respecto de los perjuicios causados por sus empleados o 
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dependientes en el ejercicio de las funciones para las que se les tuviese contratados (art. 

1903 C.c). 

 

1. LA SEGURIDAD SOCIAL 

 

La Seguridad Social es un fenómeno histórico de carácter social en constante evolución y 

cuya concreción se produce en un tiempo y lugar determinados. 

 

Por ello, con carácter previo al análisis de su evolución, vamos a hacer referencia al 

concepto de Seguridad Social. 

 

Desde un punto de vista legal, el artículo 2º de la Ley General de la Seguridad Social, con 

una visión descriptiva y finalista señala que el Estado, por medio de la Seguridad Social, 

garantiza a las personas comprendidas en el campo de aplicación de ésta, por realizar una 

actividad profesional o por cumplir los requisitos exigidos en la modalidad no contributiva, 

así como a los familiares o asimilados que tuvieran a su cargo, la protección adecuada 

frente a las contingencias y en las situaciones que se contemplan en esta Ley.  

 

El sistema se articula a través de dos elementos principales:  

 

a) Los recursos de que dispone para hacer frente a las situaciones de necesidad; es decir, 

los medios de financiación del Sistema (cotizaciones de empresarios y trabajadores, 

aportaciones del Estado y otros)  

 

b) las prestaciones del Sistema, que se concretan en las "obligaciones de pago" derivadas 

de su reconocimiento por la producción del hecho causante y la concurrencia de los 

requisitos exigidos (prestaciones económicas, prestaciones sanitarias, servicios sociales, 

etc.). 

 

2. CARACTERES GENERALES DEL SISTEMA ESPAÑOL  

 

Nuestro Texto Constitucional aborda cuestiones de Seguridad Social en numerosos 

preceptos, pero es en el artículo 41 CE donde establece como finalidad de la Seguridad 

Social, la reducción o eliminación de situaciones de necesidad, mediante la asistencia o 

prestaciones sociales suficientes, y así establece que "Los poderes públicos mantendrán un 
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régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos que garantice la asistencia y 

prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso de 

desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres."  

 

Gran parte de la doctrina considera que la Constitución implanta un nuevo modelo de 

Seguridad Social, más amplio y ambicioso que el existente hasta entonces. Sin embargo, de 

la interpretación que ha hecho el Tribunal Constitucional se deduce que la norma suprema 

no ha deslegitimado el modelo anterior, contenido básicamente en la Ley General de 

Seguridad Social de 1974 (STC 38/1995 (sala segunda) de 13 de febrero), basado en un 

sistema contributivo con una clara correspondencia entre cotización y prestación, poniendo 

de manifiesto que, sobre todo a partir de la Ley 26/1990, de 20 de diciembre, por la que se 

establecen en la Seguridad Social prestaciones no contributivas, el sistema configurado en el 

art. 41 de la Constitución, extiende ese régimen público a fórmulas no contributivas para 

asegurar situaciones de necesidad, configurándose la acción protectora como una función 

del Estado (STC 239/2002 (Pleno) de 11 de diciembre).  

 

También ha reconocido el Tribunal Constitucional que las situaciones de necesidad están 

sujetas a la variabilidad histórica, por lo que la cobertura de situaciones de necesidad será 

precisada según el entender del legislador en cada caso, en virtud de las circunstancias 

económicas y sociales.  

 

Respecto a las competencias en materia de Seguridad Social, el art. 149.1.17º de la 

Constitución, atribuye al Estado la competencia exclusiva en cuestiones de legislación básica 

y régimen económico de la Seguridad Social, y a las Comunidades Autónomas la ejecución 

de sus servicios.  

 

Como comentamos al iniciar este epígrafe, la Constitución también se ocupa de materias 

relacionadas con la Seguridad Social en otros preceptos, ya sea directa o indirectamente. Así 

por ejemplo, el art. 43 reconoce el derecho a la protección de la salud; el art.49 impone a 

los poderes públicos la realización de una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e 

integración de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos; el art.50 que garantiza 

pensiones adecuadas a los ciudadanos durante la tercera edad; art.39 que establece la 

protección de la familia; art.25.2 que reconoce a los reclusos el beneficio de la Seguridad 

Social; y art.129 que establece la participación de los interesados en la Seguridad Social.  
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3. EL REGIMEN GENERAL Y LOS REGIMENES ESPECIALES.  

 

3.1. ESTRUCTURA DEL SISTEMA DE LA SEGURIDAD SOCIAL: 

 

El Sistema de Seguridad Social se estructura, principalmente, en un Régimen General y unos 

Regímenes Especiales. (art.9 LGSS). Los Regímenes Especiales se establecen para aquellas 

actividades profesionales en las que, por su naturaleza, sus peculiares condiciones de 

tiempo y lugar y por la índole de sus procesos productivos se hace preciso tal 

establecimiento para la adecuada aplicación de los beneficios de la Seguridad Social.  

 

Nuestro sistema se articula en torno a diferentes regímenes porque como ha dicho la 

jurisprudencia “nuestro ordenamiento jurídico no contiene un criterio igualatorio tan amplio 

que todos los trabajadores tengan derecho a obtener pensiones mediante el cumplimiento 

de los mismos o semejantes requisitos y, por tanto, el legislador, puede regular de manera 

diversa las circunstancias determinantes del nacimiento de un derecho en los diferentes 

regímenes sucesivos de previsión social, entre otras razones porque contemplan situaciones 

no equiparables jurídicamente. En concreto, la peculiaridad de cada sector de la actividad, la 

dependencia o independencia en la prestación de trabajo, las circunstancias especiales de 

carácter personal, social y profesional y la inidentidad de supuestos en precedente relación 

laboral sirven de justificación objetiva y razonable para diversificar el tratamiento jurídico 

aplicable” (STSJ de Aragón núm.549/1999 de 31 de mayo).  

 

También existen algunas categorías de trabajadores que por sus peculiaridades, les es de 

aplicación el Régimen General, pero tienen regulación propia en determinados aspectos o 

materias, tales como encuadramiento, afiliación, forma de cotización o recaudación. Son los 

denominados Sistemas Especiales (art.11 LGSS y art. 72 del RD.2064/1995).  

 

3.2. CAMPO DE APLICACIÓN  

 

El Sistema de Seguridad Social, éste tiene una vocación universalista, debido a que protege 

y/o engloba a todos los ciudadanos en estado de necesidad, pero diferenciando distintos 

niveles de cobertura, nivel básico (no contributivo), contributivo y complementario 

(voluntario).  
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De este modo, la Ley General de Seguridad Social cuando regula la extensión del campo de 

aplicación del Sistema de la Seguridad Social incluye, a efectos de las prestaciones de 

modalidad contributiva (art. 7.1 y 2 LGSS), a los españoles que residan en España y a los 

extranjeros que residan o se encuentren legalmente en España, siempre que, en ambos 

supuestos, ejerzan su actividad en territorio nacional y estén incluidos en alguno de los 

siguientes apartados: 

 

a) Trabajadores por cuenta ajena que presten servicios retribuidos dentro del ámbito de 

organización y dirección de otra persona, física o jurídica, bien sean eventuales, de 

temporada o fijos, aun de trabajo discontinuo, e incluidos los trabajadores a domicilio, y con 

independencia, en todos los casos, de la categoría profesional del trabajador, de la forma y 

cuantía de la remuneración que perciba y de la naturaleza común o especial de su relación 

laboral.  

 

b) Trabajadores por cuenta propia o autónomos, titulares o no de empresas individuales o 

familiares, mayores de dieciocho años, que reúnan los requisitos que de modo expreso se 

determinen reglamentariamente.  

 

c) Socios trabajadores de Cooperativas de Trabajo Asociado.  

 

d) Estudiantes. 

 

e) Funcionarios públicos, civiles y militares. 

 

A efectos de las prestaciones no contributivas (art. 7.3 LGSS), se incluye a todos los 

españoles que residan en territorio nacional y a los extranjeros residentes en España, a 

quienes se les reconoce el derecho a acceder a las prestaciones y servicios de la Seguridad 

Social en las mismas condiciones que los españoles, tanto a las generales, básicos y 

específicos, pero en cualquier caso e independientemente de su situación a las prestaciones 

y servicios básicos (art. 14 de la LO 4/2000 de 11 enero, Derechos y Libertades de los 

Extranjeros en España y su Integración Social).  

 

En el nivel profesional, las dos notas determinantes de la inclusión en el Sistema son, la 

realización de una actividad profesional y la territorialidad o realización de la misma dentro 

del territorio nacional. No hemos de olvidar que los supuestos de inclusión son muy amplios, 
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puesto que la ley utiliza la vía de las asimilaciones a los trabajadores por cuenta ajena, para 

incorporar a colectivos que no tienen la condición de trabajadores desde un punto de vista 

técnico-jurídico, como pueden ser los funcionarios o los clérigos de la Iglesia Católica o los 

Senadores y Diputados, por citar algún ejemplo.  

 

A. Campo de aplicación del Régimen General:  

 

Según lo dispuesto en el art. 97 de la Ley General de Seguridad Social, estarán incluidos en 

el Régimen General, los trabajadores por cuenta ajena o asimilados, mayores de 16 años, 

con independencia de la modalidad de contratación adoptada.  

 

Es importante delimitar el concepto de trabajador por cuenta ajena Al respecto el art. 1.1 

del Estatuto de los Trabajadores (ET) establece que “son trabajadores los que 

voluntariamente prestan sus servicios retribuidos por cuenta ajena y dentro del ámbito de 

organización y dirección de otra persona, física o jurídica, denominada empleador o 

empresario”.  

Expresamente están incluidos en el ámbito de aplicación de este Régimen:  

 

a) Los trabajadores por cuenta ajena y los socios trabajadores de sociedades mercantiles 

capitalistas, aun cuando sean miembros de su órgano de administración, si el desempeño de 

este cargo no conlleva la realización de las funciones de dirección y gerencia de la sociedad, 

ni poseen su control en los términos establecidos en el apartado 1 en la disposición adicional 

vigésimo séptima de LGSS.  

 

Excepto que por razón de su actividad marítimo-pesquera corresponda su inclusión como 

trabajadores por cuenta ajena en el campo de aplicación del Régimen Especial de 

Trabajadores del Mar.  

 

b) Los conductores de vehículos de turismo al servicio de particulares, aunque, como hemos 

visto, su relación laboral si es de carácter especial.  

 

c) Los laicos o seglares que presten servicios retribuidos en los establecimientos o 

dependencias de las entidades o instituciones eclesiásticas 
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d) Las personas que presten servicios retribuidos en las entidades o instituciones de carácter 

benéfico-social.  

 

e) El personal contratado al servicio de Notarías, Registros de la Propiedad y demás oficinas 

o centros similares.  

 

f) Respecto del personal que presta servicios a las distintas Administraciones Públicas, tanto 

en régimen laboral, como funcionarial, y de acuerdo con la regulación contenida en la Ley 

General de Seguridad Social y en otras normas específicas, están incluidos en el Régimen 

General de la Seguridad Social los siguientes:  

 

El personal civil no funcionario dependiente de organismos, servicios o entidades del Estado.  

 

El personal civil no funcionario al servicio de organismos y entidades de la Administración 

Local, siempre que no estén incluidos en virtud de una Ley especial en otro régimen 

obligatorio de previsión social.  

 

Funcionarios en prácticas que aspiren a incorporarse a Cuerpos o Escalas de funcionarios 

que no estén sujetos al Régimen de Clases Pasivas.  

 

Altos cargos de las Administraciones Públicas que no sean funcionarios públicos.  

 

Funcionarios de nuevo ingreso de las Comunidades Autónomas.  

 

Funcionarios del Estado transferidos a las Comunidades Autónomas que hayan ingresado o 

ingresen voluntariamente en Cuerpos o Escalas propios de la Comunidad Autónoma de 

destino, cualquiera que sea el sistema de acceso.  

 

Funcionarios de empleo interinos y los funcionarios de empleo eventuales.  

 

Funcionarios interinos y de empleo de la Administración de Justicia, como jueces, fiscales, 

secretarios sustitutos, o en régimen de provisión temporal, médicos forenses, auxiliares y 

agentes interinos (R.D. 960/1990).  
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Los miembros de las Corporaciones Locales que desempeñen sus cargos con dedicación 

exclusiva, a salvo de lo previsto en el artículo 74 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora 

de las Bases del Régimen Local.  

 

Funcionarios internacionales o empleados de la Administración Pública en el extranjero, 

incluidos los españoles residentes en España que presten servicio en la Delegación de 

España del ACNUR (OM 22-12-1997), o de organizaciones internacionales (RD. 317/1985; 

RD. 1975/1982); y los de las Comunidades Europeas a efectos de la disposición adic. 5ª de 

la LGSS/94). 

 

g) Como asimilados a trabajadores por cuenta ajena, con exclusión de la protección por 

desempleo y del Fondo de Garantía Salarial, los consejeros y administradores de sociedades 

mercantiles capitalistas, siempre que no posean el control de éstas en los términos 

establecidos en el apartado uno de la disposición adicional vigésimo séptima de la presente 

Ley, cuando el desempeño de su cargo conlleve la realización de las funciones de dirección y 

gerencia de la sociedad, siendo retribuidos por ello o por su condición de trabajadores por 

cuenta de la misma. Excepto que por razón de su actividad marítimo-pesquera corresponda 

su inclusión como trabajadores asimilados por cuenta ajena en el campo de aplicación del 

Régimen Especial de Trabajadores del Mar.  

 

h) Cualesquiera otras personas que por razón de su actividad, sean objeto de asimilación, 

por Real Decreto a propuesta del Ministro de Trabajo y Seguridad Social. Algunas de las 

categorías que pueden asimilarse al Régimen General son las siguientes:  

 

El clero diocesano de la Iglesia Católica (RD. 2398/1977; RD.2064/95).  

 

Los ministros de culto de las Iglesias Evangélicas y Cristiana Adventistas del Séptimo Día.  

 

Personas que realicen prestaciones personales obligatorias no laborales (solamente a 

efectos de accidente de trabajo y enfermedad profesional).  

También se incluyen los denominados trabajos temporales de colaboración social (RD. 

2765/1976).  

 

Trabajadores ferroviarios, representantes de comercio, artistas y toreros (RD. 2621/1986; 

OM 30-11-1987).  
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Socios de cooperativas de trabajo asociado y los socios de sociedades laborales.  

 

Los reclusos que realicen trabajos penitenciarios retribuidos.  

 

Los mutilados excombatientes de la zona republicana, a efectos de asistencia sanitaria y 

servicios sociales (RD. 391/1982).  

 

Colectivo de activos y pasivos de las Mutualidades de Previsión (RD. 1220/1984).  

 

Los funcionarios españoles residentes en España que presente servicios en sedes centrales 

del Consejo Oleícola Internacional y en la Oficina de Educación Iberoamericana (RD. 

317/1985).  

 

Españoles que presten servicios en la sede central de la Organización Mundial de Turismo 

(RD. 1175/1982).  

 

Los sacerdotes del Arzobispo Castrense (RD. 1145/1990).  

 

Los presidentes, vocales y secretarios de las mesas electorales quedan protegidos frente a 

las contingencias que puedan derivarse de su participación en las mesas electorales (RD. 

605/1999).  

 

El personal de la Entidad “Ferrocarril Metropolitano de Barcelona, S. A.” (RD. 2248/1985).  

 

Deportistas profesionales (RD. 287/2003, 7 de marzo), etc.  

 

B. Campo de aplicación de los Regímenes Especiales:  

 

B.1) Régimen Especial Agrario (REA):  

 

Se trata de un régimen mixto, ya que comprende tanto a trabajadores por cuenta ajena 

(mayores de 16 años), como por cuenta propia (mayores de 18 años).  
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Se incluyen en el REA a todos los trabajadores que dentro del territorio nacional, cualquiera 

que sea su sexo y estado civil, realicen labores agrarias, forestales o pecuarias, de forma 

habitual y como medio fundamental de vida.  

 

La habitualidad y el medio fundamental de vida implican una dedicación predominante a las 

citadas labores, obteniendo de ellas los principales ingresos para atender a las propias 

necesidades, incluso si, con carácter ocasional, los trabajadores desarrollan otras actividades 

no propiamente agrarias.  

 

En el caso de trabajadores por cuenta propia, se presume, salvo prueba en contrario, que 

las labores agrarias, forestales o pecuarias no constituyen el medio fundamental de vida 

cuando el trabajador, su cónyuge o parientes hasta el segundo grado por consanguinidad o 

afinidad que convivan con él sean titulares de un negocio mercantil o industrial.  

 

 

También estarán incluidos el cónyuge o parientes por consanguinidad, afinidad hasta el 

segundo grado, o adoptados, del titular de una explotación agraria que realicen la actividad 

de forma personal y directa y contribuyan con su actividad agraria, a constituir el medio 

fundamental de vida de la familia de la que forman parte, debiendo concurrir los requisitos 

de convivencia y dependencia económica.  

 

Hemos de decir que, pese a que la doctrina en esta materia no es unánime, por un lado, 

existe una presunción “iuris tantum” que considera trabajadores autónomos al cónyuge y 

parientes hasta el segundo grado por consanguinidad o afinidad. Y por otro, una presunción 

que considera trabajadores por cuenta ajena a los parientes de tercer grado, pero no quiere 

decir que éstos estén excluidos del campo de aplicación del régimen de autónomos, sino 

que tendrán que probar su condición de autónomos para poder darse de Alta como tales 

(TSJ Cantabria 21-05-1996).  

 

Los trabajadores citados que estén incluidos en el campo de aplicación del REA, tienen la 

obligación de inscribirse en el Censo agrario. Dicha inscripción se realiza según la normativa 

común relativa a afiliación y alta, con algunas peculiaridades. El resultado de la misma es la 

afiliación en el Sistema de SS y alta en el REA. 
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B.2) Trabajadores por Cuenta Propia ó Autónomos (RETA):  

 

Trabajador por cuenta propia es aquel, que realiza de forma habitual, personal y directa, 

una actividad económica, a título lucrativo, sin sujeción por ella a contrato de trabajo y 

aunque utilice el servicio remunerado de otras personas. La habitualidad, según 

jurisprudencia y doctrina, hace referencia a aquella actividad, que aunque periódica, 

constituye un medio de vida fundamental para satisfacer las necesidades. En lo referente a 

los trabajos de temporada, la habitualidad está referida a la duración normal de ésta.  

 

Se presume la condición de trabajador autónomo en quienes ostenten la titularidad de un 

establecimiento abierto al público, sea como propietario, usufructuario, arrendatario u otro 

concepto análogo.  

 

Estarán obligatoriamente incluidos, los mayores de edad, cualquiera que sea su sexo y 

estado civil, que residan y ejerzan normalmente su actividad en territorio nacional, y se 

hallen incluidos en alguno de los apartados siguientes: 

 

B.3) Régimen Especial de Trabajadores del Mar:  

 

Al igual que ocurre con el REA, esté Régimen Especial es también de carácter mixto ya que 

agrupa a trabajadores por cuenta propia y por cuenta ajena (Decreto 2864/1974; RD. 

1300/1995; OM 18-01-1996,RD. 84/1996, Resolución de 22.03.2001).  

 

Es gestionado por el Instituto Social de la Marina (ISM) quien además de colaborar con la 

TGSS, gestiona las prestaciones de desempleo; tiene competencias, entre otras, en materia 

de valoración y declaración de incapacidades.  

 

Se encuentran incluidos los trabajadores o asimilados, que reuniendo los requisitos 

generales establecidos en la Ley General de Seguridad Social, realicen profesionalmente 

actividades marítimo-pesqueras.  

 

Se entiende por empresario al naviero, armador o propietario de instalaciones marítimo 

pesqueras, incluidos los armadores de pequeñas embarcaciones. Son considerados 

trabajadores autónomos, respecto de los demás trabajadores de su embarcación.  
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B.4) Régimen Especial de la Minería del Carbón:  

 

Decreto 298/1973: OM 3-04-1973; RD.84/1996 

 

B.5) Régimen Especial de Empleados de Hogar:  

 

Son servicios domésticos, los prestados en o para la casa en que se realizan, cualesquiera 

que sean las modalidades de las tareas domésticas, incluidas las labores de jardinería, 

guardería, conducción de vehículos, etc.  

 

Los servicios han de prestarse en la casa en que habite el cabeza de familia y las demás 

personas que componen el hogar familiar. Se considera cabeza de familia o empleador, a 

toda persona natural que tenga algún empleado de hogar a su servicio, en su domicilio y sin 

ánimo de lucro, así como la persona que ostente la titularidad de la vivienda que habite, o 

aquella que ostente la representación del grupo.  

 

Los empleados de hogar pueden prestar sus servicios, con carácter exclusivo y permanente 

para un solo empleador o bien de modo parcial o discontinuo para uno o varios 

empleadores; de ello se derivan consecuencias y distintas responsabilidades para el cabeza 

de familia y el empleado de hogar, en materias de afiliación, altas, bajas y cotización.  

 

La nota de profesionalidad, que determina la entrada en este Régimen, concurre cuando se 

supera el mínimo de 72 horas, distribuidas al menos en 12 días al mes, estando a su vez 

fijado el límite para la consideración de la prestación del trabajo como a tiempo parcial, 

según sea inferior o no a 80 horas al mes. 

 

PRESTACIONES QUE COMPRENDE LA ACCIÓN PROTECTORA  

 

La acción protectora del sistema de la Seguridad Social española, comprende las siguientes 

prestaciones (art.38 LGSS):  

 

La Ley 24/1997, de 15 de julio, de Consolidación y racionalización del sistema de Seguridad 

Social, determina la naturaleza de las prestaciones estableciendo que:  

 

a) Tienen naturaleza contributiva:  
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Las prestaciones económicas de la SS, salvo las no contributivas.  

 

Todas las derivadas de las contingencias profesionales. 

 

b) Tienen naturaleza no contributiva:  

 

La asistencia sanitaria incluida en la acción protectora financiada con cargo al Presupuesto 

de la S.S. y los las referidas a los servicios sociales, salvo que se deriven de contingencias 

profesionales.  

 

Las pensiones no contributivas por invalidez y jubilación.  

 

Las asignaciones económicas de la Seguridad Social por nacimiento de hijo e hijo a cargo 

(pueden darse en modalidad contributiva y no contributiva). 

 

Por último, hemos de decir que dentro de la protección social pública, pero sin ser 

Seguridad Social en sentido propio, encontramos otras prestaciones como por ejemplo, las 

otorgadas al amparo de la Ley de Integración Social de Minusválidos (Ley 13/1982, de 7 de 

abril) y sus normas de desarrollo (OM. 8-3-84: RD. 383/84; Ley 3/97 y Ley 62/03), o las 

relativas a la protección de las víctimas de actos de terrorismo (reguladas, entre otras, por 

Ley 39/1999,  

de 8 de octubre; RD. 1912/1999, de 17 de diciembre y RD. 288/2003, de 7 de marzo) o las 

rentas o ingresos mínimos de inserción reconocidas por diferentes Comunidades Autónomas 

(Resol.15-04-03), etc. 

 

 

TIPOS Y CARACTERISTICAS DE LAS PRESTACIONES  

 

Como hemos visto al hablar de la acción protectora, su extensión viene delimitada por la Ley 

y se concreta en un conjunto de prestaciones, que se configuran como mecanismos de 

protección ante concretos estados de necesidad. 

 

Las prestaciones pueden ser clasificadas en atención a distintos criterios. En función del 

contenido podemos hablar de prestaciones: 
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- Técnicas o en especie (entrega o realización de servicios como asistencia 

sanitaria, prestaciones sanitarias y servicios sociales) 

- Económicas (entrega dineraria como: 

·   pensiones, vitalicias o indefinidas 

·   subsidios, temporal o no permanente y de devengo periódico 

·   cantidades a tanto alzado, pago único e indemnizatorias 

 

Por otra parte y si atendemos a la enumeración de las prestaciones contenida en los 

artículos 38 y 39 de la Ley General de la Seguridad Social, podríamos distinguir entre 

prestaciones básicas y dentro de éstas entre las contributivas y las no contributivas y las 

prestaciones complementarias, incluyendo la Ley en este segundo grupo a la asistencia 

social, al que también se podría añadir las mejoras voluntarias. 

 

CARACTERÍSTICAS  

 

Las prestaciones de la Seguridad Social, así como los beneficios de sus servicios sociales y 

de la asistencia social, son: 

 

- Públicas 

- Indisponibles 

- Inembargables 

- Irrenunciables 

- Intransmisibles 

- Exención de tasas fiscales o parafiscales 

- Carácter de créditos privilegiados 

- Tratamiento fiscal específico 

- Revalorización 

 

REGIMEN DE INCOMPATIBILIDADES  

 

Como principio general legalmente establecido (art. 122 LGSS), las pensiones de un mismo 

régimen serán incompatibles entre sí cuando coincidan en un mismo beneficiario, salvo que 

expresamente se disponga lo contrario legal o reglamentariamente.  
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Esta regla se aplica también a la indemnización a tanto alzado sustitutiva de la pensión de 

incapacidad permanente total. Sin embargo, la incompatibilidad no rige entre pensiones 

otorgadas por distintos regímenes.  

 

Hay que tener en cuenta la normativa específica reguladora de cada prestación para 

concretar los supuestos de compatibilidad o incompatibilidad. Y en caso de incompatibilidad, 

quien tuviera derecho a dos o más pensiones, ha de optar por una de ellas. 

 

 

PRESCRIPCION Y CADUCIDAD  

 

No prescriben:  

 

El Derecho al reconocimiento de la pensión de jubilación, en su modalidad contributiva, y a 

las prestaciones por muerte y supervivencia (viudedad, orfandad y en favor de familiares, 

con excepción del auxilio por defunción).  

 

Los efectos del reconocimiento del derecho a las prestaciones, en caso de retraso en la 

solicitud, se producen a partir de los tres meses anteriores a la fecha en que se presente la 

solicitud.  

 

El derecho al reconocimiento de la prestación no económica consistente en la consideración 

del primer año de excedencia por cuidado de un hijo menor de tres años, como periodo de 

cotización efectiva. 

 

Prescriben a los cinco años:  

 

El derecho al reconocimiento de las demás prestaciones. El cómputo empieza el día 

siguiente a aquel en que tenga lugar el hecho causante de la prestación. 

 

El art. 43.2 LGSS establece que la prescripción se interrumpe por: Las causas ordinarias del 

art.1973 Cc (por su ejercicio ante los Tribunales, por reclamación extrajudicial del acreedor 

y por cualquier acto de reconocimiento de la deuda por el deudor).  

 

Por reclamación ante la Administración de la Seguridad Social.  
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Por incoación de expediente tramitado por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.  

 

Además, la prescripción quedará en suspenso (art. 43.3 LGSS) cuando se entable acción 

judicial contra un presunto culpable, criminal o civilmente, mientras aquella se trámite, 

volviendo a contarse el plazo desde la fecha en que se notifique el auto de sobreseimiento o 

desde que la sentencia adquiera firmeza. 

 

CADUCIDAD  

 

La caducidad no se refiere al derecho al reconocimiento de la prestación sino a los devengos 

de prestaciones; es decir al derecho a percibir las prestaciones ya reconocidas. Este derecho 

(art. 44 LGSS) caduca al año de no haberse hecho efectivas, pero con algunas 

peculiaridades, así:  

 

Las prestaciones a tanto alzado y por una sola vez, caducan al año, a contar desde el día 

siguiente al de haber sido notificada en forma al interesado su concesión.  

 

Respecto a las prestaciones de pago periódico el derecho al percibo de cada mensualidad 

caducará al año de su respectivo vencimiento.  

 

REINTEGRO DE LAS PRESTACIONES INDEBIDAS  

 

Con carácter general, nuestra legislación establece que los trabajadores y las demás 

personas que hayan percibido indebidamente prestaciones de la Seguridad Social vendrán 

obligados a reintegrar su importe. Y quienes por acción u omisión hayan contribuido a hacer 

posible la percepción indebida de una prestación responderán subsidiariamente con los 

perceptores, salvo buena fe probada, de la obligación de reintegrar y siempre que no se 

estableciere expresamente su responsabilidad solidaria en normas especiales (art. 45 LGSS y  

art.12.2 de RD. 1637/1995, de 6 de octubre).  

 

El plazo de prescripción para exigir el reintegro de las prestaciones indebidamente 

percibidas es de cinco años, a contar desde la fecha de su percepción (art. 145 Ley de 

Procedimiento Laboral).  
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1. AFILIACION, ALTAS, BAJAS Y VARIACIONES DE DATOS DE TRABAJADORES DEL 

REGIMEN  

GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL 

 

A diferencia de lo que ocurre en el sistema de protección constituido por las prestaciones no 

contributivas, en las que para acceder a las mismas no se exige el requisito de la afiliación, 

para tener derecho a las prestaciones del nivel contributivo, sí se precisa estar incluido en el 

campo de aplicación del Sistema de la Seguridad Social, es decir, se necesita la existencia 

de una relación jurídica de Seguridad Social. 

 

A través de la afiliación se produce el inicio o nacimiento de la relación jurídica de Seguridad 

Social, siendo el empresario, como veremos seguidamente, responsable de su cumplimiento 

y también de las obligaciones de comunicar las altas y bajas de los trabajadores o 

asimilados que prestan servicios por cuenta ajena para aquél y que se encuadran, como 

hemos visto en el tema anterior, en el campo de aplicación del Régimen General de la 

Seguridad Social. Por eso, con carácter previo, vamos a hacer referencia a la inscripción de 

Empresas en la Seguridad Social. 

 

1.1INSCRIPCION DE EMPRESAS EN EL REGIMEN GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL.  

 

El art. 99 de La Ley General de la Seguridad Social y art. 5 del Reglamento sobre inscripción 

de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en la Seguridad 

Social (RIA), aprobado por RD. 84/1996, de 26 de enero (BOE 27-2-96) disponen que los 

empresarios, como requisito previo e indispensable a la iniciación de sus actividades, tienen 

que solicitar su inscripción en el Régimen de la Seguridad Social correspondiente, haciendo 

constar la entidad gestora o, en su caso, la Mutua de Accidentes de Trabajo y Enfermedades 

Profesionales (MATEP) de la Seguridad Social que haya de asumir la protección por estas 

contingencias del personal a su servicio.  

 

La inscripción, que será única y válida para todo el territorio nacional y para toda la vida del 

titular de la empresa, se formalizará ante la Dirección Provincial de la Tesorería General de 

la Seguridad Social o Administración de la misma en cuyo ámbito territorial radique el 

domicilio del empresario.  

 

La solicitud debe ir acompañada de los siguientes documentos:  
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Modelo oficial de solicitud de inscripción y apertura de cuenta de cotización principal 

cumplimentado (TA.6).  

 

Documento Nacional de Identidad, tarjeta de extranjero, pasaporte o documento que lo 

sustituya, en caso de extranjeros.  

 

Tarjeta de identificación fiscal.  

 

Si es persona jurídica: identificación de la persona natural que formula la solicitud y título 

jurídico en virtud del cual actúa; escritura de constitución; libro de actas en el caso de 

comunidades de propietarios; certificado del Ministerio del Interior o del organismo 

competente de la respectiva Comunidad Autónoma, en el supuesto de asociaciones; relación 

de comuneros o de personas integrantes del ente sin personalidad jurídica.  

 

El empresario especificará la entidad gestora (INSS) y/o la entidad o entidades 

colaboradoras (Mutuas) por las que opta para la cobertura de la protección por 

contingencias profesionales y comunes.  

Respecto a quien ha de realizar la inscripción: como vemos es el empresario el sujeto 

obligado a realizar inscripción. En este sentido el art. 1 del Estatuto de los Trabajadores (RD 

Leg. 1/1995, de 24 de marzo) considera empresarios a “todas las personas, físicas o 

jurídicas, o comunidades de bienes que reciban la prestación de servicios de las personas 

referidas en el apartado anterior (trabajadores), así como de las personas contratadas para 

ser cedidas a empresas usuarias por empresas de trabajo temporal legalmente 

constituidas”. 

 

Por su parte, para la LGSS empresa es toda persona natural o jurídica, pública o privada, 

aunque su actividad no esté motivada por ánimo de lucro, por cuya cuenta trabajen las 

personas incluidas en el campo de aplicación de cualquier Régimen de los que integran el 

sistema de la Seguridad Social.  

 

Tienen expresamente el carácter de empresarios, respecto de los trabajadores por cuenta 

ajena o asimilados que se especifican, las siguientes personas o entidades, según lo 

dispuesto en el art. 10 del RIA y en el Régimen General de la Seguridad Social, que es el 

que nos interesa en este tema:  
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1.º Respecto de los deportistas profesionales, el club o entidad deportiva con la que 

aquellos estén sujetos a la relación laboral especial o el organizador de espectáculos 

públicos que mantenga relación laboral común con los mismos.  

 

2.º Respecto de los artistas, tanto si están sujetos a una relación laboral común como a la 

especial de los artistas en espectáculos públicos, es empresario el organizador de los 

espectáculos públicos y, en su caso, las casas musicales y entidades que realicen actividades 

de grabación o edición en que intervengan tales trabajadores.  

 

3.º Respecto de los profesionales taurinos, el organizador, sea éste persona física o jurídica, 

en relación con los espectáculos de este carácter en que aquellos intervengan.  

 

4.º Para los clérigos de la Iglesia Católica, tienen la consideración de empresarios las 

Diócesis y los organismos supradiocesanos; y para los ministros de culto de Iglesias 

pertenecientes a la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España, la Iglesia 

respectiva, para los ministros de culto de las Comunidades pertenecientes a la Federación 

de Comunidades Israelitas de España, la Comunidad correspondiente, y para los dirigentes 

religiosos islámicos e imanes de las Comunidades Islámicas en España, la Comunidad 

Islámica respectiva.  

 

5.º Para el personal español contratado al servicio de la Administración española en el 

extranjero, tendrá la consideración de empresario a todos los efectos el Departamento 

ministerial, organismo o dependencia del que aquél perciba sus haberes.  

 

El número de inscripción y en su caso el código o códigos de cuenta de cotización están 

compuestos por once dígitos, los dos primeros corresponden a la clave de cada provincia y 

los siete siguientes reflejan el número de orden, correspondiendo los dos últimos a los 

dígitos de control. 

 

El código de cuenta de cotización (CCC) podrá ser único si la empresa tiene un sólo centro 

de trabajo en la provincia, o varios centros, pero con la misma actividad, o podrá ser 

múltiple si tiene centros de trabajo en distintas provincias, sea la misma o distinta actividad, 

o si son distintas las actividades aunque sea dentro de la misma provincia; en todo caso, 
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siempre que haya distintos supuestos o modalidades de cotización, se solicitarán distintos 

códigos de cuenta de cotización.  

 

El incumplimiento de esta obligación lleva consigo siempre otros incumplimientos, como son 

la falta de afiliación y alta de los trabajadores, así como la falta de cotización a la Seguridad 

Social. El incumplimiento está considerado como infracción grave en el art. 22 de la LISOS.  

 

La comunicación de variaciones irá dirigida a la Dirección Provincial de la TGSS o 

Administración de la misma en la provincia en que se formuló la inscripción, y se efectuará 

en el modelo oficial (documento TA-7), dentro del plazo de seis días naturales, contados a 

partir de la fecha en que se produzcan, salvo en el caso a que se refiere el apartado 3º 

anterior, en cuyo supuesto el documento o declaración acreditativa de la nueva opción y 

comunicación del cese de la anterior se presentarán con una antelación de diez días 

naturales a su efectividad, indicando la nueva entidad por la que hubiera optado.  

 

Finalmente, en caso de extinción o cese de la empresa los empresarios comunicarán la 

extinción de la empresa o el cese temporal o definitivo de su actividad en los mismos 

términos que la comunicación de variaciones citada.  

Pero en este caso, las solicitudes irán acompañadas en su caso, de los partes de baja de los 

trabajadores a su servicio.  

 

Será considerado en situación de baja temporal el empresario o, en su caso, la cuenta de 

cotización del mismo, respecto de los cuales se hubiese comunicado la baja de todos sus 

trabajadores sin poner en conocimiento de la Dirección Provincial de la Tesorería General de 

la Seguridad Social o Administración de la misma, la extinción de la empresa o el cese en la 

actividad. Transcurridos doce meses sin demostrar su continuidad, se iniciará expediente de 

oficio para que, en base a las alegaciones del empresario debidamente justificadas o de los 

demás hechos acreditados en el mismo, se adopte la resolución que proceda sobre la 

extinción o el cese o sobre la continuidad de la empresa, de la actividad o de la cuenta de 

cotización de la misma. 
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AFILIACION DE TRABAJADORES  

 

La afiliación es el acto que determina el nacimiento de la relación jurídica de Seguridad 

Social y, junto con el alta, el inicio de los derechos y obligaciones que de ella derivan. 

Podríamos decir que es el "alta inicial" en el Sistema de la Seguridad Social.  

 

A. Las características fundamentales que definen la afiliación son: 

 

- Obligatoria 

- Única y general 

- Vitalicia  

- Exclusiva y excluyente 

 

B. Formas de promover la afiliación: Ésta puede llevarse a cabo a instancia de:  

- Empresario 

- Trabajadores por cuenta ajena o asimilados 

- De oficio 

 

Cuando el empresario incumple su obligación y la afiliación se promueve por los 

trabajadores, o de oficio a través de cualquier procedimiento que no es consecuencia de la 

actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, la Dirección Provincial de la 

Tesorería General de la Seguridad Social o Administración de la misma da cuenta a aquélla, 

al objeto de las comprobaciones y demás efectos que procedan. 

 

C. Forma, lugar y tiempo para instar las solicitudes:  

 

La TGSS registra la afiliación en el fichero general de afiliación. A efectos de la afiliación de 

cada trabajador, se asigna a éstos su mismo número de la Seguridad Social. Éste número 

que tendrá carácter vitalicio y válido para todo el territorio del Estado, facilitándole el 

correspondiente documento de afiliación o documento identificativo.  

 

En relación con el número de afiliación, la Resolución de 30 de abril de 1996 (BOE 13-5-96) 

establece que en todo caso, el número de la Seguridad Social para los ya afiliados, será su 

propio número de afiliación a la misma, y para los nuevos afiliados, su número de afiliación 
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será el mismo número de la Seguridad Social que se le asignará previamente, número que 

tendrá carácter personal, vitalicio e intransferible.  

Al respecto hay que tener en cuenta que, con carácter general el RIA dispone que la 

Tesorería General de la Seguridad Social asignará un número de la Seguridad Social a cada 

ciudadano para la identificación del mismo en sus relaciones con la Seguridad Social como 

afiliado y en alta en cualquiera de los Regímenes del sistema, ya sea como trabajador por 

cuenta propia o ya sea como trabajador por cuenta ajena o asimilado a uno u otro. 

 

Asimismo, la Tesorería General de la Seguridad Social asignará número de la Seguridad 

Social a los beneficiarios de pensiones u otras prestaciones del sistema, tanto en su 

modalidad contributiva como no contributiva. 

 

El ciudadano que no tuviere número de la Seguridad Social, deberá solicitarlo de las 

Direcciones Provinciales de la Tesorería General o de las Administraciones de las mismas, 

con carácter previo a la solicitud de su afiliación y alta o a la solicitud de cualquier 

prestación o servicio de las entidades gestoras o colaboradoras de la Seguridad Social o del 

Instituto  

Nacional de Empleo. 

 

Por lo que concierne al documento identificativo, la TGSS facilitará a cada afiliado, 

pensionista y beneficiario dicho documento (tarjeta de la Seguridad Social), en el que 

necesariamente constará el número de la Seguridad Social de su titular y figurarán, además 

y como mínimo, el nombre y apellidos y, en su caso, el número del documento nacional de 

identidad. 

 

El número y la tarjeta, a que se refiere la Resolución, se solicitarán en las Direcciones 

Provinciales de la Tesorería General de la Seguridad Social y Administraciones de la misma. 

El número de la Seguridad Social, tal y como se indicó para el de inscripción, está 

compuesto por la clave de la provincia, los números de orden y los dígitos de control. 

 

ALTAS DE TRABAJADORES 

 

Son actos en virtud de los cuales, se notifica a la Tesorería General de la Seguridad Social 

(TGSS) el ingreso o inicio de la prestación de servicios de los trabajadores por cuenta ajena 

o asimilados, para un empresario concreto.  
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El art. 7 RIA que, son actos administrativos mediante los cuales la TGSS reconoce a la 

persona que inicia una actividad o se encuentra en una situación conexa con la misma, su 

condición de comprendida en el campo de aplicación del Régimen de la Seguridad Social 

que proceda en función de la naturaleza de dicha actividad o situación, con los derechos y 

obligaciones correspondientes. 

 

Por tanto, y con independencia de la obligación de solicitar la afiliación, los empresarios 

estarán obligados a comunicar la iniciación de la prestación de servicios de los trabajadores 

en su empresa, para que sean dados de alta en el Régimen en que figuran incluidos, en 

función de la actividad de aquélla. 

 

Igualmente, cuando el trabajador se traslade a un centro de trabajo del mismo empresario 

situado en diferente provincia, , o en la misma provincia pero con diferente código de 

cuenta de cotización, deberá promoverse la baja en la provincia o centro de procedencia y el 

alta en la de destino.  

 

Como ocurre con la afiliación, en caso de incumplimiento por parte del empresario, podrá 

realizarla la comunicación tanto el trabajador, como de oficio la Dirección Provincial de la 

TGSS o Administración de la misma correspondiente.  

 

El alta es obligatoria y tiene eficacia en un Régimen determinado del Sistema de la 

Seguridad Social, pudiéndose distinguir las siguientes 

 

Las solicitudes de alta producen distintos efectos en función de la forma y tiempo de su 

presentación:  

 

a) Si son comunicadas en tiempo y forma, producen la inclusión del trabajador en el 

Régimen de la Seguridad Social a partir del día en que se inicie la actividad.  

 

No obstante, las altas cuyas solicitudes hayan sido presentadas con anterioridad a la 

iniciación de la prestación de servicios, no surtirán efectos cuando el que la hubiere 

formulado comunique la no iniciación de la prestación de servicios del trabajador a que la 

misma se refiera, con anterioridad al día indicado para dicha iniciación, por los medios o 

procedimientos utilizados para solicitar dicha alta previa. 
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b) Si se presentan fuera de plazo la regla general es la irretroactividad, indicando la Ley que 

no tendrán efecto retroactivo alguno, siendo sus efectos desde el día en que se formule la 

solicitud, y sin perjuicio de la responsabilidad en que pudiera incurrir el empresario. Sin 

embargo, si el ingreso de cuotas se hubiera producido en plazo reglamentario, el alta 

retrotraerá sus efectos a la fecha en que se hayan ingresado las primeras cuotas 

correspondientes al trabajador de que se trate.  

 

c) Cuando son practicadas de oficio por las Direcciones Provinciales o Administraciones de la 

Tesorería General de la Seguridad Social, se pueden distinguir los siguientes supuestos:  

 

Que la empresa incluya al trabajador o trabajadores en los documentos de cotización y se 

produzca el ingreso de las cuotas en plazo reglamentario, pero haya omitido solicitar su alta: 

en cuyo caso el alta retrotraerá sus efectos a la fecha en que se hayan ingresado las 

primeras cuotas correspondientes al trabajador o trabajadores de que se trate.  

 

Que las altas se efectúen de oficio, como consecuencia de la actuación de la Inspección de 

Trabajo y Seguridad Social: los efectos de la declaración del alta se retrotraerán a la fecha 

en que se haya llevado a cabo tal actuación.  

 

Salvo en e caso de que la misma hubiera sido promovida por orden superior, a instancia de 

las entidades gestoras o como consecuencia de denuncia, queja o petición expresa, en cuyo 

caso los efectos se retrotraerán a la fecha en que éstas se hayan producido.  

 

Que las altas de oficio se practiquen por cualquier otro supuesto distinto de los anteriores, 

como pueden ser, por datos obrantes en los servicios de empleo o en las propias entidades 

gestoras o servicios comunes de la Seguridad Social, la regla general es que: las mismas 

retrotraerán sus efectos, a la fecha en que los hechos que las motiven hayan sido conocidos 

por las Direcciones Provinciales o Administraciones de la Tesorería General de la Seguridad 

Social.  

 

El incumplimiento de dicha obligación de solicitud de alta, igual que en el caso de la falta de 

inscripción de la empresa o afiliación de los trabajadores, está tipificado como infracción 

grave en el art. 22.2 Ley de Infracciones y Sanciones del Orden Social. Así el empresario 

que incumpla con la obligación de solicitud del alta, asumirá las responsabilidades 
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producidas con anterioridad da la misma, independientemente de tener la obligación de 

cotizar desde el día del inicio de la actividad, salvo que el derecho a exigir las cuotas hubiera 

prescrito.  

 

Además, según el art. 15.2 ET “adquirirán la condición de trabajadores fijos, cualquiera que 

haya sido la modalidad de su contratación, los que no hubieran sido dados de alta en la 

Seguridad Social, una vez transcurrido un plazo igual al que legalmente hubiera podido fijar 

para el período de prueba, salvo que de la propia naturaleza de las actividades o de los 

servicios contratados se deduzca claramente la duración temporal de los mismos, todo ello 

sin perjuicio de las demás responsabilidades a que hubiere lugar en derecho”  

 

Respecto a lasaltas indebidas: Surten los mismos efectos que las afiliaciones indebidas; es 

decir, reposición de la situación inicial y anterior al alta, así como derecho a devolución de 

las cotizaciones que se hubieran efectuado, siempre que no haya mediado mala fe.  

 

Existen algunos supuestos especiales que presentan alguna particularidad a estos efectos, 

pero nosotros vamos a hacer referencia únicamente a las situaciones que afectan a los 

funcionarios públicos de todas las Administraciones Públicas que estén incluidos en el 

Régimen General de la Seguridad Social, en los casos de permiso sin sueldo, suspensión 

provisional de funciones y plazo posesorio por cambio de destino, reguladas en la Orden 27 

octubre de 1992 (BOE 5-11-1992).  

 

En estos casos, subsistirá la obligación de mantener el alta y cotizar por parte del 

Organismo público del que perciba sus retribuciones, pero cotizará únicamente por la parte 

correspondiente a la cuota patronal derivada de contingencias comunes, siendo la base de 

cotización la que correspondería, de haber continuado su prestación de servicios.  

Y que en el caso de cambio de destino obtenido por medio de concurso o libre designación, 

la baja será desde el último día del mes en que se produzca el cese y el alta desde el día 

primero del mes siguiente a aquél, tanto si la toma de posesión se lleva a cabo en el mismo 

o distinto mes al del cese. 

 

BAJAS Y VARIACIONES DE DATOS DE TRABAJADORES  

 

La baja de los trabajadores o asimilados, consiste en la comunicación del cese de la 

prestación de servicios en la empresa, y es a su vez un acto administrativo de 
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reconocimiento, por la Tesorería General de la Seguridad Social, de extinción de la relación 

jurídica de Seguridad Social. La baja conlleva el cese de derechos y obligaciones que 

implicaba dicha relación jurídica.  

 

Al igual que ocurre con las altas, son los empresarios los sujetos obligados a comunicar las 

bajas o variaciones, y en caso de incumplimiento de éstos, podrá hacerlo el trabajador 

interesado o bien de oficio por la Dirección Provincial de la Tesorería General de la 

Seguridad Social o Administración de la misma correspondiente.  

 

Los efectos que surten las bajas (art. 35.2 RIA) varían en función de la forma en que éstas 

se hayan llevado a cabo, así:  

 

a) Si se produce en tiempo y forma es decir en el plazo y modelo oficial establecidos, se 

extingue la obligación de cotizar: desde la fecha de cese del trabajo o de la prestación de 

servicios, que conste en la comunicación, salvo que pese a ello, continuase la prestación del 

trabajo.  

 

b) Si la baja se presenta fuera de plazo, o bien en modelo o medio distinto de los 

establecidos, los efectos no se producirán hasta el día en que la Tesorería General de la 

Seguridad Social conozca el cese.  

 

c) Si se cursa la baja de oficio por la Tesorería General de la Seguridad Social, como 

consecuencia de no haberse comunicado por los sujetos obligados, los efectos serán:  

 

Si conoce el cese o situación de que se trate, como consecuencia de la actuación de la 

Inspección de Trabajo y Seguridad Social, la obligación de cotizar se extinguirá desde: el 

mismo día en que se haya llevado a cabo dicha actuación inspectora.  

 

 

Si dicho conocimiento es, por los datos obrantes en la propia Tesorería o en una entidad 

gestora o por cualquier otro procedimiento, los efectos serán: desde el día que hayan sido 

recibidos los datos o documentos que acrediten el cese en el trabajo por cuenta ajena o en 

la situación correspondiente.  
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No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, los interesados podrán probar, igual 

que se expuso en relación con las altas y con las consecuencias allí indicadas, que el cese en 

la prestación de servicios o en la situación de que se trate, tuvo lugar en otra fecha, a 

efectos de la extinción de la obligación de cotizar.  

 

El incumplimiento de la obligación de comunicar en tiempo y forma las bajas de aquellos 

trabajadores que cesen en el servicio de la empresa, así como las demás variaciones que les 

afecten, es calificado en el art. 21.3 de la LISOS como infracción leve. Todo ello sin perjuicio 

de las demás responsabilidades que pudieran derivarse.  

 

SUJETOS OBLIGADOS Y SUJETOS RESPONSABLES DE LA COTIZACIÓN  

 

La cotización a la Seguridad Social es obligatoria tanto en el Régimen General como en los 

Especiales (art. 15 LGSS y art. 6.1 RD. 2064/1995, 22 de diciembre, que aprueba el 

Reglamento General sobre cotización y liquidación de otros derechos de la Seguridad Social 

- RCL-).  

 

Esta obligación de cotización se traduce en el pago de una cuota que se impone a unos 

sujetos determinados. Así, podemos distinguir, entre (art.7 RCL):  

 

SUJETO ACTIVO: que es la Tesorería General de la Seguridad Social, titular del derecho al 

abono de las cuotas y organismo competente en la materia. Ésta transferirá a las entidades, 

organismos o Administraciones correspondientes el importe de las cuotas y conceptos objeto 

de liquidación y de recaudación conjunta con las cuotas de la Seguridad Social y de los que 

los mismos sean titulares. (Así por ejemplo el INEM en el caso de la cotización por 

desempleo y formación profesional; al FOGASA las cuotas por dicho concepto o las MATEP, 

en su caso, por el aseguramiento con éstas de las contingencias profesionales).  

 

SUJETOS PASIVOS: son las personas físicas o jurídicas sobre las que la normativa específica 

(RCL) hace recaer la obligación de cotizar. Y solo estas personas podrán hacer frente a 

dicha obligación porque se considerará nulo todo pacto individual o colectivo por el cual uno 

de los sujetos obligados a cotizar asuma a su cargo la obligación de pagar total o 

parcialmente la cuota o parte de cuota a cargo del otro o renuncie a cualquiera de los 

derechos y obligaciones que en orden a la cotización les reconozcan las normas reguladoras 
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de los Regímenes del sistema de la Seguridad Social y de los conceptos de recaudación 

conjunta con las cuotas de la misma.  

 

En el Régimen General de Seguridad Social (art.22 RCL), están sujetos a la obligación de 

cotizar:  

 

- Para las contingencias comunes: Los trabajadores y asimilados comprendidos en su campo 

de aplicación y los empresarios por cuya cuenta trabajen.  

 

- Para las contingencias de accidentes de trabajo y de enfermedades profesionales, y al 

Fondo de Garantía Salarial, la cotización completa correrá a cargo exclusivamente de los 

empresarios.  

 

El empresario descontará a sus trabajadores, en el momento de hacerles efectivas sus 

retribuciones, la aportación que corresponda a cada uno de ellos. Si no efectuase el 

descuento en dicho momento no podrá realizarlo con posterioridad, quedando obligado a 

ingresar la totalidad de las cuotas a su exclusivo cargo.  

 

El empresario que, habiendo efectuado tal descuento, no ingrese dentro de plazo las 

aportaciones correspondientes a sus trabajadores incurrirá en responsabilidad ante ellos y 

ante las Entidades gestoras de la Seguridad Social y Tesorería General de la misma, sin 

perjuicio de las responsabilidades administrativa (considerado como infracción grave por el 

art. 22 LISOS) y penal, que en cada pudieran proceder.  

 

Están exentos del pago de cuotas y únicamente cotizarán por Incapacidad Temporal los 

trabajadores por cuenta ajena con 65 o más años de edad y 35 o más de cotización efectiva 

a la Seguridad Social, sin que se computen a estos efectos las partes proporcionales de las 

pagas extraordinarias.  

 

De lo anteriormente expuesto, vemos que, con carácter general y salvo excepciones, son 

SUJETOS OBLIGADOS tanto los empresarios como los trabajadores.  

 

Sin embargo, el SUJETO RESPONSABLE del pago o cumplimiento de la obligación de cotizar 

en el Régimen General de la Seguridad Social es, también con carácter general, el 
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empresario, quien debe ingresar la totalidad, tanto las aportaciones propias, como las de 

sus trabajadores.  

 

El empresario es el responsable directo, pero en el caso de que éste incumpla su obligación, 

aparecen otros sujetos sobre los que va a recaer la responsabilidad del pago, ya sea de 

forma solidaria, subsidiaria o por vía de sucesión "mortis causa". 

NACIMIENTO Y DURACION DE LA OBLIGACION DE COTIZAR  

 

La obligación de cotizar se traduce en el pago de una cuota, o cantidad periódica cuya 

cuantíase determina aplicando unos porcentajes (tipos de cotización que se establecen 

anualmente para cada contingencia protegida) a las bases de cotización de cada trabajador.  

 

La base de cotización esta constituida por la remuneración total que con carácter mensual 

tenga derecho a percibir el trabajador o asimilado o la que efectivamente perciba si ésta es 

superior, por razón del trabajo que realice por cuenta ajena. Y por remuneración total 

hemos de entender todas las percepciones económicas recibidas, en dinero o en especie, 

que retribuyan tanto el trabajo efectivo como los periodos de descanso computables como 

trabajo, así como los que resulten del exceso respecto de los conceptos excluidos.  

 

Las percepciones de vencimiento superior al mensual se prorratearán a lo largo de los doce 

meses del año.  

 

No se computarán en la base de cotización los siguientes conceptos:  

 

a) Las dietas y asignaciones para gastos de viaje, gastos de locomoción, cuando 

correspondan a desplazamientos del trabajador fuera de su centro habitual de trabajo para 

realizar el mismo en lugar distinto, así como los pluses de transporte urbano y de distancia 

por desplazamiento del trabajador desde su domicilio al centro de trabajo habitual, con la 

cuantía y alcance que reglamentariamente se establezcan.  

 

b) Las indemnizaciones por fallecimiento y las correspondientes a traslados, suspensiones y 

despidos.  

 

c) Las cantidades que se abonen en concepto de quebranto de moneda y las 

indemnizaciones por desgaste de útiles o herramientas y adquisición de prendas de trabajo, 
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cuando tales gastos sean efectivamente realizados por el trabajador y sean los normales de 

tales útiles o prendas, siempre que el cómputo en su conjunto no exceda del 20% del 

IPREM vigente en el momento del devengo.  

 

d) Los productos en especie concedidos voluntariamente por las empresas en los términos 

que reglamentariamente se establezcan.  

 

e) Las percepciones por matrimonio.  

 

f) Las prestaciones de la Seguridad Social, así como sus mejoras y las asignaciones 

asistenciales concedidas por las empresas, éstas dos últimas en los términos que 

reglamentariamente se establezcan.  

 

g) Las horas extraordinarias, salvo para la cotización por accidentes de trabajo y 

enfermedades profesionales de la Seguridad Social.  

 

h) También quedarán excluidas las cantidades que exceda de la base máxima establecida 

para cada grupo de cotización en las contingencias comunes y las que excedan del tope 

máximo en las contingencias profesionales, y otras contingencias. 

 

Las bases de cotización para las contingencias comunes están sujetas a unos “máximos” y a 

unos “mínimos”, determinados en función de la categoría profesional de los trabajadores 

(según los grupos de cotización), por lo que siempre se cotizará por la base mínima o 

máxima, o cantidad que resulte comprendida entre éstas. Y por su parte, para las 

contingencias profesionales existe un tope máximo y otro mínimo para todos los 

trabajadores, con independencia de sus grupos de cotización.  

 

Las bases de cotización máximas y mínimas, así como los tipos de cotización a la Seguridad 

Social se establecen anualmente en la Ley de Presupuestos Generales del Estado. 

 

NACIMIENTO DE LA OBLIGACION  

 

El nacimiento de la obligación de cotizar en nuestro ordenamiento se produce con el 

comienzo de la actividad profesional, incluido el periodo de prueba, primando el aspecto real 
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sobre el formal ya que esto es así, aún en el supuesto de que la empresa haya incumplido 

con sus obligaciones de inscripción empresarial o de afiliación y alta de los trabajadores.  

 

La mera solicitud de la afiliación y/o alta a la Dirección Provincial de la Tesorería General de 

la Seguridad Social o a la Administración de la misma produce idéntico efecto, 

presumiéndose iniciada la actividad desde la fecha de efectos indicada en dicha solicitud.  

 

Todo ello sin perjuicio de la aplicación de la prescripción respecto de las obligaciones 

incumplidas dentro del plazo señalado para la misma y sin perjuicio, igualmente, de los 

efectos que en orden a las prestaciones deban atribuirse a las cotizaciones efectuadas con 

anterioridad a la presentación de aquellas solicitudes.  

 

Para las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales la obligación 

de cotizar existirá igualmente, aunque la empresa infringiendo las normas del sistema de la 

Seguridad Social, no tuviera concertada la protección de su personal o de parte de él, 

respecto de dichas contingencias.  

En tal caso, las cuotas debidas se devengarán a favor de la Tesorería General de la 

Seguridad Social.  

 

Hay que traer aquí a colación, lo dicho al hablar de las altas y sus efectos, recordando que 

las altas presentadas en plazo surten efectos a partir del día en que se inicie la actividad, 

salvo que se comunique la no iniciación de la prestación de servicios con anterioridad al día 

indicado en la solicitud y que en las altas practicadas de oficio, sin perjuicio de sus efectos 

según los distintos casos, la obligación de cotizar existe igualmente, desde el día del inicio 

de la actividad. 

 

DURACION DE LA OBLIGACION DE COTIZAR  

 

La obligación de cotizar a la Seguridad Social se mantendrá durante todo el período en que 

el trabajador o asimilado esté en alta o continúe prestando dichos los servicios. Y 

permanece mientras dura la actividad laboral, incluso en las situaciones de incapacidad 

temporal, riesgo durante el embarazo, maternidad, períodos de prueba, durante situaciones 

de cumplimiento de deberes de carácter público (como el desempeño de cargos de 

representación sindical) siempre que unos y otros no den lugar a la excedencia en el trabajo 
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o al cese en la actividad; situaciones de convenio especial, y en aquellas otras en que así se 

establezca.  

 

También se mantiene la obligación de cotizar al Régimen General de la Seguridad Social por 

los funcionarios públicos, incluidos en el campo de aplicación de dicho Régimen, durante las 

situaciones de licencia o permiso sin sueldo, suspensión provisional de funciones, y plazo 

posesorio por cambio de destino, en virtud de los dispuesto en su normativa específica, en 

concordancia con lo expuesto al referirnos a la situación de alta.  

 

SUSPENSIÓN Y EXTINCION DE LA OBLIGACION DE COTIZAR  

 

A. Suspensión:  

 

La obligación de cotizar queda suspendida en las situaciones de huelga y cierre patronal, en 

la que el trabajador pasa a una situación denominada de alta especial (como vimos 

anteriormente); así como en los supuestos de suspensión del contrato de trabajo por 

ingreso en prisión, excedencia, suspensión de empleo y sueldo por motivos disciplinarios y 

demás causas de suspensión que se acuerden.  

 

B. Extinción:  

 

La obligación de cotizar se extingue con el cese en el trabajo, en la actividad o en la 

situación determinante del nacimiento y subsistencia de la obligación de cotizar, siempre 

que se comunique la baja en el tiempo y forma establecidos. Es decir, se necesita la 

concurrencia, simultáneamente, de estos dos requisitos: cesar en el trabajo y cursar en 

tiempo y forma el parte de baja.  

 

También se extingue la obligación de cotizar por prescripción. Y según art. 21 LGSS la 

acción para exigir el pago de cuotas de la Seguridad Social prescribirá a los 4 años a partir 

de la fecha en que preceptivamente debieron ser ingresadas, salvo que la prescripción se 

interrumpa por las causas ordinarias, por cualquier actuación administrativa realizada con 

conocimiento formal del responsable del pago conducente a la liquidación o recaudación de 

la deuda, y especialmente, por su reclamación administrativa mediante reclamación de 

deuda o acta de liquidación.  
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No se extingue la obligación de cotizar por:  

1. Solicitud de la baja y el reconocimiento de la misma, cuando continué la prestación del 

trabajo o servicios o cuando se encuentre en una situación asimilada a la del alta con 

subsistencia de obligación de cotizar.  

2. Cuando no se solicite baja o se solicite fuera de plazo y en modelo o medio distinto de los 

establecidos, no se extinguirá la obligación de cotizar sino hasta el día en que la Tesorería 

General de la Seguridad Social conozca el cese en el trabajo. 

 

Cuando la TGSS practique la baja de oficio, la obligación de cotizar se extinguirá el día en 

que se efectúe la actuación inspectora, o se conozcan los datos que acrediten el cese.  

No obstante lo anteriormente dicho, el RCL en la línea de lo establecido a estos efectos en el 

RIA determina que, los interesados podrán probar, por cualquiera de los medios admitidos 

en derecho que el cese tuvo lugar en otra fecha, a efectos de la extinción de la obligación 

de cotizar, sin perjuicio, en su caso, de los efectos que deban producirse tanto en orden a la 

devolución de las cuotas que resulten indebidamente ingresadas como del reintegro de las 

prestaciones que resulten indebidamente percibidas, salvo que por aplicación de la 

prescripción no fuera exigible ni la devolución ni el reintegro. 

 

1. CONTINGENCIAS Y SITUACIONES PROTEGIDAS EN LA SEGURIDAD SOCIAL 

 

Como dijimos al inicio de la unidad, la finalidad de la Seguridad Social es la reducción o 

eliminación de situaciones de necesidad, mediante la asistencia o prestaciones sociales 

suficientes. De forma que la acción protectora entrará en juego cuando acontezcan 

determinadas contingencias o eventos dañosos, que den lugar a dichos estados de 

necesidad.  

 

Las situaciones que dan lugar a estados de necesidad y ante las que nuestro sistema va a 

actuar, son la pérdida de la salud; pérdida de la capacidad para trabajar o del puesto de 

trabajo; las cargas familiares; la situación de fallecimiento o supervivencia, y el desempleo.  

 

El art.38 de la Ley General de la Seguridad Social, enumera las siguientes prestaciones 

comprendidas en el sistema de la Seguridad Social: 

 

- Asistencia sanitaria 

- Incapacidad temporal 
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- Maternidad 

- Riesgo durante el embarazo 

- Incapacidad permanente 

- Jubilación 

- Fallecimiento y supervivencia 

- Desempleo 

- Cargas familiares 

 

Las contingencias cubiertas pueden tener su origen en el lugar de trabajo o sobrevenir con 

motivo del mismo (contingencias profesionales) o en causas o riesgos de carácter genérico 

(contingencias comunes).  

 

En la práctica, la distinción entre contingencias comunes y profesionales nos interesa, sobre 

todo, en atención a la diferencia del contenido de las prestaciones que se derivan de las 

mismos. Así por ejemplo, en el caso de las contingencias profesionales, la base de cotización 

que determina la cuantía de la prestación a percibir por el trabajador, incluye las horas 

extraordinarias; además, no es necesaria la existencia de un periodo de carencia para tener 

derecho a la prestación; posibilidad de imposición de un recargo por falta de medidas de 

seguridad y además es el empresario el que asume la totalidad de la cotización a la 

Seguridad Social. 

 

ACCIDENTE DE TRABAJO 

 

A. Concepto:  

 

La Disposición adicional 1ª de la Ley 31/95 de Prevención de Riesgos Laborales, se remite a 

la normativa específica de Seguridad Social, a efectos de definición y régimen jurídico de los 

Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales.  

 

El art. 115.1 de Ley General de la Seguridad Social entiende por accidente de trabajo "toda 

lesión corporal que el trabajador sufra con ocasión o por consecuencia del trabajo que 

ejecute por cuenta ajena".  

El concepto legal exige, como resalta Alonso Olea, la concurrencia de los siguientes 

elementos: Lesión corporal, trabajo por cuenta ajena y relación de causalidad entre lesión y 

trabajo.  
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El art. 115.3 LGSS establece una presunción de laboralidad del accidente, “iuris tantum” 

(salvo prueba en contrario), para el caso de que las lesiones ocurran durante el tiempo y en 

el lugar de trabajo. Y la carga de la prueba recaerá sobre quien alegue la no existencia de 

accidente de trabajo.  

 

Nuestro Sistema, como ocurre en Francia e Inglaterra, concibe el accidente de trabajo en 

sentido amplio al comprender la noción de accidente como lesión producida por acción 

súbita y violenta por un lado y por otro las enfermedades relacionadas con el trabajo.  

 

B. Supuestos considerados accidente de trabajo: 

 

 

Además, el citado art. 115 LGSS, en su apartado segundo considera Accidente de trabajo: 

“2. Tendrán la consideración de accidentes de trabajo: 

a) Los que sufra el trabajador al ir o al volver del lugar de trabajo. 

b) Los que sufra el trabajador con ocasión o como consecuencia del desempeño de cargos 

electivos de carácter sindical, así como los ocurridos al ir o al volver del lugar en que se 

ejerciten las funciones propias de dichos cargos. 

c) Los ocurridos con ocasión o por consecuencia de las tareas que, aun siendo distintas a las 

de su categoría profesional, ejecute el trabajador en cumplimiento de las órdenes del 

empresario o espontáneamente en interés del buen funcionamiento de la empresa. 

d) Los acaecidos en actos de salvamento y en otros de naturaleza análoga, cuando unos y 

otros tengan conexión con el trabajo. 

e) Las enfermedades, no incluidas en el artículo siguiente, que contraiga el trabajador con 

motivo de la realización de su trabajo, siempre que se pruebe que la enfermedad tuvo por 

causa exclusiva la ejecución del mismo. 

f) Las enfermedades o defectos, padecidos con anterioridad por el trabajador, que se 

agraven como consecuencia de la lesión constitutiva del accidente. 
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g) Las consecuencias del accidente que resulten modificadas en su naturaleza, duración, 

gravedad o terminación, por enfermedades intercurrentes, que constituyan complicaciones 

derivadas del proceso patológico determinado por el accidente mismo o tengan su origen en 

afecciones adquiridas en el nuevo medio en que se haya situado el paciente para su 

curación.” 

C. Exclusiones a la consideración de accidente de trabajo:  

 

Fuerza mayor extraña al trabajo: El art. 115.4.a) dispone que “no constituyen accidente de 

trabajo los que son consecuencia de una fuerza mayor extraña al trabajo”. La relación 

trabajo-lesión se rompe en los accidentes debidos a fuerza mayor extraña al trabajo, y 

entendemos por ésta la que no guarda relación alguna con el trabajo que se ejecuta cuando 

sobreviene el accidente.  

Sin embargo, no se considera fuerza mayor extraña, ni la insolación ni los rayos u otros 

efectos meteorológicos análogos.  

 

Tampoco son accidentes de trabajo los derivados de imprudencia temeraria del trabajador 

accidentado (art. 115.4.b) ). La imprudencia temeraria rompe la relación de causalidad. La 

dificultad estriba en determinar que entendemos por este concepto que los tribunales 

interpretan de manera restrictiva: Así se equipara imprudencia temeraria a “una 

imprudencia de tal gravedad que notoriamente revele la ausencia de la más elemental 

precaución... sin esa elemental y necesaria previsión de un riesgo posible, y la inmotivada, 

caprichosa o consciente exposición a un peligro cierto” (STS 19-4-1968); “una temeraria e 

inexcusable imprevisión del siniestro..., sin observar las más elementales medidas de 

precaución que el hombre menos previsor adoptaría” (STS 10-12-1968); “una imprudencia... 

de gravedad excepcional, que no esté justificada por motivo legítimo y comporte una 

conciencia clara del peligro”  

(STS 20-3-1970 y 6-2-1971); “la imprudencia temeraria exigiese hayan omitido las más 

elementales precauciones en la ejecución del acto causal, realizándolo con desprecio del 

riesgo cierto que del mismo se deriva” (STS 23-10-1971); “para apreciar la imprudencia 

temeraria es necesaria una conducta de gravedad excepcional, una conciencia clara del 

peligro y una exposición al riesgo, voluntaria y consciente” (STS 4-3-1974). Siguen esta 

línea conceptual sentencias más recientes como las del TSJ Málaga 23-06-00 y TSJ Cataluña  

6-11-01.  
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Una mera imprudencia o la imprudencia profesional no rompen el nexo causal entre trabajo 

y lesión; por tanto subsiste la consideración de accidente de trabajo cuando la imprudencia 

se debe al ejercicio habitual del trabajador y de la confianza que éste ejerce en el mismo 

(Además el empresario, en virtud de la LPRL está obligado a prever esta posible 

imprudencia profesional).  

 

Actos del accidentado mediando dolo; es decir de naturaleza consciente y voluntaria.  

 

D. Notificación y documentación de accidentes:  

 

El empresario está obligado a notificar por escrito a la autoridad laboral los daños a la salud 

que sufran los trabajadores a su servicio, conforme a los procesos que se determinen 

reglamentariamente (art. 23.3 LPRL), así como a conservar a disposición de la autoridad 

laboral la relación de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que causen una 

incapacidad superior a un día de trabajo (art. 23.1.e) LPRL).  

 

El empresario cumple con esta obligación legal mediante la cumplimentación y notificación 

de los partes de accidente. 

 

Los destinatarios de estos dos documentos son:  

 

- Entidad gestora o colaboradora: Original.  

 

- Subdirección General de Estadísticas Sociales y Laborales del Ministerio de  

Trabajo y Asuntos Sociales: Primera copia.  

 

- Autoridad laboral: Segunda copia.  

 

- Empresario: Tercera copia.  

 

- Trabajador: Cuarta copia. 

 

Las cumplimentación, transmisión y tramitaciones mencionadas, ha de realizarse por vía 

electrónica a través del Sistema de Declaración Electrónica de Accidentes de Trabajo 

(Delt@), accesible desde la dirección electrónica https://www.delta.mtas.es.  
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E. Efectos:  

 

Las prestaciones por accidente de trabajo serán expuestas más adelante conjuntamente con 

las derivadas de la enfermedad profesional.  

 

El Tribunal Supremo, ha entendido en Sentencia de fecha 9-06-2003, que los efectos del 

accidente de trabajo han de extenderse también a los extranjeros que presten servicios por 

cuenta ajena, aunque carezcan del preceptivo permiso de trabajo.  

 

ENFERMEDAD PROFESIONAL 

 

A. Concepto:  

 

A tenor del art. 116 LGSS, Enfermedad Profesional (EP) es la contraída a consecuencia del 

trabajo ejecutado por cuenta ajena en las actividades que se especifican en el cuadro de 

Enfermedades Profesionales aprobado por Decreto 1.995/1978, de 12 de mayo, y que está 

provocada por la acción de los elementos o sustancias que en dicho cuadro se indican para 

cada enfermedad profesional.  

 

Los elementos que integran la definición contenida en la LGSS son:  

 

- Ajenidad: trabajo realizado por cuenta ajena.  

 

- Doble relación de causalidad entre el trabajo o actividad y enfermedad, así como entre la 

acción de los elementos nocivos y la dolencia padecida.  

 

- Enfermedad producida por elementos o sustancias listadas y actividades así mismo listadas 

en el cuadro de enfermedades profesionales.  

 

Respecto a la nota de ajenidad, hay que matizar que: 1º) No todos los trabajadores por 

cuenta ajena están amparados por esta protección. Este es el caso de los trabajadores 

pertenecientes al Régimen Especial de Empleados del Hogar, de modo que cualquier 

enfermedad que sufran, será tratada como enfermedad común. 2º) La Disposición Adicional 

trigésimo cuarta de la LGSS, añadida por el art. 40.4 de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre 

y arts. 7 y 8 del RD-Ley 2/2003, de 25 abril han extendido la protección por contingencias 



 

145 

profesionales a los pertenecientes al Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta Propia o 

Autónomos, permitiendo éstos, optar o no por la cobertura de estas contingencias (Nos 

referimos tanto al AT, como a la EP).  

 

Tradicionalmente y de manera general se viene entendiendo que la enfermedad supone un 

deterioro lento y progresivo, mientras que el accidente de trabajo tiene un carácter súbito y 

violento. 

 

B. Características:  

 

Existe una presunción “iuris et de iure” de profesionalidad o laboralidad de las enfermedades 

que están recogidas en el cuadro del Decreto 1.995/1978, de 12 de mayo. De este modo el 

trabajador no tiene necesidad de probar la relación de causalidad. Por el contrario, las 

enfermedades contraídas a consecuencia del trabajo ejecutado por cuenta ajena, que no 

estén recogidas en la lista citada, tendrán la consideración de accidentes de trabajo (STSJ 

de la Rioja de 20-10-1998).  

 

El Decreto 1995/1978 agrupa las Enfermedades Profesionales en seis grupos o tipos: a) 

Producidas por agentes químicos; b) Enfermedades de la piel producidas por sustancias no 

comprendidas en otros apartados; c) Enfermedades por inhalación de sustancias no 

comprendidas en otros apartados; d) Enfermedades infecciosas y parasitarias; e) 

Enfermedades producidas por agentes físicos; f) Enfermedades sistemáticas. Cada 

enfermedad va seguida de las actividades y trabajos en que ha de ocurrir para que nos 

hallemos ante una enfermedad profesional.  

 

Para los trabajadores incluidos en el Régimen Especial Agrario, se entiende por enfermedad 

profesional, la contraída a consecuencia de la realización de labores agrarias y que esté 

provocada por los elementos o sustancias y actividades que se especifican en el cuadro de 

enfermedades y lista de trabajos con riesgo de producirlas recogido en el Decreto 

3772/1972.  

 

El sistema tiene un carácter “cerrado” desde el punto de vista de que solo son 

enfermedades profesionales las contempladas en el cuadro de manera expresa, de forma 

que, como acabamos de comentar, impide calificar de enfermedades profesionales a 

aquellas enfermedades vinculadas al trabajo y no catalogadas en el cuadro.  
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Sin embargo, como dice Susana Moreno Cáliz, el Decreto presenta “deficiencias” en su 

redacción (que denomina elementos flexibilizadores) que han permitido a los Tribunales, 

siempre en beneficio del trabajador, extender la calificación de EP a supuesto no 

expresamente contemplados. Así por ejemplo:  

 

No fija todos los trabajos con riesgo de producir enfermedades profesionales, sino solo 

algunos con capacidad de producirlas (Ej.: en la expresión “principales actividades con 

riesgo de producirlas”). Esto ha dado pie a la jurisprudencia a extender la calificación de EP 

a profesionales en los que la relación con el trabajo era evidente (STSJ Cataluña de 21 de 

abril de 1998).  

 

Tampoco concreta de forma clara y explícita todos los elementos nocivos causantes de 

enfermedad, con lo que en ocasiones el hecho de no encontrarse en la lista la sustancia 

concreta causante de una determinada enfermedad no ha sido obstáculo para considerar 

una determinada patología si catalogada en el Decreto como Enfermedad Profesional (STSJ 

de Cantabria de 7 de julio de 1999) 

 

La lista es susceptible de modificación según los tramites previstos. El propio precepto legal 

permite al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social la inclusión de nuevas EP, previo informe 

del Ministerio de Sanidad y Consumo.  

 

Pese a la posibilidad de modificación, la realidad es que desde el año 1978, solo ha sido 

ampliada la lista con ocasión de la Resolución 30-12-1993 relativa al síndrome de Ardystil en 

del sector de la aerografía textil de la Comunidad Valenciana. Por lo que debemos admitir 

que se encuentra obsoleta y desfasada, entre otras razones, porque los conocimientos 

médicos y la actividad productiva han cambiado mucho desde su redacción. De ahí, que 

situaciones que constituyen verdaderas enfermedades profesionales, estén siendo 

consideras como accidentes de trabajo por los Tribunales. Éste es el caso de las 

denominadas enfermedades del trabajo.  

 

C. Lista Europea de Enfermedades Profesionales:  

 

El modelo que promueve la UE, al igual que la OIT, es, a diferencia del español, un sistema 

mixto, que por una lado se acoge a un sistema de lista (más amplio que la española) con 
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presunción de laboralidad de las patologías listadas y por otro lado, admite la prueba de la 

relación de causalidad cuando se trate de EP no listada.  

 

D. Declaración y notificación EP:  

 

Cuando se detecte la existencia de una EP, produzca o no la baja del trabajador o su 

muerte, la Empresa o trabajador por cuenta propia o autónomo han de confeccionar por 

cuadruplicado el Parte de Enfermedad Profesional, en el que se harán constar los datos 

enumerados la Orden de 22-01-1973, relativos a identificación del trabajador, de la 

empresa, de la Entidad Gestora, del Convenio aplicable al trabajador, de la categoría 

profesional y salario percibido, de la enfermedad profesional y agentes causantes de la 

misma, etc.  

 

La Empresa dentro de los tres días siguientes a la fecha que se haya producido el 

diagnóstico, remitirá dos ejemplares del parte a la Entidad Gestora o Colaboradora, otro al 

trabajador o a sus familiares o beneficiarios, en caso de muerte o incapacidad del interesado 

para hacerse cargo del mismo y el cuarto ejemplar lo conservará como justificante.  

 

La Dirección General de la Seguridad Social podrá autorizar la ampliación del plazo que se 

establece en este número en aquellos supuestos en que concurran circunstancias que así lo 

aconsejen. Si la empresa colabora voluntariamente en la gestión de la incapacidad temporal 

por contingencias profesionales, remitirá un parte a la Dirección Provincial de Trabajo para 

que lo selle.  

 

En diversas ocasiones se ha puesto de manifiesto que el actual sistema de notificación y 

registro no proporciona datos suficientes para llevar a cabo una adecuada vigilancia 

epidemiológica que permita, detectar situaciones y agentes de riesgo, así como valorar el 

alcance y magnitud de la incidencia de las enfermedades profesionales en la salud de los 

trabajadores. Existe en nuestro país una infradeclaración de Enfermedades Profesionales al 

tiempo que una sobredeclaración de accidentes laborales, entre otras razones, porque como 

pusimos de manifiesto anteriormente, las enfermedades relacionadas con el trabajo se 

declaran como accidente de trabajo.  
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Sin embargo, si se declararan y registraran todas las enfermedades que pudieran tener 

origen profesional, sería posible la realización de un seguimiento de las patologías, para 

identificar factores de riesgos y así poder adoptar mejoras para prevenirlos.  

 

Características y Prestaciones en relación con las Contingencias Profesionales: 

 

Nuestra legislación protege al trabajador en los supuestos de contingencias profesionales, 

mediante el reconocimiento de determinadas prestaciones, en ocasiones, con peculiaridades 

que las diferencian de las derivadas de contingencias comunes. Las diferencias no solo se 

ponen de manifiesto en relación con las prestaciones, sino también en materia de afiliación, 

cotizaciones, etc. A grandes rasgos, las peculiaridades significativas son las siguientes:  

 

En materia de cotización por contingencias profesionales (AT y EP): Ésta corre a cargo 

exclusivo del empresario o trabajador autónomo o por cuenta ajena. La cuantía de dichas 

cotizaciones se realiza a través de un sistema de primas que varia en función de la 

peligrosidad de la actividad asegurada.  

 

En la determinación de la base reguladora se computa el salario real percibido, teniendo en 

cuenta los complementos salariales, así como la cotización por horas extraordinarias 

correspondiente a os últimos 12 meses, incluyendo las que superen el límite legalmente 

permitido (STS 2-2-1998).  

 

Para el devengo de prestaciones no es necesario periodo de carencia previo.  

 

En lo relativo a la asistencia sanitaria:  

 

Las prestaciones farmacéuticas son totalmente gratuitas para el accidentado.  

 

La asistencia sanitaria se presta independientemente de que empresario esté al descubierto 

en el pago de cuotas. 

 

Si el AT o EP dan lugar a incapacidad temporal (IT): El derecho al pago de la prestación 

nace el día siguiente a la baja. Su cuantía será un 75% de la base reguladora. El pago 

/U>corre a cargo de la Entidad que haya reconocido al prestación, pero lo efectúa la 

empresa (pago delegado). 
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El art.128, b) LGSS, dispone que en la detección de EP, los periodos de observación se 

asimilan a la situación de IT, durante un tiempo máximo de 6 meses, prorrogable hasta un 

máximo de 6 más. Si el AT o EP dan lugar a lesiones permanentes no invalidantes: Son 

declaradas por el INSS, quién además fija la cuantía previo dictamen de los Equipos de 

Valoración de Incapacidades (EVI).  

 

SI el AT o EP ocasionan una incapacidad permanente: aquí la fecha de efectos de la 

declaración de incapacidad permanente es la del dictamen de propuesta de la EVI.  

 

Si con motivo de AT o EP se produce la muerte del trabajador: Además del derecho a otras 

prestaciones, sus causahabientes tiene derecho a una indemnización especial a tanto 

alzado. 

 

F. Derecho a cambio de puesto de trabajo:  

 

Cuando se detectan síntomas característicos de un EP, pero sin, aún, repercusión sobre la 

capacidad de trabajo del operario (ya que en caso contrario se procedería a la tramitación 

de una incapacidad) o cuando un trabajador se haya recuperado de una EP, pero exista la 

posibilidad de se produzca una recaída, las solución que arbitra el Derecho es el cambio de 

puesto de trabajo, siempre y cuando no pueda adaptarse el mismo (art. 133 LGSS).  

 

Si esta situación se perpetúa en el tiempo y realmente existe una imposibilidad de ejercicio 

del trabajo, la opción es declarar una incapacidad tal y como ha puesto de manifiesto la 

Sentencia del TSJ País Vasco 18 mayo de 1999. Y no cabe la extinción del contrato de 

trabajo, ni el despido por incompatibilidad sobrevenida, ya que la enfermedad profesional no 

está contemplada como tales causas en el Estatuto de los Trabajadores.  
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3. OBLIGACIONES PREVENTIVAS 
 

1. CONCEPTOS BÁSICOS SOBRE SEGURIDAD E HIGIENE EN EL TRABAJO. 

 

La seguridad e higiene en el trabajo es una preocupación constante de las Administraciones 

de los Estados. La realidad económica y social en constante transformación y evolución, 

incide directamente en las condiciones de trabajo.  

El avance de la tecnología, su incorporación definitiva al trabajo, la paulatina sustitución del 

trabajador por herramientas cada vez más sofisticado y especializado, conlleva la 

instauración del riesgo profesional en la prestación laboral. De esta manera, trabajo y riesgo 

profesional están así condenados a cohabitar en el desarrollo de la relación laboral. 

 

La seguridad e higiene en el trabajo tiene una triple dimensión, esto es, salud física, mental 

y social. Se trata en definitiva de lograr un equilibrio entre estas tres vertientes. Trabajo y 

salud están interrelacionados. Con el trabajo buscamos satisfacer una serie de necesidades, 

pero en el desempeño del mismo, podemos ver agredida nuestra salud, si éste no se realiza 

en las condiciones adecuadas. El desempeño del trabajo en condiciones adecuadas, incide 

directamente en el proceso productivo de la empresa, de tal manera que, forma parte del 

concepto de calidad total. Así, uno de los elementos que puede influir negativamente en 

dicho concepto, será la existencia de riesgos laborales. 

 

Veamos los conceptos básicos sobre seguridad y salud en el trabajo que introduce la LPRL: 

 

- Riesgo laboral: Posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño derivado del 

trabajo, valorado teniendo en cuenta la probabilidad de que se produzca el daño y la 

severidad del mismo.  

 

- Daños derivados del trabajo: enfermedades, patologías o lesiones sufridas con motivo u 

ocasión del trabajo.  

 

- Prevención: conjunto de actividades adoptadas o previstas en todas las fases de actividad 

de la empresa con el fin de evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo.  

 



 

151 

La Ley nos presenta a un empresario garante de la seguridad y salud en el trabajo. La 

finalidad de la LPRL es evitar los riesgos laborales; prevenir anticipándose a los mismos. 

Aquellos que no se puedan evitar, se tendrán que evaluar y combatir, adoptando las 

medidas necesarias para que el trabajador no sufra ningún daño como consecuencia del 

desempeño de la actividad laboral. 

 

2. MARCO NORMATIVO DE LA PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES.  

 

Son muchas las normas sobre seguridad e higiene en el trabajo (cada sector de actividad de 

riesgo dispone de normas específicas, por ejemplo: el sector de la minería, de las industrias 

petroquímicas, construcción, etc), también determinados riesgos tienen su regulación 

específica (por ejemplo: las Ordenes Ministeriales sobre cloruro de vinilo, sobre plomo, 

sobre amianto, sobre ruidos, etc), por lo que resultaría prácticamente imposible trasponer 

aquí toda la normativa. Por ello, nos centraremos en la normativa básica dictada tras la 

promulgación de la LPRL.  

 

 

NORMATIVA BÁSICA EN PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES  

 

AMBITO GENERAL  

Ley 31/1.995, de 8 de noviembre de Prevención de Riesgos Laborales (LPRL)  

 

Es una Ley de principios, el cuerpo básico en materia de Prevención de Riesgos Laborales. El 

propio texto prevé su desarrollo reglamentario.  

 

RD. Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, que aprueba el Reglamento de los Servicios de 

Prevención (RSP). Desarrollado por la Orden de 27.06.1997 y modificado por el Real Decreto 

780/1998, de 30 de abril.  

 

Es el primer reglamento promulgado tras la LPRL. Delimita los conceptos de evaluación de 

riesgos, planificación, de las distintas modalidades la organización de recursos para 

desarrollo de las actividades preventivas en la empresa, establece la clasificación de 

funciones y niveles de cualificación de los técnicos en PRL, etc.  
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Ley 54/2003, de 12 de diciembre, de reforma del marco normativo de la prevención de 

riesgos laborales.  

 

Introduce determinadas modificaciones en la Ley 31/1995, así como en la Ley de 

Infracciones y Sanciones del Orden Social, con el objeto de combatir de manera efectiva la 

siniestralidad laboral, fomentando una auténtica cultura preventiva que asegure un 

cumplimiento real, y no meramente formal, de las obligaciones, y mediante la integración de 

la prevención de riesgos laborales en el sistema de gestión de la empresa.  

 

RD. 171/2004, de 30 de enero que desarrolla el artículo 24 de la Ley 31/1995, de 8 de 

noviembre, de prevención de riesgos laborales, en materia de coordinación de actividades 

empresariales. 

 

ADMINISTRACIONES PÚBLICAS  

 

Instrucción nº 1098 de 26.02.1996, sobre aplicación de la LPRL, en la Administración del 

Estado.  

 

Real Decreto 1488/98, de 10 de julio, sobre adaptación de la legislación de prevención de 

riesgos laborales a la Administración General del Estado.  

 

Resolución de 23 julio 1998, por la que se publica el acuerdo del Consejo de Ministros 10 

julio 1998, que aprueba el Acuerdo Administración-Sindicatos de adaptación de la 

Legislación de prevención de riesgos laborales a la Administración General del Estado.  

 

RD.1932/1998, de 11 de septiembre, de adaptación de la LPRL al ámbito de los centros y 

establecimientos militares.  

 

Resolución de 4 de marzo de 1999, de la Dirección General de Trabajo, por la que se admite 

a depósito y se dispone la publicación sobre el Pacto de Constitución de los Servicios de 

Prevención en el ámbito del Instituto Nacional de Salud.  

 

RD. 707/2002, de 19 de julio, por el que se aprueba el Reglamento sobre procedimiento 

administrativo especial de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y para 

la imposición de medidas correctoras de incumplimientos en materia de prevención de 
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riesgos laborales en el ámbito de la Administración General del Estado. Modificado por 

RD.464/2003, de 25 de abril. 

 

 

ESPECIFICA  

 

RD. 413/1997, de 21 de marzo, sobre protección operacional de los trabajadores externos 

con riesgo de exposición a radiaciones ionizantes.  

 

RD. 485/1997, de 14 de abril, sobre disposiciones mínimas en materia de señalización de 

seguridad y salud en el trabajo.  

 

RD. 486/1997, de 14 de abril, por el que se establecen las disposiciones mínimas de 

seguridad y salud en los lugares de trabajo.  

 

RD.487/1997, de 14 de abril, sobre disposiciones mínimas de seguridad y salud relativas a la 

manipulación manual de cargas que entrañen riesgos dorsolumbares.  

 

RD. 488/1997, de 14 de abril, sobre disposiciones mínimas de seguridad y salud relativas al 

trabajo con equipos que incluyen pantallas de visualización.  

 

RD. 664/1997, de 12 de mayo, sobre la protección de trabajadores contra riesgos 

relacionados con la exposición a agentes biológicos. Desarrollado por la Orden de 

25.03.1998.  

 

RD. 665/1997, de 12 de mayo, sobre la protección de trabajadores contra riesgos 

relacionados con la exposición a agentes cancerígenos.  

 

RD.773/1997, de 30 de mayo, disposiciones mínimas de seguridad y salud relativas a la 

utilización por los trabajadores de equipos de protección individual.  

 

RD. 1.215/1997, de 18 de julio, disposiciones mínimas de seguridad y salud para la 

utilización por los trabajadores de los equipos de trabajo.  
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Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad 

Social. Desarrollada por la Resolución de 18.02.1998 y por Orden de 12.02.1998.  

 

Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento general sobre 

procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones de orden social y para los 

expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguridad Social.  

 

RD. 783/2001, de cuatro de abril, que aprueba el Reglamento de protección sanitaria contra 

radiaciones ionizantes.  

 

RD. 374/2001, de 6 de abril Protección de la salud y seguridad de los trabajadores contra 

los riesgos relacionados con los agentes químicos durante el trabajo.  

 

RD. 614/2001, de 8 de junio, sobre disposiciones mínimas para la protección de la salud y 

seguridad de los trabajadores frente al riesgo eléctrico.  

 

RD. 681/2003, sobre protección de la salud y seguridad de los trabajadores expuestos a 

riesgos derivados de atmósferas explosivas. 

 

 

SECTORIAL  

RD. 1216/1997, de 18 de julio, sobre disposiciones mínimas de seguridad y salud en el 

trabajo a bordo de los buques de pesca.  

 

RD. 1389/1997, de 5 de septiembre, sobre disposiciones mínimas de seguridad y salud de 

los trabajadores en actividades mineras.  

 

RD. 1627/1997, de 24 de octubre, sobre disposiciones mínimas de seguridad y salud en las 

obras de construcción.  

 

Orden 14.10.1997 que aprueba normas de seguridad en actividades subacuáticas, 

modificada y actualizada por orden de 20.1.1999 y 20.7.2000.  

 

RD. 258/1999, 12 de febrero, condiciones mínimas sobre protección de la salud y asistencia 

médica a los trabajadores del mar.  
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RD. 216/1999, Disposiciones mínimas de seguridad y salud en el ámbito de las Empresas de 

trabajo Temporal.  

 

RD. 270/2000, que determina las condiciones para el ejercicio de las funciones del personal 

de vuelo en aeronaves civiles. Modificado por RD. 1684/2000. 

 

A nivel autonómico, son varias las disposiciones promulgadas en materia de seguridad y 

salud en el trabajo, sobre todo las relativas a la creación de organismos autonómicos 

encargados de gestionar las políticas de seguridad y salud de las Comunidades Autónomas 

que han asumido estas competencias, promoviendo mejoras de las condiciones de trabajo, y 

otras para la ejecución de la legislación laboral estatal (art. 149.1.7 CE) en esta materia.  

 

 

3. PAPEL DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA EN MATERIA DE PREVENCIÓN DE RIESGOS 

LABORALES.  

 

La Ley 31/1995 de Prevención de Riesgos atribuye a la Administración funciones de 

promoción de la prevención, asesoramiento técnico y vigilancia del cumplimiento de la 

normativa en materia preventiva. Para el desarrollo de estas funciones, establece que la 

actuación de las distintas Administraciones competentes, en materia laboral, sanitaria e 

industrial, ha de ser coordinada con el fin de lograr una eficaz protección de la seguridad y 

salud de los trabajadores (art. 7 y 11 LPRL).  

 

Los órganos administrativos que en el ámbito nacional que tienen encomendadas funciones 

en materia de PRL son:  

 

- Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo: Es el órgano científico técnico 

especializado de la Administración General del Estado, que tiene como misión el análisis y 

estudio de las condiciones de seguridad y salud en el trabajo, así como la promoción y 

apoyo a la mejora de las mismas (art. 8 LPRL).  

 

-  Inspección de Trabajo y Seguridad Social Le corresponde vigilar el cumplimiento de la 

normativa preventiva, así como de las normas jurídico-técnicas que incidan en las 
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condiciones de trabajo, proponiendo, en caso de incumplimiento, la sanción que 

corresponda aplicar (art. 9 LPRL; Ley 42/1997).  

 

- Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo: Órgano colegiado asesor de las 

Administraciones públicas en la formulación de las políticas de prevención y órgano de 

participación institucional en materia de seguridad y salud en el trabajo. Está integrado por 

representantes de la Administración General del Estado, de las Autonómicas, de las 

organizaciones sindicales y empresariales más representativas (art. 13 LPRL; RD. 

1879/1996)  

 

- Otras administraciones públicas relacionadas con la seguridad y salud: El Ministerio de 

Industria, que tiene atribuidas competencias de ordenación de la seguridad industrial (Ley 

21/1992, de Industria). 

La Administración Sanitaria tiene atribuidas determinadas competencias, como la evaluación 

y control de las condiciones de carácter sanitario de los servicios de prevención (SP), 

supervisión de formación del personal sanitario de los SP, etc. (art. 10 LPRL y arts. 21 y 22 

Ley 14/1986)  

 

- Comunidades Autónomas: Disponen de distintos organismos con importantes funciones en 

materia de asesoramiento, participación y gestión de políticas autonómicas, y ejecución de 

la legislación nacional en material de seguridad y salud en el trabajo.  
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ÓRGANOS DE REPRESENTACIÓN Y PARTICIPACIÓN DE LOS TRABAJADORES.  

 

La LPRL considera que la prevención de los riesgos laborales, ha de ser fruto de la 

participación activa y colaboración entre empresario y trabajador. De este modo atribuye a 

la negociación colectiva y a la participación de los trabajadores un carácter fundamental 

dentro del proceso de gestión de la prevención en la empresa.  

 

Los trabajadores tienen derecho a participar en todas aquellas cuestiones que puedan 

afectar a su seguridad y salud. Se trata de un derecho de los trabajadores, pero no de un 

deber. Dicha participación se materializa y canaliza, generalmente, a través de sus 

representantes. Así dice el art. 34 LPRL que en las empresas o centros de trabajo que 

cuenten con seis o más  

trabajadores, la participación de éstos se hará a través de sus representantes y de la 

representación especializada, constituida por los delegados de prevención y los Comités de 

Seguridad y Salud (CSS). Estos tienen competencias circunscritas al ámbito de la seguridad 

e higiene en el trabajo, y disponen de mayores competencias participativas que los órganos 

de representación general.  

 

 

REPRESENTACION ESPECIALIZADA  

 

DELEGADOS DE PREVENCION  

 

Representantes de los trabajadores con funciones específicas en materia de prevención de 

riesgos laborales.  

 

Designados por y entre los representantes del personal, salvo que Convenios establezcan 

otra cosa y siempre que garanticen que son elegidos por los representantes o por los 

propios trabajadores. 

 

Atribuciones: Colaborar con la empresa para la mejora de la acción preventiva, promover y 

fomentar la cooperación entre de los trabajadores, realizar visitas a los lugares de trabajo, 

ser consultados con carácter previo sobre la planificación preventiva, la modalidad de 

organización de los recursos preventivos, todas las acciones que puedan afectar a la 

seguridad y salud de los trabajadores, etc.  
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El art. 37 LPRL les otorga las garantías del art. 68 del ET.  

 

Su número depende del número de trabajadores:  

 

En las empresas de hasta 30 trabajadores, el delegado de prevención será el delegado de 

personal.  

 

En las empresas de 31 a 49 trabajadores, habrá un delegado de prevención.  

 

En las empresas de 50 a 100 trabajadores, 2 delegados de prevención.  

 

En las empresas de 101 a 500 trabajadores, 3 delegados de prevención.  

 

En las empresas de 501 a 1000 trabajadores, 4 delegados de prevención.  

 

En las empresas de 1001 a 2000 trabajadores, 5 delegados de prevención. 

 

COMITÉ DE SEGURIDAD Y SALUD  

 

Órgano paritario y colegiado (integrado por delegados de prevención y empresarios o sus 

representantes en igual número) de participación destinado a la consulta regular y periódica 

de las actuaciones de la empresa en esta materia. 

 

Se constituye en las empresas o centros de trabajo que cuenten con 50 o más trabajadores. 

 

Atribuciones: Conocer directamente la situación relativa a PRL en el centro de trabajo, 

conocer y analizar los daños relativos a la salud de los trabajadores, conocer e informar la 

memoria y programación anual del servicio de prevención, etc. 

 

La Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos Laborales, surge por exigencia de una realidad 

social no adecuada a la legislación, entonces vigente. Las normas que regulaban la materia, 

incluida la preconstitucional Ordenanza General de Seguridad e Higiene en el Trabajo 

(OGSHT), formaban un cuerpo fragmentario, disperso, inadecuado e insuficiente que 
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provocaba una falta de visión unitaria, con la consiguiente dificultad de armonizar la 

legislación.  

 

Por otro lado, se imponía adaptar nuestra legislación a la legislación comunitaria, en 

concreto era preciso trasponer la Directiva Comunitaria 89/391/CEE, y demás Directivas de 

desarrollo. 

 

La LPRL introdujo algunas novedades respecto de la legislación anterior, aunque no tantas 

como se dijo. Entre ellas las relativas a las competencias y funciones de órganos públicos en 

materia de seguridad y salud laboral, consulta y participación de los trabajadores, el 

régimen de responsabilidades de los empresarios, las sanciones en materia de seguridad en 

el trabajo, y su ámbito de aplicación -novedad relativa, pues ya otras normas, en principio 

laborales, rebasaron el ámbito del derecho laboral, para regular determinados aspectos de la 

función pública-. En el resto ha sido escasamente innovadora. 

 

El contenido tradicional de seguridad e higiene se limitaba a la protección de la vida, 

integridad y salud del trabajador. La finalidad era reparar las consecuencias negativas de los 

accidentes laborales. La prevención y la reparación de accidentes de trabajo eran reguladas 

conjuntamente, manteniéndose hasta la hace poco vigente Ley General de Seguridad Social, 

aprobada por el Decreto 2065/1.974 de 30 de mayo.  

 

Sin embargo con la LPRL se da un tratamiento jurídico autónomo a la seguridad e higiene 

dentro del derecho del trabajo. Con ello, prevención, seguridad e higiene, seguridad y salud 

laboral, devienen términos sinónimos y prevención se enmarca dentro del contrato de 

trabajo como fundamento de la deuda de seguridad del empresario, mientras que la 

reparación, se enmarca dentro del sistema de la Seguridad Social mediante el seguro 

obligatorio de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales.  

 

La doble faceta de prevención y reparación tiene su reflejo en el ámbito normativo, no solo 

en la LPRL, sino también en la vigente Ley General de la Seguridad Social, aprobada por el 

Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio (LGSS).  

 

Tras siete años de vigencia de la Ley 31/1995, la experiencia y la evolución de los datos de 

siniestralidad laboral han puesto de manifiesto la necesidad de reformar determinados 

aspectos que estaban dificultando la aplicación efectiva de la Ley. Esto ha motivado la 
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publicación de la Ley 54/2003, de 12 diciembre, de Reforma del Marco Normativo de la 

Prevención de Riesgos Laborales.  

 

La reforma recoge medidas acordadas en la Mesa de Diálogo Social de diciembre de 2002, 

medidas tendentes a fomentar una auténtica cultura de prevención de riesgos laborales, a 

reforzar la integración de la prevención en los sistemas generales de gestión de la empresa, 

relativas a seguridad social, de reforzamiento de la función de vigilancia y control de la 

Inspección de Trabajo y Seguridad Social otorgando facultades comprobatorias, no solo de 

asesoramiento, al cuerpo de técnicos de las Comunidades Autónomas, y otras para el 

establecimiento de un nuevo sistema de información en materia de siniestralidad laboral. 

 

1. CARACTERÍSTICAS DE LA LEY  

 

Ley Marco, básica o de principios: Su aplicación práctica se dificulta debido a la necesidad 

de normas de desarrollo que la concreten.  

 

Normas de mínimos: Su contenido constituye derecho necesario, mínimo e indisponible 

(art.2.2 LPRL): A través de la regulación de desarrollo, de la negociación colectiva o 

mediante contratos individuales sus preceptos pueden ser mejorados, pero nunca 

empeorados.  

 

Ley laboral: Su regulación es competencia del Estado. Las Comunidades Autónomas pueden 

ejercer las competencias ejecutivas.  

 

Vocación Universalista: Su ámbito de aplicación se extiende, no solo a las relaciones 

laborales por cuenta ajena, previstas en el Estatuto de los Trabajadores (ET), sino también a 

las relaciones de carácter administrativo o estatutario del personal civil al servicio de las 

Administraciones públicas, y a los socios de las cooperativas y las sociedades cooperativas 

para las que prestan sus servicios. Sus disposiciones también alcanzan a fabricantes, 

importadores y suministradores de elementos de trabajo, así como a trabajadores 

autónomos.  

 

Consagra la terminología de accidente de trabajo y enfermedad profesional de los arts. 115 

y 116 LGSS  

 



 

161 

Consagra la terminología de AT y EP tal y como establece la Disposición Adicional Primera 

de la LPRL, conceptos que coinciden sustancialmente con la definición de "daños" contenida 

en dicha Ley.  

 

Carácter preventivo: Pretende anticiparse al riesgo y no reparar el daño. De ahí que una de 

las consecuencias más relevantes del concepto de seguridad y salud laboral introducido por 

la Ley, es la obligación que impone al empresario de organizar y planificar la prevención de 

los riesgos en la empresa.  

 

2. EL DEBER GENERAL DE SEGURIDAD.  

 

La Ley 31/1995 fundamenta la seguridad y salud en el trabajo como un derecho subjetivo 

general del trabajador.  

 

Los trabajadores tienen derecho a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en 

el trabajo (art. 14 LPRL y art. 19 ET). Quién debe garantizar que el trabajo se realice con la 

debida seguridad es el empresario, principal obligado, y encargado de hacer efectivo el 

derecho del trabajador.  

Se establece un binomio derecho del trabajador-obligación del empresario que es el 

fundamento de la acción preventiva.  

 

El empresario como garante de la seguridad y salud del trabajador, es el máximo 

responsable de la seguridad y salud en el trabajo, en todo lo relacionado con el medio de 

trabajo.  

 

El deber del empresario está integrado por:  

 

a)Un deber general de seguridad y salud en el trabajo de contenido muy amplio, y según 

algún sector doctrinal, en algunos casos indeterminado, traducido en el empleo de todos los 

medios necesarios para garantizar la seguridad y salud de los trabajadores a su servicio (art. 

14.1 LPRL).  

 

b)Esta obligación genérica se concreta en otros deberes específicos incardinados dentro del 

deber general, también llamados deberes instrumentales, como son la integración de la 

actividad preventiva en la empresa, mediante la realización de un plan de prevención, 



 

162 

evaluación de riesgos, información, consulta, participación y formación de trabajadores, 

actuaciones en caso de emergencia, en situaciones de riesgo grave e inminente, vigilancia 

de la salud, etc (art.14.2 LPRL). Con esta concreción lo que pretende la reforma es evitar el 

mero cumplimiento formal de obligaciones.  

 

A. Finalidad:  

 

La finalidad del deber general de seguridad es prevenir los riesgos, conocerlos de antemano, 

anticiparse a la producción del daño o perjuicio, no repararlo. No pretende la LPRL un 

carácter reparador, sino defensivo, evitar el riesgo, y ofensivo, acudir a la fuente misma u 

origen del riesgo a fin de evitar que se produzca, va más allá de lograr un determinado nivel 

de protección o salud laboral.  

 

B. Naturaleza:  

 

El deber de seguridad, tiene una doble naturaleza: por un lado es de naturaleza jurídico-

privada, en el sentido de que es un deber contractual, su base está en el contrato de trabajo 

(artículo 4.2 ET), forma parte de la relación laboral y por lo tanto es exigible por el 

trabajador como derecho a su "integridad física y a una adecuada política de seguridad e 

higiene". Por otro lado es de naturaleza jurídico-pública, en el sentido de que es un derecho 

de los trabajadores nacido de la Ley, por lo tanto exigible por el Estado ante quien se 

responderá en caso de incumplimiento.  

 

Esta doble naturaleza tiene su consiguiente reflejo en caso de incumplimiento del deber de 

protección, cuyas consecuencias darán lugar a una responsabilidad civil privada, el 

empresario responde frente al trabajador, y una responsabilidad pública, es decir, el 

empresario responde también frente al Estado, esta responsabilidad comprende la laboral-

administrativa, el recargo de prestaciones (subespecie de la anterior), y penal, en atención a 

la especial gravedad de la conducta o sus consecuencias.  

 

C. Contenido del deber general de Seguridad.  

 

Toda la acción del empresario ha de estar dirigida a proporcionar al trabajador una 

protección eficaz; es decir, real y verdadera, frente al riesgo laboral, para lo cual deberá 

emplear cuantas medidas sean necesarias. Pero la obligación empresarial va más allá, el 
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empresario no cumple solamente poniendo en práctica las medidas de seguridad, es decir, 

cumpliendo las obligaciones que le imponen las normas y reglamentos, sino que tiene que 

procurar que esas medidas se utilicen efectivamente, que dichas medidas sean operativas.  

 

Para concretar el contenido del deber de vigilancia tenemos que establecer límites y 

determinar qué consideramos protección eficaz y hasta donde llegar el deber de vigilancia 

del Empresario.  

 

C.1) Protección eficaz:  

 

El problema que se plantea a la hora de determinar el alcance del término eficaz, es 

establecer si cumple el empresario con su obligación cuando realiza la actividad preventiva 

adoptando las medidas necesarias para que no se produzca un daño al trabajador, o por el 

contrario, la protección es eficaz cuando el empresario garantiza la ausencia de lesión. Dicho 

de otro modo, la obligación del empresario es una obligación de medios o de resultado.  

 

Para un sector doctrinal, se trata de una obligación de resultado, la obligación empresarial 

se incumple si se materializa el daño, es decir, la protección se logra cuando se evita el 

daño. El efecto derivado de considerar la obligación empresarial como obligación de 

resultado, se manifiesta en que al trabajador le bastará, si sufre un daño derivado del 

trabajo, con acreditar el mismo y su relación laboral, mientras que el empresario deberá 

probar que actuó con la diligencia exigida por la obligación contractual. Así el empresario 

deviene no solo deudor de seguridad sino garante de un resultado de seguridad.  

 

Sin embargo, para otro sector doctrinal, con el que asentimos, la obligación del empresario 

no es resultados sino de medios; es decir, éste se exonera de responsabilidad cuando pone 

todos los medios de prevención necesarios para que no se produzca el daño. La propia 

intervención del trabajador en el riesgo también determina que sea difícil imponer al 

empresario una obligación de resultado, cuando haya cumplido escrupulosamente con las 

obligaciones establecidas en la normativa sobre prevención de riesgos laborales.  

 

Por tanto, si bien el término eficaz implica la ausencia de daño al trabajador, consideramos 

que debe concurrir una imputación de culpa o negligencia del empresario en la falta de 

medida preventiva o en la producción del riesgo. En otros términos, no se trata de una 
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responsabilidad objetiva por el riesgo profesional, sino que tiene que haber una imputación 

de culpa o negligencia, es decir, una responsabilidad por culpa.  

 

No se trata de una responsabilidad objetiva por riesgo, porque no siempre que se produce 

un accidente laboral es consecuencia de la infracción por el empresario de medidas de 

seguridad. Puede que así sea, pero puede que no: por ejemplo los accidentes de trabajo "in 

itinere", las enfermedades o defectos, padecidos con anterioridad al trabajo pero que, como 

consecuencia de éste, se agraven, etc., y sobre todo, los accidentes debidos a la 

imprudencia temeraria del trabajador.  

 

Conviene distinguir dos cuestiones. Por un lado, ocurrido un accidente de trabajo, la LGSS 

considera al empresario como responsable del mismo, ya que su responsabilidad se deriva 

del riesgo profesional y no de un principio ni presunción de responsabilidad culposa del 

empresario. Esta responsabilidad se traduce en la automaticidad de las prestaciones 

derivadas de dichas contingencias. Por ello, para garantizar la cobertura en todo caso, existe 

el seguro obligatorio de accidentes laborales a cargo de la Seguridad Social, que garantiza la 

cobertura de todo accidente laboral.  

Mientras que por otro lado, el empresario debe cumplir con la normativa preventiva y 

garantizar la seguridad y salud del trabajador. En caso de incumplimiento, la responsabilidad 

derivada de la infracción del deber general de seguridad, es de distinta naturaleza a la 

responsabilidad en la automaticidad de las prestaciones de seguridad social.  

 

Así, el empresario será exonerado de su responsabilidad solamente en caso de imprudencia 

temeraria del trabajador, no así de la profesional, la derivada de la confianza del propio 

trabajador, ya que tal y como establece la LPRL en su artículo 15.4 "deberá prever las 

distracciones o imprudencias no temerarias que pudiera cometer el trabajador", y, en caso 

de acontecimientos excepcionales (fuerza mayor), anormales e imprevisibles (caso fortuito), 

y por circunstancias que le sean ajenas (falta de culpabilidad).  

 

C.2) Deber de vigilancia:  

 

Como hemos dicho, el empresario no cumple solo adoptando las medidas de seguridad, 

tiene que velar para que las mismas se utilicen efectivamente. El deber de vigilancia se haya 

implícito en todas las obligaciones empresariales de la LPRL y también en los reglamentos 

de desarrollo, ya que tiene que procurar que las ordenes, instrucciones, medios de 
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seguridad son respetados y usados por los trabajadores. Y no solamente respecto de estos, 

sino también respecto de todas las personas que puedan resultar implicadas en la acción 

preventiva, esto es, servicios de prevención, mandos intermedios de la empresa, 

trabajadores autónomos en la empresa, etc.  

 

Por lo tanto la finalidad del deber de vigilancia es el de garantizar la eficacia de la 

protección. El empresario tendrá que recurrir a su poder de dirección para exigir el 

cumplimiento de las medidas de seguridad, incluso forzosamente, sancionando al trabajador 

que incumple o bien impidiendo su trabajo si no lo desempeña adecuadamente.  

La labor de vigilancia no se limita a encomendar tal tarea a trabajadores que actúen por 

delegación del empresario, estas personas también podrán ser responsables en el ámbito de 

sus competencias del incumplimiento del deber de vigilancia, pero el titular último es el 

empresario. En este caso, le corresponde controlar que sus representantes cumplen 

correctamente sus obligaciones de vigilancia, de tal manera que podrá ser indirectamente 

responsable si no desarrolla con la diligencia profesional exigible el trabajo de quienes 

actúan en su nombre. Es responsable por lo tanto, por culpa “in vigilando” o “in eligendo”.  

 

 D. Características del deber general de seguridad.  

 

A) Acción permanente y dinámica: 

 

La actividad preventiva ha de ser permanente, con el fin de perfeccionar de manera 

continua las actividades de identificación, evaluación y control de riesgos que no hayan 

podido evitarse y los niveles de protección existentes.  

Ha de ser dinámica, exigiendo actualizar constantemente las medidas preventivas a las 

características de cada puesto de trabajo, a las innovaciones que se introduzcan en los 

mismos, a las necesidades de cada trabajador (art. 14.2).  

 

b) Obligación de cumplir las normas de prevención aunque no tengan carácter laboral El 

cumplimiento es inexcusable, y no solamente respecto del contenido de la LPRL y los 

reglamentos que la desarrollan, sino también hay que incluir las normas técnicas o cualquier 

otra disposición que contenga obligaciones en materia de seguridad y salud aunque no 

tenga carácter laboral. Lo cual implica que la normativa a cumplir es extremadamente 

variada, como se deduce del tenor literal del artículo 1 de la LPRL "cuantas otras normas, 
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legales o convencionales que contengan prescripciones relativas a la adopción de medidas 

preventivas en el ámbito laboral o susceptibles de producirlas en dicho ámbito".  

 

c) Obligación personal y directa, de carácter inexcusable.  

 

El deber general de seguridad no desaparece porque se atribuyan competencias en materia 

preventiva a otras personas o instituciones. De modo, aunque el empresario concierte el 

ejercicio de actividades preventivas con Servicios de Prevención Ajenos, constituya servicio 

un servicio de prevención propio, o nombre trabajadores designados, no se exonera de su 

responsabilidad principal, el deber de seguridad permanece intacto. La actuación del servicio 

de prevención externo, tiene un carácter instrumental, es decir, complementa, ayuda y 

asiste al empresario a cumplir con su obligación, pero en ningún caso le sustituyen. 

 

El empresario debe velar por el correcto cumplimiento de la normativa en PRL:  

 

De los trabajadores a su servicio: El empresario para conseguir que el trabajador cumpla lo 

dispuesto en la normativa puede hacer uso de su poder de dirección y poder disciplinario, 

sancionando la trabajador (art. 29 LPRL). Los incumplimientos de los trabajadores serán 

considerados incumplimientos laborales a los efectos de lo previsto en el art. 58.1 ET.  

 

En relación con los servicios concertados con SPA: En caso de incumplimiento, empresario 

podrá denunciar el contrato suscrito con dichos servicios, resolviéndolo o bien exigiendo su 

cumplimiento con la consiguiente indemnización de daños y perjuicios.  

 

d) Imposibilidad de repercutir el coste de las medidas de prevención.  

 

“El coste de las medidas relativas a la seguridad y la salud en el trabajo no deberá recaer en 

modo alguno sobre los trabajadores" (art. 14.5 LPRL) ni tampoco las relativas a la 

información y formación de los trabajadores.  

 

 

E. Principios de la acción preventiva.  
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El artículo 15 LPRL establece unos principios generales que deben inspirar tanto la actuación 

preventiva del empresario en el cumplimiento del deber general de prevención, así como la 

normativa que se dicte en desarrollo de la Ley de Prevención.  

 

La acción preventiva se traduce en tres pilares básicos como son evitar, evaluar y combatir 

los riesgos. No obstante la Ley expone los siguientes: 

1. Evitar los riesgos. 

2. Evaluar los riesgos que no se puedan evitar (punto de partida para establece un 

programa preventivo (planificación)) 

3. Combatir los riesgos en su origen 

4. Adaptar el trabajo a la persona 

5. Tener en cuenta la evolución de la técnica 

6. Sustituir lo peligroso por lo que entrañe poco o ningún peligro 

7. Planificar la prevención 

8. Anteponer la protección colectiva a la individual 

9. Dar las debidas instrucciones a los trabajadores 

 

También nos dice el art. 15.4 LPRL que el empresario debe prever las distracciones o 

imprudencias no temerarias que pudiera cometer el trabajador.  

El empresario debe prever las imprudencias profesionales, pero no las que sea calificadas 

como graves o temerarias, en cuyo caso el empresario quedará exonerado de su 

responsabilidad.  

 

Establece aquí la Ley un doble y reforzado deber de cuidado del empresario, cuyo 

planteamiento tiene dos vertientes, por un lado un especial deber de vigilancia, deber "in 

vigilando", es decir, el empresario debe controlar la ejecución de las órdenes dadas a los 

trabajadores, lo cual lleva implícito el deber de corrección y la obligación de sancionar en 

caso de su incumplimiento, en uso de la potestad disciplinaria.  

 

Igualmente está obligado el empresario a tener en cuenta los riesgos adicionales que pueda 

implica la adopción de las medidas preventivas. El riesgo introducido no puede ser superior 

al riesgo que se pretende evitar. Las medidas preventivas que conlleven un riesgo adicional 

solamente pueden adoptarse en caso de que no exista otra alternativa de protección frente 

al riesgo que se pretende evitar, y si se produce realmente una importante ganancia neta de 

seguridad (art.15.4 LPRL). 
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La Ley 31/1995, de 8 de noviembre de PRL, desarrolla los derechos y obligaciones de las 

distintas partes implicadas en la prevención de riesgos en la empresa en su capítulo III.  

El deber general de seguridad del empresario, engloba distintos deberes específicos que 

nosotros hemos agrupado en distintos bloques, para un mejor análisis de los mismos. El 

incumplimiento de estos deberes específicos lleva aparejado una serie de consecuencias 

sancionadoras para lo que nos remitimos a lo expuesto en la UD. 8.3. Responsabilidades y 

sanciones. 

 

 

1. PLAN DE PREVENCIÓN  

 

La obligación de elaborar un plan de prevención establecida en el artículo 16.1 LPRL ha sido 

introducida por la Ley 54/2003, de 12 diciembre.  

 

Nos dice que “La prevención de riesgos laborales deberá integrarse en el sistema general de 

gestión de la empresa, tanto en el conjunto de actividades como en todos los niveles 

jerárquicos de ésta, a través de la implantación y aplicación de un plan de prevención de 

riesgos laborales. Este plan de prevención deberá incluir la estructura organizativa, las 

responsabilidades, las funciones, las prácticas, los procedimientos, los procesos y los 

recursos necesarios para realizar la acción de prevención de riesgos en la empresa, en los 

términos que reglamentariamente se establezcan”.  

El Plan de Prevención de Riesgos Laborales se configura en la Ley como el instrumento 

necesario para llevar a cabo la integración de la actividad preventiva en la empresa.  

 

Este plan de prevención se presenta en el texto de la reforma como una “novedad”. Sin 

embargo, en la práctica no es tan novedoso, ya que la redacción originaria de la Ley 

31/1995 ya habla de integración de la prevención en el proceso productivo y en la línea 

jerárquica de la empresa (también en el art. 1.1 RD.39/1997) y aunque no se utilizaba la 

palabra plan de prevención, se contemplaba como obligación y principio preventivo básico la 

planificación de  

la actividad preventiva en los términos del citado art. 15.1.g LPRL.  

 

Así mismo, y como han puesto de manifiesto algunos autores, tratar de diferenciar como 

hace la ley entre “ plan de prevención” y “planificación” puede inducir a error.  
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El propio enunciado del art. 16 PRL, antepone el plan de prevención a la evaluación de 

riesgos y a la planificación preventiva, cuando para que haya plan de prevención es 

necesario primero identificar los riegos, evaluar y planificar la adopción de medidas 

preventivas que vayan a adoptarse.  

 

Por otra lado, en mi opinión, la reforma al indicar el contenido del plan de prevención 

(segundo párrafo del art. 16.1 LPRL) está hablando de algo muy parecido a los tradicionales 

sistemas de gestión de la prevención (elaborados a imagen de los sistemas de gestión de 

calidad y medioambiente), y realmente la única diferencia estriba en no haber hecho 

referencia a una política preventiva o declaración de principios.  

 

Para dar coherencia al resto del articulado, también obliga la reforma al empresario a 

formalizar por escrito el plan de prevención dentro de los seis meses siguientes a la entrada 

en vigor de la citada reforma (Disposición transitoria única Ley 54/2003). 

 

2. EVALUACIÓN DE RIESGOS.  

 

Como ya hemos mencionado, la evaluación de riesgos es el punto de partida para el 

ejercicio de la actividad preventiva. Y según, el artículo 16.2 LPRL es uno de los 

instrumentos esenciales para la gestión y aplicación del plan de prevención.  

 

Podemos decir que la evaluación de riesgos es un proceso dirigido a estimar la magnitud de 

los riesgos que no hayan podido evitarse, obteniendo la información necesaria para que el 

empresario pueda tomar la decisión apropiada sobre las medidas preventivas a adoptar (art. 

3 RSP). Es el punto de partida de la acción preventiva.  

 

Lo primero que el empresario tiene que hacer es identificar los riesgos (conocer la realidad) 

para eliminar los que puedan ser evitados y valorar o cuantificar el resto, a fin de poder 

establecer un plan de acción preventivo. Pero al ser la prevención un proceso dinámico, la 

evaluación inicial de riesgos deberá ser actualizada de forma periódica. El empresario ha de 

hacer un seguimiento continuo (art.16.2.b) LPRL)  

El empresario tiene que evaluar los riesgos para la seguridad y salud de todos los 

trabajadores a su servicio (la evaluación tiene que extenderse a todos los puestos de 

trabajo), teniendo en cuenta, con carácter general, la naturaleza de la actividad, las 

características de los puestos de trabajo, así como las características de los trabajadores que 
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deban desempeñarlas, incluidos los trabajadores especialmente sensibles y los riesgos 

específicos a que puedan estar expuestos, teniendo en cuenta lo dispuesto en la normativa 

especifica aplicable en cada caso. La evaluación de riesgos deberá quedar documentada y a  

disposición de la Autoridad Laboral (art. 23.1.b) LPRL).  

 

El art. 3.2 del RD. 39/1997, impone al empresario la obligación de consultar con los 

representantes de los trabajadores o con ellos mismos a cerca del procedimiento de 

evaluación a utilizar en la empresa o centro de trabajo, sin que sea preceptivo acuerdo 

sobre este extremo como ha matizado la jurisprudencia.  

En principio, no bastará con el mero cumplimiento formal de lo dispuesto en la normativa, 

sino que las evaluaciones de riesgos deben responder a la realidad de la empresa o centro 

de trabajo.  

 

3. PLANIFICACIÓN DE LA ACTIVIDAD PREVENTIVA.  

 

Nos dice el art. 16.2.b). LPRL, que cuando la evaluación de riesgos ponga de manifiesto 

situaciones de riesgo y la consiguiente adopción de medidas preventivas para eliminar o 

reducir y controlar dichas situaciones, el empresario deberá realizar una planificación de las 

mismas, que incluya para cada actividad el plazo en que va a desarrollarse, la persona 

responsable de la implantación de la medida, así como los recursos humanos y materiales 

necesarios para acometerla. Por lo tanto, vemos que la planificación de la actividad 

preventiva no es sino el paso lógico que ha de seguir a la evaluación de riesgos.  

 

Con la nueva redacción introducida por la Ley 54/2003, se deja claro que no basta con el 

mero cumplimiento formal de tener una documento que haga referencia a las medidas 

preventivas y unos plazos, sino, que además han de constar quien o quienes (personas 

concretas) van a responsabilizarse de la puesta en marcha de la medida, así como de la 

verificación y control de la misma. Entre otras cosas, porque obliga al empresario a 

asegurarse de la efectiva ejecución de las actividades preventivas previstas en la 

planificación. 

 

4. EQUIPOS DE TRABAJO Y DE MEDIOS DE PROTECCIÓN.  

 

El art. 17 LPRL impone al empresario la obligación de establecer las mediadas necesarias 

para que los equipos de trabajo utilizados en el proceso de producción de la empresa sean 
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adecuados al trabajo que deba realizarse, así como la de proporcionar los equipos de 

protección individual adecuados para el desempeño de sus funciones.  

 

Así mismo, la Ley 31/1995 diferencia entre equipo de trabajo y equipo de protección 

individual. Dice que el primero es “cualquier máquina, aparato, instrumento o instalación 

utilizada por el trabajador” (art. 4.6 LPRL), mientras que equipo de protección individual es 

“cualquier equipo destinado a ser llevado o sujetado por el trabajador para que se proteja 

de uno o varios riesgos que puedan amenazar su seguridad o su salud en el trabajo, así 

como cualquier complemento o accesorio destinado a tal fin”  

 

A. Equipos de trabajo.  

 

En desarrollo de lo establecido respecto a los equipos de trabajo en el artículo 17 de la 

LPRL, el Real Decreto 1215/97 de 18 de julio, sobre disposiciones mínimas de seguridad y 

salud para la utilización por los trabajadores de los equipos de trabajo, establece un amplio 

catálogo de obligaciones del empresario cuya formulación general venía definida en la LPRL.  

 

Con carácter general el empresario debe:  

 

- Adoptar las medidas necesarias para que los equipos de trabajo sean adecuados y 

convenientemente adaptados para garantizar la seguridad laboral. Si no puede garantizar la 

ausencia de riesgos, deberá reducirlos al mínimo, y realizará una comprobación inicial antes 

de su instalación y periódicamente. Éstas deberán estar documentadas.  

 

- Seleccionar y utilizar equipos que cumplan las disposiciones legales o reglamentarias, o 

con los requisitos establecidos en el anexo I del Decreto 1215/1997. Si el equipo de trabajo 

genera un riesgo determinado para el que haya que adoptar una medida concreta, éstos 

solamente podrán ser utilizados por trabajadores especialmente designados.  

 

El mantenimiento y la reparación de los equipos de trabajo, deberá hacerse por trabajadores 

capacitados. El empresario por su parte, debe adoptar las medidas necesarias para que 

estas labores se hagan, sin que supongan ningún coste para el trabajador.  
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- Formar e Informar a los trabajadores sobre su utilización, preferentemente por escrito. Les 

facilitará las instrucciones para el uso correcto que le haya remitido el fabricante o 

suministrador del equipo.  

 

La aplicación de este Real Decreto conlleva diversos problemas en la práctica, derivados de 

la complejidad de su régimen transitorio, del tipo de equipo, de si se trata de un equipo 

nuevo o en uso, etc. Por otro lado, esta materia está transferida a las Comunidades 

Autónomas, luego las distintas autoridades laborales afectadas, pueden establecer plazos 

distintos de adaptación. 

 

B. Equipos de protección individual (EPI).  

 

Los equipos de protección individual se utilizarán cuando los riesgos no pueden evitarse con 

los medios técnicos de protección colectiva, por lo tanto, el empresario los proporcionará 

con carácter subsidiario, y solo cuando la utilización de las medidas de protección colectiva, 

de organización del trabajo, procedimientos de trabajo, etc., resulten insuficientes.  

 

Estos equipos deben ser adecuados a las funciones a desarrollar y además el empresario 

deberá "velar por el uso efectivo de los mismos" (art. 17.2 LPRL).  

Lo que quiere decir que la responsabilidad del empresario no se limita a poner a disposición 

del trabajador los equipos, sino que se le impone un deber de vigilancia específico, que se 

extiende prever las distracciones e imprudencias no temerarias de los trabajadores en la 

utilización de los mismos.  

 

El empresario debe adquirir solo EPI´s que cumplan con la normativa aplicable.  

 

Por otro lado, al igual que el RD.1215/1997 es aplicable a los equipos de trabajo, en 

desarrollo del art. 17 LPRL se promulgó el RD. 773/1.997 de 30 de mayo, que establece las 

disposiciones mínimas de seguridad y de salud para la utilización por los trabajadores en el 

trabajo de los EPI. Este Real Decreto establece todo un decálogo de obligaciones 

empresariales muy amplias que vienen a dejar en manos del empresario todos los aspectos 

relativos a la seguridad de los EPI, con desacierto, pues los conceptos son vagos, 

excesivamente genéricos, lo que provoca una gran inseguridad jurídica en su aplicación 

práctica y realmente alejado de la realidad de las empresas.  
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El empresario con carácter general está obligado a:  

 

- Determinar los puestos de trabajo en los que es necesario la utilización de un  

EPI, y frente a qué tipo de riesgo.  

 

- Elegir el tipo de EPI, previo análisis y evaluación de los riesgos inevitables o que no hayan 

podido o disminuirse suficientemente. A tal fin, el Real Decreto contiene un anexo II a modo 

de esquema indicativo para que el empresario realice el inventario de los riesgos, definir las 

características que debe reunir el EPI, también para ello cuenta con un anexo indicativo y no  

exhaustivo, comparar las características de los EPI que existen en el mercado, verificar la 

elección del EPI, esto es, tienen que proporcionar una protección eficaz sin que supongan 

riesgos adicionales ni molestias innecesarias, facilitar información sobre cada EPI, mantener 

disponible en la empresa la información relativa a la elección del EPI.  

 

- Asumir el coste total de los equipos, informar y formar a los trabajadores sobre su correcto 

uso y utilización, así como asegurar su mantenimiento.  

 

- Velar por su utilización.  

 

Respecto a almacenamiento, mantenimiento, limpieza, desinfección de los EPI, no concreta 

la norma quién debe realizar esas funciones. Sin embargo, de la interpretación general del 

precepto, se deduce que serán los trabajadores usuarios los encargados de realizar dichas 

funciones, pero siempre bajo el deber de vigilancia del empresario que responderá en caso 

de imprudencia del trabajador.  

 

Otras consideraciones están contempladas en la U.D.2.8. Protección colectiva e individual.  

 

5. INFORMACIÓN, CONSULTA Y PARTICIPACIÓN DE TRABAJADORES.  

 

El artículo 18 de la LPRL, consagra la idea de prevención como idea colectiva e impone al 

empresario tres obligaciones, información, consulta y participación. Este triple deber 

empresarial se traduce en correlativos derechos para los trabajadores. 

 

6. FORMACIÓN DE TRABAJADORES.  
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El art. 19 LPRL y el art. 19.4 ET establecen el derecho de los trabajadores a una formación 

teórica y práctica, suficiente y adecuada en materia preventiva, que no puede ser general 

sino específica; es decir, adaptada al puesto de trabajo. 

- En el momento de la contratación ( con independencia de la duración y el 

tipo de contrato) 

- Por cambio de puesto de trabajo o de funciones 

- Por introducción de nuevas tecnologías, métodos de trabajos, equipos y/o 

productos 

- También debería por largos períodos de ausencia, enfermedad, excedencia, 

etc 

 

La formación tiene que facilitarla el empresario, ya sea con medios propios o ajenos, pero 

en ningún caso el empresario puede repercutir los gastos que ésta pudiera ocasionar sobre 

el trabajador. Y en todo caso, el formador ha de contar con la cualificación suficiente en la 

materia a impartir.  

 

La formación se impartirá, siempre que sea posible, dentro de lo horario laboral, o en su 

defecto en otras horas, pero se computará como tiempo de trabajo efectivo. Y el trabajador 

está obligado a asistir a dicha formación.  

 

El incumplimiento de esta obligación está tipificado como infracción grave en el 12.8 LISOS, 

y la jurisprudencia la considera en muchas ocasiones como una infracción de medidas de 

seguridad para aplicar el recargo de prestaciones del art. 123 de la LGSS. 

 

7. CIRCUNSTANCIAS EXCEPCIONALES.  

 

A. Medidas de emergencia.  

 

El empresario deberá, según lo dispuesto en el art. 20 Ley 31/1995, analizar las posibles 

situaciones de emergencia, prever las posibles actuaciones para prevenirlas y en su caso 

adoptar las medidas necesarias en materia de primeros auxilios, prevención y extinción de 

incendios, evacuación de los trabajadores, además de prever, la posible presencia en la 

empresa de personas ajenas a la empresa, así como designar los trabajadores encargados 

de su puesta en práctica.  
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En este sentido, el empresario con carácter general está obligado a: 

 

- Elaborar un Plan de emergencia 

- Adoptar medidas de emergencia 

- Designar personal encargado de poner en práctica las medidas de 

emergencia 

- Organizar y coordinar las relaciones con los servicios externos 

 

La Ley 31/1995, en su artículo 21 establece una serie derechos y obligaciones para 

trabajadores y empresarios, respectivamente, en caso de concurrencia de riesgo grave e 

inminente para la salud de los trabajadores (concepto definido en el art. 4.4º).  

 

 La LPRL faculta al trabajador para que unilateralmente pueda adoptar la decisión de 

interrupción de la actividad y abandono del centro de trabajo, pero reconoce también este 

derecho a los representantes legales de los trabajadores (por mayoría de sus miembros), 

por decisión mayoritaria de los delegados de prevención y por orden de la Inspección de 

Trabajo y Seguridad Social.  

 

Pese a proteger ampliamente a los trabajadores de las posibles represalias que pudieran 

tomar los empresarios (art. 21.4 LPRL), también se contemplan en el Estatuto de los 

Trabajadores sanciones por uso abusivo y con mala fe de este derecho. De igual manera, la 

actuación del empresario puede ser constitutiva de infracción grave e incluso muy grave 

(ver art. 12 y 13 LISOS). 

 

8. VIGILANCIA DE LA SALUD.  

 

La LPRL impone al empresario un deber genérico de vigilar periódicamente el estado de 

salud de los trabajadores, condicionado en todo caso al consentimiento del trabajador, salvo 

que:  

 

a. Sea imprescindible para evaluar los efectos de las condiciones de trabajo  

En este caso es necesario el informe previo de los representantes de los trabajadores,  

 

b. Que sea imprescindible para determinar si el estado de salud del trabajador supone un 

riesgo para sí mismo, para los demás trabajadores o para terceros.  
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c. Cuando esté expresamente establecido en una norma legal o reglamentaria.  

 

Esta vigilancia la será efectuada por personal sanitario con competencia técnica, formación y 

capacidad acreditada. La obligación también está contemplada en los arts. 196 y 197 de la 

LGSS. Y su incumplimiento por el empresario dará lugar a las correspondientes 

responsabilidades civiles, administrativas y penales.  

 

La Ley establece un control muy riguroso respecto a la confidencialidad de los datos 

médicos del trabajador obtenidos de los análisis y reconocimientos, que se llevarán a cabo 

respetando siempre la intimidad y dignidad de la persona.  

Los resultados de los reconocimientos médicos se comunicarán sólo al trabajador afectado, 

y estarán a disposición del personal médico sanitario y de las autoridades laborales. Y solo 

se comunicarán al empresario, datos relativos a la aptitud del trabajador, los que puedan 

crear una situación de riesgo, o los que evidencien la necesidad de introducir o mejorar las 

medidas de seguridad y de prevención.  

 

La Ley dispone que la vigilancia periódica de los trabajadores se prolongará más allá de la 

relación laboral, según lo dispuesto en la normativa específica, como por ejemplo ocurre en 

caso de exposición laboral a radiaciones ionizantes.  

 

9. SITUACIONES Y COLECTIVOS ESPECIALES. 

 

A. Coordinación de actividades empresariales.  

 

Contempla el artículo 24 LPRL diferentes supuestos de concurrencia empresarial. En todos 

ellos impone un deber genérico de colaboración y coordinación en el cumplimiento y 

aplicación de la normativa en prevención de riesgos laborales, pero el grado de exigencia y 

de vigilancia del cumplimiento que compete a las empresas difiere en función del grado de 

responsabilidad que la Ley les atribuye. 

 

Artículo 24. “Coordinación de actividades empresariales. 

 

1. Cuando en un mismo centro de trabajo desarrollen actividades trabajadores de dos o más 

empresas, éstas deberán cooperar en la aplicación de la normativa sobre prevención de 

riesgos laborales. A tal fin, establecerán los medios de coordinación que sean necesarios en 
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cuanto a la protección y prevención de riesgos laborales y la información sobre los mismos a 

sus respectivos trabajadores, en los términos previstos en el apartado 1 del artículo 18 de 

esta Ley. 

 

2. El empresario titular del centro de trabajo adoptará las medidas necesarias para que 

aquellos otros empresarios que desarrollen actividades en su centro de trabajo reciban la 

información y las instrucciones adecuadas, en relación con los riesgos existentes en el 

centro de trabajo y con las medidas de protección y prevención correspondientes, así como 

sobre las medidas de emergencia a aplicar, para su traslado a sus respectivos trabajadores. 

 

3. Las empresas que contraten o subcontraten con otras la realización de obras o servicios 

correspondientes a la propia actividad de aquéllas y que se desarrollen en sus propios 

centros de trabajo deberán vigilar el cumplimiento por dichos contratistas y subcontratistas 

de la normativa de prevención de riesgos laborales. 

 

4. Las obligaciones consignadas en el último párrafo del apartado 1 del artículo 41 de esta 

Ley serán también de aplicación, respecto de las operaciones contratadas, en los supuestos 

en que los trabajadores de la empresa contratista o subcontratista no presten servicios en 

los centros de trabajo de la empresa principal, siempre que tales trabajadores deban operar 

con maquinaria, equipos, productos, materias primas o útiles proporcionados por la empresa 

principal. 

 

5. Los deberes de cooperación y de información e instrucción recogidos en los apartados 1 y 

2 serán de aplicación respecto de los trabajadores autónomos que desarrollen actividades 

en dichos centros de trabajo. 

 

1. Las obligaciones previstas en este artículo serán desarrolladas reglamentariamente.” 

 

El apartado quinto del art. 24 extiende los deberes de cooperación e información del 

empresario principal o titular del centro de trabajo a los trabajadores autónomos que 

realicen actividades en dichos centros de trabajo.  

 

La Ley 54/2003 añade el apartado nº 6 al art. 24, que establece de forma expresa la 

necesidad desarrollar reglamentariamente lo previsto en el citado artículo. En virtud del 

mismo se publica el RD. 171/2004, de 30 de enero, por el que se desarrolla el art. 24, de la 
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ley 31/1995 de prevención de riesgos laborales en materia de coordinación de actividades 

empresariales. 

 

B. Protección de trabajadores y grupos específicos: 

 

B.1) Trabajadores especialmente sensibles:  

 

Art. 25 LPRL reconoce la existencia de trabajadores que por sus características personales o 

estado biológico conocido, incluidos los que tengan una discapacidad física, psíquica o 

sensorial, puedan ser sensibles a determinados riesgos derivados del trabajo. El empresario 

debe, con carácter general, garantizar su protección y por tanto tenerlos en cuenta al hacer 

la evaluación de riesgos, y a la hora de asignarlos a determinados puestos de trabajo o al 

asignarles ciertas funciones.  

 

Debemos decir que la ley es ambigua cuando se refiere a este colectivo de trabajadores, ya 

que no concreta a qué riesgos se refiere, si generales o específicos, luego deberemos 

entender que engloba a todos. 

 

B.2) Protección de la maternidad:  

 

La LPRL (art. 26) establece que el empresario al evaluar los riesgos laborales, debe tener en 

cuenta los factores que puedan incidir en las trabajadoras embarazadas o parto reciente y 

adoptar las medidas necesarias para evitar dicho riesgo.  

 

El empresario deberá adaptar el puesto de trabajo a la trabajadora. Si esto no fuera posible 

o el riesgo persiste, el empresario deberá cambiar a la trabajadora de puesto de trabajo o 

de funciones, siempre que sea dentro de la misma categoría y percibiendo el mismo salario, 

y si aún sí el riesgo persiste, podrá ser destinada a un puesto distinto del de su categoría 

pero en  

el que se mantendrá si el puesto fuese inferior, igual salario, y si fuese superior, el salario 

del puesto de destino (se aplican las reglas de la movilidad funcional regulada en art. 39 ET. 

(Ley 39/1999). La ley permite la suspensión del contrato de trabajo por riesgo durante el 

embarazo (art. 45.1 ET) para cuando el cambio de puesto de trabajo no resulte 

técnicamente y objetivamente posible o no pueda razonablemente pedirse por motivos 
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justificados, en cuyo caso la trabajadora tendría derecho a la percepción de un subsidio 

(Capitulo III del RD. 1251/2001, de 16 noviembre y arts. 134 y 135 LGSS). 

 

B.3) Protección de menores:  

 

EL Estatuto de los trabajadores considera trabajadores menores a los mayores de 16 y 

menores de 18 años. A ellos ser refiere específicamente el art. 27 LPRL, pero resulta vago e 

insuficiente, se limita a establecer dos obligaciones genéricas para el empresario: evaluar los 

riesgos específicos derivados de la falta de desarrollo e inmadurez de los menores, antes de 

la contratación o con motivo de modificaciones de las condiciones de trabajo, e informar de 

dichos riesgos y medidas adoptadas para prevenirlos a los padres o tutores.  

 

No obstante, al trabajo de menores son de aplicación otros preceptos como: el Decreto de 

26 de julio de 1957, art. 6, 34, 48.2 ET. 

 

 

B.4) Relaciones de trabajo temporales, de duración determinada y empresas de trabajo 

temporal (art. 28 LPRL)  

 

Artículo 28. “Relaciones de trabajo temporales, de duración determinada y en empresas de 

trabajo temporal. 

 

1. Los trabajadores con relaciones de trabajo temporales o de duración determinada, así 

como los contratados por empresas de trabajo temporal, deberán disfrutar del mismo nivel 

de protección en materia de seguridad y salud que los restantes trabajadores de la empresa 

en la que prestan sus servicios. 

 

La existencia de una relación de trabajo de las señaladas en el párrafo anterior no justificará 

en ningún caso una diferencia de trato por lo que respecta a las condiciones de trabajo, en 

lo relativo a cualquiera de los aspectos de la protección de la seguridad y la salud de los 

trabajadores. 

 

La presente Ley y sus disposiciones de desarrollo se aplicarán plenamente a las relaciones 

de trabajo señaladas en los párrafos anteriores. 
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2. El empresario adoptará las medidas necesarias para garantizar que, con carácter previo al 

inicio de su actividad, los trabajadores a que se refiere el apartado anterior reciban 

información acerca de los riesgos a los que vayan a estar expuestos, en particular en lo 

relativo a la necesidad de cualificaciones o aptitudes profesionales determinadas, la 

exigencia de controles médicos especiales o la existencia de riesgos específicos del puesto 

de trabajo a cubrir, así como sobre las medidas de protección y prevención frente a los 

mismos. 

 

Dichos trabajadores recibirán, en todo caso, una formación suficiente y adecuada a las 

características del puesto de trabajo a cubrir, teniendo en cuenta su cualificación y 

experiencia profesional y los riesgos a los que vayan a estar expuestos. 

 

3. Los trabajadores a que se refiere el presente artículo tendrán derecho a una vigilancia 

periódica de su estado de salud, en los términos establecidos en el artículo 22 de esta Ley y 

en sus normas de desarrollo. 

 

4. El empresario deberá informar a los trabajadores designados para ocuparse de las 

actividades de protección y prevención o, en su caso, al servicio de prevención previsto en 

el artículo 31 de esta Ley de la incorporación de los trabajadores a que se refiere el presente 

artículo, en la medida necesaria para que puedan desarrollar de forma adecuada sus 

funciones respecto de todos los trabajadores de la empresa. 

 

5. En las relaciones de trabajo a través de empresas de trabajo temporal, la empresa 

usuaria será responsable de las condiciones de ejecución del trabajo en todo lo relacionado 

con la protección de la seguridad y la salud de los trabajadores. Corresponderá, además, a 

la empresa usuaria el cumplimiento de las obligaciones en materia de información previstas 

en los apartados 2 y 4 del presente artículo. 

 

La empresa de trabajo temporal será responsable del cumplimiento de las obligaciones en 

materia de formación y vigilancia de la salud que se establecen en los apartados 2 y 3 de 

este artículo. A tal fin, y sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, la empresa 

usuaria deberá informar a la empresa de trabajo temporal, y ésta a los trabajadores 

afectados, antes de la adscripción de los mismos, acerca de las características propias de los 

puestos de trabajo a desempeñar y de las cualificaciones requeridas. 
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La empresa usuaria deberá informar a los representantes de los trabajadores en la misma 

de la adscripción de los trabajadores puestos a disposición por la empresa de trabajo 

temporal. Dichos trabajadores podrán dirigirse a estos representantes en el ejercicio de los 

derechos reconocidos en la presente Ley.” 

 

El objetivo de la Ley, es garantizar que los trabajadores que se encuentren en la situación 

descrita, tengan el mismo nivel de protección que el resto de los trabajadores de la empresa 

(art. 17 ET). 

 

Las ETT tienen especialmente prohibido celebrar contratos de puesta a disposición para la 

realización de actividades y trabajos que, por su especial peligrosidad para la seguridad y 

salud, se determinen reglamentariamente, cuyo desarrollo aún está pendiente (art. 8.b) Ley 

14/1994). No obstante, la ETT podrá destinar trabajadores a puestos con riesgo específico, 

si verifica y comprueba que el trabajador cedido está lo suficientemente cualificado para 

desempeñar su labor y, una vez remitido a la empresa, antes del inicio de la actividad, 

incluso se cerciora de la aptitud profesional del trabajador y se le informa de los riesgos. En 

caso contrario, ambas empresas podrían incurrir en responsabilidades, la empresa usuaria 

por omitir sus deberes de información, y a la de trabajo temporal por omitir su deber de 

formación.  

 

10. PRESENCIA DE RECURSOS PREVENTIVOS  

 

La Reforma introduce la obligación de “presencia de recursos preventivos en el centro de 

trabajo” (art. 32 bis LPRL), independientemente de la modalidad de organización que se 

adopte en la empresa y para determinados casos en función de la peligrosidad de la 

actividad o proceso productivo (cuando así sean reglamentariamente considerados) y del 

número de trabajadores, o a solicitud de la Inspección de Trabajo. No obstante, el 

articulado se presta a la confusión a la hora de delimitar las atribuciones entre los servicios 

de prevención y los recursos preventivos.  

 

11. DOCUMENTACIÓN  

 

La Ley 31/1995, en su artículo 23, exige que toda la actividad preventiva sea documentada, 

el empresario deberá elaborar y conservar a disposición de la autoridad laboral y sanitaria la 

siguiente documentación:  
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a. Plan de prevención de riesgos laborales.  

 

b. Evaluación de riesgos y planificación de la actividad preventiva.  

 

c. Práctica de los controles de salud y sus conclusiones.  

 

d. Relación de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. 

 

En caso de que cese de actividad, el empresario deberá remitirla esta documentación a la 

autoridad laboral.  

 

Realmente, aunque este artículo realice una enumeración escueta, prácticamente todas las 

obligaciones recogidas en el capítulo III titulado “Derechos y obligaciones” necesitan de un 

reflejo documental. El citado precepto tampoco dice nada a cerca del tiempo que debe 

mantenerse la documentación, sin embargo, algunos reglamentación específica si establece 

límites inferiores de tiempo, como para el caso de exposiciones a radiaciones ionizantes, 

asbestos, cloruro de vinilo monómero y plomo metálico.  

 

En principio el artículo prevé que la documentación esté a disposición de las autoridades 

mencionadas, pero de la lectura conjunta del articulado de la Ley, se entiende que también 

debe estar a disposición de la propia empresa, de los representantes de los trabajadores, y 

en ausencia de éstos de los propios trabajadores, así como del servicio de prevención.  

 

En los supuestos en los que determinadas actividades preventivas se concierten con un 

servicio de prevención ajeno, el empresario no se exonera de esta obligación. 

 

 

El art. 6 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales prevé el desarrollo reglamentario de 

lo contenido de la propia Ley, en concreto establece un listado ejemplificativo, que no 

numerus clausus, de las materias a regular. Lo aquí establecido, lo cual ha tenido su reflejo 

en la promulgación de los reglamentos que regulan los requisitos mínimos que deben reunir 

las condiciones de trabajo para la protección de la seguridad y la salud de los trabajadores, 

así como los que regulan la seguridad y salud en diferentes sectores con mayor 

siniestralidad.  
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Los nuevos reglamentos han derogado los capítulos de la OGSHT vigentes en el momento 

de la promulgación de la LPRL, relativos a las condiciones generales de los centros de 

trabajo y de los mecanismos y medidas de protección, con poca fortuna en algunos casos, 

como más adelante se verá. Todos ellos tienen en común las siguientes características 

generales: 

 

Finalmente, señalar que la delegación reglamentaria es competencia exclusiva del Gobierno, 

no pudiendo por lo tanto ser asumida por las Comunidades Autónomas, , solo lo relativo a 

su ejecución.  

 

1. SEÑALIZACIÓN DE SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO. 

 

El Real Decreto 485/1.997, de 14 de abril. establece las disposiciones mínimas en materia 

de señalización de seguridad y salud en el trabajo, sin afectar a la normativa existente sobre 

comercialización de productos, equipos, sustancias y preparados peligrosos, salvo que éstas 

dispusieran otra cosa. 

 

Impone al empresario la obligación general de: adoptar las medidas oportunas para que en 

los lugares de trabajo exista una señalización de seguridad y salud, de acuerdo con los 

anexos del reglamento.  

 

El reglamento establece unos criterios que el empresario deberá tener en cuenta, para 

utilizar la señalización de seguridad y salud, si del análisis de los riesgos existentes, de las 

situaciones de emergencia previsibles y de las medidas de preventivas adoptadas, se pone 

de manifiesto la necesidad de:  

 

- Llamar la atención de los trabajadores sobre la existencia de determinados riesgos o 

prohibiciones. O de alertarlos con motivo de determinada situación de emergencia.  

 

- Facilitar a los trabajadores la identificación de determinados medios o instalaciones de 

protección, evacuación, emergencia o primeros auxilios.  

 

- Orientar o guiar a los trabajadores que realicen maniobras peligrosas.  
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Hace hincapié en que nunca debe considerarse la señalización medida sustitutoria de las 

medidas técnicas y organizativas de protección colectiva, y deberá utilizarse cuando 

mediante estas últimas no haya sido posible eliminar los riesgos o reducirlos 

suficientemente. Tampoco puede sustituir la formación e información de los trabajadores en 

materia de seguridad y salud. 

 

Contempla el Real Decreto también obligaciones específicas, en materia de información y 

formación de trabajadores, que incluya el significado de las señales, mensajes verbales y 

gestuales, así como el comportamiento que debe adoptarse en función de las mismas, y en 

materia de consulta y participación de trabajadores. 

 

Con carácter general en el Anexo I se establecen más obligaciones a cumplir por el 

empresario, estas son: la señalización ha de ser eficaz y deberá tener en cuenta las 

capacidades de los trabajadores, no deberá disminuir su eficacia por la concurrencia de 

señales. Ha de permanecer en tanto persista la situación que la motiva, si necesita una 

fuente de energía, dispondrá de alimentación de emergencia. La limpieza, mantenimiento, 

cuidado, reparación y verificado se llevará a cabo por el empresario. 

En los siguientes Anexos se fijan cuáles son los requisitos y características de la señalización 

que deberá utilizar el empresario, esto es, los colores de seguridad, las señales en forma de 

panel, las señales luminosas y acústicas, las comunicaciones verbales, las señales gestuales. 

Para la facilitar la aplicación del Reglamento, el INSHT ha elaborado una Guía Técnica 

siguiendo la encomienda establecida en la disposición final primera del RD. 485/1997. 

 

 

2. SEGURIDAD Y SALUD EN LOS LUGARES DE TRABAJO.  

 

El Real Decreto 486/1997, de 14 de abril de disposiciones mínimas de seguridad y salud 

aplicables a los lugares de trabajo.  

 

Entiende por lugar de trabajo las áreas del centro de trabajo, edificadas o no, en las que los 

trabajadores deban permanecer o a las que puedan acceder en razón de su trabajo, 

incluyendo los servicios higiénicos, locales de descanso, locales de primeros auxilios, 

comedores e instalaciones de servicio y protección.  
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Las condiciones mínimas de los lugares o centros de trabajo contenidas en la OGSHT en el 

Título II, quedaron en vigor para los lugares excluidos del ámbito de aplicación del Real 

Decreto. Además el grado de exigencia en la aplicación del Reglamento va a depender en 

función de que se aplique a centros de nueva implantación o a los ya existentes.  

 

Con carácter general, el empresario está obligado a adoptar las medidas necesarias para 

que la utilización de los lugares de trabajo no origine riesgos para la seguridad y salud de 

los trabajadores (art. 3).  

 

En concreto obliga al empresario a adoptar unas condiciones de seguridad mínimas en 

relación a:  

 

 El INSHT ha elaborado una Guía Técnica del INSHT para la aplicación del RD. 486/1997.  

 

3. SEGURIDAD Y SALUD EN LA MANIPULACIÓN MANUAL DE CARGAS QUE ENTRAÑE 

RIESGOS DORSOLUMBARES PARA LOS TRABAJADORES.  

 

El Real Decreto 487/1997, de 14 de abril, establece las disposiciones mínimas para 

garantizar que de la manipulación manual de cargas no se deriven riesgo, en particular 

dorsolumbares, para los trabajadores.  

Entiende esta norma por manipulación manual de cargas cualquier operación de transporte 

o sujeción de una carga, por parte de uno o varios trabajadores, como el levantamiento, 

colocación, empuje, tracción o desplazamiento, que por sus características o condiciones 

ergonómicas inadecuadas, entrañe riesgos en particular dorsolumbares para los 

trabajadores.  

 

Las obligaciones que atribuye al empresario son:  

 

a. Hacer una evaluación específica de dicho riesgo, teniendo en cuenta las características de 

la carga, esfuerzo físico necesario, características del medio de trabajo, exigencias de la 

actividad y factores individuales de riesgo, que podrá realizar teniendo en cuenta lo previsto 

en el art. 5.3 RSP.  

 

b. En función de los resultados de la evaluación, adoptar las medidas técnicas u 

organizativas para que el manejo de cargas se haga mediante equipos mecánicos, 
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automáticos o controlados por el trabajador. En caso de que no se pueda evitar la 

manipulación manual, deberá utilizar los medios apropiados o los proporcionará a los 

trabajadores para reducir los riesgos.  

 

c. Deber de vigilar la salud de los trabajadores. Nada dice la norma sobre cuando realizarla, 

por lo que se estará a lo previsto en el artículo 22 LPRL con carácter general. Los 

reconocimientos se ajustarán a lo dispuesto en el Protocolo de Vigilancia médicas específica 

publicado por el Ministerio de Sanidad.  

 

d. Formar e informar a los trabajadores sobre este tipo de riesgos, sus medidas de 

prevención y protección.  

 

e. Garantizar los derechos de consulta y participación de los trabajadores o sus 

representantes.  

Los factores de riesgo dorsolumbares que contiene el anexo, y que el empresario deberá 

ponderar al hacer la evaluación de riesgos, son numerosísimos, sobre todo teniendo en 

cuenta que se ha omitido toda referencia a pesos máximos de carga para los distintos 

supuestos, lo que dificulta realmente su aplicación práctica. Es de gran utilidad, en este 

caso, la Guía del Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, ya que en ella se 

considerarán los valores máximos de carga como referencia para una manipulación manual 

en condiciones adecuadas de seguridad y salud.  

 

4. SEGURIDAD Y SALUD DEL TRABAJO CON EQUIPOS QUE INCLUYEN PANTALLAS DE  

VISUALIZACIÓN.  

 

El RD. 488/1997, de 14 de abril, sobre disposiciones mínimas de seguridad y salud relativas 

al trabajo que incluye pantallas de visualización de datos introduce la evaluación de riesgos 

de los puestos administrativos de la empresa.  

 

El reglamento define pantalla de visualización (PVD), como toda pantalla alfanumérica o 

gráfica, independientemente del método de representación visual utilizado, excluyendo de la 

aplicación de esta norma: los puestos de conducción de maquinaria, los sistemas portátiles 

no utilizados de forma continua en un puesto de trabajo, las calculadoras, cajas 

registradoras, etc., y las máquinas de escribir clásicas.  
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También define lo que tiene por trabajador usuario de PVD, por lo delimita las obligaciones 

de los empresarios respecto a los trabajadores que va a considerar usuarios de pantallas.  

 

El empresario estará obligado a:  

 

a.Hacer una evaluación específica de los puestos de trabajo con PVD´s, teniendo en cuenta 

posibles riesgos para la vista y los problemas físicos y de carga mental, y posibles efectos 

combinados o añadidos. Tendrá en cuenta características del equipo, el entorno, tiempo 

promedio de utilización diaria, tiempo máximo de atención, grado de atención exigido, la 

interacción entre el ordenador y la persona, etc.  

 

b. Adopción de medidas para evitar o reducir al máximo los riesgos puestos de manifiesto 

(reducir duración máxima del trabajo continuado, alternancia de tareas, establecimiento de 

pausas, etc.). Y en concreto deberán adoptarse unas disposiciones mínimas relativas a las 

condiciones del equipo, entrono interconexión ordenador que establece el Real Decreto.  

 

c. Revisar la evaluación de riesgos y las medidas adoptadas.  

 

d. Vigilancia de la salud de los trabajadores, antes del trabajo con pantallas, periódicamente 

según juicio médico y cuando aparezcan trastornos por este tipo de trabajo. Si del resultado 

de los controles médicos se deduce su necesidad, proporcionará de forma gratuita a los 

trabajadores dispositivos correctores de la vista adecuados a la actividad. Se tendrá en 

cuenta Protocolo de Vigilancia Sanitaria específico del Ministerio de Sanidad.  

 

e. Información y formación de trabajadores.  

 

f. Consulta y participación de trabajadores 

 

Como en el supuesto anterior, la Guía Técnica del Instituto Nacional de Seguridad e Higiene 

en el Trabajo, es de gran utilidad para la aplicación práctica del Real Decreto.  

 

 

5. PROTECCIÓN DE LOS TRABAJADORES CONTRA LOS RIESGOS RELACIONADOS CON LA 

EXPOSICIÓN A AGENTES BIOLÓGICOS, CANCERÍGENOS y MUTÉGENOS QUÍMICOS 

DURANTE EL TRABAJO.  
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A. Exposición a Agentes Biológicos.  

 

Real Decreto 664/1997, de protección de los trabajadores contra los riesgos relacionados 

con la exposición a agentes biológicos durante el trabajo (y la orden ministerial 25.03.1998 

que lo adapta la progreso técnico) tiene por objeto la prevención y protección de riesgos por 

exposición a agentes biológicos. Para facilitar la aplicación del Real Decreto el INSHT ha  

elaborado una Guía Técnica. Entiende por agentes biológicos los microorganismos, con 

inclusión de los genéticamente modificados, cultivos celulares o endoparásitos humanos 

infecciosos, susceptibles de causar cualquier tipo de infección, alergia o toxicidad.  

 

B. Exposición a Agentes Cancerígenos y Mutágenos.  

 

Real Decreto 665/1997, de 12 de mayo, de protección de los trabajadores contra los riesgos 

relacionados con la exposición a agentes cancerígenos durante el trabajo modificado por el 

RD. 1124/2000, establece una serie de medidas tendentes a la protección de la seguridad y 

salud de los trabajadores.  

 

El contenido del Decreto es semejante al del RD. 664/1997. Para la definición de agentes 

cancerigeno remite a la normativa relativa a clasificación, envasado y etiquetado de 

sustancias y preparados peligrosos, diciendo que son cancerígenos las sustancias y 

preparados por inhalación, ingestión o penetración cutánea puedan producir cáncer o 

aumentar su frecuencia.  

 

El reglamento no deroga la normativa anterior relativa a las exposiciones al amianto y al 

cloruro de vinilo monómero, la relativa a la prohibición de determinados agentes o 

actividades cancerígenos, ni la relativa a la protección sanitaria contra las radiaciones 

ionizantes, pero si dispone expresamente que será de aplicación este Real Decreto por 

exposición a amianto y a cloruro de vinilo monómero cuando sea más favorable para la 

seguridad y salud del trabajador.  

 

Como en el supuesto anterior, las obligaciones del empresario son muy amplias y similares 

en ambos Decretos, estando obligado a: 

 

C. Exposición a Agentes Químicos.  
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El RD. 374/2001 sobre disposiciones mínimas para la protección de los trabajadores contra 

los riesgos derivados de la exposición a agentes químicos en el lugar de trabajo, ha 

transpuesto al derecho interno el contenido de la Directiva 98/24/24/ CE.  

 

Define agente químico como todo elemento o compuesto químico, por si solo o mezclado, 

tal como se presenta en estado natural, o es producido o utilizado o vertido, incluido el 

vertido como residuo, en una actividad laboral, se haya elaborado o no de modo intencional 

y se haya comercializado o no. También define lo que considera agente peligroso a efectos 

de la aplicación del Real Decreto.  

 

Como hemos visto hasta ahora tanto en el RD. 664/1997 como en el RD. 665/1997, aquí 

establece obligaciones para el empresario en el mismo sentido y así estará obligado a:  

 

a. Identificar y evaluar los riesgos por exposición a agentes químicos, teniendo en cuenta las 

propiedades de los agentes, las informaciones facilitadas por los proveedores o fabricantes 

en las fichas de datos de seguridad, las condiciones de trabajo, los valores límites de 

exposición profesional, etc.  

 

b. Adopción de medidas de prevención – protección según los resultados de la evaluación: 

Sustitución de agentes peligrosos por otros, confinamiento y encerramiento de procesos, 

modificaciones en la organización y procedimientos de trabajo adecuados (sobre 

manipulación, almacenamiento y traslado de agentes químicos y residuos), ventilación 

general forzada, reducir al mínimo el número de trabajadores expuestos, adopción de 

medidas higiénicas básicas,  

c. Vigilancia del estado de salud de los trabajadores.  

 

d. Establecimiento de normas de actuación para casos de accidente o incidente.  

 

e. Formación e información de trabajadores.  

 

 

6. RIESGO ELECTRICO 

 

El RD. 614/2001, sobre disposiciones mínimas para la protección de la seguridad y salud de 

los trabajadores frente a riesgo eléctrico, también desarrollado para facilitar su aplicación 
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por una Guía Técnica del INSHT, establece una serie de disposiciones con el objeto de 

proteger a los trabajadores frente a la exposición a riesgo eléctrico.  

 

Este reglamento impone al empresario como obligación general la adopción de cuantas 

medidas sean necesarias para que la utilización o presencia de energía eléctrica en los 

lugares de trabajo no se deriven riesgos para la salud y seguridad de los trabajadores o si 

no fuera posible, para que los reduzca al mínimo. Para la adopción de medidas remite al 

empresario a los resultados de la evaluación de riesgos del art. 16 LPRL y sección 1ª, 

capítulo II del RSP.  

Además dispone un serie de observaciones relativas tanto a las instalaciones eléctricas como 

a las técnicas y procedimientos de trabajo en instalaciones eléctricas y sus proximidades, 

estableciendo como regla general que todo trabajo en una instalación eléctrica o en 

proximidad, que conlleve riesgo eléctrico que ha de efectuarse sin tensión, salvo 

determinadas excepciones como: que se trate de operaciones elementales; maniobras, 

mediciones, ensayos y verificaciones cuando sea necesario, trabajos en proximidad de 

instalaciones cuyas condiciones de explotación o continuidad de suministro así lo requieran.  

 

Recuerda, así mismo al empresario, su obligación en materia de información y formación de 

trabajadores, así como de participación y consulta, remitiendo a lo establecido con carácter 

general en la Ley 31/1995 de prevención de riesgos laborales.  

 

7. ATMÓSFERAS EXPLOSIVAS  

 

RD. 681/2003, sobre protección de la salud y seguridad de los trabajadores expuestos a 

riesgos derivados de atmósferas explosivas, define por atmósfera explosiva la mezcla con el 

aire, en condiciones atmosféricas, de sustancias inflamables en forma de gases, vapores, 

nieblas o polvos, en la que, tras una ignición, la combustión se propaga a la totalidad de la 

mezcla.  

 

Impone al empresario, con el objeto de prevenir explosiones y protegerse contra éstas, las 

siguientes obligaciones:  

 

a. Evaluar los riesgos de explosión y revisión periódica de la misma, teniendo en cuenta al 

menos:  
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- La probabilidad de formación y duración de atmósferas explosivas.  

 

- Probabilidad de presencia y activación de focos de ignición, incluidas descargas 

electrostáticas.  

 

- Las instalaciones, las sustancias empleadas, los procesos y posibles interacciones.  

 

- Las proporciones de los efectos previsibles. 

 

b Adoptar las medidas de carácter técnico y organizativo necesarias según los principios 

siguientes: Impedir la formación de atmósferas explosivas.  

 

- Evitar la ignición de atmósferas explosivas.  

 

- Atenuar los efectos perjudiciales de la posible explosión. 

 

c. Elaboración del documento de protección contra explosiones, antes del inicio de la 

actividad y revisión periódica del mismo. Reflejará la evaluación de riesgos y planificación de 

actividad preventiva, la clasificación de zonas de riesgo según anexo I, que se han adoptado 

las medidas necesarias en relación con el RD. 1215/1997, etc.  

 

d. Formación e información de trabajadores.  

 

e. Coordinación de actividades empresariales integrando y coordinando las medidas 

necesarias para prevenir y proteger contra riesgo de explosión.  

 

f. Establecimiento de permisos de trabajo para el acceso a determinadas zonas cuando sea 

necesario.  

 

La Guía Técnica para la aplicación de este Real Decreto está pendiente de elaboración. Para 

mayor información ver  

 

8. REFERENCIA AL DESARROLLO REGLAMENTARIO DE SECTORES ESPECÍFICOS.  
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Existen sectores de actividad específicos que por su alto nivel de riesgo, han sido objeto 

antes de la entrada en vigor de la LPRL de abundante legislación en materia de seguridad y 

salud. Esta legislación se caracterizaba porque ya recogía la necesidad del empresario de 

valorar los riesgos, aunque no propiamente con esa denominación, y por la necesidad de 

incluir en el desarrollo de dichas actividades de planes de seguridad. Son muchos los 

sectores de actividad con legislación específica en seguridad y salud (industrias 

petroquímicas, metal, minería, etc.), pero de todos ellos, hemos considerado que uno de los 

más relevantes y con mayor siniestralidad en la práctica es el de la construcción, por lo que 

solamente comentaremos la nueva normativa surgida al amparo de la LPRL en este sector.  

 

Seguridad y salud en las obras de construcción.  

 

El legislador consciente de las particularidades que presentan las obras de construcción, con 

la intervención en las mismas de determinados sujetos no habituales en otros ámbitos, y 

aspectos de seguridad propios de las obras de construcción, ha regulado con el Real Decreto 

1627/1997, de 24 de octubre, sobre disposiciones mínimas de seguridad y salud en las 

obras de construcción, mecanismos específicos para la aplicación de la Ley de prevención de 

riesgos laborales y del Reglamento de los Servicios de prevención.  

 

El reglamento prevé la intervención de numerosas personas en las obras de construcción, 

que a su vez deben asumir distintas obligaciones: 

La norma establece una compleja red de obligaciones y responsabilidades de los sujetos 

mencionados. Este Reglamento introduce la obligación de evaluar los riesgos desde la propia 

fase de proyecto, a través de la realización de (arts. 4 y ss RD. 1627/1997)  

 

De las consecuencias del incumplimiento de las medidas preventivas, serán responsables 

contratistas y subcontratistas solidariamente frente al trabajador accidentado. La norma 

considera como empresario a contratistas y subcontratistas. También atribuye ese carácter 

al trabajador autónomo, ya que cuando emplee en la obra a trabajadores por cuenta ajena, 

en ese caso actuará como contratista o subcontratista, en definitiva, como empresario. Si es  

directamente contratado por el promotor también tendrá dicha consideración.  

 

La inclusión en el proyecto de ejecución de obra del estudio de seguridad y salud, será 

requisito necesario para el visado de aquél por el Colegio profesional correspondiente, 
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expedición de la licencia municipal y demás trámites exigibles por las distintas 

Administraciones públicas.  

 

El INSHT ha editado en los primeros meses del año 2004 una Guía Técnica para facilitar la 

aplicación del Real Decreto, pero su carácter no es vinculante.  

Dicha Guía se ha inspirado en parte, en el documento elaborado y aprobado en sesión de la 

Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo en enero del 2001, denominado 

“criterios para la aplicación de la prevención de riesgos laborales en el sector de la 

construcción”.  

 

En el anexo IV se establecen las disposiciones mínimas de seguridad y salud que deberán 

aplicarse en las obras. Como en los casos anteriores, están inspiradas en lo dispuesto en el 

Decreto 486/1997, de 14 de abril, antes comentado, y adolece siempre del mismo defecto 

de falta de concreción de la norma. Por ejemplo: en concreto los andamios "deberán 

proyectarse, construirse y mantenerse convenientemente de manera que se evite que se 

desplomen o se desplacen accidentalmente". Pues bien, en la práctica se está aplicando el 

capítulo XVI de la Ordenanza de la Construcción de 28 de agosto de 1.970 (vigente todavía 

por remisión de los convenios colectivos generales del sector) que reproduce el reglamento 

de andamios de 1940, en el que se concretan los requisitos que deben cumplir en cuanto a 

medidas, forma, etc.  

 

La disposición adicional decimocuarta de la Ley 54/2003, extiende el ámbito de aplicación 

del art. 32 bis del mismo texto legal, en materia de recursos preventivos, a las obras de 

construcción que están dentro de la aplicación del RD. 1627/1997, pero con algunas 

peculiaridades, y todo ello sin perjuicio de las obligaciones del coordinador de seguridad y 

salud durante la ejecución de la obra.  

Dispone que cada contratista y subcontratista, como empresarios que son, deben contar con 

su propia organización preventiva o recursos preventivos, sin perjuicio de la coordinación 

que sea necesaria debido a las exigencias del a concurrencia empresarial del art. 24 LPRL. 
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3. ORGANIZACIÓN Y PLANIFICACIÓN  
 

Hasta hace relativamente pocos años, el enfoque tradicional de las técnicas de dirección y 

gestión empresarial consideraban que la labor de los elementos dirigentes debían ir dirigidas 

hacia unas actuaciones de tipo eminentemente reactivas, consistentes en una adaptación 

contínua y dinámica, a las condiciones tan sumamente cambiantes del entorno. 

 

Sin embargo hay que considerar que las propias leyes del mercado han hecho que para que 

las empresas pudieran subsistir en este tipo de entornos tan evolutivos, estos enfoques 

clásicos de dirección y gestión empresarial evolucionaran de una manera muy importante. 

 

Así de esta manera, en los momentos actuales las más altas direcciones de las empresas 

han realizado y siguen realizando continuamente unos esfuerzos muy importantes, para 

intentar adaptarse y poder anticiparse a los más que previsibles cambios futuros del 

mercado. 

 

Todo esto se realizaba a través de los procesos de planificación, una de cuyas finalidades es 

la de intentar prever la evolución de la situación y así tratar de proyectar un curso de 

actuación flexible, lo que debe permitir a las empresas poder llegar a alcanzar todos y cada 

uno de los distintos objetivos que han definido previamente. 

 

Como se puede observar, a fin de lograr alcanzar sus objetivos generales, la mayoría de las 

empresas han realizado y continúan realizando un esfuerzo muy importante para conseguir 

un cambio de enfoque en sus procesos generales de planificación, habiendo evolucionado 

desde una planificación basada en modelos de tipo reactivo hasta unos procesos de 

planificación eminentemente de tipo activo. 

 

Por otra parte para que una empresa pueda llegar a culminar sus objetivos, se hace 

necesario determinar para cada empresa, las diferentes mejoras y medios, que pueden 

hacer posibles dichos objetivos a corto, medio y largo plazo, a la vez que se deben situar 

ordenadamente en el tiempo todas las acciones o etapas que se deben acometer para 

alcanzar las metas propuestas. 
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La planificación como un elemento esencial del sistema de gestión empresarial, va a ser un 

elemento más de la propia gestión empresarial, y por lo tanto debe atañer a la toma de 

decisiones. 

 

Sin embargo algunos expertos en el tema, como puede ser el caso de Nutt, consideran que 

aunque los procesos de planificación deben estar necesariamente unidos a los procesos 

inherentes a la toma de decisiones, lo más aconsejable es que se le de un tratamiento 

independiente a la vista del propio proceso de gestión. 

 

Para la mayoría de los profesionales con probada experiencia en el proceso de planificación, 

se acepta de una manera muy generalizada, que éste comporta muchos aspectos de tipo 

prospectivo. Así para algunos expertos en la materia como el caso de Begin se considera 

que: 

 

"Planificar es la aplicación de un proceso que conduce a decidir, que es lo que hay que 

hacer, como hay que hacerlo, y como se evaluará aquello que hay que hacer con 

anterioridad a haberlo hecho". 

 

Al entenderse el concepto de planificación desde este punto de vista, que es una de las 

definiciones más claras y concretas sobre la materia, nos conduce a poder decir que la 

planificación puede ser realizada de muy diversas maneras, por ejemplo mediante la simple 

proyección o extrapolación de la situación actual, en un determinado campo, materia o 

función, a un futuro más lejano. 

 

Ahora bien si lo que se quiere también, es tener en cuenta los posibles cambios o 

tendencias que sin lugar a dudas se van a producir, se tendrá necesariamente que hablar de 

previsión. 

 

En cualquier caso hay que significar que cuanto mayor sea el periodo de tiempo para el que 

vamos a realizar la planificación, logicamente mayor será la probabilidad de que cometamos 

errores o desviaciones importantes en las proyecciones y previsiones. 

 

Una planificación debe tener siempre como último objetivo, la realización de una o más 

determinadas acciones específicas. Una planificación que no vaya dirigida a conseguir como 

resultado último, algún tipo concreto de acción, es una planificación a todas luces 
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inoperativa e inútil, y normalmente va a suponer una fuente de frustración para todas las 

personas que participan en él. 

 

Otros autores consideran la planificación como un proceso metódico,  

consistente en definir un problema por análisis, para satisfacer las  

necesidades y demandas no satisfechas, que constituyen el problema, fijar unos fines 

realistas y posibles, determinar el orden de prioridades, inventariar los recursos necesarios 

para conseguir y proyectar las acciones administrativas, considerando las diversas 

estrategias de intervención posibles para resolver los problemas. 

 

Finalmente desde otro punto de vista, se puede decir que en su sentido más amplio, 

planificar no es más que un proceso de toma de decisiones, cuyo fin es realizar una acción o 

serie de acciones para la consecución de un objetivo o algo concreto. 

 

La Ley 31/1995 de prevención de riesgos laborales establece un nuevo enfoque preventivo 

cuyos elementos básicos son la planificación de la prevención desde el momento mismo del 

diseño del proyecto empresarial, la evaluación inicial de los riesgos inherentes al trabajo y 

su actualización periódica a medida que se alteren las circunstancias, la ordenación de un 

conjunto coherente y globalizador de medidas de acción preventiva adecuadas a la 

naturaleza de los riesgos detectados y el control y la efectividad de dichas medidas. 

 

Junto a ello, la información y la formación de los trabajadores están dirigidas a un mejor 

conocimiento de los riesgos y de su forma de prevenirlos.  

La Ley también establece unas actuaciones preventivas más específicas como: medidas de 

emergencia, vigilancia de la salud de los trabajadores, medidas particulares para ciertos 

trabajadores: jóvenes, trabajadoras embarazadas, trabajadores de carácter temporal, etc. 

 

Todas esas obligaciones y otras que impone la Ley solo podrán cumplirse de manera 

estructurada y sistemática si en la empresa se establece e implanta un adecuado sistema de 

gestión de la prevención de riesgos laborales. 

 

La Ley 31/95 de P.R.L. asume que ha implantarse un sistema de gestión de la prevención de 

riesgos laborales y utiliza la auditoría de este sistema como una forma de garantizar la 

idoneidad de la función preventiva, cuando esta actividad es asumida por el empresario. 
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En el capítulo IV Servicios de Prevención, el artículo 30 Protección y prevención de riesgos 

profesionales, dice en su apartado 6: 

 

"El empresario que no hubiese concertado el Servicio de Prevención con una entidad 

especializada ajena a la empresa, deberá someter su sistema de prevención al control de 

una auditoría o evaluación externa, en los términos que reglamentariamente se 

determinen." 

 

El R.D. 39/97 Reglamento de los Servicios de Prevención, desarrolla este artículo. En su 

preámbulo vuelve a insistir en que la forma de garantizar la actividad preventiva, cuando el 

empresario asume la función preventiva por sus propios medios, debe hacerse mediante 

una auditoria o evaluación externa del sistema de prevención. El artículo 2, apartado 1, 

dice: 

 

"El establecimiento de una acción de prevención de riesgos integrada en la empresa supone 

la implantación de un plan de prevención de riegos que incluya la estructura organizativa, la 

definición de funciones, las prácticas, los procedimientos, los procesos y los recursos 

necesarios para llevar a cabo dicha acción."  

 

Sin lugar a dudas, el legislador está hablando de un sistema de prevención de riesgos, 

aunque en el texto se denomine "plan". Esto puede deducirse comparando la definición que 

el Reglamento da de "plan" y la correspondiente a "sistema" en las siguientes normas, 

directivas y reglamentos: 

 

UNE 81902 EX. Prevención de riesgos laborales. Vocabulario  

 

"2.5.2. Sistema de gestión de la prevención de riesgos laborales: Es la parte del sistema 

general de gestión de la organización que define la política de prevención, y que incluye la 

estructura organizativa, las responsabilidades, las prácticas, los procedimientos, los procesos 

y los recursos para llevar a cabo dicha política." 

 

 

UNE-EN ISO 8402. Gestión de la calidad y aseguramiento de la calidad.  

Vocabulario.  
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"3.6 Sistema de la calidad: Estructura organizativa, procedimientos, procesos y recursos 

necesarios para implantar la gestión de la calidad." 

 

UNE-EN ISO 14001. Sistemas de gestión medioambiental. especificaciones y directrices para 

su utilización.  

 

"3.5. Sistema de gestión medioambiental: la parte del sistema general de gestión que 

incluye la estructura organizativa, la planificación de las actividades, las responsabilidades, 

las prácticas, los procedimientos, los procesos y los recursos para desarrollar, implantar, 

llevar a cabo, revisar y mantener al día la política medioambiental." 

 

Directiva 96/82/CE de 9 de diciembre de 1986 (DOCE n1 L10/13 del 14.1.97) relativa al 

control de los riesgos inherentes a los accidentes graves en los que intervengan sustancias 

peligrosas.  

 

En su anexo III establece los elementos de l sistema de gestión de los accidentes graves: 

 

"b) El sistema de gestión de la seguridad debería integrar la parte del sistema de gestión 

general que incluye la estructura organizativa, las responsabilidades, las prácticas, los 

procedimientos y los recursos que permiten definir y aplicar la política de accidentes 

graves." 

 

Reglamento (CEE) n1 1836/93 del Consejo de 29 de junio de 1993 por el que se permite 

que las empresas del sector industrial se adhieran con carácter voluntario a un sistema 

comunitario de gestión y auditoría medioambientales.  

 

El Reglamento obliga a que las empresas que operen en una actividad industrial y deseen 

acogerse de forma voluntaria al Reglamento, deben implantar un "sistema de gestión 

medioambiental" aplicable a todas las actividades de la empresa. 

 

Define "Sistema de gestión medioambiental" a aquella parte del sistema general de gestión 

que comprende la estructura organizativa, las responsabilidades, las prácticas, los 

procedimientos, los procesos y los recursos para determinar y llevar a cabo la política 

medioambiental. 
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Volviendo al Reglamento de los Servicios de Prevención, en el capítulo V auditorías, el 

Artículo 29.2 vuelve a repetir los establecido en la L.P.R.L.: 

 

"Las empresas que no hubieran concertado el servicio de prevención con una entidad 

especializada, deberán someter su sistema de prevención al control de una auditoría o 

evaluación externa". 

 

También, en su artículo 30, Conceptos y objetivos de la auditoría, dice: 

 

"La auditoría, como instrumento de gestión que ha de incluir una evaluación sistemática, 

documentada y objetiva de la eficacia del sistema de prevención, deberá ser realizada de 

acuerdo con las normas técnicas establecidas o que puedan establecerse y teniendo en 

cuenta la información recibida de los trabajadores y tendrá como objetivo..." 

 

España tiene actualmente publicadas las normas experimentales sobre sistemas de gestión 

de la P.R.L.. En concreto la norma UNE-81900 EX de 1996. Prevención de riesgos laborales. 

Reglas generales para la implantación de un sistema de gestión de la prevención de riesgos 

laborales (S.G.P.R.L.), establece los elementos que integran un sistema de gestión para la 

prevención de riesgos laborales. 

 

Un sistema de gestión de la prevención de riesgos laborales no es más que una ordenación 

de actividades y procedimientos que hace posible a una empresa un cumplimiento 

estructurado y sistemático de la legislación vigente. 

 

1. Modelos propios o comerciales. 

 

Desde bastantes años atrás, algunas grandes empresas han utilizado formas estructuradas 

para la gestión de los riesgos laborales. La denominación de estas formas estructuradas ha 

sido muy variada: sistemas para auditorías de seguridad, sistemas para evaluación de la 

seguridad y salud, etc. 

 

Algunos de estos sistemas fueron desarrollados en las propias empresas, en general 

adoptando sistemas comerciales a su organización. 

 

Ejemplos de sistema s comerciales son: 
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Control total de pérdidas. Fue creado en los años 70 por el International Loss Control 

Institute (ILCI) de Georgia (USA). Su programa de auditorías de seguridad cubre los 20 

elementos siguientes:  

 

- Liderazgo y administración 

- Formación de la gerencia 

- Inspecciones planeadas 

- Análisis y procedimientos de trabajo 

- Investigación de accidentes e incidentes 

- Observaciones planeadas del trabajo 

- Preparación para casos de emergencia 

- Normas y reglamentos 

- Análisis de accidentes e incidentes 

- Formación específica en tareas que lo requieran 

- Equipo de protección personal 

- Asistencia a lesionados y enfermos 

- Sistema de auditoría del programa 

- Controles de ingeniería 

- Formación del personal 

- Reuniones de grupo 

- Promoción general 

- Contratación y selección 

- Controles de compras 

- Seguridad fuera del trabajo 

 

CHASE (complete health and safety evaluation) con sus dos versiones, una para pequeñas y 

otra para grandes organizaciones. Esta última se compone de 20 elementos, cada uno de 

ellos constituido normalmente por seis o siete partes.  

 

SHARP (safety and health reporting package) fue desarrollado para analizar  

tres grupos principales de temas: organización y procedimientos, evaluación de  

la seguridad y evaluación de la salud. El sistema de auditoría comprende unas  

600 cuestiones y posibilita su tratamiento por ordenador.  
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2. Modelos establecidos en normas 

 

Algunos países disponen de normas que describen sistemas de gestión de la P.R.L.. Un 

ejemplo significativo es la norma inglesa BS 8800. Guía para los sistemas de gestión de la 

seguridad y de la salud en el trabajo. 

 

Esta norma aporta un nuevo concepto de gestión de P.R.L., distinto a los sistemas descritos 

anteriormente, al compartir principios de gestión con las normas de gestión de la calidad 

(ISO 9000) y de gestión medioambiental (ISO 14000), bien entendido que una empresa 

puede implantar el sistema de gestión establecido en la norma a pesar de que no tengan 

implantados los sistemas de gestión de la calidad o del medio ambiente.  

 

España dispone de una norma experimental, UNE 81900 EX que establece los elementos de 

un sistema de gestión de la P.R.L.  

 

2.1 La norma UNE 81900EX 

 

En junio de 1996 AENOR publicó la norma experimental UNE 81900. Prevención de riesgos 

laborales. Reglas generales para la implantación de un sistema de gestión de la prevención 

de riesgos laborales (S.G.P.R.L.). 

 

La norma especifica los elementos que integran un sistema de gestión para la prevención de 

riesgos laborales y pretende ser una guía que ayude a las organizaciones a establecer y 

desarrollar un sistema de gestión en ese ámbito. 

 

La norma puede ser aplicable a cualquier organización, cualquiera que sea su dimensión y 

actividad. 

 

Los principios establecidos en la norma son compartidos con los principios generales de 

gestión de la calidad (serie UNE-EN ISO 9000) y de gestión medioambiental (Serie UNE 77-

801:94) razón por la cual las complementa al compartir un criterio paralelo para alcanzar los 

objetivos de gestión. 

 

Es importante destacar que la norma no es obligatoria y como decimos anteriormente, 

puede servir de guía y ayuda a las organizaciones que deseen implantar un S.G.P.R.L.. 



 

202 

Tampoco hay que olvidar el carácter experimental de la norma, que podría llevar a una 

modificación en su proceso hasta hacerla definitiva. 

 

Los elementos básicos que integran el sistema de gestión para la prevención de riesgos 

laborales expuesto en la norma son: (figura 2) 

 

1. Política de prevención de riesgos laborales 

2. El sistema de gestión de la prevención de riesgos laborales 

3. Responsabilidades 

 

3.1 Responsabilidad de la dirección y recursos 

3.2 Revisión por la dirección 

3.3 Responsabilidad del personal, comunicación y formación 

 

4. La evaluación de los riesgos 

 

4.1 Registro de los requisitos legales, reglamentarios y demás requisitos normativos. 

4.2 Evaluación y control de los riesgos 

 

5. Planificación de la prevención 

 

5.1 Los objetivos y metas en la P.R.L.. 

5.2 El programa de gestión de la P.R.L. 

 

6. El manual y la documentación de gestión de la P.R.L. 

 

6.1 Los objetivos y metas en la P.R.L. 

6.2 La documentación 

 

7. El control de las actuaciones 

 

7.1 Generalidades 

7.2 El control activo 

7.3 Verificación 

7.4 El control reactivo 
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7.5 Casos de no conformidad y acciones correctoras 

 

8. Registros de la prevención de riesgos 

9. Evaluación del S.G.P.R.L.. 

 

9.1 Auditorías del S.G.P.R.L. 

9.2 Revisión del sistema 

 

 

Dentro de la propia Ley de Prevención de Riesgos Laborales y más concretamente, dentro 

del contenido de su Articulo 16.1, se contempla de una forma clara, la obligación por parte 

del empresario de proceder a una planificación de la actividad preventiva. Así: 

 

" La acción preventiva en la empresa se planificará por el empresario a partir de una 

evaluación inicial de los riesgos para la seguridad y salud de los trabajadores, que se 

realizará, con carácter general, teniendo en cuenta la naturaleza de la actividad, y en 

relación con aquellos que estén expuestos a riesgos especiales. Igual evaluación deberá 

hacerse con ocasión de la elección de los equipos de trabajo, de las sustancias o preparados 

químicos y del acondicionamiento de los lugares de trabajo. La evaluación inicial tendrá en 

cuenta aquellas otras actuaciones que deban desarrollarse de conformidad con lo dispuesto 

en la normativa sobre protección de riesgos específicos y actividades de especial 

peligrosidad. La evaluación será actualizada cuando se cambien las condiciones de trabajo, 

y, en todo caso, se someterá a consideración y se revisará, si fuera necesario, con ocasión 

de los daños para la seguridad y salud que se hayan producido..... " 

 

Como se puede deducir de dicho contenido, se contempla que la planificación de la actividad 

preventiva debe ser la actuación básica y fundamental para el control de los riesgos y que el 

empresario esté en disposición de poder garantizar un adecuado nivel de seguridad y salud 

de los trabajadores, a las condiciones existentes o que se prevea que puedan existir en cada 

momento en la empresa, así como que sea actualizada cuando fuera pertinente, siendo 

únicamente la evaluación de los riesgos la herramienta precisa para la realización de dicha 

actividad. 

 

El sentido del párrafo anterior, supone una obligación por parte del empresario de realizar 

una planificación que sea eminentemente flexible, en la medida en que la empresa, sujeta a 
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un entorno tan cambiante como es el que se presenta en la actualidad, con la consiguiente 

necesidad de anticiparse a esos cambios, vaya modificando las condiciones que hicieron 

válida aquella primera planificación. 

 

El Reglamento de los Servicios de Prevención, que desarrolla determinados aspectos de la 

Ley de Prevención, contempla dentro de su artículo 8 aspectos específicos referidos tanto a 

la evaluación de los riesgos como a la planificación de la actividad preventiva tal como: 

 

"Cuando el resultado de la evaluación de los riesgos pusiera de manifiesto situaciones de 

riesgo, el empresario deberá planificar la actividad preventiva que proceda, con objeto de 

eliminar o controlar y reducir dichos riesgos, conforme a un orden de prioridades, que 

deberá ser realizado en función de su magnitud y del número de trabajadores expuestos a 

los mismos". 

 

Lo que nos viene a indicar que no se considera a la planificación de la acción preventiva 

como aquella acción o imposición burocrática, que tenga que realizarse en cualquier tipo de 

empresa u organización con independencia de la importancia de los riesgos detectados, sino 

que debe constituir aquella acción que se tendrá que realizar cuando los resultados de la 

evaluación de los riesgos suponga que existe una necesidad real e imperiosa de realizar 

acciones preventivas tendentes a eliminar, minimizar o controlar dichos riesgos.  

 

De la misma manera, la planificación no debe suponer la sola y mera realización de una 

serie de medidas preventivas, sin ningún criterio de actuación, sino que deberán ser 

adecuadamente priorizadas e incluso temporizadas, de acuerdo no solo a la gravedad e 

importancia de los riesgos detectados, sino también al número de trabajadores que puedan 

verse afectados.  

 

Asimismo dentro del contenido del mismo artículo 8 se contempla que:"En la planificación 

de esta actividad preventiva se tendrá en cuenta la existencia, en su caso, de disposiciones 

legales relativas a riesgos específicos, así como los principios de acción preventiva que se 

señalan en el Articulo 15 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales." 

 

Lo que a su vez supone que la planificación de la actividad preventiva, no puede ser llevada 

a cabo "siempre" de una forma aleatoria o con unos criterios particulares, sino que cuando 

existan criterios o disposiciones legales de obligado cumplimiento para la empresa u 
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organización en particular, que contengan prescripciones relativas a la forma en que se 

debe llevar a cabo la planificación de actuaciones preventivas o a aspectos de control de 

determinados riesgos específicos, se deberá llevar a cabo necesariamente la planificación, 

de acuerdo con los criterios establecidos en dichas disposiciones. 

 

Asimismo no se debe olvidar que, a la hora de seleccionar y priorizar la forma o formas de 

realización de las actuaciones preventivas, éstas se deben llevar a cabo siguiendo 

necesariamente los principios de la acción preventiva, contemplados a su vez en el artículo 

15 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, que establecen debidamente 

jerarquizados, cuales son los criterios lógicos y técnicos de actuación en cualquier tipo de 

acción preventiva, entre los que a su vez se incluye la planificación de la actividad 

preventiva. 

 

Asimismo, en el contenido del Artículo 9 del mencionado Reglamento de los Servicios de 

Prevención, se contemplan otros aspectos que necesariamente deberán contemplarse a la 

hora de realizar la planificación de la actividad preventiva y que se concretan en los 

siguientes: 

 

La planificación de la actividad preventiva incluirá, en todo caso, los medios humanos y 

materiales necesarios, así como la asignación de los recursos económicos precisos para la 

consecución de los objetivos propuestos. 

 

Igualmente habrán de ser objeto de integración en la planificación de la actividad preventiva 

las medidas de emergencia y de vigilancia de la salud previstas en los Artículos 20 y 22 de la 

Ley de Prevención de Riesgos Laborales, así como la información y la formación de los 

trabajadores en materia preventiva y la coordinación de todos estos aspectos. 

 

La actividad preventiva deberá planificarse para un período determinado, estableciendo las 

fases y prioridades de su desarrollo en función de la magnitud de los riesgos y del número 

de trabajadores expuestos a los mismos, así como su seguimiento y control periódico. En el 

caso de que el período en que se desarrolle la actividad preventiva sea superior a un año, 

deberá establecerse un programa anual de actividades.  

 

En este artículo se establecen de una forma horizontal, los criterios sobre cuales son algunos 

de los principales requisitos que debería contemplar y contener una planificación de la 
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actividad preventiva, no solo en lo que se refiere a unas determinadas actuaciones 

preventivas concretas, sino que también a cuales son los diferentes medios que debe poner 

el empresario al servicio de la actividad preventiva. 

 

Asimismo se concede una gran importancia al hecho de que el Sistema de Prevención debe 

ser únicamente uno, con un carácter multidisciplinar, como lo demuestra la consideración de 

tener que integrar las medidas de emergencia y las de vigilancia de la salud, en un único 

sistema de gestión de la prevención de los riesgos laborales. 

 

A partir de estudiar los aspectos que sobre estos aspectos incluye la normativa vigente en 

esta materia, el problema que se plantea en la práctica es como se pueden y deben llevar a 

efecto estas actuaciones de tanta importancia en el propio seno de la empresa y como se 

deben integrar estas actuaciones dentro del sistema de gestión de la prevención. 

 

El primer aspecto que se debería tener en cuenta para realizar estas actuaciones es que la 

planificación de la actividad preventiva no debe ser considerada como una actuación aislada 

e independiente del resto de las funciones de la empresa, sino que deben formar parte de 

del Sistema de Gestión de la Prevención realizada en el seno de la empresa, o dicho en un 

sentido más amplio formar parte integral del propio Sistema general de Gestión de la 

empresa. 

 

Estos criterios quedan recogidos en el propio Reglamento de los Servicios de Prevención, 

que indican que la prevención de los riesgos laborales, como una actuación que debe 

realizarse en el seno de la empresa, deberá estar integrada en el todo el conjunto de 

actuaciones y decisiones de la empresa. 

 

Yendo más allá en el significado del párrafo anterior se podría decir que el sentido que tiene 

la mencionada integración es la de que la prevención de riesgos laborales deberá estar 

incluida tanto en los propios procesos técnicos, como en la propia organización del trabajo y 

en las condiciones en que este se preste, así como en la línea jerárquica de la empresa, 

incluidos todos los niveles de la misma. 

 

Una exposición un poco más exhaustiva sobre estos aspectos permitiría expresar las 

siguientes ideas:  
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- La prevención de los riesgos laborales no debe ser una acción que se realiza por +una 

sola vez, e incluso por personas ajenas a la empresa, sino que debe suponer una acción 

continua y constante que debe realizarse día a día en la propia empresa, modificándose al 

mismo ritmo en que se modifica las situaciones diarias de la empresa. 

 

- La acción preventiva no debe descansar única y exclusivamente sobre los trabajadores 

designados por la empresa para realizar la acción preventiva, o sobre los Servicios de 

Prevención ya sean propios o ajenos, sino que debe ser llevada a cabo por todos y cada uno 

de los trabajadores de la empresa, durante todas las actividades de su trabajo habitual. 

 

- La realización por parte de todos los trabajadores de la empresa de las actividades 

preventivas, supondrá que por parte de la empresa se deban definir y asignar unas 

determinadas funciones y responsabilidades a todos y cada uno de los trabajadores de la 

empresa con independencia de cual sea su nivel jerárquico o categoría profesional.  

 

- La planificación de la actividad preventiva, como una más de las distintas obligaciones 

empresariales que contempla la Ley de Prevención, es uno de los elementos o requisitos 

que como anteriormente hemos indicado integran un Sistema de Gestión de la Prevención 

de Riesgos Laborales. Como se va a poder constatar posteriormente este requisito va a ser 

un elemento de fundamental importancia dentro del desarrollo de dicho sistema. 

 

- Esta planificación debe partir de una evaluación inicial y/o periódica de los riesgos para 

la seguridad y salud de los trabajadores, por lo que esta actuación o instrumento preventivo 

también se convierte en un requisito o elemento crítico más del propio Sistema de gestión 

de la prevención. 

 

Se debe tener en cuenta que como requisito del sistema las empresas deberán establecer y 

mantener actualizados una serie de procedimientos que les sirva para evaluar todos los 

riesgos para la seguridad y salud de sus trabajadores. Para ello se tendrán procedimientos 

básicamente para: 

 

- Identificación de los peligros. 

- Evaluación de los riesgos. 

- Control de los riesgos. 

- Mantenimiento de las medidas de control de los riesgos.  



 

208 

A veces es muy útil realizar dicha evaluación inicial de los riesgos con un carácter previo a la 

implantación del sistema de gestión de la prevención, puesto que ayudará a decidir sobre 

los diferentes métodos de reconocimiento, identificación, evaluación y control de los riesgos. 

 

1.- Planificación de la actividad preventiva. Los objetivos y metas en prevención. 

 

Al igual que se hace para explicar el concepto y contenido de la planificación de cualquier 

función empresarial, la planificación de la prevención de riesgos laborales, habría que 

entenderla en su sentido más amplio como: 

 

"todo aquel conjunto de acciones o actuaciones que se dirigen a la eliminación, reducción o 

control de los riesgos para la seguridad y salud de los trabajadores, presentes en los 

puestos o en el medio ambiente de trabajo". 

 

Definición que como vemos, aunque sirve para clarificar el objetivo que pretende la 

planificación no es totalmente válida para explicar el sentido de dicha actuación preventiva.  

 

La correcta planificación de la actividad preventiva en una empresa debe presentar para el 

empresario, la gran ventaja de ser un modo de adelantarse a los distintos posibles hechos 

indeseados, (accidentes o incidentes de trabajo, enfermedades profesionales o derivadas del 

trabajo), partiendo de un conocimiento real de la magnitud o gravedad de todos los riesgos 

para la seguridad y salud de los trabajadores. 

 

Una definición para la planificación de la prevención de riesgos laborales que puede 

considerarse como muy válida y que a su vez puede ser de gran claridad, es la que se 

contempla en la Norma UNE Experimental 81-902 Gestión de la Prevención de Riesgos 

Laborales  

- Vocabulario, que textualmente dice:"la planificación preventiva es el conjunto de 

actividades que establecen los objetivos y especificaciones necesarias para desarrollar la 

actividad preventiva que sea necesaria realizar y para la aplicación de los elementos del 

sistema de gestión de la prevención de riesgos laborales". 

 

Además de estos contenidos, no conviene nunca perder de vista a la hora de definir e 

implantar un sistema de gestión de la prevención de riesgos laborales, que uno de los 

objetivos que también se pretenden conseguir con su implantación, no son, sino, el de 
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poder lograr sistematizar y optimizar, una serie de actuaciones preventivas dentro de la 

organización, que a su vez permita una mejora continuada de la acción preventiva en la 

empresa. 

 

Ahora bien las actuaciones mencionadas en el párrafo anterior deben también ir 

necesariamente siempre encaminadas a la eliminación, reducción o control de los riesgos 

para la seguridad y salud de los trabajadores, y de tal manera que siempre estén en 

consonancia con la realidad cotidiana de la propia organización. 

 

Pues bien, vistas las cosas de esta manera, la planificación de la actividad preventiva debe 

constituir para cualquier tipo de organización, una actuación crítica para la consecución de 

los objetivos perseguidos en materia de prevención de riesgos laborales (que deberán estar 

en consonancia con la Ley de Prevención), o dicho con otras palabras, para poder implantar, 

desarrollar y mantener al día eficazmente, la propia política preventiva que haya sido 

definida previamente. 

 

El fin primordial que debe por lo tanto buscar la planificación, y que en ningún momento 

habrá que perder de vista, será el de establecer todas aquellas acciones que sean 

necesarias para conseguir un eficaz control de los riesgos para la seguridad y salud de los 

trabajadores. 

 

En aquellas empresas donde tienen demostrada una verdadera cultura organizativa, y por lo 

tanto conceden a la planificación, la importancia que tiene dentro de su propio sistema 

general de gestión, sus esfuerzos van dirigidos principalmente a realizar una inversión 

importante, tanto en tiempo como en medios, en el propio diseño de la planificación, para 

que sea la más adecuada a la empresa. 

 

Se ha demostrado en múltiples áreas de la empresa, como son la calidad y el medio 

ambiente, que las inversiones que hay que hacer para corregir las desviaciones que son 

precisas realizar, cuando no se ha hecho un esfuerzo importante en el diseño, superan con 

creces a las que habría que efectuar si se hubiera hecho con un adecuado diseño.  

 

A la hora de plantearse la realización de la actividad preventiva en una empresa u 

organización, lo más lógico sería el plantearse a su vez como se debe llevar a cabo dicha 

planificación.  
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Tanto para esta disciplina, como para otras disciplinas o funciones de las empresas, no 

existe únicamente una sola forma o modelo para la realización de una planificación, por lo 

que es muy posible, que ésta sea desarrollada por diferentes organizaciones de muy 

distintas maneras.  

 

No obstante, la experiencia de la gestión empresarial está demostrando, que cada día sea 

más frecuente que para cualquier tipo de actividad, las empresas realicen una planificación 

de sus actividades mediante el modelo de planificación por objetivos, en base a las grandes 

ventajas que presenta con respecto a otros modelos. 

 

Este tipo de planificación, presenta la gran ventaja de permitir de una forma muy sencilla el 

definir y controlar los objetivos propuestos, así como mantener la idea de una mejora 

continua de la actividad planificada.  

 

Por todo ello se ha considerado como más conveniente exponer en esta Unidad Temática, el 

método de la planificación de la actividad preventiva mediante la planificación por objetivos. 

 

Básicamente una planificación de la actividad preventiva por objetivos, supone la realización 

de las siguientes etapas debidamente ordenadas: 

 

- Identificación de todos aquellos objetivos que pudieran permitir alcanzar a la 

organización el adecuado control de los riesgos para la seguridad y salud. 

- Definición y establecimiento de aquellos objetivos concretos y adecuados a la 

organización de que se trate, de tal forma que la permitan lograr alcanzar los objetivos 

generales previamente definidos.  

- Elaboración y establecimiento de todas aquellas normas de procedimientos que sean 

necesarias, mediante las cuales la organización pueda estar en condiciones de medir y 

valorar las acciones necesarias para:  

· Desarrollar, mantener y mejorar una cultura organizativa y preventiva a todos los 

niveles de la organización, como elementos básicos para la eliminación o control de los 

riesgos para la seguridad y salud de los trabajadores. 

· Mantener un control directo y continuado sobre todos los riesgos para la seguridad 

y salud de los trabajadores, que se pueden producir en todas y cada una de las diferentes 

actividades desarrolladas por la organización.  
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· Como caso más habitual un proceso general de planificación preventiva, debe 

suponer el establecimiento de unas normas de procedimiento, lo suficientemente claras y 

adecuadas para la organización de que se trate. Estas normas reflejan el hecho de que la 

obtención de los objetivos definidos requiere, sin lugar a ninguna duda, la realización de un 

esfuerzo específico, por parte de todos los componentes de la organización. Si se quiere que 

una empresa sea eficaz en el control de los riesgos, necesita coordinar sus actividades y 

asegurarse de que todos sus componentes sin excepción saben lo que tienen que realizar. 

La definición de las normas de procedimiento, que sean adecuadas y válidas para la 

organización en particular, es una de las piedras angulares para una implantación eficaz de 

la política preventiva en cualquier empresa. Su fin primordial es el de hacer trasladar las 

buenas intenciones que comporta la propia declaración de la política, hasta la necesidad real 

de realizar en la práctica cotidiana una serie de actividades y tareas concretas lo 

suficientemente coordinadas que: 

 

· Definan claramente que es lo que necesitan hacer todos los trabajadores de 

una empresa en materia de prevención, para poder contribuir al establecimiento de 

un entorno libre de, accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. 

· Ayuden a identificar y definir cuales son las distintas capacidades y 

aptitudes que han de tener todos los trabajadores de la empresa para cumplir con 

sus obligaciones. 

· Sirvan de base de partida para medir las realizaciones tanto de los 

diferentes individuos de la organización como de todo el conjunto de ella.  

Las normas de procedimiento deben servir para unir las responsabilidades asignadas a las 

personas de la organización a las que van dirigidas dichas normas de procedimiento, con 

cada uno de los objetivos perseguidos por dicha organización.  

Como tónica general las normas de procedimiento deben indicar claramente y sin que 

puedan dar lugar a confusiones, quién es el responsable de realizar lo que haya que realizar, 

por qué se hace lo que hay que realizar, y que resultado se espera conseguir con su 

realización.  

 

Más concretamente una norma de procedimiento debe incluir los siguientes aspectos: 

 

* Quién es el responsable. Estas normas deben identificar el nombre o posición de aquellos 

que tienen la responsabilidad de llevar a cabo el trabajo, dando el necesario detalle para 
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apoyar las declaraciones organizativas generales. En todos los casos se debería considerar el 

criterio de aptitud para hacer el trabajo. 

* Para qué.- Se debe identificar que es todo aquello que hay que hacer y explicar como ha 

de hacerse. Esto puede suponer la aplicación de procedimientos específicos o sistemas de 

trabajo, y el uso de documentos específicos y equipos. 

*Cuando.- Las normas deben especificar claramente en que momento y fecha han de 

llevarse a cabo todas y cada una de las acciones de trabajo indicadas en la norma de 

procedimiento. 

* Con que resultado esperado.- Las normas deben indicar claramente y de una manera 

comprensible cuales son las distintas metas concretas que se pretenden alcanzar con las 

diferentes acciones realizadas. 

 

Ahora bien, en la práctica a la hora de realizar una planificación de las actividades 

preventivas, siempre se plantea la duda sobre aquello que es necesario planificar, en la 

medida que sea de aplicación directa o por obligado cumplimiento a la organización en 

particular de que se trate. 

 

Aunque no existe una respuesta exacta a esta cuestión, siendo lo más aconsejable recoger 

toda aquella información disponible sobre la empresa en particular, puede ser de gran 

ayuda el conocer las diferentes obligaciones que contempla la propia Ley de Prevención de 

Riesgos Laborales y que pueden ser resumidos entre otros por los siguientes: 

 

- Objetivos generales de la organización, para el cumplimiento de la política preventiva 

definida previamente por la más alta dirección de la organización en particular, en la que se 

deberá incluir como mínimo el cumplimiento de los requisitos de la Ley que le sean de 

aplicación. 

 

- Identificación de todos los diferentes peligros o fuentes de daño, para todos y cada uno 

de los trabajadores existentes en la empresa, prestando especial atención, a aquellos que 

puedan afectar a determinados trabajadores que por su situación personal o por su estado 

biológico, puedan considerarse como trabajadores especialmente sensibles. 

 

- Evaluación de todos los riesgos para la seguridad y salud de los trabajadores, 

debiéndose contemplar en este apartado no solo la evaluación inicial, sino también la 



 

213 

planificación de todas aquellas actualizaciones, o revisiones periódicas que sean preciso 

realizar. 

 

- Sistemas de eliminación, disminución o control de los riesgos para la seguridad y salud 

de los trabajadores, obtenidos en la evaluación de los riesgos, siempre que sea posible 

teniendo en cuenta los principios de la acción preventiva establecidos en la Ley de PRL. 

 

- Actuaciones o medidas preventivas que sean preciso desarrollar ante las posibles 

situaciones de emergencia que se puedan producir en la empresa. 

 

- Organización de las actividades preventivas a desarrollar en virtud de la coordinación de 

las actividades empresariales, haciéndose especial hincapié en las relaciones con las 

contratas y subcontratas, y con las empresas de trabajo temporal. 

 

- La formación e información a los trabajadores sobre los riesgos existentes y las medidas 

preventivas adoptadas o a adoptar. 

 

- La práctica de la vigilancia de la salud de los trabajadores específica a los riesgos 

detectados. 

 

- Las compras y adquisición de equipos, máquinas sustancias, preparados, Equipos de 

protección individual, etc. 

 

 

 

- Medida de la eficacia de las diferentes actuaciones preventivas llevadas a cabo por la 

organización. 

 

- Establecimiento, definición y desarrollo de las auditorías internas del Sistema o partes 

del Sistema de Gestión de Prevención de Riesgos Laborales. 

 

- Revisión, al menos, a intervalos regulares del Sistema de Gestión de la  

Prevención de Riesgos Laborales.  
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A la hora de planificar las actividades preventivas hay que ser realista y práctico, así como 

considerar que las recursos tanto de tipo técnico, como de carácter económico de que 

disponen las empresas nunca son ilimitados, por lo que es muy importante el proceder a 

priorizar las actividades preventivas que haya que realizar y el establecer diferentes tipos de 

planificación bien a corto plazo o a medio plazo. 

 

La planificación a corto plazo consiste en aquella, cuyo período de realización abarca un 

período de actividad empresarial, con una duración menor o igual a un año. 

 

Generalmente en estos períodos de duración inferior o igual a un año, considerados como 

corto plazo, las modificaciones que se producen durante este tiempo en las empresas son 

mínimos. Por ello este tipo de planificación se debe realizar para actividades que tengan una 

trascendencia importante para la seguridad y salud de los trabajadores. 

 

La planificación a medio plazo es aquella cuyo período de realización suele estar 

comprendido entre uno y tres años, período que normalmente suele abarcar a uno o a 

varios ejercicios de la actividad empresarial. 

 

En la planificación a medio plazo habría que tener la precaución de que en durante el 

período en que se produzca el plan de realizaciones, no se prevean que se vayan a producir 

modificaciones sustanciales de la actividad de la organización, ni tecnológica ni 

organizativamente. Por todo eso, este tipo de planificación suele ser realizada para 

actividades preventivas que tengan una mínima trascendencia para la seguridad y salud de 

los trabajadores.  

 

2.- Procedimiento general de la planificación. 

 

Como se ha podido ver, la planificación de la actividad preventiva se puede considerar como 

un proceso debidamente estructurado, motivo por el cual es preciso que sea llevado a cabo 

a través de un procedimiento general que este a su vez convenientemente sistematizado. 

 

De entre los muchos métodos de planificación que se pueden llevar a efecto hemos 

considerado como más conveniente, el desarrollar el de la planificación por objetivos, por la 

facilidad que presenta de poder realizar posteriormente un control de sus consecuciones.  
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Dicho procedimiento debe conllevar la secuencia de acciones que se relatan a continuación, 

para cada uno de los diferentes tipos de actividades preventivas que es preciso planificar. 

 

Así, para cada una de las diferentes actividades de carácter preventivo que sea preciso 

planificar, lo primero que debe plantearse es la definición de una serie de objetivos, 

entendiéndose como tal, a los fines comunes a toda la organización en esta materia. 

 

Estos objetivos a su vez serán definidos de tal forma que siempre que sea posible cumplan 

con las siguientes características: 

 

- Sean específicos y concretos para cada tipo de actividad preventiva a realizar o para 

cada problema planteado. 

 

 

 

- Puedan ser medidos de alguna forma, bien a través de indicadores de carácter 

cuantitativo o cualitativo, o métodos objetivos o subjetivos. 

 

- Sean realistas de forma que puedan ser alcanzables tanto en lo que se refiere a los 

resultados que se pretenden alcanzar como al período de tiempo establecido para ello. 

 

- Adecuados y relevantes, que serán función en cada caso de la magnitud y severidad de 

los riesgos evaluados, así como del número de trabajadores que se pueden ver afectados. 

 

- Programables en el tiempo, a través de sus correspondientes calendarios en los que se 

establezcan acciones y períodos de realización.  

 

Otro problema añadido a la hora de definir estos objetivos, son las dificultades lógicas de 

conocer como o de donde partir para definir estos objetivos. 

 

La respuesta a esta incógnita está en el análisis de toda la información que dispone la 

organización en materia de prevención de riesgos laborales, como pueden ser entre otras 

las siguientes: 
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- La evaluación de riesgos laborales, mediante la cual se obtiene toda la información 

necesaria como para poder estar en disposición de conocer cual o cuales son los riesgos 

existentes en la empresa y por lo tanto objeto de eliminar o controlar y en su caso de las 

medidas y tipos de estas que es preciso realizar. 

 

- Los informes de las auditorías del Sistema de Prevención de Riesgos Laborales, tanto de 

tipo internas como externas, que como herramientas de Gestión, van a permitir a la 

dirección de la empresa conocer cuales son los puntos críticos de sistemas y las 

modificaciones o mejoras que son necesarias llevar a cabo. 

 

- Los datos y estadísticas de accidentes de trabajo, enfermedades profesionales y 

deseablemente de los diferentes tipos de incidentes que se han producido en la 

organización. Estos datos van a permitir tener un conocimiento de los principales problemas 

o mejor dicho de las consecuencias que se producen en la empresa tanto en situaciones 

pasadas como actuales al actualizarse las causas de los accidentes, incidentes y 

enfermedades profesionales. 

 

- Las diferentes normativas generales y específicas que de obligado cumplimiento a la 

organización en cuestión. Hay que hacer la consideración en este caso que las normativas 

van más allá de un mero compromiso voluntarista por parte de la empresa al fijarse 

objetivos concretos. 

 

- Los datos sobre fallos y deficiencias del propio Sistema de Gestión de la Prevención de 

Riesgos Laborales, detectados durante cualesquiera de los procesos de revisión y control de 

las actuaciones. 

 

- La información recabada a través de los informes elaborados de las diferentes 

inspecciones o rondas de prevención de riesgos laborales realizadas por parte de la propia 

empresa ya sean de carácter rutinario o periódica. 

 

- Los informes de asesoramiento o de obligado cumplimiento, o recomendaciones 

realizadas por diferentes organismos públicos o privados con competencias en estas 

materias.  

 



 

217 

Con estos criterios la organización debe estar en condiciones de definir los objetivos que le 

sean adecuados en materia de prevención, a partir de los cuales seleccionará aquellos que 

considere como claves para alcanzar los últimos objetivos de la organización. 

 

Una vez definidos y seleccionados aquellos objetivos considerados como claves, se pasará a 

seleccionar una serie de indicadores de medida de los resultados para cada uno de los 

distintos objetivos clave que se han seleccionado, que permitan poder comprobar 

posteriormente que la planificación ha sido lo suficientemente eficaz, como para poder 

conseguir alcanzar los objetivos seleccionados. 

 

El siguiente paso es el desarrollo de un plan específico para cada uno de los objetivos 

seleccionados previamente, que a su vez estará compuesto por una serie más o menos 

amplia de elementos. 

 

Para cada elemento del plan habrá que definir a su vez  

 

- Que debe hacerse. 

- Quién lo debe hacer. 

- Cuando debe hacerse. 

- Que resultados hay que conseguir.  

 

Este último punto referente a los resultados a conseguir o acciones a realizar en concreto es 

lo que dentro de un proceso de planificación por objetivos se conocen como metas. 

 

1. Como ya se ha comentado, dicha planificación no debe ser inflexible sino que puede y 

debe ser modificada en la medida en que se hace necesario dicha modificación. Para todo 

ello es preciso que se lleven a cabo análisis de la implantación del plan y cumplimiento de 

los objetivos a través de los indicadores de resultados seleccionados.  

 

Ello nos puede llevar a considerar como necesario el proceder a una posible revisión del 

conjunto del plan o de alguno de sus elementos, realizando todas las modificaciones que se 

considerasen necesarias para poder lograr los objetivos marcados por la organización. 

 

Por último considerar que a fin de poder comprobar y evidenciar posteriormente el logro de 

los diferentes objetivos por parte de la empresa en materia de prevención puede ser de 
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gran ayuda e interés la realización de un programa de acción con su correspondiente 

calendario, que incluya la asignación de responsabilidades para conseguir alcanzar las metas 

propuestas e indicadas anteriormente y los medios de que se dispone para poder llegar a 

alcanzar dichas metas.  

 

La realización de un programa con su correspondiente calendario, puede ser un elemento de 

gran ayuda para la comprobación del logro de objetivos en materia de prevención por parte 

de la empresa. 

 

Al tenerse que integrar la prevención en el conjunto de las actuaciones y decisiones de la 

empresa, y al ser las decisiones, actuaciones que corresponden a la propia dirección o de la 

gestión de la empresa, ello implica que la prevención deberá estar integrada dentro de la 

propia gestión general de la empresa como una actividad más de ella.  

 

La Ley de Prevención de Riesgos Laborales. 

 

La transposición de la Directiva Marco 89/391/CEE da lugar a la Ley de Prevención de 

Riesgos Laborales (en lo sucesivo LPRL), que entra en vigor el 11 de febrero de 1996, con 

todo su desarrollo legislativo. Esta Ley lo que pretende es concienciar de una "cultura 

preventiva" ya desde su exposición de motivos, la cual supone un esfuerzo empresarial 

considerable para adaptar la organización de las empresas a la LPRL. 

Es una materia en la que los conocimientos empleados han sido objeto de estudio de la 

medicina, la economía, la ergonomía, la seguridad, psicología y sociología, el derecho... y 

que en el transcurso de esta planificación preventiva se intentan emplear dichos 

conocimientos para el buen desarrollo tanto de la LPRL como de la seguridad y salud 

implícita que la misma conlleva. 

 

Así, se pretende dar cumplimiento a la Ley 31/95 sobre “Prevención de Riesgos Laborales”, 

efectuando la preceptiva “Evaluación de Riesgos”, de tal manera que dicha evaluación sirva 

como base para establecer un programa de prevención que lleve a cabo las medidas 

correctoras que se indiquen así como establecer los criterios necesarios para poner en 

práctica la gestión de la seguridad. 

 

La evaluación de riesgos, es por tanto el punto donde se inicia la acción preventiva, la 

cual, se planifica en función de los resultados obtenidos de la evaluación inicial de riesgos y 
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de las posteriores revisiones de la misma ya que se plantea como un proceso dinámico, 

actualizándose en función de las modificaciones de las condiciones de trabajo, o  con 

ocasión de los daños para la salud.  

 

 

POLÍTICA DE PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES 

 

a) ¿Qué es? 

 

- Es el compromiso de la organización asumido por su más alto estamento ejecutivo, 

frente al colectivo de sus trabajadores y la sociedad, acerca de las directrices orientadas a la 

conservación y el desarrollo de los recursos físicos y humanos, así como a la reducción de 

los daños a la salud de los trabajadores y a los bienes. 

- Una gestión eficaz de la P.R.L. solo puede lograrse estableciendo e implantando una 

clara política en este ámbito, de modo que se cumpla la legislación vigente y que la P.R.L. 

sea considerada en todas las prácticas y tomas de decisiones de la empresa. 

- Las empresas que han alcanzado muy altos niveles en P.R.L., tienen políticas que 

reconocen: 

- Que la P.R.L. contribuye a la buena ejecución empresarial, cuidando y desarrollando los 

recursos físicos y humanos y reduciendo costos y responsabilidades legales.  

- Que se deben desarrollar estructuras organizativas y una cultura que apoye el control de 

los riesgos laborales, asegurando la participación total de los trabajadores.  

- Que el único procedimiento eficaz para prevenir los daños a la salud de los trabajadores 

es el basado en una sistemática detección de peligros y evaluación y control de los riesgos.  

- La necesidad de asignar recursos y de planificar adecuadamente la política  

- La necesidad de examinar, y revisar todas las actuaciones preventivas, así como la de 

aprender de la experiencia.  

 

b) ¿Qué debería contener una política de P.R.L.? 

 

- La política de P.R.L. se debe expresar por escrito y debe ir firmada por el más alto 

ejecutivo de la organización. De forma general, la política podría contener: 
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- El camino a seguir por la organización en P.R.L. Para ello se debe establecer el 

compromiso de la más alta dirección con la prevención, mediante la comunicación de los 

valores y creencias.  

- Una explicación de cómo la política en P.R.L. puede contribuir al desarrollo de la 

empresa, por ejemplo, reduciendo los daños a la salud de los trabajadores, pérdidas 

innecesarias y responsabilidades legales.  

- Frases que establecieran la importancia de los objetivos en P.R.L. en relación con otros 

objetivos del negocio.  

- Un compromiso de la organización para lograr una mejora progresiva de la acción 

preventiva, cumpliendo siempre la legislación vigente.  

- Una explicación de las responsabilidades de los directores en y de cómo pueden 

contribuir los trabajadores a la implantación de la política mediante el diseño de 

procedimientos adecuados de participación.  

- Un compromiso de la organización para establecer y mantener al día sistemas de 

comunicación eficaces en materia de P.R.L.  

- Una identificación de un director o cualquier otro alto cargo que tenga como 

responsabilidad la formulación, la implantación y el desarrollo de la política de P.R.L.  

- Un compromiso de los líderes de la organización para apoyar la política con recursos 

adecuados, asegurando la información y formación de los trabajadores.  

- Un compromiso de los líderes en la planificación, revisión periódica y desarrollo de la 

política.  

 

La política de prevención de riesgos laborales como primer elemento del sistema de gestión 

de prevención de riesgos laborales en la norma UNE 81900 EX 

 

La norma exige a la dirección de la organización que defina y documente su política de 

P.R.L. y que se asegure que:  

 

a) Sea la adecuada para su actividad y reconozca que la prevención de riesgos laborales es 

parte integrante de la gestión de la organización. 

b) Incluya un compromiso de alcanzar un alto nivel de seguridad y salud en el trabajo 

cumpliendo como mínimo la legislación vigente en esta materia y basándose en el principio 

de la mejora continua en la acción preventiva. 
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c) Establezca que la responsabilidad en la gestión de la prevención de riesgos laborales 

incumbe a toda la organización; desde la dirección general al trabajador de menor 

cualificación profesional. 

d) Sea conocida, comprendida, desarrollada y mantenida al día por todos los niveles de la 

organización. 

e) Sea coherente con otras políticas de recursos humanos diseñadas para garantizar el 

compromiso y bienestar de los trabajadores. 

f) Garantice la participación y la información de todos los trabajadores de la organización, 

así como el derecho a que estos sean consultados a fin de conseguir la mejora continua del 

sistema de gestión implantado. 

g) Sea actualizada periódicamente de acuerdo a su adaptación al progreso técnico y permita 

la realización de auditorías sistemáticas tanto internas como externas que verifiquen el 

cumplimiento con la política preventiva. 

h) Asuma la adopción y difusión de los objetivos de la política de prevención implantada, a 

toda la organización. 

i) Garantice al trabajador la suficiente y adecuada formación teórica y práctica mediante la 

provisión de los recursos necesarios que permitan el desarrollo de la política preventiva. 

 

Ejemplo de política de P.R.L. 

 

1. Y S.A. tiene como objetivo general prioritario alcanzar la más alta cota posible en la 

seguridad y salud de sus trabajadores, que son su recurso más importante. Para ello 

cumplirá con toda la legislación vigente en prevención de riesgos laborales y además, 

establecerá y apoyará todas las acciones precisas para lograr una mejora permanente de la 

acción preventiva. 

2. Y, S.A. tiene como objetivo específico, disminuir un 75% en tres años, sus índices de 

incidencia y frecuencia de accidentes en jornada de trabajo con baja (valores actuales: I.I = 

5,3; I.F= 6,8) 

3. Para lograr los objetivos generales y específicos citados, se está implantando y se 

mantendrá al día un SGPRL según la norma UNE 81900 

4. Es responsabilidad de todos los departamentos y trabajadores de Y S.A. el cumplimiento 

de los elementos que componen el sistema de gestión. Las responsabilidades específicas de 

cada departamento y de cada trabajador se establecerán en este manual y en los 

procedimientos e instrucciones operativas correspondientes. 
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5. Y, S.A. establecerá los medios y recursos precisos para procurar una formación en 

materia preventiva a todos los miembros de la organización. 

6. Y, S.A. establecerá los medios y recursos precisos para procurar una información en 

materia preventiva a todos los miembros de la organización. 

7. Y; S.A. establecerá la participación de los trabajadores, según se establece en la 

legislación vigente, así como la que se determine en el sistema de gestión. 

8. Y, S.A. establecerá auditorías del SGPRL para verificar que se cumplen los objetivos 

definidos en esta política. También establecerá los medios y recursos adecuados para, con 

los resultados de las auditorías, revisar periódicamente el SGPRL. 

9. Y, S.A. informará a todos los trabajadores sobre esta política, que todos deben conocer y 

comprender 

 

Firmado:  

xxxxxxxx 

Consejero Delegado 

SISTEMA DE GESTIÓN DE P.R.L. 

¿Qué es? 

Es la parte del sistema general de gestión de la organización que define la política de 

prevención, y que incluye la estructura organizativa, las responsabilidades, las prácticas, los 

procedimientos, los procesos y los recursos para llevar a cabo dicha política. 

¿Qué elementos debe contener un S.G.P.R.L.? 

Dado que todas las actividades, productos y servicios de la organización influyen o actúan 

sobre los trabajadores, un S.G.P.R.L. para ser eficaz necesita enfrentarse a esta 

complejidad, por lo que sus elementos deberían estar entrelazados con la mayor parte o 

incluso con todo el sistema global de gestión de la organización. 

Los elementos existentes del sistema global de gestión pueden ser comunes a varios 

campos, por ejemplo, la gestión operacional, la gestión de la prevención de riesgos 

laborales, la gestión de la calidad y la gestión medioambiental. 
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Los elementos del S.G.P.R.L. deben posibilitar un planteamiento activo de la prevención con 

el fin de prevenir los riesgos laborales antes de que surjan daños a la salud de los 

trabajadores. Por lo tanto, sus elementos deben posibilitar que el sistema sea capaz de: 

- Identificar los requisitos reglamentarios aplicables.  

- Detectar los peligros y evaluar los riesgos laborales de las actividades, productos y 

servicios de la organización.  

- Investigar, analizar y registrar las consecuencias de incidentes, accidentes y posibles 

situaciones de emergencia.  

- Posibilitar la identificación de prioridades la definición de los consiguientes objetivos y 

metas preventivas.  

- Facilitar las actividades de planificación, control, supervisión, auditoría y revisión para 

asegurar que la política se cumple y sigue siendo adecuada.  

El sistema de gestión de la prevención de riesgos laborales establecido en la norma UNE 

81900 EX 

La norma exige que la dirección general de la organización defina, reconozca y mantenga al 

día un S.G.P.R.L. como herramienta para asegurar que el funcionamiento de la actividad 

preventiva de la organización sea adecuada con la política definida en el apartado anterior. 

La norma también exige que el S.G.P.R.L. incluya: 

a) La preparación de la documentación del sistema (estructura organizativa, 

responsabilidades, procedimientos, instrucciones, etc.) de acuerdo con los requisitos de la 

norma. 

b) La implantación efectiva de los procedimientos e instrucciones. 

Explícitamente ordena a la dirección general de la organización que al implantar el sistema 

tenga en cuenta la legislación vigente. 

Los elementos que componen el S.G.P.R.L. están descritos en el apartado anterior. 
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RESPONSABILIDADES 

1. Responsabilidades de la dirección 

Para gestionar adecuadamente la P.R.L. se debe establecer una organización que permita la 

contribución de las personas y de los grupos mediante la participación a todos los niveles, 

así como desarrollar una cultura preventiva en la cual los objetivos en P.R.L. sean 

considerados por todos con el mismo rango que otros objetivos de la empresa. 

Esto sólo puede hacerse a través de un compromiso activo y continuo de la dirección. Por 

ello, la dirección debe definir y documentar las responsabilidades, nivel de formación, 

experiencia y cualificación formal necesarias para el personal que gestiona el sistema. 

Siempre que fuera necesario, en las descripciones de las funciones directivas y en las 

valoraciones de su actuación, se deberán tomar en consideración las actividades de carácter 

preventivo que correspondan. 

La norma UNE 81900 exige que la dirección general de la organización defina 

documentalmente las responsabilidades del personal que gestiona el S.G.P.R.L. a fin de:  

a) Procurar los medios materiales y humanos necesarios para la implantación del sistema. 

b) Llevar adelante acciones cuyo fin sea asegurar la conformidad con lo establecido en el 

apartado 4.1 anterior. 

c) Establecer los objetivos del S.G.P.R.L. y diseñar las estrategias correspondientes. 

d) Coordinar los planes y programas de acción preventiva. 

e) Determinar las prioridades en la adopción de las medidas preventivas adecuadas y la 

vigilancia de su eficacia. 

f) Actuar en situaciones de emergencia estableciendo los planes correspondientes. 

g) Establecer las medidas de orden interno necesarias para garantizar en todo momento que 

el S.G.P.R.L. implantado en la organización satisface sus objetivos. 

h) Designar el miembro del equipo directivo, el cual aparte de sus otras responsabilidades, 

debe tener la autoridad suficiente para asegurar que se cumplen y se mantienen al día los 

requisitos de esta norma. 



 

225 

2. Revisión por la dirección 

La norma UNE 81900 exige que la dirección de la organización revise el S.G.P.R.L. 

implantado a intervalos definidos, que sean suficientes para asegurar su adecuación y su 

eficacia continuadas para cumplir los requisitos de la norma, la política y los objetivos 

definidos. 

Exige mantener registros de dichas revisiones.  

 

En cuanto a las modalidades preventivas han sido desarrolladas con anterioridad. 
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5. COSTES DE LA ACCIDENTALIDAD Y RENTABILIDAD DE 
LA PREVENCIÓN 
 

Ante de empezar a abordar aspectos concretos con respecto a cuestiones relacionadas con 

los costes y con la economía de la Prevención, sería necesario plantearse previamente si 

realmente es un problema significativo en nuestro país, así como si también lo son los 

costes derivados de ella, tanto a nivel nacional como a nivel particular de cada empresa o 

dicho de otra forma cuál es la magnitud e importancia del problema que plantean los 

accidentes de trabajo y los costes que ello supone tanto a las propias empresas, como al 

sistema de la Seguridad Social. 

 

Estadísticas de las que sin que se tenga que proceder a realizar un análisis más profundo, 

nos permiten deducir que el número de accidentes de trabajo en nuestro país se puede 

considerar de una forma muy general y sin hacer comparaciones con los de otros países de 

nuestro entorno, que incluyen un número de accidentes producidos por otras causas 

diferentes a las laborales, como de muy elevado. 

 

Una vez realizado este análisis, lo siguiente que se debería plantear es conocer el coste que 

conlleva no sólo la ocurrencia de estos accidentes, sino que también cuáles son los costes 

de su reparación y sobre quién deben recaer dichos costes. 

 

Aunque en un principio la respuesta a cada una de estas cuestiones parece muy sencilla, la 

realidad es que no es tan sencilla y no existe un único asiento o concepto al que se pueda 

asignar dichos costes, en gran parte debido a lo complejo que se hace el cálculo de dichos 

costes, dependiente de múltiples factores que necesariamente es preciso tener en cuenta a 

la hora de realizar dicho cálculo. 

 

Por ello y debido también a que en los momentos actuales no existe ningún estudio que 

valore explícitamente el coste total de los accidentes indicados, se debe recurrir a unas 

estimaciones, que a la hora de juzgarlas, se deben considerar no como cifras absolutas, sino 

que se deben considerar como lo que son unas meras estimaciones. 

 

Siguiendo con esta idea, algunos cálculos estimativos sobre el coste que puede suponer al 

propio sistema de la Seguridad Social las reparaciones de los accidentes de trabajo que se 
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producen cada año en nuestro país, cifras muy importantes y pueden tener una incidencia 

apreciable en la marcha de la economía. 

 

Si al igual que antes se pretendiera ahora hacer una estimación del porcentaje del P.I.B 

(Producto Interior Bruto) que suponen las cantidades indicadas anteriormente, se podría 

decir que los costes de los accidentes de trabajo indicados anteriormente llegan a 

representar aproximadamente del 3-4 % del P.I.B. de nuestro país, porcentaje que a todas 

luces parece muy elevado. 

 

Una vez vista la importancia que supone tanto el número de accidentes, como sus costes se 

debería plantear como se pueden repartir los costes de dichos accidentes. Así de una forma 

muy básica, se puede decir que el coste de los accidentes se pueden repartir en diferentes 

partidas como son: 

 

-Pago de prestaciones económicas. 

-Asistencia sanitaria. 

-Pago de Servicios Sociales a trabajadores en recuperación 

-Gastos de Tesorería e informática. 

 

A los que necesariamente habría que añadir todos aquellos gastos que conllevan cada una 

de las empresas en las que se producen los accidentes de trabajo y que naturalmente deben 

ser asumidas por ellas. 

 

Igualmente se debe considerar que los costes de los accidentes de trabajo son asumidos 

tanto por el propio sistema como por los propios empresarios, aunque en la práctica 

desgraciadamente muchos de los costes son asumidos como costes adicionales a los 

accidentes de trabajo y en consecuencia no se evalúan su cuantía. 

 

No se deberá olvidar también los costes de las enfermedades profesionales y las derivados 

del trabajo, aunque hay que señalar que como consecuencia del subregistro de dichas 

enfermedades y de la complejidad de su cálculo, actualmente no se dispone de datos 

económicos actualizados referentes a sus costes. 
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La ausencia de esta información dificulta el que desde una óptica de gestión se incentive las 

inversiones económicas en prevención, lo que permitiría estudiar las ventajas que desde un 

punto de vista económico podría suponer dichas inversiones. 

 

Todas estas cuestiones hasta ahora indicadas no permitirían justificar la importancia que 

tiene el fomentar la realización de estudios de costes de accidentes y medidas preventivas 

en las empresas. 

Aunque en este punto se va a tratar la forma de cálculo del coste de los accidentes y de las 

inversiones en prevención se considera conveniente volver a recordar que los accidentes de 

trabajo comportar dos aspectos muy diferentes entre sí, las pérdidas humanas y las 

pérdidas económicas, de tal manera que se podría decir desde un punto de vista ético y 

moral, que el sólo coste humano que conlleva los accidentes de trabajo, con el consiguiente 

sufrimiento para los propios accidentados y su entorno familiar y social, son razones más 

que suficientes, por si solas, para poner todos aquellos medios económicos y humanos que 

fueran precisos para evitar que dichos accidentes se pudieran producir. 

 

Por otra parte, dada la necesidad de integrar la Prevención de los Riesgos Laborales dentro 

de todas las actuaciones y decisiones de la empresa, o lo que es decir, la necesidad de 

integrar la Gestión de la Prevención, dentro de la gestión propia de la empresa, se hace 

preciso considerar dentro de ésta, la gestión y valoración económica del coste de los 

accidentes e incluso a nivel de empresa el de los propios incidentes laborales mediante la 

aplicación de determinadas estrategias y técnicas, que posteriormente le permitan planificar, 

priorizar y valorar todas aquellas actuaciones preventivas tendentes a eliminar o disminuir 

dichos accidentes e incluso hacer comparable entre las distintas organizaciones y empresas, 

el coste que esta tragedia humana comporta en sí misma. 

 

Por razones obvias, que no son objeto de esta unidad, no se va a entrar a detallar los costes 

humanos, sino que únicamente se van a desarrollar los relacionados únicamente con los 

económicos, lo que no quiere decir que no se deban tener en cuenta los mencionados 

aspectos humanos. 

 

Asimismo sería conveniente recordar que también las enfermedades profesionales y las 

derivadas del trabajo presentan unos costes importantes que deberían ser considerados y 

valorados también en el seno de la empresa. 
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A nivel empresa hay que considerar que en la práctica el cálculo de los costes de los 

accidentes de trabajo y los beneficios sobre esta cuestión derivada de las inversiones en 

prevención es en un principio una labor muy compleja. Ahora bien, eso no quiere indicar ni 

mucho menos que sea una actuación imposible, con independencia de que no se efectúen 

dichos cálculos, debido entre otras causas al gran número de factores y parámetros que es 

necesario tener en cuenta, así como a la falta de sistematización que existe para la 

realización de dicho cálculo. 

 

En resumidas cuentas en muchas circunstancias no se ha considerado que el cálculo de los 

costes de los accidentes y de las medidas preventivas debe ser un aspecto más que debe 

tenerse en cuenta como un aspecto más de la gestión empresarial. 

 

A fin de poder poner a disposición de las Empresas y profesionales con responsabilidades en 

esta materia unas herramientas que permitan conocer los costes-beneficios de la prevención 

se van a exponer unos criterios que pueden ayudar a realizar dichas actividades. 

 

Para ello, para empezar se van a considerar en primer lugar, las diferentes pérdidas que 

pueden conllevar los accidentes de trabajo, aunque conviene hacer la matización de que no 

siempre necesariamente se tienen que producir en todos los accidentes de trabajo, perdidas 

en cada uno de ellos. 

 

Así, las pérdidas producidas por los accidentes de trabajo se pueden clasificar en: 

 

* Pérdidas por daños humanos, entre las que a su vez habría que considerar las 

relacionadas con:  

 

- Gastos ocasionados por pago de indemnizaciones a los trabajadores lesionados. 

- Gastos ocasionados por el pago de indemnizaciones a terceros como consecuencia de los 

daños que se les hubiere ocasionado. 

 

* Gastos ocasionados por los diferentes costes sociales y legales como pueden ser:  

 

- Pago de cuotas a la Seguridad Social. 

- Pago de cuotas a otras entidades aseguradoras o de previsión social contratadas por la 

empresa. 
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- Complementos salariales o realizados de una manera voluntaria. 

- Pago de impuestos o de pérdidas de beneficios que puede tener asignado un trabajador 

accidentado. 

- Pago del importe de la parte proporcional de pagas extraordinarias y vacaciones. 

- Otras prestaciones o pluses no indicados anteriormente y que tuviera establecida la 

empresa. 

- Recargo de prestaciones por falta de medidas o condiciones de seguridad y salud. 

- Pago de las sanciones motivadas por las infracciones cometidas en materia de Prevención 

de Riesgos Laborales. 

- Pago del importe de las acciones de solidaridad, si es el caso, (paro, huelgas, etc.) 

- Pago de actuaciones concretas y específicas de abogados, asesores, gestores, etc. 

 

* Pérdidas en equipamientos como pueden ser:  

 

- Costes de los daños ocasionados a máquinas, equipos, herramientas que fuera preciso 

reparar o reponer. 

- Costes de los daños y averías ocasionados en instalaciones como son las eléctricas, 

sanitarias, agua, aire acondicionado, etc. 

 

* Gastos derivados de las pérdidas materiales, principalmente:  

 

- Costes de reparación o reposición de materias primas, productos elaborados o 

semielaborados, como consecuencia de los daños sufridos. 

- Pérdidas energéticas originadas. 

- Pérdidas en ó de los diferentes fluidos u otros productos empleados. 

- Pérdidas como consecuencia de los daños sufridos en los edificios o locales. 

 

* Pérdidas productivas, originadas por el bajo rendimiento que se produce inmediatamente 

después de haberse producido los accidentes y que a su vez se pueden clasificar en:  

 

a) Pérdidas relacionadas con el aspecto técnico: 

- Por ejemplo como consecuencia de las averías producidas en los medios técnicos de 

producción. 

b) Pérdidas relacionadas con el aspecto humano: 

- En la sustitución del accidentado. 
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- A causa de la baja condición moral, física y psíquica de los accidentados, tras su 

incorporación al trabajo, o de los propios compañeros. 

 

* Pérdidas relacionadas con el tiempo de horario laboral.  

 

a) Por parte del accidentado o accidentados. 

- Como puede ser el abono al accidentado de la jornada completa del día en que se produjo 

el accidente. 

b) Por parte de los compañeros del accidentado, como pueden ser entre otras muchas 

causas: 

- Tiempo empleado en ayudar al accidentado o a los accidentados. 

- Tiempo empleado en vencer la curiosidad de lo ocurrido e informarse sobre el accidente. 

- Tiempo empleado en prestar asistencia sanitaria. 

c) Por parte de los mandos o directivos. 

- Tiempo empleado en ayudar y socorrer a los afectados. 

- Tiempo empleado en establecer la normalidad o el orden. 

- Tiempo empleado en seleccionar y adiestrar al sustituto o sustitutos. 

- Tiempo empleado en investigar el accidente. 

- Tiempo empleado en la elaboración de los informes relacionados con diferentes aspectos 

de los accidentes. 

- Tiempo empleado en asistir a requerimientos oficiales o judiciales. 

- Tiempo empleado en atender al accidentado o a sus familiares. 

 

* Pérdidas de mercado, que aunque son difíciles de valorar a corto plazo, o a medio y largo 

plazo pueden tener repercusiones importantes. Así los accidentes pueden tener una 

relación, aunque a veces sólo sea de forma esporádica, en la calidad de los productos y 

servicios, así como en el retraso del suministro a los clientes, lo que a su vez puede implicar:  

- Rechazo y devoluciones del producto. 

- Indemnizaciones o penalizaciones por incumplimiento de compromisos. 

- Pérdidas de clientes. 

 

* Pérdidas por gastos sanitarios entre los que cabe señalar:  

- Gastos en material sanitario empleado en las curas y pagado por la empresa. 

- Gastos de transporte de los lesionados o personal sanitario. 

- Gastos de personal médico que atiende a los afectados. 
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Como se ha indicado anteriormente esta no exhaustiva relación de gastos no supone que 

necesariamente se deban de presentar todos y cada uno de ellos en cada accidente de 

trabajo, sino que dependerá de muchas circunstancias bien dependiente del propio tipo de 

accidentes o relacionada con la propia empresa.  

Asimismo se debe considerar que alguno de los posibles gastos que se han indicado 

anteriormente pueden ser asegurados, con lo que dichos gastos, dependiendo naturalmente 

de las condiciones del seguro, pueden ser únicamente los ocasionados por el pago de las 

pólizas pertinentes. 

 

Para poder simplificar la relación indicada de pérdidas o costes de los accidentes, en muchas 

ocasiones se clasifican los accidentes de trabajo en: 

- Costes fijos 

- Costes variables 

 

Considerándose como costes fijos aquellos que va a tener siempre constantemente la 

empresa y con la misma cuantía en independencia o no de que se produzcan los accidentes 

de trabajo, como pueden ser los pagos a la Seguridad Social, primas de seguro, Servicios de 

Prevención, Auditorías de Prevención, etc. 

 

En tanto que los costes variables serían aquellos específicos y particulares que se derivan de 

la ocurrencia de los accidentes y que normalmente aumentarían con el número e 

importancia de los accidentes, como pueden ser pago de sanciones, investigación de 

accidentes, asistencia sanitaria, pérdidas de producción, etc. 

A partir de esta clasificación los costes totales de los accidentes se calculan como la suma 

aritmética de los costes fijos y de los costes variables. 

 

En el que se puede apreciar fácilmente que los costes variables y por lo tanto también los 

costes totales de los accidentes aumentan de una forma exponencial con el aumento del 

número de accidentes. 

 

Otra forma de agrupar los costes de los accidentes de acuerdo con su forma 

administrativamente contable sería clasificarlos en: 

- Costes directos 

- Costes indirectos 
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Así dentro de los costes directos se incluyen todos aquellos costes o gastos que por 

cuestiones de aseguramiento o por otras circunstancias sean asignadas total o parcialmente 

a la Seguridad y Salud en el Trabajo. Así dentro de estas se podrían incluir: 

 

- Los gastos de pólizas de seguro de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. 

- Las indemnizaciones por concepto de accidentes de trabajo o enfermedad profesional. 

- Los gastos de índole sanitaria como: personal médico, material sanitario, hospitalizaciones, 

transporte. 

- El importe de sanciones o recargos por falta de medidas de seguridad y salud. 

- El importe de abogados, asesorías jurídicas o similares. 

 

Además de estos también se pueden considerar como costes directos: 

 

- Pérdidas materiales durante el aprendizaje de las personas que sustituyen a los 

accidentados. 

- Pérdidas por el importe proporcional de los gastos generales de la empresa (luz, alquileres, 

amortizaciones, impuestos, etc.) 

- Dificultades de contratación y sustitución de los accidentados. 

- Malas relaciones entre mandos y trabajadores( con su incidencia productiva y comercial) 

- Mala imagen de la empresa. 

 

Como norma de carácter general, se deberían considerar como costes directos, todos 

aquellos gastos que quedan reflejados de forma clara, directa o fácilmente atribuible a este 

concepto, en la contabilidad de la empresa. 

 

En tanto que los costes indirectos son aquellos que no quedan reflejados en la 

contabilidad empresarial como achacables a los accidentes, pero que inciden negativamente 

en ella. 

 

Estos tipos de costes son en la mayoría de las ocasiones muy difícil de evaluar, aunque 

tienen una enorme importancia en el cálculo del coste total de los accidentes dado que 

suelen ser bastante superiores a los costes directos, por lo que se debe realizar un esfuerzo 

muy importante sino en su valoración, si en su estimación. Dentro de estos costes podemos 

indicar entre otros los siguientes: 
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- Pérdidas productivas 

- Pérdidas de tiempo 

- Pérdidas de mercado 

- Pérdidas de equipamiento 

- Pérdidas de materiales 

- Otros costes. 

 

Los costes totales de los accidentes lógicamente sería la suma de los costes directos e 

indirectos. 

 

1. Método de Heinrich 

 

Aunque la bibliografía describe un número muy importante de métodos de cálculo de los 

costes de los accidentes, esta Unidad se va a centrar en el desarrollo del Método de Heinrich 

en base a su sencillez y su aplicabilidad al tipo y tamaño de las empresas de nuestro país. 

 

Este método fue elaborado y desarrollado por H.W. Heinrich en 1927, y aún hoy en día en 

base a su sencillez puede y es aplicado para la estimación de los costes reales de los 

accidentes de trabajo, siendo tal su aplicación, que la mayoría de las estimaciones que se 

hacen en nuestro país sobre costes de los accidentes de trabajo, se suelen realizar de 

acuerdo a este método. 

 

El método de cálculo se basa en clasificar los costes de los accidentes, en dos tipos 

fundamentales y que ya se ha desarrollado anteriormente en este misma Unidad Didáctica, 

los costes directos y los costes indirectos, base sobre lo que se deben partir necesariamente 

para el cálculo de los costes totales. 

 

Las investigaciones que realizó el autor y que posteriormente se han actualizado, se centró 

en un número adecuado de pequeñas y medianas empresas que por su tipo de actividades y 

condiciones de seguridad existente, presentaban un número elevado de accidentes de 

trabajo. 

 

Dichas investigaciones obtuvieron como resultado que el promedio de los costes indirectos 

de los accidentes es aproximadamente cuatro veces superior a los costes directos. 
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En consecuencia el resultado de los costes totales de los accidentes vendría dado por la 

ecuación. 

 

CT = CD +CI 

 

Siendo: 

CT = Costes totales 

CD = Costes directos 

CI = Costes indirectos 

 

Como: 

CI = 4 CD 

Resulta: 

CT = CD + CI = CD + 4CD  

Luego: CT=5CD 

Lo que permite llegar a decir que los costes totales de los accidentes de trabajo, se pueden 

estimar en cinco veces los costes directos de los mismos. 

 

Aunque parezca a primera vista que es un método muy antiguo, Roland P. Blake, realizó en 

los años 70 diferentes análisis en diversas empresas basándose en los mismos criterios que 

H.N. Heinrich, obteniendo unos resultados en los que los costes indirectos estaban entre el 

1:1 y 8:1 de los costes directos, lo que en su opinión coincidía y apoyaba al promedio 

obtenido por Heinrich. 

 

Convendría hacer la observación de que aunque actualmente se reconoce el valor del 

estudio basado en un procedimiento racional, la simplicidad del método hace que se 

considere como una estimación y nuevamente a título orientativo dado las grandes 

variaciones existentes en la estimación de los costes indirectos. 

 

2. Método de Simonnds o de los costes promedio. 

 

En 1954 Rollind H Simonds expuso un método que se consideró como aceptable a la hora 

de aplicarlo a las empresas, al intentar solventar las imprecisiones del método de Heinrich. 
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El método se basa en considerar el coste total de los accidentes como la suma de los costes 

asegurados y no asegurados (semejante pero no igual al concepto de costes directos e 

indirectos), presentando unos criterios para el cálculo de los costes no asegurados, que 

permitan posteriormente el cálculo de los costes promedio. 

 

La ecuación de cálculo de los costes vienen dada por: 

 

CT = CS +( Cpi Ai) + Ce  

 

Donde: 

 

CT es el coste total de los accidentes 

CS es el coste asegurado 

Cpi es el coste promedio de los accidentes tipo i. 

Ai es el número de accidentes tipo i. 

Ce incluye las pérdidas de carácter catastrófico (explosiones, incendios, etc.) los accidentes 

mortales o los que originan las pérdidas. 

 

El propio autor señaló cuatro clases de accidentes, de acuerdo con la calificación de las 

lesiones y de los daños materiales: 

 

- Clase 1: Incapacidades parciales, temporales, permanentes totales. 

- Clase 2: Accidentes con tratamiento médico que exigen la atención sanitaria fuera de la 

empresa. 

- Clase 3: Accidentes que requieren solo atenciones sanitarias de primeros auxilios en el 

botiquín de la empresa y que causan unos daños materiales inferiores a los 20 dólares, o 

una pérdida del tiempo de jornada laboral inferior a ocho horas. 

- Clase 4: Accidentes sin lesión que originan unos daños materiales superiores a 20 dólares, 

o la pérdida de ocho o más horas de trabajo. 

 

Para el cálculo del coste promedio (Cp) de la asistencia sanitaria de los accidentes que 

exigían esa atención dentro de la jornada laboral) por ejemplo los de clase 3), Simonds 

definió la siguiente fórmula: 

 

Cp = Tp Sm + As) n + Te  
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donde: 

 

Tp : es el tiempo medio perdido en recibir asistencia. 

Sm : es el salario medio. 

As : es el coste promedio de la asistencia sanitaria 

N: es el número promedio de curas por accidente tipo i. 

T c:es el promedio del coste por el tiempo medio dedicado por los mandos. 

 

Una vez conocidos los costes promedios de las diferentes clases de accidentes  

considerados, correspondientes al año de aplicación inicial, se puede seguir  

utilizando en años posteriores, teniendo en cuenta la variación que estos  

pueden experimentar. En el caso se aplica el factor corrección K siguiente. 

 

K = Sm / Sm  

 

Donde: 

 

Sm : es el salario medio actual 

Sm : es el salario medio inicial calculado (año en que se hizo el primer  

estudio) 

 

Por lo tanto resulta: 

 

CT= C´s + Sk ( Cpi A i) + Ce  

 

donde: 

 

C´S representa los costes asegurados del año a calcular. 

 

Es aconsejable recalcular los costes promedio cada tres años. 

 

Este método podrá obtener unos resultados más exactos cuantos más sumandos se incluyan 

en la fórmula base, dado que los diferentes costes promedio ofrecerán una menor 
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dispersión. Lo ideal sería lógicamente tener un coste por cada accidente, pero lo exhaustivo 

de esa labor, es precisamente, lo que trata de evitar el método. 

 

En la práctica para determinar un coste promedio representativo, es necesario estudiar, para 

cada clase de accidentes, un mínimo de 20 casos, haciéndolo accidente por accidente. Para 

conseguir la aportación de datos imprescindibles y puntuales el especialista que realice el 

cálculo tendrá que contar con la colaboración de los jefes y mandos intermedios. 

 

Este método es aplicable a empresas en las que se presenten un elevado número de 

accidentes, siendo poco aplicable en empresas que tengan unos bajos índices de 

siniestralidad. 

 

3. Costes de la Prevención. 

 

Hasta ahora se ha estudiado cuáles son los costes de los accidentes, a que partida contable 

se pueden asignar quedando por estudiar un punto muy importante como son los costes y 

beneficios económicos de la prevención. 

 

Al igual que antes conviene tener presente que no solo existen razones económicas para 

invertir en prevención, sino que también las hay éticas y legales, pero por cuestiones de los 

objetivos de esta Unidad Didáctica, solo nos centraremos en los aspectos económicos: 

La cuestión que se plantea es conocer a partir de cuando las inversiones en seguridad o 

mejor dicho los costes de prevención son rentables en la empresa. 

El punto óptimo de rentabilidad desde el punto de vista económico se producirá en el punto 

de corte entre las curvas de costes de los accidentes y de los costes de prevención, de tal 

manera que a la derecha del punto óptimo cualquier inversión que se haga en prevención es 

rentable desde el punto de coste económico, dado que los costes de las medidas 

preventivas son menores que los costes que generarían los accidentes producidos. 

De la misma manera y solo desde un punto de vista económico a la izquerda del punto 

óptimo cualquier inversión que se haga en prevención no es rentable, dado que los costes 

de las medidas preventivas son muy superiores a las de los costes de los accidentes. 
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Por tanto a la hora de decidir la rentabilidad de las medidas preventivas no se podrían 

plantear desde un mero punto de vista económico sino que necesariamente se deberán 

considerar otros aspectos como son los humanos y legales. 
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6. LEGISLACIÓN Y NORMATIVA BASICA EN PREVENCIÓN 
 

El Derecho del Trabajo es la parte del ordenamiento jurídico que regula las relaciones 

laborales tanto individuales como colectivas; en definitiva las relaciones humanas de trabajo. 

 

Esta denominación de Derecho del trabajo es la aceptada generalmente por la Doctrina y 

por el derecho comparado europeo (Droit du travail; Direito do trabalho, Diritto del lavoro, 

Labour law, etc.). 

 

El proceso histórico de someter el trabajo a la regulación del Derecho, responde a la 

exigencia, universalmente aceptada, de dignificar las condiciones de vida y de prestación de 

servicios de la mayoría de la población, precisamente la conformada por trabajadores 

asalariados. 

 

De ahí, que el Derecho del Trabajo ostenta una indudable motivación moral, de tal forma 

que comparando esta rama del Derecho con otras de contenido más patrimonialista, se 

observa desde sus orígenes una clara vocación humanitaria y social. 

 

En efecto, la expresión "Derecho Social", con la que fue conocida esta rama del Derecho 

inicialmente, ponía de manifiesto la diferencia de las leyes laborales frente al sentido 

tradicional de los Códigos de Derecho privado, de tal forma que el Derecho del Trabajo tiene 

una manifestación "social" en contraposición al Derecho "individualista" de otros Códigos del 

siglo XIX. 

 

De ahí, provienen las singularidades que el Derecho del Trabajo ofrece. 

 

A. Trascendencia del Derecho del Trabajo 

 

Esta trascendencia viene determinada por sus aspectos tanto cuantitativos como 

cualitativos. Su significación cualitativa deriva de la trascendencia que tienen las relaciones 

de trabajo para el ser humano, en cuanto persona, y la importancia que asume para el 

hombre como sujeto social y económico. Desde el punto de vista cuantitativo, es importante 

señalar su vital significado para los intereses colectivos y generales de la sociedad. 
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B. La actividad económica y su relación con el Derecho del Trabajo 

 

El Derecho del Trabajo se ocupa de regular el trabajo asalariado, y éste constituye el 

elemento fundamental para la producción de bienes y servicios.  

De ahí, que el contenido de muchas de las normas del Derecho del Trabajo es 

evidentemente económico.  

 

Las conexiones entre Derecho del Trabajo y Economía se manifiestan, en primer lugar, en el 

influjo que la estructura económica ejerce sobre los factores institucionales o jurídicos. El 

Derecho del Trabajo no puede permanecer ajeno a circunstancias de carácter 

macroeconómico, tales como la relación entre la población y la población activa, o entre ésta 

y la asalariada, el nivel de empleo, la distribución de la mano de obra entre distintos 

sectores  

productivos, etc. 

 

En el sentido opuesto, el Derecho del Trabajo ejerce, a su vez, influencia determinante 

sobre la vida económica, siendo fundamental instrumento la política laboral en la 

determinación de los salarios, la determinación de la mano de obra en la producción y en los 

beneficios, la posible distribución de la renta a través de la Seguridad Social, el control del 

mercado de trabajo, etc. 

 

C. El Derecho del Trabajo como opción política 

 

La concepción política general que inspire a un determinado sistema social tiene su reflejo 

en la configuración del Derecho Social, de tal forma que los principios en que se basa una 

determinada sociedad política inspiran también a las Instituciones Laborales. 

 

Según esto, las distintas concepciones políticas pueden configurar al empresario, bien como 

titular de los medios de producción, bien como mero gestor público; los sindicatos pueden 

ser considerados como organizaciones libres y plurales de signo reivindicativo, o como entes 

oficializados, concebidos como colaboradores del Estado; la huelga puede ser considerada 

como un derecho fundamental o bien como un delito, etc. 

 

D. El fundamento del Derecho del Trabajo 
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Sin ninguna duda, el factor determinante del nacimiento del Derecho del Trabajo obedece a 

la aparición del movimiento obrero, a cuya acción amenazadora responden el poder político 

con medidas de reacción (algunas veces "tuitivas", otras en forma represiva). 

 

Tampoco se puede ignorar el papel desempeñado por la acción de políticos, sociólogos y 

juristas de carácter progresista, para conseguir del Estado mejoras de las condiciones de 

vida y trabajo. 

 

Respecto al sistema de valores del Derecho del Trabajo, al menos en lo que afecta a las 

sociedades occidentales, responde a complejas tensiones entre las fuerzas sociales, cuyo 

resultado dependerá de la intensidad y del grado de organización de esas fuerzas, 

habiéndose pasado de un predominio del incremento de la producción y del beneficio 

empresarial a la admisión de valores sociales tales como la vida digna del trabajador, su 

bienestar y su adecuada inserción en la sociedad. 

El Derecho del Trabajo es el ordenamiento jurídico de las relaciones de trabajo personal, 

voluntario, dependiente y por cuenta ajena (y como tal, retribuido). 

 

A. Trabajo personal 

 

El trabajo regulado por el Derecho del Trabajo es de naturaleza personal. Es aquel en cuya 

realización se compromete, de forma personalísima un ser humano, por tanto, es el 

prestado por personas físicas o naturales, sin que quepa posibilidad alguna de sustitución de 

la persona del trabajador. Por tanto, quedan al margen las prestaciones de personas 

jurídicas en las que el autor es intercambiable. 

 

B. Carácter voluntario 

 

El trabajo objeto del Derecho del Trabajo se fundamenta en una prestación o en un 

intercambio de prestaciones o productos otorgados mediando previo consentimiento libre 

del trabajador. Sin dicho consentimiento libre o si éste estuviera viciado, el pacto resultaría 

nulo.  

 

C. Ajeneidad 
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El trabajo regulado por el Derecho del Trabajo es "por cuenta ajena", en el sentido de que 

la utilidad patrimonial del trabajo se atribuye a persona distinta de quien produce. El 

trabajador produce y sin embargo, los bienes o servicios generados por el trabajador no le 

reportan a éste beneficio económico directo, sino que tal beneficio corresponde al 

empresario, quien a su vez, compensa al trabajador con una parte de esa utilidad, mediante 

el salario. 

 

Se diferencia del trabajo por cuanta ajena del trabajo por cuenta propia o autónomo, donde 

quien trabaja también tiene la titularidad inicial de los frutos del trabajo, 

independientemente de que posteriormente pueda disponer de dichos frutos de formas 

distintas. 

 

Por tanto, el trabajador se limita a ser puro acreedor de un salario, siendo el contrato de 

trabajo un típico contrato de cambio, en el que se permuta el trabajo por el salario. 

 

D. Dependencia o subordinación 

 

Doctrina y jurisprudencia han venido afirmando que la dependencia consiste en el 

sometimiento del trabajador al poder de organización y disciplina del empresario, en la 

"inserción en el círculo rector y disciplinario empresarial". 

 

 

Aunque la noción de dependencia se ha flexibilizado a lo largo de los tiempos, sin embargo 

la legislación actual, como el Estatuto de los Trabajadores, mantiene al trabajador en el 

"ámbito de organización y dirección del empresario" y la jurisprudencia no vacila en afirmar 

que "un contrato que no tenga esa característica de dependencia del que presta servicios 

respecto del que le remunera, no puede merecer el calificativo de contrato laboral". 

 

En definitiva, se insiste en que la dependencia no es sólo el sometimiento al poder de 

dirección del empresario -que puede estar enormemente debilitado en ciertas relaciones 

como las del trabajo a domicilio, en las que el trabajador no se encuentra sometido a 

vigilancia directa del empresario- sino fundamentalmente el sometimiento al poder 

disciplinario de éste. 

 

E. Exclusiones 
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Es evidente que la consecuencia de lo anterior es que aquellas relaciones fundadas sobre la 

prestación de un trabajo que no reúna todas y cada una de esas condiciones, no podrán ser 

calificadas de laborales, esto es, no podrán incluirse en el ámbito del Derecho del Trabajo. 

En este sentido el art. 1 Estatuto de los Trabajadores establece como ámbito de aplicación 

del mismo, con carácter general “los trabajadores que voluntariamente presten sus servicios 

retribuidos por cuenta ajena y dentro del ámbito de organización y dirección de otra persona 

física o jurídica...” 

 

Por tanto, los trabajos por cuenta propia, los trabajos amistosos o sin retribución, los 

trabajos familiares, las prestaciones personales obligatorias, quedan excluidos de este 

ámbito. 

 

No obstante, el legislador, por razones jurídico-políticas o económicas, conviene en situar al 

margen de esta disciplina jurídica determinadas relaciones que, en rigor, sí reúnen todas las 

características definitorias del trabajo asalariado. 

 

Así, por ejemplo, en nuestro país la relación de servicios de los funcionarios públicos se ha 

mantenido al margen del Derecho del Trabajo, siendo regulada por el Derecho 

Administrativo, al igual que la relación del personal regido por normas estatutarias o 

administrativas. 

 

En cualquier caso, existen aproximaciones en la protección de estos últimos respecto al 

trabajador asalariado por cuenta ajena, y así en materia de prevención de riesgos laborales, 

el principio recogido por las Directivas europeas y por la Ley de Prevención de Riesgos 

Laborales es el de igualdad en el derecho a la protección y en el deber de seguridad, como 

se analiza específicamente en los temas relacionados con esta materia. 

 

 

A. Autonomía del Derecho del Trabajo 

 

La primera de las características del Derecho del Trabajo es su autonomía. Una rama 

jurídica es autónoma cuando concurren las siguientes condiciones:  
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- Que el objeto o materia sobre los que verse la regulación de esa rama jurídica, sea un 

objeto de contenido peculiar, bien definido, y sea al mismo tiempo un objeto relevante; lo 

suficiente como para exigir para sí un Derecho propio. 

- Que esa materia social sea disciplinada por un verdadero sistema normativo, esto es, 

conforme a principios peculiares e Instituciones específicamente adaptadas al objeto 

regulado; principios e instituciones distintos a los de otras ramas del Derecho. 

 

Estas dos condiciones concurren en el Derecho de Trabajo: 

 

a. El Derecho del Trabajo tiene como objeto regular nada menos que el trabajo 

característico de la sociedad industrial. El carácter relevante del trabajo humano da lugar a 

los intentos de creación de una ciencia unificadora de todas las disciplinas laborales. 

b. Esta fundamental materia social comenzó a ser objeto de una regulación propia y 

especializada en la medida en que los Códigos Civiles fueron siendo desbordados, primero 

por normas relacionadas con la policía laboral (normas de protección sobre la seguridad de 

menores y mujeres); más tarde por una regulación contractual "sui generis" muy alejada de 

la ordenación civil de arrendamiento de servicios; finalmente, por la consagración del poder 

sindical y de una nueva fuente del Derecho: el Convenio Colectivo. 

 

El trabajo característico de la sociedad industrial ha supuesto la introducción de nuevos 

principios jurídicos, distinto de los tradicionales contemplados en el Derecho Civil y en el 

Derecho Administrativo, y esta especialidad ha provocado el nacimiento de un nuevo 

derecho: el Derecho del Trabajo. 

 

B. El Derecho del Trabajo y la integración de lo público y de lo privado 

 

Mucho ha discutido la doctrina el carácter de Derecho Público o Privado de que goza el 

Derecho del Trabajo. Para la doctrina hoy dominante, el Derecho del Trabajo no pertenece 

ni exclusivamente al Derecho Público, ni exclusivamente al Derecho Privado, sino que 

comprende necesariamente ambos elementos. 

 

En efecto, el Derecho del Trabajo está integrado tanto por relaciones jurídico-privadas 

(como es fundamentalmente el contrato de trabajo) como por relaciones jurídico-públicas, 

en las que el Estado aparece como garante del orden público laboral (por ejemplo todo lo 
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relacionado con la seguridad y salud en el trabajo), y como administrador de una compleja 

trama de servicios públicos laborales y dirimidor de los conflictos de trabajo (el derecho a la  

Seguridad Social, el derecho de los procesos laborales, la protección en materia de empleo y 

protección social, etc.). 

 

C. Derecho común o derecho especial 

 

La distinción entre Derecho común y Derecho especial tiene, en lo referido al Derecho del 

Trabajo, un interés más bien histórico que real. 

 

En un principio, se entendió que el Derecho Civil, era el Derecho común, en cuanto 

supletorio de un Derecho especial como el laboral. Actualmente, esta tesis está superada, 

sobre todo al considerar que el Derecho del Trabajo nació por las insuficiencias de 

regulación del Derecho Civil. 

 

Otra cosa es, que dada las interrelaciones entre las distintas disciplinas jurídicas, el estudio 

del Derecho del Trabajo tenga necesidad de acudir, en numerosas ocasiones, a las reglas e 

instituciones del Derecho Civil. 

 

Prescindiendo de antecedentes más remotos, los autores coinciden en señalar 

tradicionalmente que la historia de nuestro Derecho del Trabajo se abre en 1873, con la 

publicación de la primera Ley sobre trabajo de menores. 

 

El Derecho del Trabajo y la Constitución de 1978. 

 

La Constitución es la norma básica del Estado y del ordenamiento jurídico. Su contenido se 

dirige a diseñar la estructura política del Estado, los órganos y poderes del mismo y sus 

mutuas relaciones; y al establecimiento de un conjunto de derechos y libertades cuya 

salvaguarda se considera esencial en el modelo actual de convivencia. 

 

Es la norma fundamental del Estado Social y Democrático de Derecho y tal condición se 

induce de tres características de la misma: 

 

La prevalencia sobre las demás leyes (Arts. 9.3 y 53.1 CE).  
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La vinculación o sujeción a sus preceptos de todos los ciudadanos y todos los poderes 

públicos (art. 9.1 CE).  

 

El establecimiento de mecanismos jurisdiccionales de anulación o supresión de disposiciones 

de cualquier rango que infrinjan o contravengan sus mandatos (art. 116.1.a.; 163, 164 y 

Disposición Derogatoria CE).  

 

En cuanto norma fundamental del ordenamiento jurídico, la Constitución contiene el cuadro 

general de las fuentes del Derecho y las reglas básicas de jerarquización o articulación de 

las mismas, así como el reconocimiento de los derechos y deberes fundamentales de los 

individuos y de los grupos sociales. 

Desde nuestro punto de vista, sólo nos interesa analizar cómo recoge la Constitución los 

distintos derechos relacionados con el Derecho del Trabajo. 

 

1. Los Derechos fundamentales con incidencia en el orden social en la Constitución  

 

 

El artículo 10.1 CE establece como punto de partida, en el Capítulo I del Título I 

estableciendo, y como fundamento del orden político y la paz social “el derecho a la 

dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de 

la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás”.  

 

Otorga la norma suprema un carácter diferente a los derechos y principios en ella 

consagrados. De este modo los Derechos fundamentales y libertades públicas contenidas en 

la sección 1º, del capítulo II, del Título I de la Constitución. Derechos y libertades 

especialmente protegidos, se caracterizan porque su desarrollo ha de realizarse por Ley 

Orgánica (art. 81.1.CE) y porque cualquier ciudadano puede recabar su tutela ante los 

tribunales ordinarios a través de un procedimiento preferente y sumario, y en su caso, 

mediante el recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional (art. 53.2 CE). Quedan 

comprendidos en este primer grupo los siguientes derechos: 

 

El derecho de igualdad de los españoles ante la ley y de prohibición de discriminación por 

cualquier condición o circunstancia personal o social (art. 14 CE).  

 

Los derechos de libre circulación y residencia dentro del territorio nacional (art. 19 CE).  



 

248 

 

Los derechos de huelga y libertad sindical, en sus varias manifestaciones individuales y 

colectivas (art. 28 CE).  

 

2. Derechos y libertades sociales de los ciudadanos  

 

En este segundo grupo se integran derechos y libertades los contenidas en la sección 2º, del 

Capítulo 2º del Título I, bajo la rúbrica "De los Derechos y Deberes de los ciudadanos". 

 

En este caso, los poderes públicos deben respetar su contenido esencial, sin embargo para 

su desarrollo no se exige Ley Ordinaria, bastando una ley ordinaria, tampoco están 

protegidos por lo establecido en el artículo 53.2 CE.  

Están comprendidos en este grupo: 

 

El derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio, a la promoción a través del 

trabajo y a una remuneración, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por 

razón de sexo (art. 35 CE).  

 

El derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores y 

empresarios, así como la fuerza vinculante de los Convenios (art. 37.1 CE).  

 

El derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo (art. 

37.2 CE).  

 

3. Principios rectores de la política social y económica  

 

Están contenidos en el Capítulo III, del Título I de la Constitución y se caracterizan porque 

sólo pueden ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las 

leyes que los desarrollen. No obstante, su reconocimiento, respeto y protección informará la 

legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos (art. 53.3 CE). 

En realidad, se trata de deberes de actividad o de prestación social por parte del Estado. 

Entre ellos, y por su proyección laboral destacan los siguientes: 

 

Los poderes públicos realizarán una política orientada al pleno empleo; fomentarán una 

política que garantice la formación y readaptación profesionales, velarán por la seguridad e 
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higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario mediante la limitación de la 

jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados 

(art. 40 CE).  

 

Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los 

ciudadanos que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones 

de necesidad, especialmente en casos de desempleo (art. 41 CE).  

 

El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de 

los trabajadores españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno (art. 42 

CE).  

 

Los poderes públicos realizarán una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e 

integración de los disminuidos físicos, psíquicos y sensoriales, a los que prestará la atención 

especializada que requieran (art. 49 CE).  

 

Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente 

actualizadas, la suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad (art. 50 CE).  

 

Junto a este bloque, el Título VII de la Constitución contiene otro artículo de indudable 

trascendencia laboral: "Los poderes públicos promoverán eficazmente las diversas formas de 

participación en la empresa y fomentarán, mediante una legislación adecuada, las 

sociedades cooperativas. También establecerán los medios que faciliten el acceso de los 

trabajadores a la propiedad de los medios de producción" (art. 129 CE).  

 

La normativa laboral posconstitucional  

 

En materia de Derecho del Trabajo, la primera norma de desarrollo constitucional es la ley 

de 10 de Marzo de 1980 por la que se aprueba el Estatuto de los Trabajadores (ET). Esta 

norma fundamental regula: 

 

La relación individual del trabajo (Título I).  

 

Los derechos de representación colectiva y de reunión de los trabajadores en  

la empresa (Título II).  



 

250 

 

La negociación colectiva y los convenios colectivos (Título III).  

 

El ET en su redacción original vino a derogar una serie de normas con rango de ley, 

dispersas en nuestro ordenamiento laboral, entre otras la Ley de Contrato de Trabajo de 

1944, la Ley de Convenios Colectivos de 1973, la Ley de Relaciones Laborales de 1976 y 

parcialmente el Decreto-Ley sobre relaciones laborales de 1977. 

 

El Estatuto ha sufrido diversas modificaciones con posterioridad, la más importante operada 

en 1994, lo que ha dado lugar al Real Decreto Legislativo que aprobó el Texto Refundido del 

ET de 24 de Marzo de 1995. También ha sido desarrollado reglamentariamente en 

numerosas ocasiones, sin embargo solo haremos referencia aquí a algunas de ellas, muchas 

actualmente modificadas:  

 

1 En materia de legislación básica laboral:  

 

Estatuto de los Trabajadores, RD-Leg. 1/1995 de 24 de Marzo, última modificación operada 

por Ley 62/2003 de 30 de diciembre.  

 

RD. 1561/1995 de 21 de Septiembre sobre jornadas especiales de trabajo, modificado por 

RD.285/2002 de 22 de marzo relativo al trabajo en el mar y RD. 294/2004 de 20 de febrero 

referente al transporte aéreo.  

 

RD.525/2002, de 14 de junio, sobre el control de cumplimiento del Acuerdo comunitario 

relativo a la ordenación del tiempo de trabajo de la gente de mar.  

 

 

RD. 43/1996 de 19 de Enero, Reglamento de los procedimientos de regulación de empleo y 

de actuación administrativa en materia de traslados colectivos. 

 

RD. 1793/2003, de 26 de Diciembre que aprueba el salario mínimo interprofesional para el 

2004.  

 

2 En materia de empleo y contratación: 

Ley 51/1980 de 8 de Octubre, Ley Básica de Empleo.  
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RD.1451/1983 de 11 de mayo, sobre el empleo de trabajadores minusválidos. Modificado 

por RD.4/1999 de 8 de enero, RD. 27/2000 de 14 de enero y RD.170/2004, de 30 de enero.  

 

RD. 735/1995, 5 de mayo, que regula las Agencias de Colocación sin fines lucrativos y los 

servicios integrados para el empleo.  

 

RD-Ley 15/1998 de 27 de Noviembre sobre trabajo a tiempo parcial, modificado, entre 

otras, por Ley 12/2001, de 9 de julio.  

 

RD.488/1998 de 27 de Marzo que desarrolla el art. 11 ET en materia de contratos 

formativos.  

 

RD.2720/1998 de 18 de Diciembre, en desarrollo del art. 15 ET, en materia de contratos de 

duración determinada.  

 

3 Sobre relaciones laborales de carácter especial: 

 

RD. 1382/1985 de 1 de Agosto sobre el personal de alta dirección, modificado por Ley 

11/1994.  

 

R.D. 1424/1985 de 1 de Agosto sobre servicio del hogar familiar.  

 

R.D. 1006/1985 de 26 de Junio sobre deportistas profesionales.  

 

R.D. 1435/1985 de 1 de Agosto sobre artistas en espectáculos públicos.  

 

R.D. 1438/1985 de 1 de Agosto sobre representantes de comercio.  

 

R.D. 1368/1985 de 17 de Julio sobre minusválidos en centros especiales de empleo, 

modificado por RD. 427/1999, de 12 de marzo.  

 

RD. 782/2001, de 6 de julio sobre penados que realizan actividades laborales en talleres 

penitenciarios.  
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4 Sobre Convenios Colectivos: 

 

RD. 1040/1981 sobre registro y depósito de Convenios Colectivos.  

 

Ley 24/1999, de 6 de julio por el que modifica Estatuto de los Trabajadores referido a la 

extensión de Convenios Colectivos.  

 

5 Sobre Procedimiento Laboral: 

 

RD-Leg.2/1995 de 7 de Abril, Texto Refundido de la Ley de Procedimiento Laboral, 

modificada entre otras por Ley 1/2000, de 7 de enero y por Ley 22/2003 de 9 de julio.  

 

6 Sobre libertad sindical y derechos de representación: 

 

LO 11/1985 de 2 de Agosto, de Libertad Sindical.  

 

Ley 9/1987, de 12 de junio sobre órganos de representación, determinación de las 

condiciones de trabajo y participación del personal al servicio de las Administraciones 

Públicas.  

 

RD. 1844/1994 de 9 de Septiembre, Reglamento sobre elecciones para la representación de 

los trabajadores en la empresa.  

 

Ley 10/1997 de 24 de abril, Derechos de Información y Consulta de los trabajadores en las 

empresas y grupos de empresas de dimensión comunitaria. Modificada por Ley 44/1999 de 

29 de noviembre y RD – Leg. 5/2000.  

 

7 Sobre Inspección de Trabajo: 

Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad 

Social.  

 

Real Decreto 928/1998 de 14 de mayo que aprueba el Reglamento General de  

Procedimiento para la imposición de sanciones por infracciones de orden social  

y para los expedientes liquidatorios de cuotas a la Seguridad Social.  

Modificado por STS de 21 de julio de 2000.  
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RD. 138/2000, de 4 de febrero, que aprueba el Reglamento de Organización y 

Funcionamiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social (RIT) modificado por RD. 

1125/2001, de 19 de octubre. Y Sentencia del TS del 10/02/2003 que anula el apartado 3 

del art.3.  

 

Real Decreto legislativo 5/2000, 4 de agosto, Texto Refundido de la Ley Infracciones y 

Sanciones en el Orden Social, modificada en numerosas ocasiones y más recientemente, por 

ley 45/2002 de 12 de diciembre; por ley 54/2003 de 12 de diciembre; por Ley 52/2003, de 

10 de diciembre y por Ley 62/2003 de 30 de diciembre.  

 

RD.707/2002 que establece el procedimiento administrativo especial de actuación de la 

Inspección de Trabajo y Seguridad Social en el ámbito de la Administración General del 

Estado, modificado por RD.464/2003, de 25 de abril.  

 

8 Sobre extranjeros: 

 

Ley 5/1984 de 26 de marzo, sobre el derecho de asilo y condición de refugiado y última 

modificación operada por Ley 9/1994, de 19 mayo.  

 

Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en 

España y de su integración social. Modificada por LO 8/2000 de 22 de diciembre y LO 

14/2003 de 20 de noviembre.  

 

RD. 178/2003 de 14 de febrero, sobre entrada y permanencia de nacionales de la  

Unión Europea y otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico  

Europeo.  

 

9 Sobre empresas de trabajo temporal 

 

Ley 14/1994, de 1 de junio, reguladora de las Empresas de Trabajo Temporal y Real 

Decreto 4/1995, de 13 de enero, que aprueba su Reglamento de desarrollo.  

 

Cuando hablamos de fuentes del Derecho, hacemos referencia no solo al origen del 

Derecho, sino sobre todo a las formas en que se manifiesta el derecho positivo.  
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1. CLASES: 

 

En la doctrina científica podemos encontrar numerosas clasificaciones, unas difieren entre: 

- Directas (ley, costumbre) 

- Indirectas (jurisprudencia, derecho natural…) 

- Materiales (fuerzas sociales con facultad noramtiva: Cortes, Asambleas 

legislativas CC.AA.) 

- Formales (Ley, costumbre, principios generales de derecho, jurisprudencia) 

 

 

Otra forma de clasificar las fuentes puede ser en función de su origen, y así hablaremos de 

fuentes de derecho interno del Estado, supranacionales e internacionales, y de origen 

profesional. 

 

 

2. FUENTES DE DERECHO INTERNO DEL ESTADO: 

 

El art. 1.1 del Código Civil (Cc) establece que “Las fuentes del ordenamiento jurídico español 

son la Ley, la costumbre y los principios generales de derecho”. Sin embargo, las fuentes del 

ordenamiento jurídico laboral y los criterios generales de ordenación de las mismas se 

encuentran establecidos en el art. 3 ET. No obstante, también debemos tener en cuenta lo 

previsto en los arts 1 al 4 Cc y arts 5 a 8 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

 

A La Constitución:  

 

En primer lugar tenemos a la constitución como norma básica de producción jurídica del 

estado, fuente de fuentes en sentido traslativo, que procede del poder constituyente, 

manifestación de la soberanía popular. La propia Constitución establece que de la 

determinación de las fuentes del Derecho es competencia del Estado (art. 149.1.8ª CE). 

 

B La Ley:  

 

La Ley es la norma aprobada por las Cortes, sancionada y promulgada por el Rey y 

publicada en el Boletín Oficial del Estado (art. 2.1ºCc). A su vez las leyes pueden ser 
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orgánicas u ordinarias. Y también pueden ser promulgadas por las Asambleas legislativas de 

las Comunidades Autónomas, según lo establecido en sus Estatutos de Autonomía.  

 

C Normas con rango de ley:  

 

- Decretos Leyes (Cortes)  

- Decretos Legislativos (Gobierno) 

 

D Reglamentos:  

 

Los reglamentos son disposiciones de carácter general emanadas del Gobierno en el 

ejercicio de la potestad reglamentaria que le otorga la Constitución y las leyes (art. 97 CE). 

En general, el ejercicio de esta potestad se hace mediante norma reglamentaria aprobada 

por el Consejo de Ministros (mediante Decreto), pero en ocasiones puede también ser 

dictada por el correspondiente Ministro (mediante Orden Ministerial), y en todo caso, 

quedan jerárquicamente subordinadas a las leyes, a las que ni pueden contradecir ni 

derogar.  

 

En este sentido, el Estatuto de los Trabajadores establece que:"Las disposiciones 

reglamentarias desarrollarán los preceptos que establecen las normas de rango superior, 

pero no podrán establecer condiciones de trabajo distintas a las establecidas por las leyes a 

desarrollar". Por tanto, los reglamentos laborales tienen un papel subordinado y subalterno 

respecto de las leyes. 

No obstante hemos de tener en cuenta que la mayoría de los derechos establecidos en 

materia laboral son de carácter fundamental, y tienen reserva de Ley (art. 53.1 CE) por lo 

para ellos no procede una reglamentación de contenido laboral de carácter autónomo o 

independiente, sino que serán Reglamentos dictados en ejecución o desarrollo de leyes.  

 

La legislación laboral es competencia exclusiva del Estado, sin perjuicio de su ejecución por 

los órganos de las Comunidades Autónomas (art. 149.1.7 CE).  

La jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha interpretado este artículo en el sentido de 

que "cuando la Constitución emplea el término legislación laboral y la atribuye a la 

competencia estatal incluye también en dicho término, los Reglamentos tradicionalmente 

llamados ejecutivos, es decir, aquellos que aparecen como desarrollo de la ley, y, por ende, 
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como complementarios de la misma, pues sino se frustraría la finalidad del precepto 

constitucional de mantener una uniformidad en la ordenación jurídica de la materia". 

 

3. FUENTES SUPRANACIONALES: 

 

A Internacionales en sentido estricto:  

 

Tienen su origen en la sociedad internacional y en sus organismos especializados, como por 

ejemplo tratados, convenios o acuerdos, que pueden ser bilaterales o multilaterales. En este 

sentido el art. 96.1 CE establece “ 

Los tratados internacionales validamente celebrados, una vez publicados oficialmente en 

España, formarán parte de su ordenamiento interno”. Su publicación íntegra supone o 

implica su aplicación directa (art. 1.5 Cc) cuando sean autosuficientes. Jurisprudencia y 

doctrina en numerosas ocasiones han puesto de manifiesto la supremacía de los Tratados 

sobre las normas de derecho interno.  

 

Esta cuestión resulta de especial relevancia en materia social dados los múltiples Convenios 

Internacionales de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) suscritos y ratificados por 

España desde su fundación en 1919. 

 

B Normas de derecho comunitario:  

 

 

Dentro de las fuentes del Derecho Comunitario o del Derecho del la Unión Europea tenemos 

por un lado el Derecho originario (integrado por los tratados constitutivos de cada 

comunidad, el resto e los tratados, incluidas las Actas de adhesión y las decisiones que 

modifican estos tratados) y por otro el Derecho derivado, constituido por las normas 

emanadas de las instituciones comunitarias con poder legislativo. 

- Decretos 

- Directivas 

- Decisiones 

- Recomendaciones y Dictámenes 

Además de las fuentes citadas dentro del Derecho de la Unión Europea (UE), no podemos 

olvidar un tercer sustrato de la UE, al que sin ser derecho originario ni derivado el Tribunal 
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de Justicia de las Comunidades Europeas (TJCE) ha otorgado carácter de fuente indirecta, 

como es la jurisprudencia emanada de dicho Tribunal y los principios generales. 

 

4. FUENTES DE ORIGEN PROFESIONAL:  

 

A Convenios Colectivos:  

 

Son fuente del derecho específica del ámbito laboral, y han sido definidos por la doctrina 

como de naturaleza mixta, al tener "alma de ley y cuerpo de contrato". Su especial 

naturaleza deriva de que no emanan de un Poder del Estado, sino que proceden de la 

autonomía colectiva o poder normativo reconocido conjuntamente a trabajadores y 

empresarios.  

 

Los arts 37.1 CE y 82.2 ET reconocen el valor de norma jurídica de los convenios colectivos, 

su carácter vinculante de forma general y en abstracto para todos los trabajadores y 

empresarios incluidos dentro de su ámbito de aplicación, siempre con respeto a la Ley.  

 

Los convenios pueden mejorar las condiciones de trabajo establecidas por norma legal o 

reglamentaria, pero nunca pueden establecer condiciones inferiores en lo que tengan rango 

de derecho mínimo necesario e indisponible (jornada, retribución, derechos en materia de 

prevención de riesgos laborales, etc.). En este sentido, podemos afirmar que existe una 

preeminencia normativa de la ley frente al convenio colectivo, que se traduce en la 

anulación de todo aquello estipulado en un convenio contraviniendo disposiciones de 

derecho necesario  

contenidas en una norma (art. 6 LOPJ, art. 3.3 ET y 2.2 LPRL).  

 

B La costumbre laboral:  

 

Los convenios son la principal fuente de origen profesional pero no la única, y así la 

costumbre (art. 3.d. ET) entendida como conducta colectiva o usos sociales seguidos desde 

largo tiempo atrás, puede crear normas con valor jurídico, si bien limitadas a cubrir las 

lagunas de las normas de rango superior y siempre que no fuere contraria a las mismas.  

 

No obstante, en materia laboral queda escaso margen para la costumbre, por cuanto las 

normas escritas (Leyes, Reglamentos, Convenios Colectivos) son extraordinariamente 
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abundantes. El art. 3.4 ET establece su aplicación en defecto de ley aplicable. Incluso la 

autonomía de la voluntad, es decir, lo establecido en un contrato prevalece sobre la 

costumbre, salvo en los casos de costumbre incorporada a Ley o reglamento. 

 

5. FUENTES SUPLETORIAS: 

 

Para completar el cuadro de fuentes del Derecho del Trabajo conviene hacer referencia a 

algunas disposiciones de carácter general contenidas en el Código Civil:  

 

Las posibles lagunas que pueda tener el ordenamiento laboral se podrán integrar por lo 

dispuesto en el Código Civil, en cuanto que "las disposiciones de este Código se aplicarán 

como supletorias en las materias regidas por otras leyes" (art. 4.3 Cc).  

 

Cabe el recurso a la analogía: "procederá la aplicación analógica de las normas cuando estas 

no contemplen un supuesto específico, pero regulen otro semejante entre los que se aprecie 

identidad de razón" (art. 4.1Cc).  

 

En cualquier caso los Principios Generales del Derecho "se aplicarán en defecto de ley o 

costumbre, sin perjuicio de su carácter informador del ordenamiento jurídico" (art. 1.4 del 

Cc).  

 

 

6. JURISPRUDENCIA. 

 

La actividad de Jueces y Tribunales consiste en la solución de conflictos juzgando y haciendo 

cumplir lo juzgado, pero siempre en aplicación de la Ley. Y por ello las decisiones judiciales 

no son norma ni pueden ser fuente de derecho.  

 

No obstante el art. 1.6 Cc dice que la jurisprudencia “complementará el ordenamiento 

jurídico” y por tanto tiene cierta trascendencia normativa la doctrina uniforme y constante, 

es decir la establecida de modo reiterado por el Tribunal Supremo, en su calidad de juez de 

casación y órgano jurisdiccional superior.  

 

La tarea de unificación de la propia doctrina que corresponde al Tribunal Supremo respecto 

de la interpretación y aplicación que él mismo hace del derecho en sus diversas actuaciones, 
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confiere seguridad al ordenamiento jurídico y convierte a sus decisiones en punto de 

referencia, tanto para los jueces como para los ciudadanos.  

 

Por otro lado, y respecto a las Sentencias del Tribunal Constitucional, serán fuente traslativa 

de derecho cuando declaren la inconstitucionalidad de una ley o de una norma con rango de 

Ley, y todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho. En estos casos 

dice la Constitución que tendrán plenos efectos frente a todos y producirán sus efectos 

desde la fecha de su publicación en el Boletín Oficial del Estado (arts. 164.1 CE y art. 38.1 

Ley Orgánica del Tribunal Constitucional). 

 

En todos los ordenamientos jurídicos se presentan situaciones en las que resulta 

imprescindible determinar cuál es la disposición aplicable a un supuesto de hecho, cuando 

existan varias concurrentes. Para ello el ordenamiento jurídico proporciona unas reglas 

precisas que vamos a pasar a analizar. 

 

A El principio de jerarquía normativa 

 

Cuando en un momento cronológico determinado existen varias normas vigentes aplicables 

a un mismo supuesto de hecho, opera el principio de jerarquía normativa (art. 9.3 CE). 

 

Este principio supone:  

 

Prevalecen las normas escritas sobre las no escritas. Esto es, la costumbre y los principios 

generales del derecho, en cuanto normas no escritas, sólo se aplicarían en último lugar y 

con carácter subsidiario.  

 

Respecto a las normas escritas existe una jerarquía entre las mismas, de modo que la 

aplicación preferente corresponde a la que ocupa el puesto más elevado en la escala 

jerárquica, a saber: Constitución; Tratados y Convenios Internacionales; Leyes; Decretos y 

Ordenes Ministeriales; Convenios colectivos y autonomía de la voluntad (estipulada en un 

contrato). B El principio de orden normativo 

 

Si la concurrencia de normas se produce en el tiempo, es decir si una situación está 

regulada sucesivamente por diversas normas, el criterio de identificación de la norma 

aplicable viene determinado por el principio de orden normativo. 
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Este principio implica que las normas posteriores derogan a las anteriores, siempre que 

aquéllas sean de igual o superior rango jerárquico. Este criterio hay que completarlo con lo 

que puedan establecer las Disposiciones Transitorias de la norma posterior, que pueden 

determinar el mantenimiento provisional de la norma anterior para situaciones nacidas a su 

amparo. 

 

C El principio de la norma más favorable: 

 

En relación con la regulación de los derechos y obligaciones concernientes a la relación 

laboral, son frecuentes los conflictos de concurrencias de normas, no bastando el recurso al 

principio de la jerarquía normativa, que deberá armonizarse recurriendo al principio de la 

norma más favorable.  

 

El art. 3.3 ET establece que “los conflictos originados entre los preceptos de dos o más 

normas laborales, tanto estatales como pactadas, que deberán respetar en todo caso los 

mínimos de derecho necesario, se resolverán mediante la aplicación de lo más favorable 

para el trabajador, apreciado en su conjunto, y en cómputo anual respecto de los conceptos 

cuantificables". No obstante esta redacción plantea, al menos, las siguientes cuestiones:  

 

C.1 ¿Qué normas pueden verse afectadas por el conflicto? 

 

El art. 3 ET excluye del ámbito potencial de conflicto a las normas consuetudinarias, ya que 

"los usos y costumbres laborales sólo se aplicarán en defecto de disposiciones legales, 

convencionales o contractuales". Por tanto, los conflictos de concurrencia sólo pueden 

producirse entre normas laborales escritas.  

 

De otro lado, la referencia a normas laborales "tanto estatales como pactadas" parece que 

dejaría fuera del ámbito de conflicto a las normas supranacionales. Sin embargo, esta 

omisión debe imputarse a una mala redacción del precepto, porque como hemos visto 

anteriormente según el art. 96.1 CE "los Tratados Internacionales, válidamente celebrados, 

una vez publicados oficialmente en España, formarán parte del ordenamiento interno". Por 

ello entendemos que también las normas y convenios internacionales ratificados por España 

entran en la aplicación del principio a la norma del más favorable.  
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Respecto a la posible concurrencia de normas laborales estatales no cabe aplicar el principio 

de la norma más favorable, por cuanto la posible concurrencia se solucionaría utilizando el 

principio de la jerarquía normativa o el de orden normativo, entre dos normas de rango 

idéntico.  

 

En relación con el posible conflicto entre convenios colectivos, este supuesto podría darse 

cuando convenios de distinto ámbito (de centro de trabajo, de empresa, de sector, etc.) 

regulen una misma materia. Sin embargo, el art. 84 ET dispone que "un convenio colectivo 

durante su vigencia no podrá ser afectado por lo dispuesto en convenios de ámbito distinto, 

salvo pacto en contrario, conforme a lo dispuesto en el art. 83.2 y salvo lo previsto en el 

apartado siguiente". En estos casos nos encontraríamos ante la existencia de un convenio 

colectivo marco en el cual se establecen las reglas para resolver los conflictos de 

concurrencia entre convenios de distinto ámbito.  

 

El ámbito en que va a operar el principio de norma más favorable generalmente será en los 

supuestos de concurrencia entre normas laborales estatales y normas pactadas. En cuyo 

caso deberán respetarse en todo caso los mínimos de derecho necesario (art. 3.3 ET).  

 

En general, por el concepto de mínimo de derecho necesario hay que entender las 

disposiciones que resultan innegociables, en el sentido de que conforman el "suelo" o nivel 

mínimo de contratación, y por tanto son indisponibles; por tanto, si estos mínimos son 

respetados, son siempre susceptibles de mejora por la norma que aparezca como la más 

favorable entre las concurrentes.  

 

Ahora bien, existen normas que son de derecho necesario absoluto, como las de carácter 

procesal, las que establecen la capacidad para contratar, o las relacionadas con el orden 

público, como las de seguridad y prevención de riesgos laborales, que resultan totalmente 

inmodificables por las partes, debiendo observarse en sus propios términos. 

 

C.2 Criterios de comparación entre normas concurrentes. 

 

En principio, caben dos criterios para establecer qué norma es más favorable: la 

comparación de normas de forma global o en su conjunto, o la comparación de aspectos 

particulares de cada una de ellas. 
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Respecto a esta cuestión, el Estatuto no deja duda y establece la aplicación de "lo más 

favorable apreciado en su conjunto" y que tratándose de conceptos cuantificables, como los 

salarios, la comparación tendrá que hacerse "en cómputo anual". 

 

C.3 El respeto a las condiciones más beneficiosas 

 

Este principio emana de lo establecido en el art. 3.1.c) ET que enumera, entre las fuentes 

de derecho y obligaciones de la relación laboral "la voluntad de las partes manifestada en el 

contrato de trabajo, siendo sujeto lícito y sin que en ningún caso puedan establecerse en 

perjuicio del trabajador condiciones menos favorables y contrarias a las disposiciones legales 

y convenios colectivos antes expresados".  

 

Ello significa que en la fijación de las condiciones de trabajo, el establecimiento de 

condiciones más beneficiosas a través del contrato de trabajo, es perfectamente asumible, 

siempre que se respeten las normas dispositivas de carácter imperativo.  

 

Para que se de una condición más beneficiosa, por tanto, se requiere: 

- Que nazca de la voluntad de las partes manifestada en el contrato de trabajo.  

- Que no sea contraria ni menos favorable a las condiciones de trabajo  

establecidas en normas estatales y/o convenios colectivos aplicables.  

- Precisamente por su origen contractual, las condiciones más beneficiosas no pueden ser 

alegadas por sujeto distinto del que las disfruta, pues tienen carácter personal, y como ha 

establecido la jurisprudencia "las condiciones más beneficiosas no son de aplicación a 

trabajadores de nuevo ingreso si estaban concedidas anteriormente a título personal".  

 

Para que pueda entenderse producida una incorporación de la mejora al contrato de 

trabajo, la jurisprudencia viene estableciendo dos requisitos: 

 

- Un elemento subjetivo consistente en la voluntad consciente del empresario en la 

concesión de la mejora o "voluntad inequívoca de su concesión".  

- Otro elemento objetivo consistente en su efectiva concesión.  

 

Una vez establecida la condición más beneficiosa, debe mantenerse sin que resulte lícito 

para el empresario modificar unilateralmente la misma. 

 


